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2 ASISTENCIA

Diputados Presentes
Bloque
Departamento

ALBÓNICO, Norma Mónica
PS
Iriondo

ARANDA, Lucrecia Beatriz
PS
Rosario

BARRERA, Edmundo Carlos
PJ
La Capital

BAUDÍN, Juana Aurora
PS
General Obligado

BENAS, Verónica Claudia
ARI
Rosario

BENÍTEZ, Miriam Isabel
PPS
Rosario

BONFATTI, Antonio Juan
PS
Rosario

BRIGNONI, Marcelo
EP
Rosario

CASTELLANI, Carlos Alberto
UCD
Rosario

CAVUTO, Adriana
PJ
La Capital

CECCHI, Alfredo Luis
PS
General López

COSTA, María Celia
PJ
La Capital

CURA, Jorge Alfredo
PJ
La Capital

DALLA FONTANA, Ariel Raúl
PJ
La Capital

DEHESA, Roberto
PJ
General López

ESQUIVEL, Mario César
PJ
La Capital

GASTALDI, Marcelo Luis
PJ
Rosario

GUTIÉRREZ, Alicia Verónica
ARI
Rosario

JULLIER, Héctor Eduardo
PDP
Las Colonias

KILIBARDA, Danilo Héctor
PJ
La Capital

LACAVA, Mario Alfredo
PJ
La Capital

LAGNA, Jorge Alberto
PJ
General López

LAMBERTO, Raúl A.
PS
Rosario

LIBERATI, Sergio
PS
Rosario

MAGUID, Alberto Emilio
PJ
La Capital

MARCUCCI, Hugo María
UCR
La Capital

MASCHERONI, Santiago
UCR
La Capital

MEOTTO, Liliana Graciela
PJ
Rosario

MILLET, Juan Carlos
UCR
Rosario

MIRABELLA, Roberto
PJ
Castellanos

PEIRONE, Ricardo
PJ
Castellanos

PERALTA, Mónica Cecilia
BER
Rosario

PESARESI, Julia Alejandra
PJ
9 de Julio

PEZZ, Federico Gustavo
UCR
General Obligado

PIVIDORI, José Francisco
PJ
General Obligado

QÜESTA, Daniela Susana
BER
La Capital

REAL, Gabriel Edgardo
PDP
General López

REUTEMANN, Roberto Federico
PJ
La Capital

REYNOSO, Ricardo Abel
PPS
Rosario

RIESTRA, Antonio Sabino
ARI
La Capital

RITTER, Oscar Raúl
UCR
Las Colonias

SÁNCHEZ, Francisca
PJ
San Javier

SCATAGLINI, Marcelo Darío
PJ
La Capital

STANOEVICH, María Rosa
PJ
Rosario

STRADA, Aldo Ricardo
ARI
Rosario

TIBALDO, Claudio Mario
PJ
La Capital

TOMEI, Mónica Alicia
UCR
Rosario

URRUTY, Oscar
PPS
Rosario

VÁZQUEZ, José María
PJ
La Capital

VENESIA, Laura Mercedes
PJ
Rosario

Diputados Ausentes
Bloque
Departamento

Referencias: ARI: Afirmación para una República Igualitaria – BEP: Bloque Encuentro Popular – BER: Bloque Encuentro Radical – PDP: Partido Demócrata Progresista – PJ: Partido Justicialista – PPS: Partido para el Progreso Social – PS: Partido Socialista – UCD: Unión del Centro Democrático – UCR: Unión Cívica Radical
3 APERTURA DE LA SESIÓN



En la ciudad de Santa Fe, a las 15:29 del cinco de agosto de dos mil cuatro, y ante la falta de quórum para sesionar, los señores diputados presentes en la Sala de Sesiones solicitan a la Presidencia que continúe llamando hasta lograr el número reglamentario.



A las 18:41 se reúne la Cámara de Diputados de la Provincia, en la 13ª Sesión Ordinaria del 122º Período Legislativo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se pasará lista de los diputados presentes.

–
Así se hace.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con la presencia de los 50 señores diputados declaro abierta la sesión.

Invito a las señoras diputadas Lucrecia Aranda y Juana Aurora Baudín a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

–
Puestos de pie los señores diputados, personal de la Cámara y público presente, las señoras diputadas Lucrecia Aranda y Juana Baudín izan la Bandera Nacional.

–
Aplausos.

4 CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER

(Lectura de artículo)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– De acuerdo con lo resuelto por la Cámara en la sesión del 18 de diciembre de 2003, por Secretaría se procederá a dar lectura al artículo 22 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, Ley Nº 23.179.

SR. SECRETARIO (Corach).– “Artículo 22: ”Los organismos especializados tendrán derecho a estar representados en el examen de la aplicación de las disposiciones de la presente Convención que correspondan a la esfera de sus actividades. El Comité podrá invitar a los organismos especializados a que presenten informes sobre la aplicación de la Convención en las áreas que correspondan a la esfera de sus actividades.”

5 VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

(Sesión ordinaria del 29/07/04 – Aprobada)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra a consideración del Cuerpo la Versión Taquigráfica correspondiente a la sesión ordinaria del 29 de julio del corriente año.


Si no se formulan observaciones, se dará por aprobada.

· Resulta aprobada.

6 asuntos entrados Nº 13

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de Asuntos Entrados Nº 13, con su destino correspondiente.

–
Se lee:

6.1 Comunicaciones Oficiales

(Asunto Nº 5: Lectura informe Expte. Nº 12.362 – DB)

(Asunto Nº 10: Se solicita devolución respuesta Expte. Nº 12226 – PDP)

Asunto Nº 1 – El Secretario Legislativo de la Legislatura de la Provincia de Córdoba, remite Resolución 1723/04 – Comisión Parlamentaria Conjunta de la Región Centro. (N° 7803/04)

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 2 – El Poder Ejecutivo, remite Decreto 1160/04 –modifica el presupuesto de la Dirección Provincial de Vialidad. (N° 7804/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 3 – El Ministerio de Hacienda y Finanzas, remite Decreto 1322/04 – Obra rehabilitación Ruta Provincial 66 – tramo Cañada Rosquín – Carlos Pellegrini. (N° 7805/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 4 – El Ministerio de Hacienda y Finanzas, remite Decreto 1332/04 – Obra repavimentación Ruta Provincial 10 – tramo Santa Clara de Buena Vista – Ruta Nacional 19. (N° 7806/04)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 5 – La Subsecretaría de Asuntos Legislativos, eleva respuesta a las siguientes minutas de comunicación:

Expte. N° 12146 – UCR: Solicita pavimente la Ruta Provincial 34-S – tramo Ruta Nacional 11 y Ruta Nacional 34 – Distrito Ibarlucea. (N° 7807/04)

Expte. N° 12553 – ARI: Solicita informe sobre conflicto gremial existente en la Empresa Petroquímica Bermúdez SA. (N° 7808/04)

Expte. N° 12203 – ARI: Solicita informes sobre varios puntos atinentes al Calendario Provincial de Vacunación. (N° 7809/04)

Expte. N° 12081 – UCR: Solicita lleve a cabo los estudios definitivos sobre ejecución del futuro Puente Ferrovial Santa Fe – Paraná. (N° 7810/04)

Expte. N° 12392 – BER: Solicita informe sobre los motivos del apagón en Santa Fe el 29 de abril de 2004 – 1er. Aniversario de la catástrofe Hídrica por el desborde del Río Salado. (N° 7811/04)

Expte. N° 12308 – PDP: Solicita informe sobre construcción de un puente en la Ruta Provincial 61 – tramo Soledad – San Justo. (N° 7812/04)

Expte. N° 12072 – PDP: Solicita pavimente la Ruta Provincial 5 – tramo Empalme San Carlos – Autopista Santa Fe-Rosario. (N° 7813/04)

Expte. N° 12574 – ARI: Solicita informe sobre celebración de convenios referidos a la Ley Nacional 24374. (N° 7814/04)

Expte. N° 12165 – ARI: Solicita la recomposición de haberes de Jubilados y Pensionados de la Provincia. (N° 7815/04)

Expte. N° 11654 – PJ: Solicita coloque una placa recordatoria en la cabecera del puente Rosario – Victoria. (N° 7816/04)

Expte. N° 12362 – DB: Solicita informe sobre retenciones sobre salarios que aportan los gremios. (N° 7817/04)

Expte. Nº 12736 – DB: Solicita declare de interés provincial el Proyecto Cinematográfico “El Grito de Alcorta”. (Nº 7820/04)

–
Girado a sus antecedentes.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


Señor presidente, veo que aquí está el expediente Nº 12.362 – DB, por el cual se solicitan informes de las retenciones sobre salarios que aportan los gremios (Nº 7817). Solicito se dé lectura al expediente porque creo que tiene que ver con las respuestas del Poder Ejecutivo al pedido de informes que hicieron en su oportunidad los bloques de la oposición –a los cuales yo acompañé–, referido a los aportes que el Estado hace a las organizaciones sindicales para viviendas, fondo acción social, etc., como es el caso de nuestro gremio y que a raíz de un problema de la ropa de trabajo es tan notorio públicamente.


Por lo tanto, pido que se lea, si es posible, el expediente.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se leerá la contestación.

SR. SECRETARIO (Corach).– El expediente tiene 286 fojas, vamos a leer la parte pertinente.

· Murmullos en el recinto.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


El Poder Ejecutivo ha dado una respuesta muy amplia al reclamo que se ha hecho de informes que a mí también me interesaban. Entonces, debe haber un resumen. Por favor, que se lea, si es posible, si lo hay.

· Murmullos en el recinto.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Bueno… No nos quejemos. A veces decimos que el Poder Ejecutivo no informa. Esta vez ha informado y con creces. Hay que felicitarlo, ¿no? Yo quisiera saber el resultado.

–
Murmullos en el recinto.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


Desconozco los motivos pero, en esta constitución de la Cámara, se ha dejado de lado una tradición que creo que era muy interesante: cuando se recibían las contestaciones a los pedidos de informes, se mandaba una copia, no sé si a todos los bloques, pero por lo menos al legislador autor del pedido.


Hoy mandé a buscar ese expediente y se me dijo que era muy voluminoso, que tenía que hacer el trámite mañana o a partir del lunes. De manera tal que nos podremos informar los distintos bloques, los distintos legisladores integrantes de la Cámara la próxima semana. Y si entonces amerita alguna aclaración, algún debate, seguramente lo vamos a dar.


Lo digo porque pretender una síntesis de 280 y pico fojas, ahora, en crudo –si se me permite–, me parece que a lo mejor no sería oportuno.


Y en segundo lugar, descuento que el señor diputado Maguid conoce perfectamente bien toda esta historia. Si alguno no necesita información, es justamente él.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


Comparto que, después de todo, tengamos copia, si es posible del expediente. Yo también quiero una. Comparto lo que dijo el diputado Cecchi.


Creo que no implica nada leer la síntesis que puede haber enviado el Poder Ejecutivo, porque así como en su momento se dio lectura y publicidad, e incluso el diputado Cecchi hizo hasta una conferencia de prensa para dar los motivos por los cuales hacía este pedido de informes, permítanme por lo menos, el derecho a pedir que se lea lo que el Poder Ejecutivo dice. Después podemos seguir analizándolo y hacer todos los pedidos de informes nuevos que se nos ocurra.


Pero creo que me merezco esa oportunidad por parte del diputado Cecchi, porque lo que está en juego acá, no es un simple informe, sino la responsabilidad de la administración de fondos por parte de una organización sindical y el honor de las personas que la conducimos. Y como esto estuvo vapuleado, hubo sospechas, se generaron sospechas, creo que corresponde que me permitan tener el derecho de que aquí se lea y que, copia de este informe del Poder Ejecutivo o si hay una síntesis, se haga llegar a todos los medios de comunicación que están reconocidos en la Cámara a los efectos de que se le dé el mismo espacio, la misma publicidad y el mismo lugar que en su momento le dieron al pedido de informes que, con todo derecho, presentó la oposición. 

No creo que estemos variando nada. Simplemente creo que el honor de las personas está por encima de los tiempos. Y si yo sostuve y acompañé el pedido de informes, creo que mi familia, la familia de todos los dirigentes de mi gremio, los trabajadores que yo represento en el gremio, mereceremos que se lea y se dé a publicidad, cualquiera fuera el resultado del informe. Así que voy a insistir con el pedido.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría me informan que obra en el expediente una síntesis de dos fojas, aproximadamente, que se procederá a dar lectura, sin perjuicio de la copia de la contestación al pedido de informes que será entregada oportunamente a los diputados Cecchi y Maguid.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


Voy a solicitar se agregue, después, al informe del Poder Ejecutivo el dictamen de la justicia provincial que ahora mandaré a buscar mientras escucho lo que se va a leer.

–
Hablan varios diputados a la vez.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Como el diputado Brignoni es uno de los firmantes del pedido de informes, me gustaría que escuchara lo que dice el Poder Ejecutivo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al informe.

–
Se lee:

Ref¨: Nota Nº 10887/04 s/ Expte Nº 12362 – DB

Proyecto de Comunicación Cámara de Diputados

Respuesta al pedido de informe de referencia


En respuesta al pedido de informe que la Honorable Cámara de Diputados ha formulado a este Poder Ejecutivo mediante nota 10887/04 del 6 de mayo del cte. Año, cumplimos en elevar el presente expediente Nº 00201-0094313-3 con las informaciones que han elevado las distintas áreas administrativas y que figuran en los folios del mismo.


A los efectos de ampliar la información acumulada en el mencionado expediente y sintetizada en los folios 184/87 de la Subsecretaría de la Función Pública, con él animo de posibilitar a la Honorable Cámara de Diputados un mayor abundamiento en las respuestas a cada uno de los interrogantes planteados, expresamos:

Referencia al punto 1: la información requerida respecto a las erogaciones que realiza el Gobierno de la Provincia a las entidades del personal estatal, con discriminación de porcentajes y sus bases imponibles como así también los gremios destinatarios (ATE, Apel, Luz y Fuerza, Fentos, Viales y Upcn) con especificación de los correspondientes aportes del personal y de la patronal así como la forma de acreditación de los mismos están ampliamente detalladas entre los folios 6 a 190 de este expediente.

Referencia al punto 2: Las retenciones que se realizan sobre el salario de los trabajadores para entidades gremiales, son realizadas con voluntad expresa de los afiliados a los mismos, estas se efectúan cumplimentando las normas vigentes (art. 72º de la Ley de Contabilidad y Decretos Nº 3159/93 y 69/94) que exigen expresamente, en todos los casos, la autorización voluntaria de los agentes, por lo que no existe ningún tipo de retención compulsiva sobre el salario de los mismos.


En lo que respecta a los aportes que en su calidad de empleados realiza el Poder Ejecutivo a distintas entidades gremiales (Luz Y Fuerza, Fentos, Upcn), surgen de la aplicación de los Convenios Colectivos de Trabajo devenidos de las leyes nacionales Nº 14.250, 23.551 y la provincial Nº 10.052; por lo tanto los contenidos emandados de las respectivas Comisiones Paritarias son instrumentos Convencionales que adquieren carácter legal y que de por si no constituyen privilegios especiales, sino acuerdos de partes analizados y acordados en el marco de la Ley, por los que no se pueden considerar bajo la figura de subsidios, a saber:

Convenio Nº 235/97–Luz y Fuerza Santa Fe–Empresa Provincial de la Energía.


Las partes acuerdan una contribución de la empresa al sindicato del 5% mensual del total de remuneraciones globales sujetas a aportes previsionales y de la seguridad social de los trabajadores alcanzados por el convenio con destino a implementar y sostener planes de vivienda, turismo, cultura, educación y deporte de los trabajadores.

Acta Acuerdo – punto 7 del 03/06/97–Luz y Fuerza Santa Fe – Empresa Provincial de la Energía.


Las partes acuerdan una contribución de la empresa al sindicato de $ 320.000 (Pesos trescientos veinte mil) mensuales con destino a solventar gastos de permisos gremiales, incluyendo la compensación sustitutiva de gas y consumo de energía eléctrica del personal de los sindicatos.

Convenio Nº 113/94–Federación Nacional de Trabajadores de Obras Sanitarias–Dirección Provincial de Obras Sanitarias:


La empresa aportara a las asociaciones sindicales en el carácter de aporte social con destino a planes de vivienda el 1,5% de la masa salarial en forma mensual, desde el 01/06/94 hasta la vigencia del Convenio Colectivo, dicho importe será percibido por el sindicato con personería gremial más representativa.

Actas Paritarias 1, 2, 8, 10, 21 37 (Ley 10.052)- Poder Ejecutivo Provincial–UPCN-Seccional Santa Fe:

Las partes acuerdan una bonificación del Poder Ejecutivo del 2% mensual sobre el total de los rubros remunerativos al personal comprendido en la Ley Nº 10.052, este porcentaje se aplica sobre los agentes afiliados al sindicato, con la finalidad de crear y mantener un Fondo de Vivienda y Seguridad Social (Actas 1, 2 y 8).

Las partes acuerdan una contribución patronal del 2% mensual sobre el total de haberes comprendido en la Ley 10.052, para los afiliados a UPCN destinado a la implementación, el turismo, la acción social solidaria.

Las partes acuerdan una contribución patronal del 1% mensual sobre el total de haberes del Personal comprendido en el Escalafón Decreto Acuerdo 2695/83, correspondiendo a la UPCN la organización y administración de dicho fondo con la finalidad de cumplimentar con la obligación del Estado, de provisión de indumentaria conforme lo determinado por el art.124 y siguientes del Escalafón –Decreto Acuerdo 2695/83 (Acta Nº 37)

Decreto Nº 14 (28/02/91) Ley 10.472–Asociación del Personal Legislativo de Santa Fe–Legislatura Provincial:

Las partes acuerdan una bonificación del 2% sobre el total de haberes, con la finalidad de crear y mantener un Fondo Legislativo de Vivienda y Seguridad Social, dichos fondos deberán ser depositados a nombre de la Asociación Personal Legislativo de: Santa Fe (Apel).

Referencia al punto 3: El Decreto Nº 3959/87 estableció para el personal sujeto al régimen de la Ley 10052, una bonificación no retributiva del 2% sobre el total de los haberes que perciben, con la finalidad de crear un Fondo de Vivienda y Seguridad Social.


Conforme a lo prescripto por el art. 3º del decreto citado, se desprende cual es la naturaleza del porcentual referido; se trata de una bonificación autorizada a favor de determinados agentes públicos bajo la condición esencial de que se destine a la creación el fondo mencionado. Es decir, la liquidación del 2% sobre el total del haber de cada empleado, que quedó calificada normativamente como un incremento “No remunerativo”, expresión que denota la inexistencia del derecho singular, de percibir efectivamente la cantidad resultante.


A los efectos prácticos, genera a favor de los agentes a quienes capta el Dec. 3959/87, el derecho de obtener las prestaciones del Fondo de Vivienda y Seguridad Social, si acaso se concibiera posible renunciar a la calidad de beneficiario del citado fondo, no por ello nacería a favor el hipotético dimitente derecho alguno a cobrar como retribución mensual la cantidad resultante del 2% desagregado.

Referencia al punto 4: Si bien en los folios 6 a 190 del presente expediente se encuentran con total claridad todos los detalles que se requieren en este punto, creemos importante mencionar, que entendemos que se refieren al acta Nº 37, por ser esta la que crea el Fondo de Ropa de Trabajo y no la Nº 38 como se menciona en el pedido de la Ley Provincial Nº 10052, que en su artículo 1º dice “A partir de la vigencia de la presente ley, las condiciones de trabajo y régimen salarial del personal de la Administración Pública Provincial actualmente comprendida en la ley 8525, serán establecidos mediante el sistema de convenciones colectivas de trabajo”. Por lo que los actos administrativos que instituyeron los fondos de “Acción Social” y “Ropa de Trabajo”. Fueron los emitidos por el Poder Ejecutivo en materia de su competencia Constitucional y legal (Art. 72 inc. 1º y 4º de la Constitución de la Provincia, Art. 1, 6 y 7 y concordantes de la Ley 10.052, Ley Nº 14.250 y modificatorias, Ley 23.551)

Referido al punto 5: Con relación a este punto se señala, que acorde lo normado, solo se realiza la auditoria de los aportes patronales que realiza el Estado Provincial a la Unión del Personal Civil de la Nación, según lo acordado con dicha entidad, conforme las actas de paritarias Nº 2, 10 y 37; relacionado a las otras entidades que perciben aportes patronales, no existe pauta expresa, en este expediente que los hagan sujeto de auditoría.


En lo que respecta a las obligaciones de la Upcn, el Ministerio de Hacienda es el organismo que recepciona y controla las respectivas rendiciones de Cuentas.


Vinculado a este tema, se señala, que dicha entidad ha presentado las respectivas rendiciones en un todo de acuerdo a lo establecido por la normativa vigente. Dichas rendiciones se encuentran en el ámbito del Ministerio de Hacienda y Finanzas y constituyen documento público, teniendo acceso a la información, toda aquella persona que así lo desee.

Referido al punto 6: Con relación a lo solicitado transcribimos textualmente lo expresado por la Subsecretaria de la Función Pública en la página 186 que textualmente dice; “En el sistema establecido por el Acta Paritaria Nº 1 del 31/08/87, el personal alcanzado es el comprendido en la Ley Nº 10052 y afiliado a la UPCN (según Acta Paritaria Nº 8 del 9/06/88). Asimismo por Acta Paritaria Nº 2 del 19/10/87, se fijó que la entidad gremial dispondría de lo que estimare necesario para lograr la organización y administración integral del Fondo de Vivienda y Seguridad Social y Social y la programación y ejecución acelerada de planes de vivienda, propendiéndose a la construcción de agrupamientos habitacionales y sus infraestructuras y equipamientos comunitarios, compuestos de viviendas económicas o estándar del tipo evolutivo o progresivo, ajustándose a categorizaciones de necesidades funcionales generales, las que será adjudicadas conforme a órdenes de procedencia (basados en pautas técnicas de selección) establecidos por la entidad gremial, la que trimestralmente rendirá cuentas al Ministerio de Hacienda y Finanzas y presentará anualmente un estado de cuenta de toda la gestión realizada”.

Señor presidente, en el convencimiento de haber cumplimentado lo requerido según ref, aprovecho la oportunidad para saludarlo con atenta consideración.

Dr.- Walter Davd Gálvez

Subsecretario de Justicia y Culto

A/c Subsecretaría de Asuntos Legislativos

Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


He escuchado con mucha atención, mucha más de la que han puesto algunos diputados en este recinto en este momento, que no fue tal vez la misma que pusieron cuando había que hacer generar sospechas sobre la honorabilidad de los dirigentes y la responsabilidad de las organizaciones sindicales; pero de cualquier manera, lo importante es que ha tenido ingreso un expediente voluminoso del Poder Ejecutivo sobre este tema. Yo reitero y solicito muy especialmente –aparte de lo que cada uno de los presentes podamos pedir como copia del expediente– que del texto que se termina de leer formalmente la Cámara de Diputados entregue una copia a todos los periodistas acreditados en esta Legislatura.


Por otro lado, quiero referirme a algunas partes y que después, cuando el compañero Cecchi lo pueda leer con tranquilidad, le ruego que se detenga en ese párrafo en el cual el gobierno dice que, de todas las entidades que reciben retribuciones patronales –y a nombrado varias, cuatro puntualmente: EPE, APEL, UPCN y Obras Sanitarias–, aparentemente, por lo que el Poder Ejecutivo está diciendo allí, la única obligada a rendir cuentas de cada peso que el gobierno nos da como aporte es UPCN. No surge de lo que dice el informe –a lo mejor surja del expediente, pero no del informe– que las otras organizaciones sindicales que reciben contribuciones estén obligadas a rendir cuentas al Tribunal de Cuentas o al Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia. 

Al sólo efecto de informar –para que también se bajen los decibeles de la fantasía, que muchas veces se dan a la prensa–, sin saber cuál iba a ser el dictamen, pero como hace rato que está este tema, yo quería dar un informe y que todos sepan y la opinión pública sepa, cuánto es el aporte patronal que en carácter de contribución –como lo dice el informe– hace el Estado o las empresas a los sindicatos por cada trabajador afiliado. Lo dice bien ahí, trabajador afiliado exclusivamente. Aquí, esta Legislatura, en su momento, votó una ley otorgando el Fondo de Vivienda a los compañeros del personal de esta Legislatura, que en esta Cámara de Diputados representa un aporte de $ 42,77 por cada empleado, mensualmente, por este Fondo de Vivienda: Para dejarlo claro: $ 42,77 recibe el sindicato de APEL, por cada trabajador afiliado, para el Fondo de la Vivienda que está establecido por una ley que dictó esta Legislatura, y seguramente el señor diputado Cecchi, que hace varios años que está acá, también la ha votado.


La EPE, es decir el sindicato de Luz y Fuerza, por estos dos convenios que ustedes leyeron, recibe $ 197,04 mensuales por cada trabajador afiliado a su organización. 

Nuestro gremio, UPCN, que ha estado tanto en los diarios en los últimos dos años, recibe en total $ 29,65 por todos los fondos que tenemos. Esto debe estar seguramente en el expediente cuando surja de los acuerdos y los datos. 

Repito, UPCN, por todo lo que se dice, siendo el único gremio que rinde cuentas al Estado, que el Estado revisa la documentación que presenta, recibe $ 29,65 por cada afiliado; la EPE $ 197,04 y Apel –dije recién– $ 42,77. Es al solo efecto de que cada uno tenga en cuenta cómo es la situación y que llame la atención, por lo menos, que ¡oh casualidad! De varios gremios que recibimos contribuciones por un mismo objetivo, sólo nosotros, mi gremio y quien les habla, esté en la opinión pública y sea supuestamente el investigado.


Y ya que hablamos de investigación, porque también tiene que ver con todo esto, en julio del 2003 por requerimiento de instrucción por instrucción de la Procuración General de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia, con relación al señor Alberto Maguid y a su organización, por el problema suscitado públicamente y que hizo referencia a todo esto que estamos hablando, el Juzgado de la Cuarta Nominación en lo Penal dictó una sentencia que la voy a agregar para que lo puedan leer cuando pidan copia del expediente. Pero quiero remarcar una sola parte, nada más que un párrafo, para no aburrirlos. En una parte, el dictamen del juez dice: “Que por las declaraciones que efectúan todos los convocados al efecto, como los informes técnicos en relación a los investigados –denunciados– para tratar de desentrañar la verdad histórica de este denunciado, se colige que no surge ilícito alguno” y, por lo tanto, archiva las actuaciones. Quiero que se agregue al expediente, señor presidente.


Y con esto me doy por satisfecho, me quedo muy contento y espero que el periodismo le dé el mismo espacio y la misma difusión que le dio cuando nos acusaron; porque aquí lo que está en juego, más allá de las situaciones políticas, es también la dignidad de los seres humanos, la honradez de las personas, la responsabilidad de las organizaciones sindicales y la tranquilidad de la familia, que no merece pasar por lo que han hecho pasar a mi familia durante estos dos años. 

Porque una de las cosas que tal vez tengamos que aprender o recuperar en la vida militante de las organizaciones sociales, en la vida política, es el respeto al ser humano por encima de las divergencias, porque detrás de cada uno de nosotros hay una familia, detrás de cada uno de nosotros hay hijos y nietos que no entienden ni saben que uno tiene que poner el hombro y el pecho a tantas balas, a veces producto de las competencias, de la envidia y de las críticas.


Yo hoy debería estar enterrando en Córdoba a un sobrino que crié desde muy chico. Enterado de esto, no estoy con él allá, vine a estar en esta reunión, es un hijo más que pierdo, el segundo de los cuatro que crié. A las 5, tal vez en este momento, están depositándolo bajo tierra. Pero yo quise venir, señor presidente, porque enterado que se iba a leer este informe, creo que el mejor homenaje que puedo hacerle a mi hijo –postizo, pero de corazón–, que hoy estamos enterrando es justamente demostrarle que su padre de cariño, de corazón, no es el corrupto ni el ladrón que algunos trataron de hacerlo aparecer. 

Por eso estoy aquí. Me alegra mucho haber escuchado el informe del Poder Ejecutivo y me alegra mucho la oportunidad de que la prensa lo transmita. Lamento que ese sobrino que hoy lo están enterrando no lo pueda escuchar, pero estoy seguro de que mi familia va a estar contenta con esto. Gracias.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


En primer lugar, creo que si alguien cree que, con lo que hemos escuchado, se puede ensuciar o limpiar el buen nombre y honor de alguien, me da la sensación que se equivoca de medio a medio. Si alguien cree que, con lo que hemos escuchado, se concluye un proceso o una etapa, también me parece que se está equivocando. Es probable que se inicie, señor presidente. 

Digo esto porque, sin lugar a dudas, habrá que estudiar, profundizar en ese pedido de informes, pero las cifras que se manejan al llevar a números los porcentajes que hemos escuchado son realmente significativas e importantes.


Da la sensación como si hubiera habido decisiones políticas en privilegiar a las corporaciones sindicales en contra de los intereses de los trabajadores. No hay dinero para recomponer los salarios de los trabajadores pero sí lo hay para destinar un 5% más, montos fijos, para los sindicatos.


Si es cierto que cada operario de la EPE aporta $197 a su sindicato por 3.000, son nada más y nada menos que 7 u 8 millones de pesos anuales. Nada más que en una Empresa del Estado, que pagamos todos los contribuyentes y usuarios santafesinos.


De manera tal que yo no cantaría victoria en absoluto y me parece que, si bien es cierto que detrás de cada uno de nosotros hay una familia y una porción de pueblo, también es cierto que nadie más que nosotros somos responsables exclusivos y excluyentes de nuestras conductas. Y en una provincia, en un país, que en más de una oportunidad sus dirigencias han dejado la sensación de ser verdaderas asociaciones ilícitas, tendríamos que tener la suficiente prudencia como para no cantar victoria antes de tiempo. Gracias.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


No pretendo entrar en debate con este tema porque, evidentemente, es un problema de concepción, de formación y además de identidad conceptual, fundamentalmente, en lo que uno cree y respeta hacia los trabajadores. Es evidente que en este aspecto nunca me voy a poner de acuerdo con el diputado Cecchi, con todo el respeto que me merece.


Alguna vez, alguien que no pertenecía a su partido, pero de cualquier manera puede representar estos gestos, en el Congreso de la Nación dijo algo así como el aluvión zoológico. Ese aluvión zoológico son los trabajadores, los cabecitas negras que, gracias a los convenios colectivos y a las leyes vigentes han recuperado en una época de este país, su dignidad y sus derechos. No son privilegios, son derechos de los trabajadores. Son derecho a que la patronal, cualquiera sea, ayude a su calidad de vida.


Creo que oponerse a eso y hablar de que eso es estafar a los trabajadores. Cuando el destinatario final es el trabajador, cuando los gremios, en definitiva, persiguen el bien de los trabajadores, de alguna manera tiene que ver con los pensamientos de aquellos que decían que los cabecitas negras eran aluvión zoológico. Nada más.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Esta contestación se remite a sus antecedentes junto con los otros expedientes mencionados en el punto 5 de los Asuntos Entrados y copia, como habíamos anticipado, a los diputados Cecchi y Maguid.


Continúa la lectura de los asuntos entrados.

–
Se lee:

Asunto Nº 6 – El Concejo Municipal de Casilda, remite copia Declaración 160/04 – solicita pronta derogación de la Ley 10524 – Ley de Lemas. (N° 7818/04)

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 7 – El Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, remite Resoluciones 255/04 hasta 342/02 de la Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial. (N° 7819/04)

–
Girado a la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

Asunto Nº 8 – El señor Director General de Asuntos de Plenario del Tribunal de Cuentas de la Provincia, remite copia de la Observación Legal Nº 004/03 – TCP y Resolución Nº 331 – Magic de fecha 20-10-03, que deja sin efecto la Resolución Nº 129 de fecha 24-06-03 (adjudica la compra de semillas a favor de Semillería Stamatti SRL para el Programa “Pala – Olla”). (Nº 7821/04)

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

Asunto Nº – 9 La señora Nora Grosso, Unidad Secretario, Secretaría de Obras Públicas, remite copia de la Nota Nº 0810/04 de la Dirección Nacional de Vialidad en referencia a la solicitud de un subsidio para la pavimentación de la Ruta Provincial Nº 50. (Nº 7822/04)

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 10 – La señora Claudia A. Perouch, Ministro de Salud de la Provincia, remite nota dando respuesta al proyecto de comunicación – Expte. Nº 12226 – PDP, por el cual se solicita la intervención de Salud para que por la vía que corresponda, se examinen las exigencias para los distintos trámites que realizan dependencias del Ministerio, eliminando las que resulten sobreabundantes. (Nº 7823/04)

–
Girado a sus antecedentes.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


El asunto Nº 10 de la nómina de Asuntos Entrados es una contestación que hace la ministra Perouch con referencia el Expte. Nº 12.226 – PDP, que era un modesto proyecto de comunicación nuestro, donde se le solicitaba al Poder Ejecutivo instruya a sus ministerios para que un requisito, como lo es la partida de nacimiento, las veces que fuere innecesario, ésta no se pidiera.


Se dio otra redacción, se lo generalizó. Este proyecto de comunicación tendría que ir con una explicación. En este caso, evidentemente, los funcionarios del Ministerio de Salud no entendieron absolutamente nada, porque ante el pedido que decía: “por el cual se solicita intervención en Salud para que por la vía que corresponda se examinen las exigencias para los distintos trámites que realiza las dependencias del ministerio, eliminando las que resulten sobreabundantes. Y la ministra contesta cuál es el régimen de contratación que está cumpliendo el ministerio en los trámites y acá la cuestión era la gente que va a hacer trámites en los ministerios.


Por lo tanto, solicito que se reserven en Secretaría y ante una contestación que yo creo que es totalmente equivocada, con una nota de estilo, se le devuelva a la ministra.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– ¿Qué solicita concretamente, señor diputado Real?

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Solicito que se reserve en Secretaría, que no lo envíe a sus antecedentes –no sé cuales son los antecedentes de esto–. Que la Cámara le devuelva esta contestación a la señora ministra, explicándole que no tiene nada que ver con lo que se planteó.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se reserva en Secretaría para su consideración en la Comisión de Labor Parlamentaria.


Continúa la lectura de los asuntos entrados.

–
Se lee:

Asunto Nº 11 – La señora Jefe de Departamento del Registro y Notificaciones del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, remite copia de los Decretos del PE. Nros. 216, 218 y 219/03 y 1166, 1316, 1321, 1328, 1352 y 1368/04. (Nº 7824/04)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

Asunto Nº 12 – El señor Presidente del Concejo Municipal de Reconquista, remite copia de la Resolución Nº 2026/04 por la cual se solicita al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación conteste las resoluciones enviadas a la Secretaría de Promoción Social de la Provincia en relación a la apertura de la inscripción de Planes Jefes y Jefas de Hogar. (Nº 7825/04)

–
Girado a las comisiones de Promoción Comunitaria y de Asuntos Comunales.

6.2 Dictámenes de Comisión

6.2.1 Régimen de refinanciación de deudas de municipios y comunas

Asunto Nº 13 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el Decreto Nº 1016/04, Mensaje N° 2786, por el cual se establece el Régimen de Refinanciación de Deudas de Municipios y Comunas participantes de los Programas Municipal de Inversiones I, Municipal de Inversiones II y Prodism. (Expte. Nº 12727 – PE).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.2 Ley Nº 25.053 – Fondo Nacional de Incentivo Docente: actas complementarias II

Asunto Nº 14 – Dictámenes de las comisiones de Educación, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley Venido en revisión, Mensaje Nº 2744, por el cual se aprueban las Actas Complementarias – Ley 25.053 – Fondo Nacional de Incentivo Docente, entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación y el Ministerio de Educación de la Provincia. (Expte. Nº 12591 – PER).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.3 Ley Nº 25.053 – Fondo Nacional de Incentivo Docente: actas complementarias I

Asunto Nº 15 – Dictámenes de las comisiones de Educación, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley Venido en revisión, Mensaje Nº 2745, por el cual se aprueban las Actas Complementarias – Ley Nº 25.053 – Fondo Nacional de Incentivo Docente, suscriptas entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación y el Ministerio de Educación de la Provincia. (Expte. Nº 12590 – PER).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.4 Convenio con la Municipalidad de Puerto General San Martín (construcción de aulas)

Asunto Nº 16 – Dictámenes de las comisiones de Educación, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley Venido en revisión, Mensaje Nº 2651, por el cual se aprueba el convenio entre la Municipalidad de Puerto General San Martín, departamento San Lorenzo y el PE (construcción de dos aulas en la Escuela Primaria Común Diurna 1360 de la citada localidad). (Expte. Nº 11701 – PER).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.5 Convenio de Cooperación Científica

Asunto Nº 17 – Dictámenes de las comisiones de Cultura y Medios de Comunicación Social, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley Venido en revisión, Mensaje Nº 2734, por el cual se aprueba el convenio de cooperación científica celebrado entre la Secretaría de Estado de Cultura del Ministerio de Educación, Cultura y Deportes de España y la Dirección del Archivo General de la Provincia (realización de trabajos de investigación y descripción de las actas del “Cabildo de Santa Fe 1809 – 1831”). (Expte. Nº 12818 – PER).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.6 Salto Grande: Capital Provincial del Mozo Gastronómico

Asunto Nº 18 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General En el proyecto de ley de los señores diputados Real y Jullier, por el cual se declara a la localidad de Salto Grande, departamento Iriondo, “Capital Provincial del Mozo Gastronómico”. (Expte. Nº 11901 – PDP).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.7 Ley 12.303 (modif. Ley 11.330): veto del art. 1º

Asunto Nº 19 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el Decreto Nº 1333/04, Mensaje N° 2801, por el cual se veta el artículo 1º de la Ley 12.303, modificatorio de la Ley 11.330 – Código Contencioso Administrativo. (Expte. Nº 12985 – PE).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.8 Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: modificación de artículos

Asunto Nº 20 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley del señor diputado Kilibarda, por el cual se modifican los artículos 19, 223, 230, 233, 234, 235, 237, 243 y 244 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 10.160. (Expte. Nº 12647 – PJ).

–
Girado al Orden del Día

6.2.9 Construcción de etilenoducto: pedido de informes

Asunto Nº 21 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Gutiérrez, Benas, Strada y Riestra, por el cual se solicita se informe si conjuntamente con las autoridades locales del departamento San Lorenzo, han previsto algún tipo de acciones respecto al medio ambiente que refieran a aspectos de la Ley Nacional 25675/02 – Art. 2º - J y Art. 12 sobre Impacto Ambiental. (Expte. Nº 13019 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.10 Tribunal de Cuentas de la Provincia: pedido de informes sobre cobertura de cargos

(Queda reservado)

Asunto Nº 22 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Cecchi, Bonfatti, Lamberto, Albónico, Real, Liberati, Gutiérrez, Peralta, Aranda, Baudín, Brignoni, Strada, Benas y Riestra, por el cual se solicita se disponga tener en cuenta los mejores antecedentes de las personas propuestas para cubrir el mandato de tres integrantes del Tribunal de Cuentas de la Provincia. (Expte. Nº 12363 – DB).

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto se reserve en Secretaría para su tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

–
El Dictamen Com. As. Const. y Leg. Gral. Expte. Nº 12.363-DB queda reservado. Ver punto9.11.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Se lee:

6.2.11 Nuevo Banco de Santa Fe: variación de la composición accionaria

Asunto Nº 23 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión, Mensaje Nº 2668, por el cual se aprueba la variación en la composición accionaria del Nuevo Banco de Santa Fe SA (Expte. Nº 12816 – PER).

–
Girado al Orden del Día.
6.2.12 Ministerio de Recursos Hídricos – Secretaría de Derechos Humanos – Unidad Ejecutora: pedido de informes sobre personal

Asunto Nº 24 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Pezz, Marcucci y Ritter, por el cual se solicita se informe sobre el personal afectado a cada Ministerio de Recursos Hídricos, de la Secretaría de Derechos Humanos y de la Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial. (Expte. Nº 12855 – UCR).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.13 Profundización del calado y balizamiento del río Paraná

Asunto Nº 25 – Dictámenes de las comisiones de Transporte y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación del señor diputado Kilibarda, por el cual se solicita se realice la profundización del calado de los tramos primero y segundo del Río Paraná, como así los diez pies de calado y balizamiento de Santa Fe al norte, para asegurar el permanente aprovechamiento de ese corredor fluvial como sistema hidroviario del Mercosur. (Expte. Nº 12705 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.14 Hidrovía Paraná-Paraguay: conclusión de estudios finales

Asunto Nº 26 –Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos, de Transporte y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación del señor diputado Marcucci, por el cual se solicita se gestione ante el Comité Intergubernamental de la Hidrovía, la conclusión a corto plazo de los estudios finales de la Hidrovía Paraná – Paraguay, Tramo Santa Fe – Corumbá. (Expte. Nº 12752 – UCR).

–
Girado al Orden del Día.

6.3 Proyectos del Poder Ejecutivo

6.3.1 Comercialización del juego “La Doce de El Tocazo”

Asunto Nº 27 – Proyecto de ley por el cual se aprueba el convenio suscripto entre el Instituto Provincial de Regulación de Apuestas de la Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur y la Caja de Asistencia Social – Lotería de Santa Fe, para la comercialización del juego denominado “La Doce de El Tocazo”. (Mensaje Nº 2811 – Expte. Nº 13006 – PE)

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.3.2 Convenio para promoción de inversiones en la provincia

Asunto Nº 28 – Proyecto de ley por el cual se aprueba el convenio de cooperación suscripto entre la Secretaría de Industria, Comercio y de la Pequeña y Mediana Empresa y la Provincia de Santa Fe, con el objeto de afianzar la promoción de las inversiones de distintos sectores y/o actividades económicas. (Mensaje Nº 2808 – Expte. Nº 13007 – PE)

–
Girado a las comisiones de Industria y Comercio y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.3.3 Línea de crédito especial para Pymes

Asunto Nº 29 – Proyecto de ley por el cual se aprueba el convenio y anexo suscripto entre el Banco de la Nación Argentina y el Gobierno de la Provincia, con el objeto de establecer una línea de crédito especial con destino al sector Pymes. (Mensaje Nº 2809 – Expte. Nº 13008 – PE)

–
Girado a las comisiones de Industria y Comercio, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.3.4 Convenio con Banco de la Nación Argentina (fecha recepción de solicitudes del reglamento de crédito)

Asunto Nº 30 – Proyecto de ley por el cual se aprueba el convenio suscripto entre el Banco de la Nación Argentina y el Gobierno de la Provincia, con el objeto de modificar el numeral 11, fecha máxima para la recepción de solicitudes del reglamento de crédito que se adjunta en la cláusula primera del acuerdo celebrado oportunamente. (Mensaje Nº 2810 – Expte. Nº 13009 – PE)

–
Girado a las comisiones de Industria y Comercio, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.3.5 Comercialización del juego “Mi Bingo”

Asunto Nº 31 – Proyecto de ley por el cual se aprueba el convenio suscripto entre el Instituto Provincial de regulación de apuestas de la provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur y la Caja de Asistencia Social – Lotería de Santa Fe, para la comercialización del juego denominado “Mi Bingo”. (Mensaje Nº 2812 – Expte. Nº 13010 – PE)

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.4 Proyectos de los señores diputados

Proyectos de ley:

6.4.1 Plan de emergencia en establecimientos con concurrencia masiva de personas

Asunto Nº 32 – Proyecto de ley de los señores diputados Mascheroni, Marcucci y Tomei, por el cual se dispone en la Provincia la obligación inexcusable para todo propietario o tenedor de establecimientos con concurrencia masiva de personas, destinados a distintas actividades y los que en la reglamentación se determinen, de presentar un plan de emergencia y/o contingencia ante desastres, sean de jurisdicción nacional, provincial o municipal. (Expte. N° 13.038 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Industria y Comercio, de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.4.2 Sistema Provincial del Adulto Mayor

Asunto Nº 33 – Proyecto de ley del señor diputado Cura, por el cual se crea el Sistema Provincial del Adulto Mayor. (Expte. Nº 13.040 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Promoción Comunitaria, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.4.3 Expropiación de inmueble propiedad de Hipermercado Tigre SA en Rosario

(Preferencia para la próxima sesión)

Asunto Nº 34 – Proyecto de ley de los señores diputados Liberati, Lamberto, Brignoni, Peralta, Tomei, Jullier, Reynoso y Strada, por el cual se declara de utilidad pública y sujeto a expropiación el inmueble propiedad de la Empresa Hipermercado Tigre SA ubicado en la ciudad de Rosario y se adjudica en propiedad y a título oneroso a la Cooperativa de Trabajo “Trabajadores Solidarios en Lucha”. (Expte. Nº 13.048 – DB)

SR. LIBERATI EÍ "PS LIBERATI, Sergio" .– Pido la palabra.


Conforme a lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria, solicito que este proyecto sea girado solamente a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y que el mismo sea tratado con preferencia dentro de una sesión.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Liberati.

· Resulta afirmativa.

· El Expte. 13.048 – DB es girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Se lee:

Proyecto de declaración:

6.4.4 Jornada de Emprendedores Santa Fe: interés legislativo

Asunto Nº 35 – Proyecto de declaración de los señores diputados Peirone, Gastaldi y Mirabella, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo la realización de la Primera Jornada de Emprendedores Santa Fe, a realizarse el 14 de agosto de 2004, organizado por la Universidad Tecnológica Nacional – Facultad Regional Santa Fe. (Expte. N° 13.032 – PJ)

–
Girado a la Comisión de Industria y Comercio.

Proyecto de resolución:

6.4.5 Foro de Legisladores del Crecenea – Litoral: adhesión a resoluciones Nº 15, 16, 17 y 18 del 31/07/04

Asunto Nº 36 – Proyecto de resolución de los señores diputados Cura, Pezz, Venesia y Benítez, por el cual esta Cámara resuelve manifestar ante el Ministerio de Infraestructura de la Nación, el Ministerio de Relaciones Internacionales, Comercio Exterior y Culto de la Nación, su adhesión a las Resoluciones Nº 15, 16, 17 y 18 dadas por el Foro de Legisladores del Crecenea – Litoral en la ciudad de Corrientes el día 31 de julio de 2004. (Expte. Nº 13.043 – DB)

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

Proyectos de comunicación:

6.4.6 Puente sobre el arroyo Leyes: estudios sobre el funcionamiento de la cuenca

Asunto Nº 37 – Proyecto de comunicación del señor diputado Mascheroni, por el cual se solicita con relación al estado de situación del puente sobre el arroyo Leyes, informe si la Dirección Provincial de Vialidad ha contratado y/o realizado por administración, estudios sobre el funcionamiento de la cuenca referida. (Expte. Nº 13.005 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

6.4.7 Gestiones intervenidas por el Tribunal de Cuentas de la Provincia

Asunto Nº 38 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Cecchi, Liberati, Baudín, Albónico, Lamberto, Bonfatti y Aranda, por el cual se solicita se proceda a informar sobre gestiones iniciadas en sus dependencias y organismos descentralizados desde el año 2000 a la fecha, que fueron objetadas y/o intervenidas por el Tribunal de Cuentas de la Provincia. (Expte. N° 13.028 – BS)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.4.8 Intimaciones a empleados públicos provinciales para acogerse al beneficio jubilatorio

Asunto Nº 39 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Cecchi, Liberati, Baudín, Albónico, Lamberto, Bonfatti y Aranda, por el cual se solicita se informe si se han cursado intimaciones a empleados públicos provinciales, conforme al texto del artículo 73 bis de la Ley 6915 (incorporado por Ley 9423), a efectos de que cesen en sus actividades laborales para acogerse al beneficio jubilatorio. (Expte. N° 13.029 – BS)

6.4.9 Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia: sumarios administrativos y juicios contra personal de planta permanente

Asunto Nº 40 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Cecchi, Liberati, Baudín, Albónico, Lamberto, Bonfatti y Aranda, por el cual se solicita informe si a la fecha existen sumarios administrativos y causas judiciales pendientes que involucran al personal de planta permanente de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia. (Expte. N° 13.030 – BS)

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


No deseo que esto se tome como una actitud personal, pero los proyectos que figura como asuntos 39 y 40, presentados por los señores diputados Cecchi, Liberati, Baudín, Albónico, Lamberto, Bonfatti y Aranda, son casi una copia, en ambos casos, de los que el compañero Cura y yo presentamos en el mes de mayo.


Yo se los voy a dar. Son casi las mismas las palabras, es casi una copia textual y a esto ya lo aprobamos. Los dos fueron aprobados. Tengo los datos de Mesa de Entradas: en el caso del Nº 39, lo presentamos el 13 de mayo y esta Cámara lo aprobó el 24 de junio; y en relación al Nº 40, lo presentamos con el diputado Cura el 13 de mayo y fue aprobado el 3 de junio.


Yo les voy a acercar, si me permiten, los dos proyectos porque, seguramente, algún asesor de ustedes lo copió y no sería bueno que lo presenten, pues ya los mandamos.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


En primer lugar, me acaban de informar que ambos proyectos habían sido presentados. Nosotros tenemos para enviar al Archivo el Asunto Entrado Nº 40 (Expte. Nº 13.030 – BS). Efectivamente, no lo confeccionamos nosotros, como seguramente no lo confeccionó otra gente. 

Estas son inquietudes del personal de la Caja de Jubilaciones, a quienes atendimos en su momento –debe haber sido la primera semana de junio–, y que han sufrido miserables y criminales persecuciones de parte de algunos mercaderes de la política que llegaron a la Caja de Jubilaciones, pareciendo ser la escoba biónica, a barrer –supuestamente– con muchas irregularidades y lo único que hicieron fue barrer empleados públicos. Y entonces, fuimos muy pocos los que salimos a la palestra en defensa de esos empleados públicos. 

Nos hicimos eco, es cierto, un poco tarde; aprovechamos las vacaciones de invierno para concretar en el papel estos dos proyectos y los presentamos la semana pasada. Por eso, íbamos a pedir hoy el pase el Archivo del asunto Nº 40. Ante este evidencia, que no tenemos por qué no reconocerla, pedimos que ambos, los asuntos 39 y 40, sean enviados al Archivo, pero no porque algún colaborador nuestro se pasó de vivo sino, simplemente, porque llegamos tarde, haciéndonos eco de lo que nos trajeron los empleados de la Caja de Jubilaciones. Gracias.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, los asuntos Nº 39 y 40 son girados al Archivo.


Los Exptes. Nº 13.029 – DB y 13030 – DB son girados al Archivo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Se lee:

6.4.10 Ministerio de Asuntos Hídricos: conflicto laboral y continuidad de obras públicas

(Preferencia para dos sesiones)

Asunto Nº 41 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Real y Jullier, por el cual se solicita se informe si el conflicto planteado por el personal del Ministerio de Asuntos Hídricos ante la falta de definición sobre la estructura orgánica y funcional del mismo, pone en peligro la continuidad de las distintas obras públicas. (Expte. N° 13031 – PDP)

· Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


En la Comisión de Labor Parlamentaria yo había pedido un tratamiento sobre tablas de este asunto y acordamos una preferencia para dentro de dos sesiones. Quiero hacer hincapié en esta preferencia para dos sesiones. Estamos hablando de un pedido de informes sobre las cuestiones que se estaban sucediendo –porque acabo de leer el diario y aparentemente hay un impasse–, con relación al paro de empleados en el Ministerio de Recursos Hídricos.


Acepté la preferencia para dos sesiones, pero apelo a hacer un llamado de atención a la responsabilidad de mis colegas. En mi departamento y en muchas regiones de la provincia lentamente se están haciendo obras relacionadas con los problemas del agua.


Luego, lo que apareció en los diarios y lo que nos acercaron los empleados de –entre comillas– el Ministerio de Recursos Hídricos, nos alertó de que todas esas obras estaban, no podemos decir paralizadas, pero sí sin ningún tipo de control, ni de supervisión en función del paro de los empleados.


En el diario de hoy, la información dice que el personal resolvió levantar las medidas de fuerza hasta el 17 de agosto y con las dos sesiones de preferencia llegaríamos al 19 de agosto.


En mi caso particular, y siendo de un departamento que tiene innumerables problemas de este tipo, apelo a la responsabilidad de todos para que si esto definitivamente no se soluciona, le demos tratamiento a la cuestión.


Por último quiero decir, y ya que estamos hablando de agua, que en este caso particular de este ministerio se da la paradoja que sobre llovido mojado, porque –nosotros lo hemos esbozado ya– no vemos que sea un ministerio que tenga una existencia verdadera en políticas y en un programa de acción. Y si a esto le sumamos la situación de que los empleados están de paro, se agrava totalmente.


Así que, por una cuestión de responsabilidad, les pido que si esto no está solucionado para el día 17, como se dice, el día 19 le demos tratamiento a este tema.


Por eso, solicito una preferencia para dentro de dos sesiones.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


Les quiero trasmitir a todos, y especialmente al diputado Real, que realmente yo lo acompaño, sin lugar a dudas en este pedido, como seguramente lo va acompañar todo nuestro bloque; pero además quiero decirle, para su tranquilidad, que los trabajadores del Ministerio de Recursos Hídricos, cuyo conflicto está conducido por la organización sindical de la cual soy el Secretario General, está realizando un gran esfuerzo para llegar a acuerdos posibles con el Gobierno de la Provincia.


Digo acuerdos posibles porque, justamente, y en aras de esa responsabilidad que menciona el diputado, nosotros somos también parte de esta comunidad santafesina y los problemas que tienen que ver con los servicios que prestamos a la comunidad, también nos afectan, así que siempre tratamos de buscar las soluciones posibles.


Pero también quiero señalar que el problema de origen se genera también en la propia creación de la ley, donde el mismo ministerio se compone, en sus recursos humanos, de dos sectores que provienen de convenios colectivos diferentes. Uno, que es la residual del viejo convenio con Obras Sanitarias y el otro es el convenio que tiene nuestra organización sindical.


Naturalmente desde hace muchos años siempre se han privilegiado –en el buen sentido de la palabra, no con términos peyorativos– los acuerdos de las empresas del Estado con sus trabajadores antes que la de los trabajadores del sector público con el Poder Ejecutivo, entre los que se encuentra la Policía, los docentes la administración central, etcétera, y donde existe una asimetría peligrosa, discriminatoria y lamentable para iguales funciones con distintos salarios y que, en este caso, el Ministerio de Recursos Hídricos surge como un elemento a superficie muy evidente, porque convocamos a trabajar en la misma área, para cumplir similares funciones, a trabajadores que perciben salarios muy diferenciados. 

Estamos buscando la solución posible. El paro se levantó para posibilitar un diálogo constructivo. Lo estamos haciendo en el ámbito de nuestra paritaria y nuestro gremio ha encontrado en el Poder Ejecutivo –y tengo que decirlo con absoluta sinceridad– la voluntad política de llegar a un buen acuerdo.


Esperemos entonces que antes de que tengamos que analizar las preferencias podamos traer esta satisfacción a todos nosotros y el problema quede solucionado.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Con la misma responsabilidad y, repito, siendo un departamento donde el tema del agua es un problema muy complejo, nosotros advertimos en su oportunidad, cuando se creó este Ministerio por ley, que esperábamos que realmente satisfaga mínimamente todas las necesidades, no en lo inmediato, pero sí a través de una política concreta en materia de recursos hídricos.


Tanto es así, y yendo a un tema puntual que todo el mundo conoce, que es el de La Picasa, el señor ministro es de la zona, es de San Gregorio, y la realidad es que –y para repetir lo que ya dije sobre la ausencia de política– creo que la única aparición pública del ministro fue cuando se le planteó sobre el sistema de alerta temprana para la ciudad de Santa Fe, dijo que no tenía los montos necesarios para afrontar ese millón de pesos que costaba el sistema y las declaraciones del colega diputado Maguid no hace más que reafirmar lo que nosotros decimos. En todo caso, cuando uno reconoce las deficiencias que tiene de origen todo esto, que nosotros en su momento dijimos que era necesario dotarlo de contenido, me parece que a confesión de parte existe el relevo de la prueba.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de preferencia para el asunto Nº 41 de los Asuntos Entrados, para dos sesiones, solicitada por el señor diputado Real.

–
Resulta afirmativa.

6.4.11 Cumplimiento de Ley Nº 12154 (Incorporación a planta permanente del personal de los Samco)

Asunto Nº 42 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Peirone y Mirabella, por el cual se solicita se dé cumplimiento a lo establecido en la Ley 12154 – incorporación a planta permanente del personal de los Samco. (Expte. N° 13033 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.4.12 Reglamentación Ley Provincial Nº 11873

Asunto Nº 43 – Proyecto de comunicación de las señoras diputadas Qüesta y Peralta, por el cual se solicita se proceda a reglamentar la Ley Provincial 11873 (riego colectivo, zonas cultivadas, pago de contribución por mejoras, publicada en el Boletín Oficial el día 18 de enero de 2001). (Expte. N° 13034 – BER)

–
Girado a las comisiones de Agricultura y Ganadería, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.4.13 Registro Provincial de Antecedentes del Tránsito

Asunto Nº 44 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Sánchez, por el cual se solicita se comunique si se ha creado el Registro Provincial de Antecedentes del Tránsito de acuerdo con lo normado por el artículo 4°, inciso “f” de la Ley 11583. (Expte. N° 13035 – PJ)

–
Girado a la Comisión de Transporte.

6.4.14 Balanza fija para control de cargas en intersección de rutas provincial 2 y nacional 95

Asunto Nº 45 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Pesaresi, por el cual se solicita la instalación de una balanza fija para el control de cargas en forma permanente en la intersección de la Ruta provincial 2 y la Ruta nacional 95, del departamento 9 de Julio. (Expte. N° 13036 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Transporte y de Obras y Servicios Públicos.

6.4.15 Mejorado de Ruta provincial 35 (tramo Ruta Pcial. 2-Ruta Pcial. 286 S)

Asunto Nº 46 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Pesaresi, por el cual se solicita se incluya en el Plan de Obras del Ejercicio 2005, el mejorado de la Ruta provincial 35, tramo que comienza en la intersección con la Ruta provincial 2, hasta la intersección con la Ruta provincial 286 – S, jurisdicción del departamento 9 de Julio. (Expte. N° 13037 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

6.4.16 Dársenas para estacionamiento en Ruta provincial Nº 1

Asunto Nº 47 – Proyecto de comunicación del señor diputado Reutemann, por el cual se solicita se arbitren los medios para la construcción de dársenas destinadas al estacionamiento de unidades del transporte público de pasajeros y vehículos en general en la Ruta provincial Nº 1, tramo Santa Rosa de Calchines – Saladero Mariano Cabal, departamento Garay. (Expte. Nº 13039 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Transporte, Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

6.4.17 Recategorización de escuelas por Resolución Administrativa Nº 416/2004 (sin efecto)

Asunto Nº 48 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Tomei y Millet, por el cual se solicita se disponga dejar sin efecto la Resolución Administrativa Nº 416/2004 que dispone la recategorización en los departamentos General Obligado y Vera, de Escuelas de EGB de 4ta. Categoría en Centros Educativos Radiales. (Expte. Nº 13041 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Educación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.4.18 Fondo Especial de Beneficio Único (Febu)

(Preferencia para dos sesiones)

Asunto Nº 49 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Lamberto, Bonfatti, Liberati, Baudín, Pezz, Real y Brignoni, por el cual se solicita se informe si se ha creado el Fondo Especial de Beneficio Único (Febu) destinado a los sectores comerciales y de servicios por las pérdidas ocasionadas ante los saqueos, actos de violencia y vandalismo ocurridos entre los días 15 y 21 de diciembre de 2001 en la provincia (Ley 12.188). (Expte. Nº 13042 – DB)

–
Girado a las comisiones de Promoción Comunitaria, de Industria y Comercio y de Presupuesto y Hacienda.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


De acuerdo con lo convenido en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, solicito preferencia para este asunto para dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Lamberto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Se lee:

6.4.19 Sección Asuntos Juveniles de la Circunscripción Judicial Nº 3 de Venado Tuerto: cambio en alojamiento de menores

Asunto Nº 50 – Proyecto de comunicación del señor diputado Cura, por el cual se solicita se disponga implementar un cambio transformador en el alojamiento y tratamiento de menores que se encuentran internados en la Sección Asuntos Juveniles de la Circunscripción Judicial Nº 3 de la ciudad de Venado Tuerto, departamento General López. (Expte. Nº 13044 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Derechos y Garantías y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.4.20 Desnutrición infantil en la provincia: informes

Asunto Nº 51 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Brignoni y Bonfatti, por el cual se solicita se informe sobre aspectos relacionados con la desnutrición infantil en la provincia. (Expte. Nº 13045 – DB)

–
Girado a las comisiones de Promoción Comunitaria, de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.4.21 Programa “Vibrato – Arte, Salud y Educación – Programa de Acción Social a través de la Música”

(Queda reservado)

Asunto Nº 52 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Brignoni y Bonfatti, por el cual se solicita se disponga instrumentar los medios para que continúe desarrollándose el Programa “Vibrato – Arte, Salud y Educación – Programa de Acción Social a través de la Música” en la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 13046 – DB)

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Solicito que este proyecto, con el texto modificado que se acordó en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

–
El Expte. Nº 13.046 – DB queda reservado. Ver punto 9.1.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Se lee:

6.4.22 Extensión de red de provisión de gas natural a Sastre y Ortíz

Asunto Nº 53 – Proyecto de comunicación del señor diputado Brignoni, por el cual se solicita se gestione extender la red de provisión de gas natural a la ciudad de Sastre y Ortíz, departamento San Martín. (Expte. Nº 13047 – BEP)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Comunales, de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

6.5 Notas de los particulares

Asunto Nº 54 – El señor Adolfo Pérez Esquivel, Premio Nobel de la Paz, remite nota por la cual adhiere al reclamo legítimo de los pueblos aborígenes de la Provincia de Santa Fe, por una inclusión de sus derechos en la reforma de la Constitución Provincial. (Nº 1329/04)

–
A sus antecedentes.

Asunto Nº 55 – El Consejo Directivo de la Asociación Mutual de Pensionados Sociales – Ley 5110 de la ciudad de Santa Fe, remite nota por la cual manifiesta su preocupación en relación con el futuro financiamiento de los recursos necesarios para hacer frente a los beneficios establecidos por dicha ley. (Nº 1330/04)

–
A la Comisión de Seguridad Social.

Asunto Nº 56 – El señor Director General del Colegio La Salle Jobson de la ciudad de Santa Fe, remite nota por la cual solicita colaboración y su adhesión para los festejos del Centenario del Colegio, a cumplirse en setiembre de 2004. (Nº 1331/04)

–
A la Presidencia.

Asunto Nº 57 – La señora Vilma Sara Farina de Galfione y el señor Roberto Ramón Galfione, en representación de Movigas SRL de la ciudad de Rosario, remiten nota haciendo referencia al Mensaje Nº 2802 del PE que propicia la expropiación del inmueble ubicado en Avda. Pte. Perón 6977 y Avda. Provincias Unidas, Distrito Oeste, Secc. 18 de la citada ciudad. (Nº 1332/04)

–
A sus antecedentes.

Asunto Nº 58 – El señor Presidente de la Agrupación para la Protección de la Vivienda Unica (Aprovu), de Rosario, remite nota solicitando se los reciba en la reunión parlamentaria del 12 de agosto de 2004. (Nº 1333/04)

–
A la Presidencia.

6.6 Asuntos Entrados fuera de lista

6.6.1 Unidad Académica Reconquista: preocupación por cierre

(Proyecto de declaración – Queda reservado)

6.6.2 Unidad Académica Reconquista: gestiones para evitar cierre

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Gracias, señor presidente.


Solicito se dé ingreso a dos proyectos, uno de declaración y otro de comunicación, vinculados con el eventual cierre de la Unidad Académica Reconquista, dependiente de la Universidad Tecnológica Nacional, decisión que aparentemente estaría fundada en razones presupuestarias.


Conforme con lo acordado en reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, solicito que se reserve en Secretaría el proyecto de declaración para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada. (Exptes. 13.071 – UCR y 13.076 – UCR)

· Asentimiento.

· El Expte. 13.071-UCR queda reservado en Secretaría. Ver punto 9.2.

· El Expte. 13.076 – UCR es girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.6.3 Preocupación por excarcelación de Carlos Sfulcini

(Proyecto de declaración – Preferencia para la próxima sesión)

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "ARI GUTIÉRREZ, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a un proyecto de declaración por el que se expresa la preocupación de esta Cámara por la decisión de la Cámara Federal de Rosario de excarcelar a Carlos Sfulcini, uno de los responsables del centro clandestino de detención “Quinta de Funes” y que está acusado de 15 hechos de privación ilegítima de la libertad, amenazas y tormentos de militantes populares durante la dictadura militar.


Creemos que esta decisión de la Cámara Federal de Rosario es un nuevo intento de dejar impune los crímenes de lesa humanidad. Y creemos que esta Cámara debe involucrarse con mucho énfasis en la defensa de esos valores, de los valores democráticos. 


Solicito, conforme con lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria, una preferencia para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. (Expte. 13.072 – DB).

· Asentimiento.

· Girado a las comisiones de Derechos y Garantías y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de tratamiento preferencial para la próxima sesión.

–
Resulta afirmativa.

6.6.4 Granoducto en San Lorenzo

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

6.6.5 Proyecto Circunvalar Rosario

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "ARI GUTIÉRREZ, Alicia" .– Pido la palabra.


También solicito se dé ingreso a dos proyectos de comunicación: por el primero de ellos –vinculado con la Secretaría de Medio Ambiente– se piden informes sobre algún proyecto, anteproyecto o diseño relacionado con la instalación de un granoducto en la ciudad de San Lorenzo y los estudios de evaluación realizados sobre impacto ambiental.

El segundo es un pedido de informes sobre el proyecto Circunvalar Rosario. Se solicita al Poder Ejecutivo realice las gestiones necesarias ante el Ministerio de Planificación Federal de la Nación y el de Obras y Servicios Públicos de la Provincia de Santa Fe, para informar lo siguiente: si el Gobierno provincial ha estimado algún tipo de modificación al cálculo de recursos del presupuesto vigente para financiar obras que puedan estar relacionadas con este proyecto circunvalar Rosario; cuál sería el beneficio o aporte en obras de infraestructura a las localidades que se verían afectadas directamente con distintos tipos de intervenciones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada (Exptes. Nº 13.078 – DB y 13.077 – DB)

· Asentimiento.

· El Expte. 13.078 – DB es girado a las comisiones de Industria y Comercio y de Salud Pública y Asistencia Social.

· El Expte. 13.077 – DB es girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Obras y Servicios Públicos.

6.6.6 Segundas Jornadas de Investigación Educativa

(Proyecto de declaración – Queda reservado)

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.

Solicito se dé ingreso a un proyecto por el que se declara de interés legislativo la realización de las Segundas Jornadas de Investigación Educativa, que se desarrollarán en el Instituto La Salle de la ciudad de Rosario, y que cuenta ya con el auspicio del Ministerio de Educación de la Provincia y de la Secretaría de Cultura de la Municipalidad de Rosario. De acuerdo con lo convenido en Labor Parlamentaria, pido que se reserve en Secretaría y se trate luego sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. (Expte. Nº 13.069 – DB)

· Asentimiento.

· Queda reservado. Ver punto 9.3.

6.6.7 Empresa Electromecánica Barrancas S.A.: expropiación bienes falenciales

(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)

SRA. TOMEI EÍ "UCR TOMEI, Mónica" .– Pido la palabra.

Solicito se dé ingreso a un proyecto de ley redactado por la Comisión para la Recuperación de Empresas en Crisis, por el que se declaran de utilidad pública y sujeto a expropiación herramientas, máquinas y bienes muebles que componen el inventario de la masa falencial de la Empresa Electromecánica Barrancas SA y, tal como fuera acordado en Labor Parlamentaria, pido preferencia de una sesión y que sea girado únicamente a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. Nº 13.063 – DB)

· Asentimiento.

· Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de preferencia formulada por la diputada Tomei.

–
Resulta afirmativa.

6.6.8 Donación de terreno a Comuna de Coronel Bogado

(Proyecto de ley – Girado a comisión)

SRA. TOMEI EÍ "UCR TOMEI, Mónica" .– Pido la palabra.

Solicito se dé ingreso al proyecto de ley, de autoría de nuestro bloque, por el que se dona a la Comuna de Coronel Bogado un terreno que actualmente está en posesión de la Comisión Liquidadora del Banco de Santa Fe Sapem.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. Nº 13.062 – UCR).

· Asentimiento.

· Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Comunales.

6.6.9 Impresión de la revista “El Grito Sagrado”

(Proyecto de resolución – Queda reservado)

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.

Solicito se dé ingreso a un proyecto de resolución –y que se reserve en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas– por el que se dispone la impresión de mil ejemplares de la revista El Grito Sagrado, un trabajo realizado por el Centro de Investigaciones Sociales sobre la situación de los chicos de la calle. Es una iniciativa elaborada por el conjunto de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación, a instancias de la diputada Adriana Cavuto. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. Nº 13.064 – DB).

· Asentimiento.

· Queda reservado. Ver punto 9.4.

6.6.10 No adhesión al Régimen Federal de Responsabilidad Fiscal

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.

Solicito se dé ingreso a un proyecto de comunicación por el que se solicita al Poder Ejecutivo no impulse la adhesión al Régimen Federal de Responsabilidad Fiscal sancionado por el Congreso Nacional, por vulnerar principios básicos de autonomía en el marco del sistema federal.

Este Régimen Federal de Responsabilidad Fiscal, que fue aprobado ayer en el Congreso –que obviamente implicó también cambiar el destino de este proyecto de comunicación–, invita en su artículo 34 a que la Provincia adhiera a esta regulación.

En el día de ayer se organizó una jornada, justamente a propósito de esto, expresando el manifiesto rechazo a la adhesión a este régimen, que no es otra cosa que una pauta impuesta literalmente por el Fondo Monetario que, entre otros efectos, impide discutir la coparticipación federal. Esta pauta llega justamente cuando nuestro país comienza, de alguna manera, a presentar un superávit fiscal y una recaudación por encima de los valores habituales. 

El gasto social, en nuestro país, es apenas del 24%, si queremos llamarle gasto social –yo diría de inversión–. Si lo comparamos, Brasil ostenta un 43% y el supuesto modelo duro, como es el modelo chileno, representa un 39%, mientras que en los países que denominamos serios ninguno de ellos baja del 50% de este gasto social. 

Ante esta minimización del gasto social, si queremos saber cuánto representan hoy en la parte del presupuesto que se destina a las provincias, veríamos que a comienzos de los años 90, $ 45 de cada $ 100 que se recaudaban, los percibían las provincias y hoy reciben apenas $ 27, teniendo, además que asumir todo lo que significa salud, educación, y otros gastos sociales. Por ende, creemos realmente que esta ley de Responsabilidad Fiscal, no solamente es un paso atrás con las pautas o el discurso que venía ostentando el gobierno nacional, sino que implicaría un retroceso casi criminal a lo ya exiguo que se ostenta como inversión social en cada una de las provincias.


Señor presidente, este proyecto de comunicación es simplemente un llamado, un alarmante llamado para que la Provincia de Santa Fe no adhiera a esta ley que se votó ayer en contra de la voluntad popular. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. Nº 13.079 – ARI).

· Asentimiento.

· Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.6.11 Feria del Libro Bigand 2004

(Proyecto de declaración – Queda reservado)

SRA. ALBÓNICO EÍ "PS ALBÓNICO, Norma" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada –y que se reserve en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas– a un proyecto de declaración de interés legislativo la Feria del Libro en la localidad de Bigand; y, para no abundar en detalles, quiero decir que es uno más de los que se vienen presentando para acompañar y que se gesta en la juventud del pueblo y en la posibilidad de volver a recuperar la capacidad de pensar. Pido que se reserve en Secretaría para que se trate sobre tablas, por la fecha en que se va a realizar.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. Nº 13.075 – BS).

· Asentimiento.

· Queda reservado. Ver punto 9.5.

6.6.12 2º Congreso Nacional de Ingenieros Agrónomos

(Proyecto de declaración – Queda reservado)

6.6.13 Programa Curso Teórico-Práctico de Capacitación Apícola

(Proyecto de declaración – Queda reservado)

6.6.14 Bodas de Brillantes de la Escuela Nº 586 de Rufino

(Proyecto de declaración – Queda reservado)

SR. DEHESA EÍ "PJ DEHESA, Roberto" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada y que se reserven en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas, tres proyectos de declaración de interés legislativo:

El primero refiere –y creo oportuna esta declaración por parte de nuestra Provincia, en este caso a través de la Legislatura– al Segundo Congreso Nacional de Ingenieros Agrónomos y el Segundo Congreso Provincial de Ingenieros Agrónomos de Córdoba. 

El segundo, es sobre el Programa Curso Teórico–Práctico de Capacitación Apícola, y hay una integración en este curso entre el Ministerio de la Producción, la Sociedad Rural de Rufino, y el Instituto Superior Nº 19. 

El tercero se refiere a las Bodas de Brillantes de la Escuela Nº 586 “General Justo José de Urquiza”, de Rufino, a conmemorarse en agosto de 2004.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada (Exptes. 13.066 – PJ, 13.067 – PJ y 13.074 – PJ).

· Asentimiento.

· Quedan reservados. Ver puntos 9.7, 9.6 y 9.8.

6.6.15 Solidaridad con pueblo paraguayo por incendio en centro comercial

(Proyecto de declaración – Queda reservado)

6.6.16 Reglamentación actual para instalación de grandes centros comerciales

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SRA. BENÍTEZ EÍ "PPS BENÍTEZ, Miriam" .– Pido la palabra.


 Solicito se dé ingreso a dos iniciativas suscriptas por la totalidad de los miembros de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, que están originadas en un mismo hecho.

Un proyecto –que solicito se reserve en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas– por el que la Cámara de Diputados declara su solidaridad con el pueblo paraguayo ante los graves sucesos ocurridos el día 1º de agosto de 2004 en el centro comercial Ycuá Bolaños, de la ciudad de Asunción, República del Paraguay y que causara gran número de muertos y heridos.

El segundo, es un proyecto de comunicación por el que se piden informes al Poder Ejecutivo sobre diversos aspectos de la reglamentación actual, respecto de la instalación de grandes centros comerciales, que se aplica en el ámbito de la Provincia, específicamente en lo que refiere a la prevención de incendios.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada (Exptes. 13.068 – DB y 13.083 – DB).

· Asentimiento.

· El Expte. Nº 13.068-DB queda reservado. Ver punto 9.9.

· El Expte. Nº 13.083-DB es girado a la Comisión de Industria y Comercio.

6.6.17 Foro de Legisladores Crecenea-Litoral: informe reunión de julio 2004·

(Nota informativa)

SRA. BENÍTEZ EÍ "PPS BENÍTEZ, Miriam" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso a una nota por la cual se informa sobre la reunión del Foro de Legisladores Crecenea–Litoral, que se realizó en la ciudad de Corrientes, los días 30 y 31 de julio del corriente año, y que es preparatoria de la reunión de parlamentarios Crecenea–Parlasul, que se desarrollará en la ciudad de Curitiba, Brasil, el 12 de agosto próximo. Se acompañan, además del informe correspondiente, las actas y las resoluciones adoptadas. 

Sucintamente, informo que en este plenario se trataron los puntos que luego se van a desarrollar, que son: hidrovía Paraná–Paraguay; gasoducto acuífero guaraní; infraestructura, sanidad vegetal y animal con control fronterizo, algas, turismo; algunos temas que se incorporaron a instancias de algunos de los concurrentes, como el que presentó el diputado Cura sobre la creación de una subcomisión de Asuntos Laborales, una subcomisión de Seguridad Vial, que presentara quien que habla, y una exposición de la labor que se desarrolla en el Icap en esta Provincia que despertará mucho interés en el resto de los participantes. Solicito que luego se haga copia para todos los presidentes de bloque.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada.

· Asentimiento.

6.6.18 Convenciones colectivas de trabajo para docentes provinciales

(Proyecto de ley – Girado a comisión)

SRA. BENAS EÍ "ARI BENAS, Verónica" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a un proyecto de ley por el que se establece el mecanismo de las convenciones colectivas de trabajo para regular las relaciones laborales con el sector docente provincial. Tiene particular importancia fijar una norma en este sentido por ausencia en esta Provincia de paritarias para el sector docente; habiendo sí otros trabajadores del Estado Provincial que cuentan con leyes regulatorias en este sentido, como mencionaba anteriormente el diputado Maguid, la Ley 10.052 y otros trabajadores, como por ejemplo los de municipios y comunas. Es realmente una postergación que viene a tratar de subsanar este proyecto de ley, otorgando este ámbito de negociación a los trabajadores del sector docente provincial.


Por otra parte, en el caso de los trabajadores docentes, no cuentan con la negociación colectiva como instrumento, tampoco existe un estatuto o un sistema de normas que regulen la actividad y esto ha sido preocupación sistemática, no solamente de varios diputados de la actual Cámara, sino de anteriores períodos.


Por eso creo indispensable que nos aboquemos a trabajar en este proyecto de ley, de modo de resolver, de subsanar lo que se le debe hace tanto tiempo al sector docente.

SR. MAGUID EÍ "PJ MAGUID, Alberto" .– Pido la palabra.


Como diputado y como dirigente gremial considero que la pretensión de los compañeros trabajadores docentes es absolutamente un derecho que merecen y que, evidentemente, todos debemos hacer un gran esfuerzo para otorgárselo porque, sin lugar a dudas, todos los trabajadores deben tener la posibilidad de acceso a su propia Convención Colectiva de Trabajo, a tener una paritaria para discutir sus problemas laborales y salariales y a ser respetados en la búsqueda de su dignidad y mejor calidad de vida.


Moralmente cuentan con mi apoyo y, seguramente también, con el de Jorge Cura. Espero que todos acompañemos esta iniciativa, como nosotros lo hicimos con la intención de lograr, a través de un proyecto de ley, la creación de una comisión con el Poder Ejecutivo para posibilitar, justamente, la discusión del Poder Ejecutivo con el gremio docente de lo que nosotros denominamos estatuto docente, pero que, en definitiva, es una Convención Colectiva porque a la expresión de estatuto docente la usa, por lo general, el gremio que los contiene. Quiero transmitirle mi solidaridad y mi apoyo como dirigente gremial a este proyecto.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento de Cuerpo, se le dará entrada (Expte. Nº 13.060 – DB).

· Asentimiento.

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, de Educación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.6.19 Ruta Provincial Nº 26 – S: reparación tramo Matilde-Ruta Nac. Nº 11

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. TIBALDO EÍ "PJ TIBALDO, Claudio" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación por el cual se requiere al Poder Ejecutivo arbitre los medios necesarios para efectuar una reparación integral en la Ruta Provincial Nº 26 – S, tramo Matilde – Ruta Nacional Nº 11, departamento Las Colonias; y pido que sea agregado al expediente Nº 13.004 – UCR, por tratarse del mismo tema.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. Nº 13.080 – PJ).

· Asentimiento.

· Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

6.6.20 1º Certamen de Pesca Variada

(Proyecto de declaración – Girado a comisión)

SR. TIBALDO EÍ "PJ TIBALDO, Claudio" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto por el que se declara de interés legislativo el 1º Certamen de Pesca Variada organizado por la Comuna de Arroyo Leyes, departamento La Capital, a realizarse el 31 de octubre de 2004.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. Nº 13.073 – PJ).

· Asentimiento.

· Girado a la Comisión de Agricultura y Ganadería.

6.6.21 Escuela Nº 1.312 de la Isla Guaycurú: traslado

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. PIVIDORI EÍ "PJ PIVIDORI, José" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a un proyecto de comunicación por el cual se requiere al Poder Ejecutivo proceda a realizar el traslado del edificio de la Escuela Nº 1.312 de la Isla Guaycurú –es de una estructura prefabricada– y está a orillas del Río Paraná en el distrito Las Garzas, departamento General Obligado. Ante el constante avance de las aguas se produce el desbarranco de la costa, con la consecuente puesta en peligro de esa estructura.


Quiero solamente agregar que, en la actualidad, viven en torno a esa escuela, más o menos distante, 29 familias, 197 habitantes, que se sustentan de los productos de la isla y del río y la única vía de comunicación es, precisamente, el río. Además, en esa escuela concurren 74 alumnos desde el 1º al 3º ciclo de la EGB.


En el año 1989 fue inaugurada la escuela y estaba a 600 metros de la costa, de la orilla; en el año 2000, a 120 metros, y en la actualidad está a 35 metros, con lo cual si esperamos a fin de año la supuesta crecida del río, esto lógicamente corre serio peligro. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. Nº 13.081 – PJ).

· Asentimiento.

· Girado a las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda.

6.6.22 Juntas Barriales, Municipales o Comunales de Seguridad Comunitaria: incorporación de miembros de la Comisión de Derechos y Garantías

(Proyecto de resolución – Girado a comisión)

6.6.23 Cultivo en áreas marginales de la autopista Rosario-Santa Fe

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso a dos proyectos: uno de resolución, firmado por la mayoría de los miembros de la Comisión de Derechos y Garantías sobre la incorporación de los miembros de la Comisión de Derechos y Garantías en las Juntas Barriales de Seguridad Comunitaria y en las Juntas Municipales o Comunales de Seguridad Comunitaria.


El otro es un proyecto de comunicación referido al otorgamiento de permisos para realizar sembradíos en las áreas marginales de la autopista Rosario–Santa Fe.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada (Exptes. Nº 13.065 – DB y 13.082 – DB).

· Asentimiento.

· El Expte. Nº 13.065-DB es girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

· El Expte. Nº 13.082-DB es girado a las comisiones de Asuntos Comunales y de Obras y Servicios Públicos.

6.6.24 Relanzamiento de la Región Centro

(Proyecto de declaración – Queda reservado)

6.6.25 Expropiación del uso temporal de un inmueble de Hipermercado Tigre S.A.

(Proyecto de ley – Girado a comisión)

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso –y se reserve para su tratamiento sobre tablas– a un proyecto de declaración relacionado con el relanzamiento de la Región Centro ocurrido el día 27 y 28 de julio próximo pasado.


También pido se dé ingreso a un proyecto de ley por el que se declara de utilidad pública y sujeto a expropiación el uso temporal de un inmueble ubicado en la ciudad de Rosario, propiedad de la empresa Hipermercado Tigre S.A. Solicito que este proyecto se trate conjuntamente con el Expte. Nº 13.048 – DB (asunto entrado Nº 34) en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, con la preferencia para una semana ya concedida.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada (Exptes. Nº 13.070 – PJ y 13.061 – PJ) y se adjuntará el proyecto de ley al Expte. Nº 13.048 – DB.

· Asentimiento.

· El Expte. Nº 13.070-PJ queda reservado. Ver punto 9.10.

· El Expte. Nº 13.061-PJ es girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.6.26 Guías de registro de datos de identificación de pacientes de establecimientos sanitarios

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.

Solicito se dé ingreso a un proyecto de comunicación por el cual se pide al Poder Ejecutivo de la Provincia informe si se ha puesto en práctica en los efectores públicos de la Provincia lo que se ha llamado –basado en la resolución nacional 410 del año 2002– Guías para el Registro de un Conjunto Mínimo de Datos para la Identificación de los Pacientes en los Establecimientos Sanitarios y Servicios de Atención a la Salud.

Este es un trabajo muy personal de un reconocido y prestigioso hoy ministro de la Nación, que es el doctor Ginés González García, al cual circunstancialmente tuve el gusto de conocer hace poco en un acto público. Él es el gestor de esta guía, que es muy importante en todo el país y queremos saber si en la Provincia si se ha puesto en práctica. Acompañamos todos los antecedentes de la resolución antes citada del Ministerio de Salud de la Nación, Nº 410/2002, que le da sustento a esta petición. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada (Expte. Nº .13.084 – PJ).

· Asentimiento.

· Girado a la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social.

6.6.27 Solicitud para ausentarse del país de los diputados Venesia, Cura y Benítez

(Notas – Aprobadas)

SR. SECRETARIO (Corach).– Se encuentran en Secretaría tres notas de un mismo tenor, de los diputados Laura Venesia, Jorge Cura y Miriam Benítez, por las que solicitan permiso para ausentarse del país a fin de asistir a la reunión del Parlasul–Crecenea Litoral a realizarse en la ciudad de Curitiba, Brasil, el próximo 12 de agosto.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración del Cuerpo las solicitudes de autorización para ausentarse del país formuladas por los señores diputados Venesia, Cura y Benítez.

–
Resultan aprobadas.

7 peticiones y manifestaciones

7.1 Informe sobre actuaciones promovidas por miembro de la Comuna de Alvear ante Subsecretaría de Municipios y Comunas
(Proyecto de comunicación – Preferencia para dos sesiones)

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Solicito tratamiento preferencial, para dentro de dos sesiones, para el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.589 – UCR), radicado actualmente en la Comisión de Asuntos Comunales y que está vinculado a un pedido de informes referido a la comuna de Alvear.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la preferencia solicitada por el diputado Mascheroni.

–
Resulta afirmativa.

7.2 Ley Nº 9325 – Sistema de Protección Integral de los Discapacitados: mod. del art. 18

(Proyecto de ley – Tratamiento conjunto con Expte. Nº 11.993 – BS) 

SR. PESARESI EÍ "PJ PESARESI, Julia" .– Pido la palabra.

Solicito, en acuerdo con sus autores, que el proyecto de ley (Expte. Nº 12.033 – PPS), que actualmente se encuentra en la Comisión de Asuntos Comunales, sea girado directamente a la Comisión de Seguridad Social para ser tratado en conjunto con el Expte. Nº 11.993 – BS, ya que se refieren al mismo tema.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no hay oposición, así se hará, señora diputada.

7.3 Federación Santafesina de Municipios y Comunas

(Proyecto de ley – Preferencia para dos sesiones)

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


Tal cual se acordara en la Comisión de Labor Parlamentaria, solicito el tratamiento preferencial para dentro de dos sesiones para el proyecto de ley (Expte. Nº 12.162 – DB).

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de tratamiento preferencial solicitada por el diputado Bonfatti.

–
Resulta afirmativa.

7.4 Regulación de servicios públicos provinciales de energía eléctrica

(Proyecto de ley – Cambio orden giro a comisiones)

7.5 Regulación de servicios públicos1 provinciales de energía eléctrica: aclaración del art. 67

(Mensaje – Cambio orden giro a comisiones)

SR. REUTEMANN EÍ "PJ REUTEMANN, Roberto" .– Pido la palabra.


Hay dos expedientes del Poder Ejecutivo, Nº 12.227 – PE y Nº 12.252 – PE, ambos referidos a la Empresa Provincial de la Energía, y que fueron girados a cuatro comisiones. 

Solicito que se altere el orden del giro a las comisiones para que figure como última comisión la de Asuntos Constitucionales y Legislación General y no la de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión como estaba ya que como es tradicional en esta Cámara, la última comisión debe ser la de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no hay oposición, así se hará, señor diputado.

7.6 Utilización de PCB en transformadores de energía: falta de respuesta a pedido de informes

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


El día 10 de marzo de este año, conjuntamente con la diputada Qüesta, presentamos un pedido de informes para que la Empresa Provincial de la Energía, oficialmente dé a conocer una serie de datos sobre la utilización de bifenilos policlorados en los transformadores de energía.


Después de esperar pacientemente, el día 22 de abril, esta Cámara aprobó el proyecto y lo comunicó a la EPE o al Poder Ejecutivo de la Provincia. Hasta el presente no tengo la más mínima noticia, ni la Cámara, de cuál es la respuesta.


Esto está más allá –yo diría– de la picardía de no contestar las cosas urticantes. Sobre este tema, yo creo que irresponsablemente el interventor de la empresa, cada vez que se instala en la opinión pública ha salido a dar una opinión, siempre desnaturalizando la gravedad del tema. 

Lo que a mí sí me interesa –y creo que tiene que ver ya no con una iniciativa de dos diputados, sino con un pedido que esta Cámara hizo– es saber hasta cuándo vamos a esperar que se diga la verdad sobre esta situación. No es una cuestión meramente formal la que estamos planteando y tampoco es la pretensión de gente, que pueda tener como iniciativa o inquietud de cualquier tenor el problema medioambiental o ecológico.


Esto ya tiene el nivel de importancia y ha traído el ojo de la Justicia. Un dictamen de la Dirección de Policía Científica de Gendarmería Nacional, que se ordena en la ciudad de Capitán Bermúdez, en las calles Callao y Eva Perón, demuestra técnicamente la existencia de PCB en transformadores de la Empresa Provincial de la Energía. Sin embargo, las noticias que los funcionarios de esa empresa dejan trascender dicen “Hemos cumplido todo. No tenemos transformadores con PCB”.


Por eso insisto en que un pedido de informes, señor presidente, respondido en término, y como el sentido común manda, evita la politiquería que se pueda hacer en torno a esto y no es nuestra intención venir acá a hacer politiquería.


El PCB es una sustancia tremendamente dañina y cancerígena, y la gente, a falta de información eficaz, veraz, fundada, tiene todo el derecho del mundo a asustarse por cualquier cosa y trasladar responsabilidades, muchas veces sin sentido. 

Pero lo cierto es que en Capitán Bermúdez está actuando la Justicia, y yo no creo que la Dirección de Policía Científica de Gendarmería Nacional comprometa su prestigio técnico inventando cosas que no existen. Es cierto, según dice el informe que está por debajo de los niveles que las normas establecerían, pero se comprueba peligrosamente la pérdida y la inacción de la organización o de la empresa que tiene que actuar. 

En esta cuestión, es una denuncia de larga data, ha intervenido la coordinadora popular Fidel Tognolli y participan San Lorenzo por la Vida, la Unión de Usuarios de Funes y la Vecinal Barrio Industrial de Granadero Baigorria. En diciembre del año pasado inician estas actuaciones. Esto ya no es la denuncia de un grupo ambientalista. Es una medida judicial que le está reclamando a la Empresa Provincial de la Energía actuar. 

Por si esto fuera poco, se incorpora la situación mucho más dolorosa de Rafaela, en donde sin que esto implique decir que es la causa eficiente, se está investigando en un juzgado correccional la muerte de una criatura de tres años y el presidente del directorio y/o gerente de la Empresa Provincial de la Energía está incoado en ese trámite procesal o judicial bajo el delito o la presunción de homicidio culposo. Si bien en el juicio todavía no hay elementos suficientes, han declarado en las actuaciones el padre de esta chica, el director del Laboratorio de Ingeniería Química de la Universidad Nacional del Litoral y el pediatra de la ciudad de Santa Fe que atendió en el Sanatorio Mayo, de esta ciudad, a la criatura. 

Y, pese a todo esto, a mí verdaderamente me rebela que el ingeniero El Halli Obeid, tan rápido para informar cuando se le preguntaba sobre otro tema, no responda a este, que es un mandato de la Cámara que yo no tengo explicación por el que no lo contesta.


Tengo un informe de la Cámara anterior que dice una cosa y yo, sinceramente, quiero ver qué dicen en esta oportunidad porque yo apuesto a la continuidad institucional de la empresa. Este no es un tema menor.


Al momento de la presentación de este pedido de informes había transformadores con PCB en la granja La Esmeralda de la ciudad de Santa Fe. Me dicen amigos de la Secretaría de Medio Ambiente que ya lo habrían retirado. Hoy decía, en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, y lo ratifico en esta Cámara: funcionarios de la EPE están hablando con municipios y comunas pidiendo la habilitación de terrenos para depósito transitorio de transformadores con PCB. Felizmente, la Secretaría de Comunas desalienta esta gestión y ha habido comunas que valientemente dijeron: “Con nosotros no cuenten”. 

Pero es una cuestión que preocupa, porque es un tema, sobre el que hay una ley nacional que lo prohibe, hay disposiciones de la Secretaría de Medio Ambiente y no sólo que no se realizan los controles, no se realizan, no hay claridad, señor presidente, sobre a dónde van los transformadores que dicen son lavados. Y nosotros pedimos, en esta solicitud de informes, informes sobre una cuestión que tiene que ver, porque aparentemente la EPE se cubriría diciendo que está utilizando los aceites YPF 64 transformadores, que también tienen componentes de la toxicidad vinculada o parecida a los PCB.

Por eso esto no quiero que se interprete como una endecha ni reabrir una polémica. Ha habido algunas recomendaciones, se ha avanzado, hay un proyecto de la diputada Tomei que acompañamos nosotros. Pero no puede ser que el Poder Ejecutivo de la Provincia conteste las cuestiones que quiere. Yo me siento discriminado, porque si hoy dijeron que mandaron un expediente con 180 fojas que vamos a leer detenidamente, es imposible que esta cuestión tan simple, instalada en la agenda pública en la que está actuando la Justicia de distintas jurisdicciones –Capitán Bermúdez, Rafaela–, y en la que hay denuncias permanentes de las ONG vinculadas al tema, la EPE se dé el lujo de no contestar.

Creo que tiene una actitud de impunidad, porque dice “¿qué le vamos a contestar a la oposición? ¡que reviente!”. Salvo que las contestaciones sirvan para lucirse algunos del oficialismo, no de la Cámara, digo del Ejecutivo, que quede claro.

¿Qué prefiere el Ejecutivo Provincial? ¿Que uno tenga que utilizar el fuero para ir a denunciarlo al ingeniero El Halli Obeid preocupado en no cambiar la hora porque no se ahorra mientras hay gente que muere sospechosamente? No digo que tenga la responsabilidad. Lo que no pueden obviar es que no actúan conforme a las normas, porque los transformadores pierden. Porque en el caso de Rafaela, la muerte se produce en circunstancias de proximidad absoluta de un transformador perdiendo durante mucho tiempo. Y estas son cuestiones graves.

Si se nos contesta el pedido de informes, si se nos dan las certezas, nosotros tenemos que actuar conjuntamente respaldando las empresas del Estado, llevando tranquilidad, no propiciando la noticia catástrofe. Pero frente a la negligencia indefendible de estas concepciones tecnocráticas, debido a que tienen el amparo del poder político que lo designó se burlan –por no decir otra palabra mucho más dura– de los legisladores que solicitamos información para ver si es verdad lo que se plantea y qué medida remediatoria podemos nosotros obtener. ¿Pero qué vamos a decir? 

Entonces yo le pido, señor presidente, que en función de esto, se le mande un telegrama –yo no creo que sea necesario una nota amable– a esa manga de burócratas que por más de sesenta días o en el tiempo que quieren, contestan como quieren. Y encima, cuando uno ve las respuestas –cuando se producen–, dicen “con lo informado vuelva”. No hay valoración, se expiden tres o cuatro funcionarios de menor categoría.

Nosotros le estamos pidiendo al Ejecutivo que nos diga qué pasa con esto. ¿Se cumple la ley nacional?, sí, no, cómo, hasta cuándo y dónde. Y hay una cuestión que sí es preocupante, porque nosotros en este pedido de informes le pedimos el mapa con indicación de todos los lugares donde existen transformadores de la Empresa Provincial de la Energía y de las cooperativas eléctricas. Porque este no es un problema solamente de la EPE, este es un problema de irresponsabilidad. Pese a que desde los años 70 y la legislación argentina a partir de fines de los 80 y los 90, empezó a tomar el tema, por una cuestión de costos se sigue especulando con la vida de los demás.

Entonces, señor presidente, yo creo que no darle a la Cámara la información por parte de funcionarios, que tendrán todos los antecedentes para estar en donde están, pero no tienen la actitud de respeto hacia la Legislatura santafesina, que se le intime concretamente a que cumplan la ley. Han pasado los 60 días con creces, el tema no justifica 60 días de demora. Y que el ingeniero El Halli Obeid nos conteste esto, sino, aunque no tiene rango ministerial, voy a pedir, más que se lo invite, que se lo cite a una sesión de Labor Parlamentaria con participación de todos los legisladores y de los medios de comunicación, y vamos a ver qué nos dice este hombre respecto de estas cuestiones.

Y sobre todo, como la empresa contesta en dos situaciones, con argumentos totalmente distintos, porque cuando este problema se plantea en Santo Tomé y tienen que darle letra al intendente Piaggio, salieron con un mamotreto así de explicaciones que se dan de patadas con el informe que habían respondido a la anterior Legislatura y con este silencio de audio que tenemos respecto a esta comunicación votada por el conjunto de este Cuerpo.

De manera tal, señor presidente, que insistimos que se le reclame la inmediata respuesta del informe tramitado y votado por la Cámara, el expediente 12.064 – DB. Y de no contestar, voy a solicitar, desde ya lo anticipo, la citación de ese funcionario acá, al recinto, no en el carácter de interpelación, pero para que nos brinde la información que tiene el imperativo constitucional de respondernos. Gracias.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Le aclaro que por Presidencia lo haremos, pero por la forma habitual, por nota.

SRA. QÜESTA EÍ "UCR QÜESTA, Daniela" .– Pido la palabra.


Quiero, brevemente, adherir a cada uno de los términos que ha expresado el diputado Mascheroni y dar un ejemplo puntual que tiene que ver con un seguimiento que se ha hecho en la ciudad de Santo Tomé. 

El Concejo Municipal de Santo Tomé, por iniciativa del bloque de concejales de la Unión Cívica Radical presentó y aprobó una resolución pidiendo información a través del Ejecutivo Municipal sobre un relevamiento, sobre la existencia de PCB. Dos años logró llevar esa información, con insistencia cada seis meses; no es que se trató y se esperó que luego surgiera algún inconveniente para que se contestara. Luego de dos años, cuando los vecinos de Santo Tomé –puntualmente de la zona de Calle Gaboto y Libertad– comenzaron a juntar firmas ante la reiteración de casos de cáncer en innumerables vecinos, y la existencia de un transformador en esa intersección, hubo una respuesta de la EPE donde puntualmente informó que de 146 transformadores que hay en la ciudad, se relevaron 109, de los cuales 12 contenían valores de PCB inferiores al promedio aceptable que son 50 partes por millón –si no me equivoco– pero que había dos que sobrepasaban esos niveles, que hay en Santo Tomé dos transformadores que tienen PCB y superan esos valores, uno ubicado en calle San Martín y Gómez Cello y queda a dos cuadras de la Municipalidad de Santo Tomé y otro en Avenida Richieri y Ruta Nº 11. 

Evidentemente existe el problema, más allá de algunas contestaciones anteriores que hizo la EPE con respecto a que no existiría ningún transformador con acceso al público. Eso dijo hace un tiempo la EPE a esta Cámara. Por otro lado informa que existen transformadores con PCB que exceden los parámetros aceptables con respecto a la salud pública.


Creo que es un tema de trascendencia y no vale la pena que yo me extienda por lo que ya ha dicho el diputado Mascheroni, pero creo que nos encontramos ante una situación donde tenemos la obligación de constatar realmente la existencia de transformadores y considerar la posibilidad de instrumentar inmediatamente mecanismos que signifiquen su sustitución.


No me quiero sentir responsable de la muerte de nadie y creo que la mínima duda sobre la posibilidad de que un elemento pueda generar este tipo de consecuencias me pone ante la obligación de ser lo drástico que sea necesario para insistir en esta respuesta. Por eso me hago eco, no solamente del proyecto que firmé con el diputado Mascheroni, sino de la vehemencia con la que se ha expresado, porque realmente creo que ya es hora de que empecemos a hacernos cargo del medio ambiente, pero fundamentalmente hacernos cargo de la salud de los santafesinos. 

SRA. TOMEI EÍ "UCR TOMEI, Mónica" .– Pido la palabra.


Con respecto al planteo que han hecho los diputados Mascheroni y Qüesta, y ante la falta de respuesta al pedido de informes, he presentado un proyecto para regular la contestación de los pedidos de informe y quiero fundamentarlo en este momento.


Desde diciembre de 2003, hasta el día jueves 8 de julio del corriente año, es decir, desde el Período Extraordinario de Sesiones Nº 121 hasta el Período Ordinario de Sesiones Nº 122 se han presentado en el recinto 228 proyectos de pedido de informes. De ellos, 156 han sido aprobados por esta Cámara y remitidos casi en su totalidad al Poder Ejecutivo y/o a unidades de organización dependientes de éste. De estos solamente 25, ¡25 de 156! Han sido respondidos al día 8 de julio del 2004, mientras que 131 todavía esperan respuesta.


Según lo establecido por la Ley 11.312, los plazos para la contestación de los pedidos de informes son de 30 días hábiles –y siempre estableciendo como parámetro el último día hábil de la Legislatura–; por lo cual, antes del receso invernal, de los 131 pedidos de informes no respondidos por el Poder Ejecutivo Provincial, solamente 11 ¡11! Se encontraban en el plazo legal de contestación. Es decir, que los 120 pedidos de informes restantes tienen el plazo vencido y, pese a ello, todavía no han sido contestados.


De los pedidos de informes desglosados por bloques: el Partido Justicialista ha presentado 28; UCR 75; Partido Socialista 35; ARI 62; PPS 11; PDP 11; Encuentro Popular 4; UCD 2, que hacen un total de 228. 

De los pedidos de informes contestados –de un total de 28– al PJ le fueron contestados 6; a la UCR –de un total de 75– le fueron contestados 7. Aquí ya estamos viendo la discriminación que hay, aunque algunos diputados lo tomen a risa, entre la contestación de los pedidos de informes que hace el Poder Ejecutivo al partido oficialista y al resto de los partidos de la oposición.


Señor presidente, creo que el pedido que realizamos nosotros por medio de esta ley de regulación de la contestación de los pedidos de informes no es solamente una cuestión de capricho, sino que realmente los diputados necesitamos tener la información para trabajar. La única manera que tiene la oposición es tener la información necesaria para fundamentar nuestro trabajo.


Ponemos la responsabilidad en el ministro Coordinador y, además, fijamos una sanción pecuniaria del 10 por ciento del sueldo, porque alguna vez alguien se tiene que hacer responsable de sus actos. Y si caen nuevamente en la falta de contestación de los pedidos de informes o se contestan de forma incompleta o no fehaciente, lo que solicitamos es una suspensión por 15 días hábiles en sus funciones.


Habíamos pedido una preferencia hace dos semanas para el tratamiento de este proyecto de ley que regula la contestación de los pedidos de informes. Insto a los diputados del Partido Justicialista a que lo piensen bien; si hay que hacer alguna reforma, lo podemos conversar, pero necesitamos la información, no es una cuestión de capricho, acá se plantean temas realmente muy importantes. Nadie quiere perjudicar a nadie, solamente queremos trabajar para lograr que toda la comunidad santafesina pueda vivir en un –y lo relacionamos con el pedido de los diputados Mascheroni y Qüesta– medio ambiente saludable para todos.

7.7 Obra pública de defensas de la ciudad de Santa Fe

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Tal cual había sido acordado en Labor Parlamentaria, voy a hacer una manifestación relacionada con la preocupación permanente que tenemos por las defensas de la ciudad de Santa Fe, concretamente el tramo Oeste en su sección III, que está en pleno desarrollo. Quiero, en este caso, manifestarme con toda la sensibilidad que tenemos con relación a este tema. 

La Cámara en su momento denegó la posibilidad de constituir una comisión investigadora por los hechos que en su momento hizo público Apyme, como la denuncia sobre una obra que estaba prevista por un monto original y que aparece ese monto, en principio, duplicado. Al momento de la denuncia era algo todavía incierto, pero después, con el devenir de los días fue confirmándose, incluso por el propio Poder Ejecutivo.


Creíamos que esa comisión era vital y fundamental, no para sacar conclusiones a priori sino, justamente, para munirse de los elementos para analizar en profundidad este hecho, que no es un hecho menor, cual es la gestión eficiente y el desarrollo de la obra pública en el marco estricto jurídico que está establecida para la misma.


En ese sentido, se creó una comisión que tuvo la particularidad de que, en el mismo momento en que este diputado hacía pública su intención de constituirla o el pedido a esta Cámara de su constitución, en paralelo aparece una resolución Nº 137 del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda que creaba una comisión. 

Esta comisión tenía características particulares porque iba a investigar un asunto del Ministerio de Obras y Servicios Públicos, con 3 miembros dependientes del Ministerio de Obras y Servicios Públicos, designados por el Ministerio de Obras y Servicios Públicos, por un tema del Ministerio de Obras y Servicios Públicos y que funcionaba en el ámbito de este ministerio.


Por supuesto que es una comisión un tanto particular, que funciona como corresponde en este ministerio. Pero, al menos, de cumplirse lo que estaba establecido en la resolución Nº 137, hubiera sido un punto más en el debate o en el intento de clarificación de lo que todavía al día de hoy seguimos analizando y seguimos estudiando.


Creo que en lo particular, que se constituya o no la comisión, es un problema de esta Institución si quiere jugar un rol de contralor y un rol fuerte que la jerarquice. 


En lo particular no necesita una Comisión de Investigación para seguir profundizando el análisis y el estudio de la corrección en la que fue gestionada esa obra pública.


Quiero manifestar –y por eso pedí la palabra– la preocupación central porque, aún con todas esas condiciones, esta comisión incumple con el artículo 5º que disponía 30 días corridos –porque en ese sentido, aparentemente, querían tener celeridad en la respuesta– y ese plazo está vencido y no se ha hecho público todavía ese informe.


Esta es la preocupación que quiero plantear. En forma inmediata necesitamos ese informe para saber cuál es el planteo oficial, el planteo del Poder Ejecutivo en relación a este tema que preocupa a todos los santafesinos.


No quisiera que este tema, tan delicado, sea tomado simplemente con alguna especulación política de dilación, de pasar el momento en la opinión pública y que se esfume por el transcurso del tiempo. 


Tampoco quisiera que me salgan contestando diciendo que el informe está, que simplemente estaba en un cajón, que en ese cajón por el trámite tanto, para el expediente tanto y que había entrado a tal hora, y encontremos con sorpresa que está el expediente.


Para mí es preocupante que, vencido ese plazo, autoimpuesto por el mismo ministerio no haya respuesta. Entonces, concretamente solicito que se dé una respuesta inmediata para saber al menos que opina oficialmente el Poder Ejecutivo sobre este tema. Nada más.

8 homenajes

8.1 Al Día del Niño

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Señor presidente: Con motivo de festejarse el Día del Niño el próximo domingo quería, justamente, hacer algunas reflexiones sobre un día que tiene un espacio casi protocolar, porque supuestamente el día del niño deberían serlo todos los días.


Dice al inicio de mi texto: La mayoría de los niños son pobres y la mayoría de los pobres son niños. La persistencia de esta pobreza masiva bloquea la salida hacia un desarrollo humano sostenible y exige acciones de la máxima prioridad y profundidad congruente con la magnitud del problema. La gravedad de la situación no permite ya el empleo de medidas asistenciales paliativas. Es necesario aplicar una terapia integral de urgencia. Ni el crecimiento económico, ni la democracia podrán consolidarse mientras más de la mitad pobre de la población permanezca excluida de la actividad productiva y de la participación política por falta de oportunidades para integrarse a la vida social. No es sólo una injusticia, es también un gran despilfarro. No habrá futuro para nuestros pueblos mientras la mayoría de sus niños sigan postergados en la pobreza y sean privados de sus derechos humanos más fundamentales. Dada la magnitud de los desequilibrios sociales, y el carácter masivo de la pobreza, se requerirá la aplicación de una política social, una política social redistributiva para desbloquear la situación mediante una fuerte inversión en recursos humanos, sobre todo allí donde los retrasos acumulados son mayores, pero estos esfuerzos deben darse en un plazo lo más breve posible y, además, continuado.


La infancia –recordando algunos textos que tuve oportunidad de leer hace ya mucho tiempo– tal vez pasó a ser la obsesión de la modernidad. Antiguamente no hay mayores registros de la Edad Media sobre la existencia de la niñez o de la infancia como concepto. El niño era un adulto al que le faltaba crecer y el que debía, de alguna manera, adiestrarse, capacitarse más que educarse. 

La infancia –decía– ha sido la obsesión de la modernidad y del pensamiento contemporáneo, la obsesión que no indica necesariamente que esta haya generado un mayor y progresivo bienestar de la población en el mundo. La atención estrecha que se produce entre la intervención adulta y la experiencia del niño, entre lo que se ha denominado construcción social de la infancia y la historia irrepetible de cada niño, entre las experiencias del niño, entre las regularidades que marcan el horizonte común que una sociedad construye para la generación infantil en una época y las trayectorias individuales.


¿Cuál es la construcción social actual de la infancia? El borramiento de las diferencias entre niños y adultos no es sólo un fenómeno cultural provocado por el impacto del universo audiovisual, sino que también puede explorarse en el terreno social. La vida cotidiana de amplios sectores de niños no se distingue de los adultos en la medida en que comparten cuerpo a cuerpo la lucha por la supervivencia.


El trabajo infantil, los chicos de la calle, el delito infantil, son fenómenos que indican experiencias de autonomías tempranas, una adultización notoria, y una ausencia de infancia nada inédito en América Latina. La pobreza, la marginación, y la explotación social reúnen en las generaciones, en un horizonte de exclusión social que no registra diferencias por edad. Respecto de ello el trabajo social con niños denuncia las limitaciones de los haberes producidos hasta ahora y requieren nuevos tipos de profesionales que considere a los grupos sociales como actores y a los niños como sujetos.


Sea por efecto de la globalización del mercado y el impacto cultural del consumo a nuevas edades o por la exclusión social que afecta a amplios los sectores o por sus derechos combinados, el borramiento de las diferencias entre niños y adultos no nos permite afirmar en forma terminante que la infancia desaparece. 

También podríamos argumentar en este sentido que los medios y el mercado, que se organizan en torno a ellos como potenciales consumidores, han fundado una cultura infantil con el mismo impacto que tuvieron en la conformación de una cultura juvenil global a partir de la segunda posguerra.


Lo que queremos afirmar entonces es que las infancias se configuran con nuevos rasgos en sociedades caracterizadas, entre otros fenómenos, por la incertidumbre frente al futuro por la caducidad de nuestras representaciones sobre ellas y sobre el desentendimiento de los adultos, pero también por las dificultades de dar forma a un nuevo imaginario, un nuevo imaginario de la infancia que desapareció. Desapareció en realidad nuestra infancia, la de los que hoy somos adultos, la que quedó grabada en la memoria biográfica y la de los que advienen al mundo resulta ignota, completa, por momentos incomprensible e inconcebible desde las instituciones.


Desaparecer en la Argentina remite a la no localización de los cuerpos, según el diccionario, alude a “ocultarse, quitarse de la vista” Pareciera que el debate contemporáneo invita a volver a ponerlos a la vista, a volver a construir una mirada de los cuerpos y las almas de nuestros niños. Eso es tan obvio, tan naturalizado, tan dados por constituidos en las instituciones. Se carece no de niños sino de un discurso adulto que les oferte sentidos, para un tiempo de infancia que está aconteciendo nuevas condiciones históricas, para niños que son a la vez ciudadanos del mundo y objeto de exterminio. Y en un mundo, a su vez, en el que los adultos deben redefinir su propia ubicación en una sociedad compleja.


Hace algún tiempo se dio un debate en el ámbito de la Comisión de Labor Parlamentaria respecto de la exhibición o no de un video. En un trabajo que Carlos Del Frade enuncia con la naturaleza y la naturalidad que exigen las palabras “Los pibes santafesinos”, nos tira algunas cifras que, podrán ser más o menos acertadas, pero que, sin lugar a dudas, no tengo derecho a desconfiar desde la ética en la que él hace todos sus trabajos.


Al 19 de febrero del 2003 –dice Carlos del Frade– había 72 menores en las casas de internados de las distintas instituciones. A ellos habría que sumar 135 que están en programas alternativos. Es decir, el número total de menores en conflicto con la ley penal, a cargo de la Dirección Provincial del Menor, asciende solamente a 207 pibes o muchachos. A ellos hay que sumarle los detenidos en diferentes penales para menores que funcionan en Rosario, Santa Fe, Venado Tuerto, Villa Constitución, Rafaela y Reconquista. La cifra trepa a 127 más. Y los que dependen directamente del Servicio Penitenciario Provincial suman 39. Es decir que los adolescentes presos en la Provincia son 166. Apenas –dice– el 5,53 por ciento de los 3 mil detenidos que existen en la Provincia. Hay 373 menores en conflicto con la ley penal, sumando todo esto, un 12,43 por ciento del universo de personas detenidas en Santa Fe.

En octubre de 2002, cuando se realizó la última Encuesta Permanente de Hogares en el aglomerado Santa Fe-Santo Tomé, se registraron 4.252 niños y adolescentes, entre los 10 y 19 años, como desocupados. Representan el 57% del universo etáreo compuesto por 7.473 muchachos.


En el Gran Rosario la mención arrojó que sobre 27.500 pibes, en una franja que va de los 10 a 19 años, hay 15.566 desocupados. Otra vez el 56,5% de esa población.


Hay otra cifra que ubica a los pibes como víctimas del sistema y no como potenciales agresores. Entre 1999 y 2003 la deserción escolar trepó a un índice que está entre el 35 y 38%. Esto lo confesó el ex Ministro de Educación, Daniel Germano a la periodista Ivana Fux, el cual no podemos tampoco tener mayores sospechas de que lo haya dicho.


En cambio, entre 1992 y 1998 los números llegaron a demostrar una deserción que llegó al 17%.


La conclusión es simple y dramática: en los últimos 5 años se duplicó el exilio de los pibes de las escuelas públicas santafesinas y, obviamente, que el sector más castigado es el de los chicos que tienen entre 10 y 18 años, dice Carlos Del Frade.


Yo diría que en esa pirámide hay dos puntas: esta de los 10 y 18 años y la otra, la que empieza desde la gestación y hasta los 4 años, cuando al pibe lo podemos mandar al comedor barrial o algún Hogar de Niños.


Cifras, estadísticas, curvas, porcentajes, no hay nombres, son los números que rasguñándonos sangran historias con un cuerpo cada una, con un par de ojos tristones cada una, con dos patas sucias cada una. 

Por eso será que ninguna de estas cifras habla de él, ni siquiera una sospecha de su nombre, las letras de su propio alfabeto. 

La agencia Diarios y Noticias menciona solamente que tenía 4 años, que era hijo de una familia indigente de la ciudad de Santa Fe y que su vida fue apenas un instante que quedó a mitad de camino como consecuencia de un grave estado de desnutrición que se complicó con una afección cardíaca, que no alcanzó a tocar el cielo en una “rayuela” desmedida, ni ver el horizonte de barriletes encendidos.

Dicen que su mamá tiene 30 años y que lo llevó entre agitaciones y miedos al dispensario de Riobamba y French mientras susurraba plegarias en las penumbras del dolor. El dictamen médico indicó que el niño murió debido a un grave cuadro de desnutrición en segundo grado. 

Los más pequeños ni siquiera saben deletrear palabras, ni las mejores, ni las peores, que han pergeñado la cultura del hombre. Se mueren sin saber por qué y aún cuando les preguntaran, no alcanzarían a entender las respuestas. Nadie muere de hambre, por desgracia, los matan de hambre.

La Convención de los Derechos del Niño, a la cual adherimos en el año 1999, reconoce aquellos derechos fundamentales de carácter universal que constituyen el mínimo común necesario para la supervivencia y el desarrollo de la niñez. Estas normas conciben al niño o niña como sujeto activo de derecho en tres dimensiones interrelacionadas: provisión, protección y participación.

Habría que aclarar aquí que esta adhesión a la Convención Nacional de los Derechos del Niño, desgraciadamente, no fue trasladada en la mayor parte de las provincias, siendo solamente 5 provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos, las que adhirieron a esta Convención de los Derechos del Niño.

Se ha partido de la suposición de que los derechos civiles y políticos pueden ser definidos por las leyes y su respeto impuesto por los Tribunales sin un excesivo costo. A la par, se afirma que los derechos económicos, sociales y culturales no pueden invocarse en Tribunales de Justicia, aunque los expertos en derechos humanos cada vez cuestionan más este argumento porque, además, el artículo 21º de la Convención de los Derechos del Niño, justamente, alude a este tema y fue una de las cuestiones excluidas de esta adhesión a la Convención de los Derechos del Niño.

Los niños no pueden avanzar en sus derechos económicos, sociales y culturales sin el espacio político y la libertad civil para hacerlo.


Nuestros niños no están libres; todo lo contrario, son rehenes de las políticas asistencialistas, de las estadísticas y hace pocos días de un supermercado que cerró sus puertas para que no se fueran sin pagar.


Falta una voluntad del mundo de los adultos para que se respete lo que Berthel llama el derecho al crecimiento, entendiendo el crecimiento como la posibilidad de experimentar los límites, sean estos de naturaleza social, intelectual o personal, no como prisiones de estereotipos sino como puntos de tensión que condensan el pasado y que se abren hacia futuros posibles. Derecho al que se suman, el derecho a la inclusión y el derecho a la participación. 

Educar en la sociedad contemporánea requiere, en buena medida, volver a considerar al niño como sujeto en crecimiento, como un sujeto que se está constituyendo, que vive, juega, sufre y ama en condiciones más complejas, diversas y desiguales. Supone admitir, por otra parte, que frente a un niño en crecimiento hay adultos cuyas identidades, en tanto relacionales y nunca constituidas plenamente, se hallan abiertas a la contigencia y deben ser contextuadas. Están afectadas hoy por la impugnación de las tradiciones, por la crisis de los mandatos institucionales y por la pauperización de la condiciones de vida, pero también por la persistencia del deseo de una sociedad más justa.


La Organización Mundial de la Salud maneja un lenguaje de cifras y gráficos. Dice que más de la mitad de nuestros niños y niñas se mueren por causa de malnutrición. Tantas palabras y cifras con alcance y autoridad, no dicen desnutrición. Cuidadosos en el uso de las palabras, apenas se atreven a decir “ausencia de una dieta adecuada”. Esto esta extraído de un texto de Galeano.


Señor presidente, en el marco de estas consideraciones no podemos hablar del Día del Niño sin tener la valentía de decir que es inmoral seguir permitiendo este estado de la niñez y hablar de una nueva ética para diseñar políticas y planes de acción. Una ética que tome en serio el hecho de que lo principal es la vida y una vida cuyas características la hagan digna del ser humano. Gracias.

9 TRATAMIENTO SOBRE TABLAS

9.1 Programa “Vibrato – Arte, Salud y Educación – Programa de Acción Social a través de la Música”

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar los proyectos reservados en Secretaría.


En primer lugar, a solicitud del diputado Brignoni, se encuentra reservado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.046 – DB) por el cual se solicita se disponga instrumentar los medios para que continúe desarrollándose el Programa “Vibrato – Arte, Salud y Educación – Programa de Acción Social a través de la Música” en la ciudad de Rosario.


Por Secretaría se dará lectura al texto que fuera acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria.

–
Se lee:

 EÍ "zcExpte. Nº 13.046 – DB: Programa \“Vibrato – Arte, Salud y Educación – Programa de Acción Social a través de la Música\”" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial a través del organismo que corresponda, instrumente los elementos necesarios para que continúe desarrollándose el Programa “Vibrato - Arte, Salud y Educación - Programa de Acción Social a través de la Música”, de la ciudad de Rosario, por el que se intenta contribuir al desarrollo integral de niños y niñas de escasos recursos a través de talleres musicales, de reflexión y de apoyo escolar.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Según relatan las personas a cargo del mencionado programa, un grupo de jóvenes profesionales provenientes de diferentes disciplinas comprendidas dentro del campo del Arte, las Ciencias Sociales, la Salud y la Educación, unidos y sensibilizados por la preocupación común acerca de las acuciantes problemáticas sociales, comenzaron a elaborar un proyecto social a través de la música que pretende contrarrestar los efectos desubjetivantes de las políticas imperantes. En el año 2001 empezaron a trabajar con niños de la Escuela Nº 57 "Juana E. Blanco", quienes cursaban estudios de EGB 1, 2 y 3 (Nivel Primario). La experiencia se realizó en contraturno, en un rango horario de 12.30 a 15.30 horas, cuatro días a la semana, realizando diversas tareas: enseñanza de instrumentos orquestales de viento (flauta traversa, clarinete y trompeta) y de cuerdas (violín, viola, violoncello y contrabajo). También se incorporó un Taller de Luthería (aún no está abierto este taller para los alumnos), de Educación Audioperceptiva, Taller de práctica vocal - Coro, Enseñanza de flauta dulce, guitarra, Conjunto instrumental (y en un futuro se implementará el de Música de Cámara).


Como parte de un plan integral para el alumno se agregó un Taller de Reflexión, Aprendizaje (contenidos de EGB), Audición y video y un Departamento de actividades afines (visitas a centros culturales).


Durante el año 2003 se incorporó a los alumnos de la Escuela Nº 58 "Juan B. Alberdi" y a la EET N° 656 con un equipo de 26 personas que trabajan totalmente ad honorem, manteniendo el mismo sistema de enseñanza, la cantidad de talleres, etc.


Durante ese año han logrado establecer acuerdos con organizaciones de la sociedad civil en Rosario, sobresaliendo el convenio alcanzado con la Asociación Civil no partidaria “Conciencia” quien nos provee la estructura jurídica-contable para el desarrollo del programa.


Asimismo, organismos estatales, empresas y entidades de la región han confiado en Vibrato y aportado recursos que permitieron comprar los instrumentos musicales indispensables para el funcionamiento del programa.


El recorrido hecho por Vibrato durante estos tres años incluye presentaciones en congresos, espacios públicos y conciertos, artículos periodísticos sobre el programa y distinciones.


Lamentablemente, desde hace más de 90 días, la labor emprendida por este grupo, se ha visto amenazada al impedírseles que sigan desarrollando sus actividades en la Escuela Nº 57 “Juana Elena Blanco”, ubicada en calle Pasco 457 de la ciudad de Rosario. Por este motivo han realizado recientemente clases de ensayo y conciertos en plazas y espacios públicos como forma de reclamar ante las autoridades una solución definitiva, puesto que las autoridades de la Escuela Nº 57 habrían manifestado que no pueden prestarles el edificio si el Ministerio de Educación de la Provincia no reconoce el programa mencionado, que hasta ahora funciona autogestionariamente.


Por lo expuesto, considero pertinente la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Brignoni – Bonfatti

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto conforme el texto leído por Secretaría.

–
Resulta aprobado.

9.2 Unidad académica Reconquista: preocupación por cierre

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a solicitud del señor diputado Mascheroni, el proyecto de declaración (Expte. Nº 13.071 – UCR) por el cual la Cámara expresa su preocupación ante el posible cierre de la unidad académica Reconquista de la Universidad Tecnológica Nacional fundado en razones presupuestarias.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zd Expte. Nº 13.071 – UCR :Unidad académica Reconquista\: preocupación por cierre" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


Su preocupación ante el posible cierre de la Unidad Académica Reconquista de la Universidad Tecnológica Nacional, fundado en razones presupuestarias.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Ha generado gran preocupación en el norte de nuestra provincia la noticia de que la Coneau dispondría el cierre de la Unidad Académica de la Universidad Tecnológica Nacional con sede en la ciudad de Reconquista, basándose en los incumplimientos de los objetivos oportunamente establecidos.


Profundizando en el tema, surge a todas luces que dichos objetivos no se lograron por no contarse con las partidas presupuestarias correspondientes, lo que llevó a que dicha Unidad Académica fuera en gran medida solventada con el esfuerzo de la comunidad norteña.


Es paradojal que se exija el cumplimiento de las normas en vigencia –cuestión loable–, mientras que por otra parte no se les brinda los recursos económicos para cumplimentarlas.


El cierre de cualquier establecimiento educacional debe ser entendido como fracaso de las obligaciones específicas del Estado, ante el cual esta Cámara no puede permanecer indiferente.


En el convencimiento de que la educación es una inversión y no un gasto, solicito de los señores legisladores la aprobación del mismo.

Santiago Mascheroni

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

9.3 Segunda Jornada de Investigación Educativa

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Cecchi, el proyecto de declaración de interés legislativo (Expte. Nº 13.069 – DB) de la realización de las Segundas Jornadas de Investigación Educativa, organizadas por el Instituto Superior Particular Incorporado Nº 9009 de la ciudad de Rosario.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zd Expte. Nº 13.069 – DB : Segunda Jornada de Investigación Educativa" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De su interés, la realización de las Segundas Jornadas de Investigación Educativa que, organizadas por el Instituto Superior Particular Incorporado Nº 9009 “San Juan Bautista de La Salle”, se realizarán en Rosario desde el 16 al 18 de setiembre de 2004.

Cecchi – Bonfatti – Lamberto – Baudín – Aranda – Albónico – Ritter – Marcucci – Liberati – Qüesta – Brignoni – Peralta – Benas – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

· Resulta aprobado.

9.4 Impresión de la revista “El Grito Sagrado”

(Proyecto de resolución – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Brignoni, el proyecto de resolución (Expte. Nº 13.064 – DB) por el cual la Cámara dispone la impresión de mil ejemplares de la revista El Grito Sagrado editada por el Centro de Investigaciones Sociales referida a la problemática de los chicos de la calle.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zr Expte. Nº 13.064 – DB : Impresión de la revista \“El Grito Sagrado\”" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Resuelve:

Artículo 1º – Disponer la impresión de 1000 (un mil) ejemplares de la revista “El Grito Sagrado”, editada por el Centro de Investigaciones Sociales referida a la problemática de los chicos de la calle, a través de la Imprenta Legislativa.

Artículo 2º – Autorizar a la Secretaría Administrativa a efectuar las erogaciones que correspondan.

Artículo 3º – Regístrese, comuníquese, archívese.

Cavuto – Brignoni – Peralta – Baudín – Costa – Stanoevich – Kilibarda

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

9.5 Feria del Libro Bigand 2004

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido de la señora diputada Albónico, el proyecto de declaración de interés legislativo (Expte. Nº 13.075 – BS) de la Feria del Libro Bigand 2004.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zd Expte. Nº 13.075 – BS : Feria del Libro Bigand 2004" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés legislativo la “II Feria del Libro Bigand 2004” que se realizará en la localidad de Bigand durante los días 12, 13, 14 y 15 de agosto de 2004.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


La II Feria del Libro Bigand 2004, se realizará en la localidad homónima del departamento Caseros, durante los días 12, 13, 14 y 15 de agosto de 2004. Similar experiencia se llevó a cabo en el mes de junio de 2003.


En esa oportunidad, se desarrollaron seis disertaciones con diferentes autores zonales, entre ellos: Carlos del Frade, Ariel Palacios, Gerardo Acosta, Cristina Martín, Julio Fanuchi y Mirta Gelman y se presentó una revista de distribución local a cargo de Fabrizio Inllire junto a integrantes de la misma. El éxito alcanzado fue uno de los motivos por los cuales la Secretaría de la Juventud de la Comuna de Bigand, junto a la Biblioteca Popular “Domingo Faustino Sarmiento”, hayan impulsado la realización de la segunda edición.


El numeroso público asistente pudo apreciar el desarrollo de trabajos literarios de diferentes autores locales y presentaciones teatrales de distintas instituciones educativas, como así también, la actuación de grupos corales.


La Comuna de Bigand, junto a su Secretaría de la Juventud, tienen como propósito reivindicar hechos culturales que comprometan y favorezcan la plena realización de la juventud de la localidad, alentando a la Secretaría de la Juventud a constituirse como instrumento integrador entre los jóvenes para posibilitar una cultura diferente.


Entre otros objetivos se destacan el compartir un espacio común con todos los niveles educacionales; seducir a los no lectores con la bibliografía presentada; exponer variedades de libros destinados al público infantil, adolescente y adulto; contactar a los jóvenes en la feria con los libros, ofreciéndoles la posibilidad de elegir, leer, estimular, capacitar a la niñez y a la juventud para desarrollar al máximo sus posibilidades como educando, como ciudadano y como ser humano estimulándolos a presentar trabajos literarios propios y de otros pobladores que no hubiesen tenido hasta ahora la posibilidad de dar a conocer lo que desde hace muchos años, investigan o escriben sobre sus saberes.


Además, en Bigand, funciona la Biblioteca Popular y Escolar “Domingo Faustino Sarmiento” a la que tiene acceso toda la población. Esta institución, desarrolla una tarea ejemplar en la formación de niños y jóvenes siendo un complemento facilitador de la actividad escolar y es también, una entidad generadora de eventos múltiples.


Por ello, la “II Feria del Libro Bigand 2004”, será seguramente un hecho trascendente, con la participación de todas las expresiones que allí se darán cita, convocando a cada una de las comunidades educativas, fuerzas vivas y pueblo, constituyéndose en el acontecimiento cultural de cada año para Bigand y su gente.


Un libro abre la mente. Un libro florece el alma. Un libro ilumina el corazón.


Por los motivos expuestos, se solicita la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Albónico – Bonfatti – Lamberto – Aranda – Baudín – Liberati – Cecchi

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

9.6 Programa Curso Teórico–Práctico de Capacitación Apícola

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Dehesa, el proyecto de declaración de interés legislativo (Expte. Nº 13.067 – PJ) del Programa Curso Teórico–Práctico de Capacitación Apícola.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zdExpte. Nº 13.067 – PJ : Programa Curso Teórico-Práctico de Capacitación Apícola" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés legislativo al “Programa Curso Teórico-Práctico de Capacitación Apícola” a realizarse los días 07, 21 y 28 de agosto y 04 de setiembre de 2004.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


La realización del Curso Teórico-Práctico de Capacitación Apícola por parte del Ministerio de la Producción, Sociedad Rural de Rufino y el Instituto Superior del Profesorado Nº 19, tiene como objetivo principal brindar conocimientos y herramientas para la producción a los nuevos apicultores y trabajadores del sector, se adjunta documentación al respecto.


Dada la importancia del tema, sobre todo en la situación actual donde es necesaria la reactivación, el desarrollo y la inserción en el mercado mundial de este producto, así también sin descuidar los emprendimientos, fuentes de recursos económicos, por tales motivos solicito a mis pares la aprobación del siguiente proyecto de comunicación.

Roberto Dehesa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

9.7 2º Congreso Nacional de Ingenieros Agrónomos

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Dehesa, el proyecto de declaración de interés legislativo (Expte. Nº 13.066 – PJ) del Segundo Congreso Nacional de Ingenieros Agrónomos y Segundo Congreso Provincial de Ingenieros Agrónomos de Córdoba.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zd Expte. Nº 13.066 – PJ: 2º Congreso Nacional de Ingenieros Agrónomos" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés legislativo el 2º Congreso Nacional de Ingenieros Agrónomos y 2º Congreso Provincial de Ingenieros Agrónomos de Córdoba “Aportes de los ingenieros agrónomos para la formulación de una política alimentaria”, a realizarse el 6 y 7 de agosto de 2004 en la ciudad de Villa Carlos Paz (Córdoba).

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Una nueva política agroalimentaria implica una revisión de productos, hábitos alimenticios y recursos, cada uno de ellos constituye factores claves que deben ser considerados para desarrollar una nueva cultura alimentaria, la cual afecta, por ausencia o exceso de alimentos, la salud de la población. Esta será una función clave que deberá asumir el Estado mediante la implementación de estrategias tendientes a revertir el esquema de producción de alimentos, su diversificación y las pautas de consumo de la población.


Por la envergadura que abordará dicho Congreso, ya declarado de interés legislativo por la Cámara de la Nación y la Legislatura de la Provincia de Córdoba, no podemos menos que responder a este desafío, declarándolo de interés legislativo. Razón por la cual solicito a mis pares la aprobación del siguiente proyecto de declaración.

Roberto Dehesa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.

SR. DEHESA EÍ "PJ DEHESA, Roberto" .– Pido la palabra.


Señor presidente: brevemente quiero fundamentar el porqué de esta declaración de interés legislativo de nuestra Cámara.


Recientemente se ha refundado, se ha vuelto a poner en marcha lo que es la integración de tres provincias –como son Santa Fe, Córdoba y Entre Ríos– en la Región Centro. Este proyecto también cuenta con la declaración de interés legislativo del Congreso de la Nación y de la Legislatura cordobesa. Por eso creo oportuno que desde aquí, desde nuestra provincia, lo declaremos de interés legislativo para que este congreso nacional también lleve consigo la expresión de los santafesinos, conforme esta integración que se acaba de producir días atrás.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el proyecto de declaración.

· Resulta aprobado.

9.8 Bodas de Brillantes de la Escuela Nº 586 de Rufino

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Dehesa, el proyecto de declaración de interés legislativo (Expte. Nº 13.074 – PJ) referido a las Bodas de Brillantes de la Escuela Nº 586 “General Justo José de Urquiza”, de Rufino, a conmemorarse en agosto de 2004.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zd Expte. Nº 13.074 – PJ: Bodas de Brillantes de la Escuela Nº 586 de Rufino" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés legislativo las Bodas de Brillantes de la Escuela Nº 586 “General Justo José de Urquiza” a conmemorarse en el mes de agosto de 2004.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Al cumplirse las Bodas de Brillantes de la Escuela Nº 586 de la ciudad de Rufino, la que en sus comienzos funcionó en una casa de familia y nada conspiró en su contra, destacándose generación tras generación por una lucha incesante en la formación de alumnos, que hoy son hombres y mujeres capaces de servir a la ciudad.


Sin duda será un hecho de trascendencia especial para toda la comunidad de Rufino, como consecuencia de ello se están preparando una serie de festejos y reconocimientos, por lo que solicito a mis pares la aprobación del siguiente proyecto de comunicación.

Roberto Dehesa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

9.9 Solidaridad con pueblo paraguayo por incendio en centro comercial

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido de la señora diputada Benítez, el proyecto de declaración (Expte. Nº 13.068 – DB) de solidaridad con el pueblo paraguayo ante los graves sucesos ocurridos el día 1º de agosto de 2004 en el centro comercial Ycuá Bolaños, de la ciudad de Asunción, República del Paraguay y que causara gran número de muertos y heridos.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zd Expte. Nº 13.068 – DB : Solidaridad con pueblo paraguayo por incendio en centro comercial" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


Su solidaridad con el pueblo paraguayo ante los graves sucesos ocurridos el día 1º de agosto de 2004, en el Centro Comercial Ycuá Bolaños, del barrio Santísima Trinidad de la ciudad de Asunción, República del Paraguay y que causó gran número de muertos y heridos.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


No podemos permanecer ajenos al hecho acontecido el 1º de agosto en Asunción, Paraguay y que ha costado hasta el momento la vida de 464 personas y un número mayor de heridos, como es de público conocimiento.


Es por ello que consideramos necesario acercar al pueblo paraguayo nuestra manifestación de solidaridad ante la situación extrema que está viviendo.


Por lo expuesto solicito a mis pares me acompañen en la aprobación del presente proyecto.

Benítez – Mascheroni – Sánchez – Qüesta – Lagna – Cura – Albónico – Tibaldo – Benas – Maguid – Vázquez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

9.10 Relanzamiento de la Región Centro

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Lacava, el proyecto de declaración (Expte. Nº 13.070 – PJ) por el cual se expresa la satisfacción por el acto de relanzamiento de la Región Centro celebrada en Córdoba el 27 y 28 de julio.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zd Expte. Nº 13.070 – PJ: Relanzamiento de la Región Centro" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


Su más profunda satisfacción por el acto de relanzamiento de la Región Centro, celebrado en la ciudad de Córdoba los días 27 y 28 de julio, con la presencia de los gobernadores de Entre Ríos, Jorge Busti; de Córdoba, José Manuel de la Sota y de Santa Fe, Ing. Jorge Obeid; acto que contó además con la presencia del Gobernador de San Juan, José Luis Gioja, el Gobernador del Estado brasileño de Paraná, Roberto Requiao; el Alcalde de la ciudad de Coquimbo, de la IV Región de Chile y legisladores nacionales de las provincias miembros.


Asimismo manifiesta su satisfacción por haber sido designada Santa Fe como Legislatura Sede de la Comisión Parlamentaria Conjunta de la Región Centro por el próximo año, recayendo la elección de Presidente de la Mesa Ejecutiva de la misma en el miembro de esta Cámara, diputado Danilo Kilibarda; a la vez que renueva su compromiso de aportar el mejor esfuerzo para acompañar la nueva etapa que se ha puesto en marcha, consolidando la integración con las provincias hermanas.

Reutemann – Vázquez – Lacava – Sánchez – Stanoevich – Costa – Peirone – Maguid – Pesaresi – Gastaldi – Venesia – Cura – Dehesa – Cavuto – Pividori – Tibaldo – Meotto

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

9.11 Tribunal de Cuentas de la Provincia: pedido de informes sobre cobertura de cargos

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a solicitud del señor diputado Cecchi, el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.363 – DB) por el cual se solicita se disponga tener en cuenta los mejores antecedentes de las personas propuestas para cubrir el mandato de tres integrantes del Tribunal de Cuentas de la Provincia.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12363 – DB), autoría de los diputados Cecchi, Bonfati, Lamberto, Real, Albónico, Gutiérrez, Peralta, Aranda, Baudín, Brignoni, Strada, Benas y Riestra, por el cual se solicita que se disponga tener en cuenta los mejores antecedentes de las personas propuestas para cubrir el mandato de tres integrantes del Tribunal de Cuentas de la Provincia. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y no teniendo objeciones que formularle al mismo, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo aconsejando su aprobación.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Dehesa – Lamberto – Benas – Liberati

 EÍ "zc Expte. Nº 12.363 – DB: Tribunal de Cuentas de la Provincia\: pedido de informes sobre cobertura de cargos" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda y ante el vencimiento de los mandatos de tres integrantes del Tribunal de Cuentas de la Provincia, proceda a:

1st. Tener en cuenta para el cubrimiento de los mismos, además de la integridad ética e idoneidad técnica, la representación territorial y de género en las personas a proponer.

2nd. Consultar con los colegios de profesionales en la materia, para elegir entre profesionales con mayor idoneidad y prestigio.

3rd. Antes de enviar los pliegos correspondientes, hacer públicos los antecedentes de los postulantes, para que la ciudadanía en general pueda formular las impugnaciones o adhesiones que les merecieran.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El artículo Nº 81 de la Constitución Provincial, establece que “un Tribunal de Cuentas, con jurisdicción en toda la Provincia, tiene a su cargo, en los casos y en la forma que señale la ley, aprobar o desaprobar la percepción e inversión de caudales públicos y declarar las responsabilidades que resulten”, en cuyos cargos duran seis años.


A pesar de que el organismo tiene “jurisdicción en toda la Provincia”, ha sido habitual que en su integración no se viera reflejado el interior de la provincia que, no obstante, aporta generosamente para constituir el erario público.


Tanto, que es vox populi la dimensión del aporte tributario del sur santafesino en general (que rondaría el 70%), y de Rosario en particular, a pesar de lo cual sólo excepcionalmente hubo algún integrante del TCP con esa procedencia, por lo que la realidad muestra que los mayores aportantes al erario público están prácticamente ausente a la hora de fiscalizar la inversión de sus aportes.


Lo mismo sucede con la integración de la mujer en dicho órgano que, parecería, no ha sido en el pasado un ámbito propicio para su participación.


Por lo demás, el actual titular del Poder Ejecutivo, cuando ejerció la intendencia capitalina entre los años 1991 y 1995, integró el TCP Municipal (de tres integrantes), con un miembro que representaba a la oposición (Dr. Carlos Iparraguirre), decisión política que nosotros hemos valorado como positiva y de esencia republicana, y que, esperamos, le sirva como antecedente para la renovación del Tribunal de Cuentas de la Provincia que se avecina.


Asimismo, es de destacar el sistema que se implementó en la Nación para el cubrimiento de las vacantes en la Corte Suprema de Justicia que, además de superar la reprochable y antirrepublicana connivencia entre el poder político y el Judicial del pasado reciente, tiende a garantizar mayor transparencia en la designación de tan altos magistrados, y a promover una activa y valorable participación de la comunidad y de las entidades intermedias en la nominación de quienes tendrán responsabilidades públicas que incidirán inexorablemente sobre la sociedad toda.


En efecto. El Decreto 222/03 del PEN establece tener en cuenta para el cubrimiento de vacantes en la CSJN, “las diversidades de género y procedencia regional”, y la amplia publicidad de “los antecedentes curriculares de la persona” junto a la “declaración jurada con la nómina de todos los bienes propios, los de su cónyuge y/o los del conviviente, los que integren el patrimonio de la sociedad conyugal, y los de sus hijos menores”, para que “los ciudadanos en general, las organizaciones no gubernamentales, los colegios y asociaciones profesionales, las entidades académicas y de derechos humanos”, puedan exponer “por escrito y de modo fundado y documentado, las posturas, observaciones y circunstancias que consideren de interés expresar”.


Ante ello, y como tres integrantes fueron acordados por la Asamblea Legislativa realizada el 13 de agosto del ‘98, por lo que sus mandatos vencen próximamente, es que entendemos procedente advertir al Poder Ejecutivo que para dicha oportunidad, prevea su reemplazo con una integración territorial y de género que represente a toda la provincia y no sólo a una parte.

Cecchi – Real – Albónico – Baudín – Lamberto – Liberati – Peralta – Aranda – Brignoni – Strada – Bonfatti

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto conforme el dictamen leído por Secretaría.

–
Resulta aprobado.

9.12 Cajas comunitarias: pedido de informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. RITTER EÍ "UCR RITTER, Oscar" .– Pido la palabra.


Señor presidente: en la Comisión de Labor Parlamentaria se acordó el tratamiento sobre tablas del proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.013 – UCR) por el que se solicitan informes sobre la cantidad de cajas comunitarias y montos invertidos en su compra por la Dirección de Logística durante el año 2004.


Pido disculpas por no haber solicitado oportunamente la reserva del proyecto.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zc Expte. Nº 13.013 – UCR: Cajas comunitarias\: pedido de informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Secretaría de Estado de Promoción Comunitaria proceda a:

a) Informar sobre la cantidad de “cajas comunitarias” y los montos invertidos en su compra por la Dirección de Logística durante el año 2004.

b) Dar cuenta de los recursos recibidos durante los años 2003 y 2004 por la Provincia desde el Estado Nacional por el Plan de Seguridad Alimentaria, y el destino dado a los mismos.

c) Indicar la cantidad de cajas asignadas y distribuidas en las ciudades de Santa Fe y Rosario para el año, y las cantidades distribuidas mensualmente en cada ciudad.

d) Indicar la cantidad de cajas asignadas y distribuidas en el resto de la provincia, y las cantidades distribuidas mensualmente por localidad.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El diario El Litoral de la ciudad de Santa Fe, en su edición del 22 de julio de 2004, 1º Sección, Pág.2, “Carta de Lectores” publica la opinión de un lector, el que textualmente expresa:


“Soy un empleado de Promoción Comunitaria que, cansado de que la gente pida explicaciones acerca de por qué no entregan las cajas comunitarias, tiene algo muy importante que agregar. La Dirección de Logística de Promoción Comunitaria compró en lo que va del año por $17.000.000, que equivalen a 1.000.000 de cajas para las ciudades de Santa Fe y Rosario. Entonces por qué no se entrega esa mercadería ya que está destinada al Plan de Seguridad Alimentaria con fondos nacionales. Para qué están guardando toda esa mercadería, tomando solamente que se entregan 25.000 por mes, y de vez en cuando”.


Las sumas supuestamente invertidas y lo expuesto por el lector, ponen en evidencia una situación que merece explicaciones que permitan conocer el destino dado a los recursos afectados por la Nación para su administración por la Provincia, con el objeto de atender a los sectores sociales carentes de recursos que necesitan de aportes alimentarios.


De igual modo, se hace necesario conocer los criterios de distribución de los mismos, tanto el volumen como en lo referente a su distribución geográfica, en atención a la igualdad de derechos de todos los habitantes en que debe sustentarse la atención de las necesidades a satisfacer.


Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto.

Ritter – Pezz

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas solicitado por el señor diputado Ritter.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10 TRATAMIENTO PREFERENCIAL DE PROYECTOS

SR. PRESIDENTE (Barrera).– De conformidad con lo resuelto oportunamente por la Cámara, corresponde considerar los proyectos acordados con preferencia para esta sesión.

10.1 Plan Provincial de Viviendas Rurales

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de ley (Expte. Nº 12.105 – UCR) referido al Plan Provincial de Viviendas Rurales, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. RITTER EÍ "UCR RITTER, Oscar" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción del señor diputado Ritter.

–
Resulta afirmativa.

10.2 Junta Provincial de Defensa Civil: remisión de actas de reuniones de 2003

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.282 – UCR) relacionado con la remisión de copias de la totalidad de las actas y documentos vinculados a las reuniones celebradas en el año 2003 por la Junta de Defensa Civil (Catástrofe Hídrica).


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.282 – UCR), autoría de los diputados Ritter y Pezz, por el cual se solicita que se remita copia de la totalidad de las actas y documentos vinculados a las reuniones celebradas durante el año 2003 por la Junta Provincial de Defensa Civil. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Promoción Comunitaria, esta comisión ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 04 de julio de 2004.

Esquivel – Meotto – Dehesa – Liberati – Kilibarda – Lamberto – Benas

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.282 – UCR) presentado por los diputados Ritter y Pezz, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo proceda a remitir copia de la totalidad de las actas y documentos vinculados a las reuniones celebradas durante el año 2003 por la Junta Provincial de Defensa Civil; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al texto original.

Sala de Comisión, 07 de julio de 2004.

Gastaldi – Pezz – Aranda – Vázquez – Venesia – Reutemann

 EÍ "zc Expte. Nº 12.282 – UCR: Junta Provincial de Defensa Civil\: remisión de actas de reuniones de 2003" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo proceda a remitir copia de la totalidad de las actas y documentos vinculados a las mismas, correspondientes a reuniones celebradas durante el año 2003 por la Junta Provincial de Defensa Civil creada por la Ley Nº 8094 del 11 de agosto de 1977.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

La catástrofe hídrica que afectara amplios sectores poblacionales y geográficos del territorio de la provincia en el primer semestre de 2003, y que tuviera como punto culminante el desborde del río Salado en la ciudad de Santa Fe el 29 de abril, no ha sido aún suficientemente analizada como actividad necesaria para evitar que se repitan experiencias, pero también para delimitar responsabilidades en los organismos públicos que debieron actuar ante el fenómeno.


La Ley de Defensa Civil de la Provincia Nº 8094, que integra parte del sistema de defensa nacional, contiene algunas definiciones que resulta oportuno recordar para no incurrir en errores de análisis.


El artículo 1º establece: “Entiéndese por Defensa Civil la parte de la defensa nacional que comprende el conjunto de medidas y actividades no agresivas tendientes a evitar, anular o disminuir los efectos que la guerra, los agentes de la naturaleza, o cualquier desastre de otro origen, puedan provocar sobre la población y sus bienes, y contribuir a restablecer el ritmo normal en la zona afectada.”


Queda claro entonces que lo ocurrido fue de directa competencia para la defensa civil, aún en el caso que se atribuya exclusivamente a la naturaleza la responsabilidad por lo ocurrido.


El artículo 3º de la ley expresa: “El Gobernador de la Provincia tendrá a su cargo la planificación, organización, promoción, control y dirección de la defensa civil y, eventualmente, la conducción de las operaciones de emergencia dentro del ámbito provincial.”

Por su parte el artículo 4º dice: “A los fines de la defensa civil, el Poder Ejecutivo es responsable de (se transcriben los incisos aplicables al caso que nos ocupa):


d) Disponer la integración de los sistemas de alarma y telecomunicaciones, en coordinación con los sistemas nacionales.


e) Organizar los servicios de defensa civil provinciales y establecer el régimen de reclutamiento del personal voluntario que requieran.


f) Efectuar las previsiones para la evacuación de la población en el evento bélico o en caso de desastre.

j) Disponer la realización de estudios e investigaciones relativos a las zonas susceptibles de ser afectadas por desastres naturales.

l) Adoptar toda otra medida necesaria para limitar los daños a la vida y la propiedad que puedan producirse por efecto de la guerra o desastres de cualquier origen.


Todo indica que estas previsiones no existieron.

Por su parte el artículo 5º incluye las facultades de que dispone el Poder Ejecutivo para hacer efectivas sus obligaciones (consta de 9 incisos)


Responsabilidad de los ministros y de los titulares de entes autárquicos o descentralizados: Artículo 6º: Los Ministros del Poder Ejecutivo y los titulares de los entes autárquicos o descentralizados son los responsables del cumplimiento de las previsiones y medidas de defensa civil en los organismos de su dependencia y jurisdicción.


Responsabilidad de los intendentes municipales y presidentes de comunas:

Artículo 7º: Los intendentes municipales, dentro de su jurisdicción territorial, tendrán la misma responsabilidad que la establecida en el Artículo 3º para el Gobernador de la Provincia, debiendo cumplir las directivas e instrucciones que éste imparta.


Los presidentes de las comunas tendrán igual responsabilidad que los funcionarios mencionados en el artículo 6º (ministros).


La ley es particularmente clara respecto a la “creación de organismos”.


Por una parte el artículo 11º determina: “Para el cumplimiento de las responsabilidades establecidas en el artículo 3º, crease bajo la dependencia directa del Gobernador, la Junta Provincial de Defensa Civil, como organismo de asesoramiento y bajo la dependencia directa del Ministerio de Gobierno, la Dirección General de Defensa Civil como organismo ejecutivo.


Artículo 12º: La Junta Provincial de Defensa Civil será presidida por el Gobernador o el Ministro de Gobierno, debiendo desempeñarse como secretario el Director General de Defensa Civil.


Curiosamente, al Secretario se le pretende atribuir responsabilidades por el funcionamiento de la Junta.


La reglamentación de esta ley establecerá las funciones de la Junta y su integración.


Como dato relevante cabe consignar que el 20 de abril de 2001, por Decreto Nº 0729/01 el Gobernador Reutemann y su Ministro de Gobierno, Baltuzzi, modificaron la composición de la Junta Provincial de Defensa Civil


Considerando que en la mayoría de los análisis realizados públicamente se ha mencionado a otros organismos, supuestos sustitutos de la Junta Provincial de Defensa Civil, cabe recordar el texto del Artículo 19º: “Queda prohibida la creación de organismos o entidades que se arroguen funciones y tareas que establece la presente ley, así como los que tengan por finalidad desarrollar actividades que impliquen una suplantación o superposición de la misión que compete a las autoridades de defensa civil.”


Resulta entonces claro que lo que debemos indagar es qué hizo la Junta Provincial de Defensa Civil, que debió funcionar bajo directa dependencia del Gobernador como lo manda la ley, y no qué hizo el Señor Secretario de la Junta, Dr. Filomena, al que se pretenden atribuir responsabilidades.


Para conocer lo realizado es que requerimos las actas respectivas de las reuniones y decisiones adoptadas durante la emergencia, documentos públicos en los que suponemos se registraron las previsiones y las acciones de este organismo específico de la defensa civil. 


Por Las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto.
Ritter – Pezz
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.3 Emergencia alimentaria

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de cuatro sesiones)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de ley (Expte. Nº 12.870 – BEP, en tratamiento en conjunto con el expediente Nº 12.405 – PJ) por cual se declara la emergencia alimentaria en el ámbito provincial, la que regirá por el lapso de un año a partir de la sanción de la presente ley no cuenta con dictamen de comisión.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


En virtud de que hay varios diputados trabajando en un texto, solicito la renovación de la preferencia para dentro de cuatro sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Brignoni.

–
Resulta afirmativa.

10.4 Inmovilidad de fondos repartibles a municipalidades y comunas

(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.270 – UCR, en tratamiento en conjunto con las notas 7697/7606/7612/7615 del año 2004) por cual se solicita al Poder Ejecutivo la derogación del Decreto Nº 3113 que dispone la aplicación de las restricciones establecidas en la cláusula 2º, inciso 8), del Pacto Federal para el Empleo, no tiene dictamen de comisión.

SR. RITTER EÍ "UCR RITTER, Oscar" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Ritter.

–
Resulta afirmativa.

10.5 Emergencia Forestal Provincial

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de ley (Expte. Nº 12.944 – UCR): por el cual se declara la emergencia forestal provincial y, en consecuencia, se dispone la prohibición absoluta de desmonte, tala, deforestación, quema o destrucción de montes y bosques nativos o de especies exóticas incorporadas al patrimonio natural, por el término de un año a partir de la promulgación de la presente ley no cuenta con dictamen de comisión.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Según lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria solicito la renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones.

SR. PIVIDORI EÍ "PJ PIVIDORI, José" .– Pido la palabra.


Solicito que este expediente Nº 12.944 – UCR se adjunte al expediente Nº 13.017 – BS para que sean tratados en forma conjunta, dado que son temas similares.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción del diputado Mascheroni, y se agrega la solicitud del señor diputado Pividori.

–
Resulta afirmativa.

10.6 Comisión de Erradicación del Trabajo Infantil: pedido de informes

(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones)

SR. PRESIDENTE (Barrera) .– El proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.842 – DB) por el cual se solicitan informes al Poder Ejecutivo con respecto al presupuesto destinado a la Comisión Provincial de Erradicación del Trabajo Infantil (Copreti) y del plan de trabajo que desarrolla, no tiene dictamen de comisión.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "ARI GUTIÉRREZ, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Gutiérrez.

–
Resulta afirmativa.

10.7 Ley Nº 2756 (Orgánica Municipal) y Ley Nº 2439 (Orgánica Comunal): ratificación de artículos

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de tres sesiones)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de ley (Expte. N° 12.492 – PPS) por el cual se modifican los artículos 17, 39 y 43 de la Ley Nº 2756 – Orgánica de Municipalidades; y el artículo 45 de la Ley Nº 2439 – Orgánica Comunal, con respecto al dictado de normas atinentes a la moralidad y prostitución en los ámbitos municipales y comunales, no tiene dictamen de comisión.

SRA. BENÍTEZ EÍ "PPS BENÍTEZ, Miriam" .– Pido la palabra.


 Solicito la renovación de la preferencia para dentro de tres sesiones según lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Benítez.

–
Resulta afirmativa.

10.8 Ministerio de la Producción: solución de problemas presupuestarios y salariales

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.991 – UCR) por el que se solicita se disponga instrumentar los mecanismos necesarios para solucionar los problemas presupuestarios y salariales planteados por los empleados del Ministerio de la Producción.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.991 – DB) suscripto por los diputados Hugo Marcucci, Alberto Maguid y Jorge Cura, por el cual se solicita se disponga instrumentar los mecanismos necesarios para solucionar los problemas presupuestarios y salariales planteados por los empleados del Ministerio de la Producción; y, por las razones expresadas en el mismo, os aconseja le prestéis su aprobación.

Sala de Comisión, 04 de agosto de 2004.

Cura – Qüesta – Benas – Lagna – Albónico – Sánchez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.991 – DB) presentado por los diputados Marcucci, Maguid y Cura, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo instrumente los mecanismos necesarios tendientes a solucionar los problemas presupuestarios y salariales planteados por los empleados del Ministerio de la Producción; y, atento a que el mismo cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, esta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 05 de agosto de 2004.

Peirone – Qüesta – Marcucci – Liberati – Riestra – Venesia – Lagna – Dalla Fontana
 EÍ "zc Expte. N° 12.991 – UCR: Ministerio de la Producción\: solución de problemas presupuestarios y salariales" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial, instrumente los mecanismos necesarios tendientes a solucionar los problemas presupuestarios y salariales planteados por los empleados del Ministerio de la Producción.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


En las últimas semanas, el conflicto que mantiene paralizado al Ministerio de la Producción ha entrado en un aparente estado de estancamiento. La intransigencia demostrada de parte de las autoridades del Ministerio ha interrumpido el diálogo y las negociaciones.


En este sentido, bueno es recordar que ya a comienzos del presente año, manifestamos nuestra preocupación por la baja asignación de recursos con que contaba dicho Ministerio, lo que en términos reales marcaba una disminución que iba del 0,95% al 0,87% con respecto al presupuesto total de la Provincia. En el año 2003 recibió $ 32.948.896 y en el presente ejercicio se le asignó la suma de $ 32.734.794.


En aquella oportunidad también manifestábamos que la apuesta a los sectores productivos era una de las claves para revertir la actual situación de crisis y la única capaz de conducirnos por una senda sustentable de crecimiento y equidad.


Recientemente, el Gobernador Obeid ha realizado declaraciones manifestando su intención de duplicar el presupuesto para el año próximo, sin que ello signifique que dicho aumento se imputaría en forma total a salarios de los trabajadores. De todos modos, es necesario precisar que el reclamo salarial de los empleados del Ministerio de la Producción esta totalmente justificado, ya que existe un notable desfasaje con respecto a iguales funciones de otras reparticiones de la Administración Central.


Si realmente el gobernador quisiera dar una señal clara de privilegiar los sectores productivos, tiene en la Ley Complementaria de Presupuesto una herramienta a su alcance para reasignar partidas que al menos marquen el comienzo de la resolución del conflicto planteado.


Es por todo lo expuesto que solicitamos a nuestros pares nos acompañen en la aprobación del presente proyecto.
Hugo M. Marcucci
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.9 Fábrica Militar Fray Luis Beltrán: conflicto laboral

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.996 – ARI) por el que se solicita se disponga propiciar un acuerdo que ponga fin al conflicto laboral que afecta a los trabajadores de la Fábrica Militar Fray Luis Beltrán, departamento San Lorenzo.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.996 – ARI), suscripto por los diputados Verónica Benas, Antonio Riestra y Aldo Strada, por el cual se solicita se propicie un acuerdo que ponga fin al conflicto laboral que afecta a los trabajadores de la Fábrica Militar Fray Luis Beltrán, departamento San Lorenzo; y, por las razones expresadas en el mismo, os aconseja le prestéis su aprobación.

Sala de Comisión, 04 de agosto de 2004.

Cura – Qüesta – Benas – Lagna – Benítez – Albónico – Sánchez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.996 – ARI) autoría de los diputados Benas, Riestra y Strada, por el cual se solicita que se propicie un acuerdo que ponga fin al conflicto laboral que afecta a los trabajadores de la Fábrica Militar Fray Luis Beltrán, departamento San Lorenzo. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, esta comisión ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 05 de agosto de 2004.

Esquivel – Meotto – Mascheroni – Lamberto – Lacava – Dehesa – Liberati – Benas

 EÍ "zc Expte. Nº 12.996 – ARI: Fábrica Militar Fray Luis Beltrán\: conflicto laboral" 
La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo de la Provincia intervenga, a través del organismo que corresponda, a los efectos de propiciar un acuerdo que ponga fin al conflicto laboral que afecta a los trabajadores de la Fábrica Militar de Fray Luis Beltrán, ubicada en el departamento San Lorenzo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Los trabajadores de la Fábrica Militar de Fray Luis Beltrán, ubicada en el kilómetro 323 de la Ruta Nacional Nº 11, vienen manteniendo una situación de conflicto por la suspensión de 13 obreros contratados y el reclamo de pase a planta permanente de 110 contratados además de un aumento salarial.

Según afirman dirigentes sindicales de ATE de Rosario "el 1 de diciembre de 2003 se firmó el acta acuerdo en el Ministerio de Trabajo por el que los contratados pasaban a planta permanente a partir de marzo y hoy no hay respuesta”. También, los trabajadores, desde hace tiempo vienen solicitando el pase de la fábrica de la órbita del ministerio de Economía al ministerio de Planificación Federal, Inversión Publica y Servicios.

La planta actualmente produce municiones para armas portátiles y repuestos para carabinas y pistolas 9 milímetros, entre otros productos, y cuenta con más de 300 operarios.

Consideramos que si bien la fábrica militar depende de la órbita nacional, la Secretaría de Trabajo tiene facultades para acercar posiciones y propiciar una conciliación entre las partes.

Es por ello que solicitamos a nuestros pares la aprobación de este proyecto de comunicación.

Benas – Riestra – Strada
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.10 Asociación Profesional Policial de Santa Fe (APROPOL): denuncia por descuentos a agentes policiales

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.998 – BER) por el cual se solicita con relación a la denuncia presentada por la Asociación Profesional Policial de Santa Fe (Apropol) ante la Fiscalía de turno, informe si la Provincia ha dispuesto descuentos a través de los recibos de sueldos a agentes policiales en concepto de indemnización por daños y/o reparación de vehículos por accidentes de tránsito en el ejercicio de sus funciones.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.998 – BER), pedido de informes, suscripto por la diputada Daniela Qüesta, por el cual se solicitan informes con relación a la denuncia presentada por la Asociación Profesional Policial de Santa Fe (Apropol); y, por las razones expresadas en el mismo, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:


La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que resulte pertinente, y en relación a la figura del denominado “autoseguro”, informe lo siguiente:

1.– Si la no cobertura por contrato de seguro de vehículos oficiales (patrulleros policiales, ambulancias, etc) es otorgada por la figura del “autoseguro” o qué otra.

2.– En su caso, y ante el hecho de producirse accidentes de tránsito a bordo de los vehículos a que se hace referencia en el punto anterior, si la Provincia ha dispuesto descuentos a través de recibos de sueldos a agentes policiales en concepto de indemnización por daños y/o reparación de vehículos; indicando además qué procedimiento –administrativo o judicial–, es aplicado a efectos de determinar la responsabilidad de los agentes.

3.– Si los descuentos se fundan en orden judicial y verificado que el siniestro se produjo en ejercicio de las funciones propias del agente, qué medidas arbitra el Estado en resguardo de las remuneraciones de los mismos.

4.– Cantidad de casos producidos en el año 2003 y lo que va del corriente año.

5.– Partidas presupuestarias afectadas al pago de accidentes protagonizados por agentes policiales, agentes de la administración y funcionarios públicos.

Sala de Comisión, 04 de agosto de 2004.

Cura – Qüesta – Benas – Albónico – Lagna – Sánchez – Benítez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.998 – BER), autoría de la diputada Qüesta, por el cual se solicitan informes con relación a la denuncia presentada por la Asociación Profesional Policial de Santa Fe (Apropol) ante la Fiscalía de turno, informe si la Provincia ha dispuesto descuentos a través de recibos de sueldos a agentes policiales en concepto de indemnización por daños y/o reparación de vehículos por accidentes de tránsito en el ejercicio de sus funciones. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zc Expte. Nº 12.998 – BER: Asociación Profesional Policial de Santa Fe (APROPOL)\: denuncia por descuentos a agentes policiales" 

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que resulte pertinente, informe:

1.– Cuál es el sistema para la cobertura de riesgos por siniestros en los que sean parte vehículos oficiales (autoseguro, contratación con aseguradoras u otra).

2.– Si ante el hecho de la participación de vehículos oficiales en accidentes de tránsito, se han dispuesto descuentos a través de recibos de sueldos a agentes policiales en concepto de indemnización por daños y/o reparación de vehículos. En su caso, se indicará qué procedimiento –administrativo o judicial–, es aplicado a efectos de determinar la responsabilidad de los agentes.

3.– Si los descuentos se fundan en orden judicial y verificado que el siniestro se produjo en ejercicio de las funciones propias del agente, qué medidas arbitra el Estado en resguardo de las remuneraciones de los mismos.

4.– Cantidad de casos producidos en el año 2003 y lo que va del corriente año.

5.– Partidas presupuestarias afectadas al pago de accidentes protagonizados por agentes y funcionarios públicos.
Sala de Comisión, 05 de agosto de 2004.

Esquivel – Lamberto – Mascheroni – Liberati – Meotto – Lacava – Dehesa
proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia, solicita al Poder Ejecutivo que a través del área pertinente y con relación a la denuncia presentada por la Asociación Profesional Policial de Santa Fe (Apropol) ante la Fiscalía de turno, informe lo siguiente: 

a) Si la Provincia ha dispuesto descuentos a través de recibos de sueldos a agentes policiales en concepto de indemnización por daños y/o reparación de vehículos, cuya causa fuera la ocurrencia de accidentes de tránsito en el ejercicio de sus funciones.

b) En tal caso informe mediante qué procedimiento –administrativo y/o judicial– el Estado determina la responsabilidad de los agentes.-

c) Que cantidad de procedimientos de esta índole se llevaron a cabo en los años 2003 y lo que va del 2004.

d) Si tales descuentos se fundan en orden judicial, qué medidas arbitra el Estado en resguardo de las remuneraciones de sus agentes, cuando el motivo de la causa radica en siniestros ocurridos en el ejercicio de sus funciones.

e) En qué norma jurídica se funda la metodología del “autoseguro”, que implicaría la no cobertura de las patrullas policiales, ambulancias y vehículos oficiales por contrato de seguro y si el mismo implica el posterior descuento a los empleados policiales de las sumas que abona el Estado con motivo de siniestros ocurridos en el ejercicio de sus funciones.

f) Identifique las partidas presupuestarias específicas y/o afectadas al pago de siniestralidades protagonizados por agentes, empleados, funcionarios públicos y vehículos oficiales e indique el monto anual presupuestado y ejecutado en los últimos cinco años.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

En los últimos días la Asociación Profesional Policial (Apropol) ha denunciado públicamente y ha expuesto ante el Fiscal de Turno, que muchos agentes deben responder con su propio patrimonio ante demandas por accidentes de tránsito o cargar con gastos de reparación de los vehículos cuando chocan mientras se desempeñan como choferes de una patrulla.

De resultar cierta dicha información, su gravedad radica no sólo en la posible retención indebida de salarios sino fundamentalmente en un mayor agravamiento a la situación de agentes del Estado que trabajan en situaciones de precariedad, que se deben pagar sus uniformes porque el Estado no se los provee, que como la mayoría de los empleados públicos sólo ha recibido en los últimos 10 años ínfimos aumentos no remunerativos.

Tales afirmaciones que fueron negadas por el Subsecretario de Seguridad Pública de la Provincia, no pueden quedar como una simple negación por parte del Estado a una asociación profesional, que más allá de la legislación vigente y las tramitaciones que se llevan adelante para su reconocimiento, indudablemente representa la expresión de un importante sector de agentes policiales que son claramente agentes públicos del Estado Provincial que desempeñan el servicio público de seguridad.

Justamente, la afirmación por parte del funcionario público respecto a la inexistencia de juicio alguno que exija a un policía a pagar suma resarcitoria por un accidente, torna viable la requisitoria de información respecto a los procedimientos administrativos que motivaran los descuentos que ratifican los representantes de Apropol que padecen los empleados policiales, más aún cuando el mismo reconoce que la emergencia en que a menudo se realiza la labor policial los obliga en ocasiones a transgredir normas de tránsito. 

Lo que resulta imprescindible a esta altura de las declaraciones cruzadas, es aclarar documentadamente la situación jurídica de los agentes policiales ante la ocurrencia de siniestros en el ejercicio de sus funciones, en términos de responsabilidad administrativa, civil y penal y en tal caso, qué medidas adopta el Estado en resguardo de las remuneraciones de sus agentes.

Por todo lo expuesto y con la intención de transparentar la situación de los agentes que llevan adelante la trascendente función de seguridad pública, es que descontamos el acompañamiento de nuestros pares en la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Daniela S. Qüesta
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.11 Empresa Sulfacid: actuación de la Secretaría de Trabajo en conflicto laboral

(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Barrera) – El proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.000 – ARI) por el cual se solicitan informes sobre aspectos relacionados a la actuación que cumplió la Secretaría de Trabajo en el conflicto laboral en la Empresa Sulfacid de Fray Luis Beltrán, departamento San Lorenzo, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. STRADA EÍ "ARI STRADA, Aldo" .– Pido la palabra.


De acuerdo a lo convenido en la Comisión de Labor Parlamentaria, solicito la renovación de la preferencia para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Strada.

–
Resulta afirmativa.

10.12 Conflicto laboral en Sulfacid SA: no judicialización de la protesta social

(Proyecto de declaración – Aprobado sobre tablas)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.011 – ARI) por el cual se solicita que el Juzgado en lo Penal Correccional de la ciudad de San Lorenzo no judicialice la protesta social involucrando a Gustavo Alioni, Osvaldo Gómez, Miguel Maturas, Roberto Campana, Carlos Frick y Héctor Luna, trabajadores de Sulfacid SA, no cuenta con dictamen de comisión.


Se había solicitado en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria el tratamiento sobre tablas de este proyecto. ¿Se mantiene el pedido?

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Sí, señor presidente, de acuerdo a lo que se había resuelto en la Comisión de Derechos y Garantías, este proyecto no iba a ser girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, para poder tratarlo sobre tablas en el día de la fecha.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, por Secretaría se dará lectura al dictamen de la Comisión de Derechos y Garantías.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Derechos y Garantías ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.011 – ARI) presentado por los diputados Strada, Riestra, Benas y Gutiérrez, por el cual se solicita que el Juzgado en lo Penal Correccional de la ciudad de San Lorenzo, no judicialice la protesta social, involucrando a Gustavo Alioni, Osvaldo Gómez, Miguel Maturan, Roberto Campagna, Carlos Frick y Héctor Luna, trabajadores de Sulfacid S.A. y atento a las razones que dará el miembro informante, esta comisión resuelve transformarlo en proyecto de declaración con modificación del texto original, aconsejando en consecuencia el proyecto que se transcribe a continuación:

 EÍ "zd Expte. Nº 13.011 – ARI: Conflicto laboral en Sulfacid S.A.\: no judicialización de la protesta social" 
la cámara de diputados de la provincia 

declara:


Que los hechos ocurridos en la Empresa Sulfacid S.A. de la ciudad de San Lorenzo, en el marco del conflicto colectivo suscitado en la misma, en los cuales se encuentran involucrados los señores Gustavo Alioni, Osvaldo Gómez, Miguel Maturán, Roberto Campagna, Carlos Frick y Héctor Luna, todos ellos trabajadores de dicha empresa, constituyen a su juicio consecuencia del ejercicio del derecho de defensa de intereses gremiales legítimos y, no conductas que puedan ser tipificadas como ilícitos penales.

Sala de Comisión, 04 de agosto de 2004.

Lamberto – Pesaresi – Gutiérrez – Gastaldi – Lagna

proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Juzgado en lo Penal Correccional de la ciudad de San Lorenzo, a cargo del Dr. Juan José Tutau, no judicialice la protesta social, involucrando a Gustavo Alioni, Osvaldo Gómez, Miguel Maturán, Roberto Campagna, Carlos Frick y Héctor Luna, todos ellos trabajadores de Sulfacid S A.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente

En el marco del conflicto colectivo de trabajo suscitado a partir del 8 de julio del corriente año entre el Sindicato Único de Trabajadores de la Industria Química y Petroquímica de Fray Luis Beltrán y la empresa Sulfacid S.A., el cual se ha resuelto satisfactoriamente en el ámbito del Ministerio de Empleo y Seguridad Social de la Nación, firmándose en una de sus cláusulas una “paz social”; resulta a todas luces contradictorio que se mantenga la prosecución de causas penales a trabajadores.

Tal contradicción surge a partir de que, por un lado se declama una paz social como paréntesis de un conflicto colectivo, y por el otro, algunos trabajadores registran causas penales en su contra. Esto es totalmente incompatible.

La resolución satisfactoria de este conflicto en lo sustancial, ha demandado enormes esfuerzos no sólo del colectivo de trabajadores, de organizaciones gremiales y sociales y de la comunidad toda; sino también de la única institución con facultades para intervenir en él: la Secretaría de Trabajo Provincial. Todo, absolutamente todo este conflicto como cualquier otro de la misma naturaleza, debe –por imperativo legal– dirimirse por ante la institución referida. 

No puede haber porciones que se ventilen por ante jurisdicciones a las que la norma de orden público le veda o le prohibe la competencia para entender en estos asuntos. 

Es nuestro deber impedir la invasión de jurisdicciones haciendo respetar lo que nuestros pares de otrora legislaron dotando a esa norma de operatividad y ejecutividad. La norma existe, exijamos su cumplimiento, no permitamos la judicialización de la protesta obrera: la huelga.

En este escenario contradictorio, invasivo, donde nada tiene que hacer la Justicia Penal ya que la huelga ha dejado hace muchos años de ser considerada como delito, y esto no es más que una conquista obtenida por la lucha de los trabajadores. Resulta también contradictorio que el Gobierno de la Provincia, a través de su Ministro de Gobierno, Dr. Roberto Rosúa, el senador departamental Armando Traferri y el autor de este proyecto hayan tenido que mediar para no reprimir un conflicto laboral. Sin esa mediación, hoy tendríamos que estar lamentando consecuencias más graves. So pretexto de proteger algunos bienes jurídicos como el del derecho de propiedad de una empresa, sin esta mediación, se hubiera violado otro derecho de igual rango como el del derecho de propiedad de los trabajadores: su trabajo y su salario.

Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Strada – Riestra – Benas – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

10.13 Antenas de telefonía celular: derrumbe en Rosario y violación de ordenanzas

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de declaración (Expte. Nº 13.012 – PJ) por el cual esta Cámara manifiesta su profunda preocupación ante el lamentable accidente ocurrido en la ciudad de Rosario, a raíz del derrumbe de una antena de telefonía celular, provocando la muerte de un operario que trabajaba en el desguace de la misma.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de declaración presentado por los diputados Gastaldi, Venesia, Meotto y Stanoevich, por el cual esta Cámara manifiesta su profunda preocupación ante el lamentable accidente ocurrido en la ciudad de Rosario y en el cual perdiera la vida un operario, como consecuencia del derrumbe de una antena de telefonía celular, y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

Sala de Comisión, 04 de agosto de 2004.

Pesaresi – Tibaldo – Cavutto – Vázquez
proyecto de declaración original

La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


Manifiesta su profunda preocupación ante el lamentable accidente ocurrido en la ciudad de Rosario, a raíz del derrumbe de una antena de telefonía celular, provocando la muerte de un operario que trabajaba en el desguace de la misma. La situación planteada se torna aún más grave ante la información que da cuenta de la existencia de más de un centenar de estructuras de dicha telefonía instaladas en violación a las ordenanzas vigentes, oportunamente sancionadas por el Honorable Concejo Municipal de Rosario y el caso omiso por parte de la Municipalidad de Rosario a numerosos fallos judiciales y resoluciones de la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Santa Fe que ordenaban el inmediato desmantelamiento de las mismas ante presentaciones de vecinos.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El pasado lunes 26 del corriente, en un terrible suceso acontecido en la zona céntrica de la ciudad de Rosario falleció un operario que estaba trabajando en el desguace duna antena de telefonía celular.


Lamentablemente, el tema parece ser recurrente, ya que en un acontecimiento de similares características sucedido el 28 de noviembre de 2000, otro obrero murió en idéntica situación.


Oportunamente, el Honorable Concejo Municipal de Rosario sancionó la ordenanza con fecha 30 de noviembre de 2000, que se encuentra en plena vigencia, por la cual se impedía la instalación de este tipo de estructuras en zonas densamente pobladas y que bajo el número 7122/2000 reza textualmente en su Artículo 1º “Prohíbese la instalación de todo tipo de columna, soporte, torres o similares, cualquiera sea su finalidad en edificios o terrenos particulares o públicos, sin previo otorgamiento del permiso correspondiente por la Municipalidad de Rosario”.


Más allá de la sanción de esta ordenanza y de la existencia de numerosos fallos judiciales y resoluciones de la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Santa Fe ordenando el inmediato desmantelamiento de las mismas, 116 antenas de telefonía celular siguen funcionando en el ejido urbano de la ciudad de Rosario, lo que además del riesgo comprobando que esto supone (y los accidentes fatales que han sucedido son prueba palmaria de ese riesgo) también se encuentra en discusión el probable daño a la salud que provocarían las radiaciones emitidas por este tipo de estructuras en zonas urbanas densamente pobladas.


De hecho y cuando nos referimos a fallos judiciales, podemos poner como ejemplo la resolución del Dr. Ariel Ariza, Juez Civil y Comercial de la 5ª Nominación de los Tribunales de Rosario en la causa “Vecinos de la ciudad de Rosario c/Municipalidad de Rosario s/Ley 10.000”, que obra bajo el Expediente 1128/03 donde el magistrado afirma “Hacer lugar a la demanda y en consecuencia, condenando al Municipio de Rosario a que bajo el término de 20 días arbitre los medios necesarios para que por intermedio del particular responsable de la instalación de la antena ubicada en calle Urquiza 5332 se proceda al desmantelamiento y retiro de la misma   “ Y que de no hacerlo la empresa en ese lapso, la propia Municipalidad deberá acometer el desmantelamiento con costas a cargo de la Municipalidad de Rosario, lo que además significa una carga para el erario público y por consiguiente para los contribuyentes de esa ciudad.


Otro ejemplo es el fallo del juez Eduardo Oroño, Juez Civil y Comercial de la Décima Nominación, sobre la antena ubicada en Vélez Sarsfield 950, donde el 2 de julio de 2004 ordena a la empresa Movicom Bell South al desmantelamiento de la misma en 45 días y si al quinto día de notificada la empresa no comenzaran los trabajos “la Municipalidad de Rosario deberá iniciar las tareas conducentes a tal fin”.


Ante los hechos consumados, no podemos menos que hacernos solidarios y expresar nuestras condolencias a la familia del obrero extinto, pero no dejar de llamar la atención sobre una cuestión que lleva un largo tiempo de debate y que de no ser resuelta en tiempo y forma, cada uno asumiendo las responsabilidades que le competen, puede llegar a seguir cobrando vidas, lo que indudablemente resulta irreparable.


Por lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de declaración.
Venesia – Stanoevich – Meotto – Gastaldi
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SRA. VENESIA EÍ "PJ VENESIA, Laura" .– Pido la palabra.


Solicito que se lea por Secretaría el texto del dictamen acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señora diputada.

· Se lee:

 EÍ "zd Expte. Nº 13.012 – PJ: Antenas de telefonía celular\: derrumbe en Rosario y violación de ordenanzas" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


Su profunda preocupación ante el lamentable accidente ocurrido en la ciudad de Rosario, a raíz del derrumbe de una antena de telefonía celular, provocando la muerte de un operario que trabajaba en el desguace de la misma. La situación planteada se torna aún más grave ante la información que da cuenta de la existencia de más de un centenar de estructuras de dicha telefonía instaladas en violación a las ordenanzas vigentes, oportunamente sancionadas por el Honorable Concejo Municipal de Rosario y resoluciones de la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Santa Fe que ordenaban el inmediato desmantelamiento de las mismas ante presentaciones de vecinos.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto conforme el texto leído por Secretaría.

Resulta aprobado.

10.14 Incendios en islas del Paraná: gestiones ante el Gobierno de Entre Ríos

(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.897 – ARI) por cual se solicitan gestiones ante el Gobierno de Entre Ríos y las autoridades de la Municipalidad de la ciudad de Victoria a los fines de poner término a los incendios que se producen en las islas y que generan problemas de contaminación del aire en la ciudad de Rosario no cuenta con dictamen de comisión.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "ARI GUTIÉRREZ, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de la señora diputada Gutiérrez.

–
Resulta afirmativa.

11 ORDEN DEL DÍA

11.1 Conducto colector principal Entre Ríos (construcción)

 (Proyecto de ley –Vuelta a comisión)

11.2 Conducto colector principal Larrea (construcción)

(Proyecto de ley – Vuelta a comisión)

Conducto colector Lavaisse (construcción)

(Proyecto de ley – Vuelta a comisión)

11.3 Conducto colector principal Camino Viejo a Esperanza (construcción)

(Proyecto de ley – Vuelta a comisión)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Orden del Día Nº 12.


Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 1.

SR. TIBALDO EÍ "PJ TIBALDO, Claudio" .– Pido la palabra.


Señor presidente: solicito que los asuntos Nº 1, 2, 3 y 4, por sugerencia del diputado Brignoni, sean nuevamente girados a Comisión de Obras y Servicios Públicos para efectuar correcciones en el dictamen en lo que refiere a la fuente de financiamiento para las obras solicitadas. Esto también fue acordado con el autor de los proyectos.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de vuelta a comisión de los asuntos Nº 1, 2, 3 y 4 del Orden del Día.

–
Resulta afirmativa.

SR. CURA EÍ "PJ CURA, Jorge" .– Pido la palabra.


Solicito que estos asuntos sean tratados con carácter preferencial dentro de una sesión.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Cura.

–
Resulta afirmativa.

11.4 Convenio por Programa Piloto de Articulación Escuela Media-Universidad

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 5.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.700 – PER – Mensaje N° 2647), presentado por el Poder Ejecutivo por el cual se aprueba el convenio entre la Universidad Nacional de Rosario y el Ministerio de Educación de la Provincia y el Acta Acuerdo Complementario del Convenio (implementación de un Programa Piloto de Articulación Escuela Media – Universidad) y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta comisión aconseja prestéis aprobación al proyecto de ley, sancionado por el senado en fecha 30 de octubre de 2003.

 EÍ "zl Expte. N° 11.700 – PER: Convenio por Programa Piloto de Articulación Escuela Media-Universidad" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase el convenio celebrado con fecha 21 de setiembre de 1999, entre la Universidad Nacional de Rosario, representada por su rector, CPN Ricardo Suárez y su Secretario de Relaciones Estudiantiles, Ing. Marcelo Oscar Barat y el Ministerio de Educación de la Provincia, representado por su entonces titular, Prof. María Rosa Stanoevich, inscripto en fecha 24 de noviembre de 1999, bajo el N° 1120, Folio 062, Tomo III, en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales –Decreto N° 1767/84– Dirección de Técnica Legislativa, cuya copia en dos (2) fojas forma parte de la presente.

Artículo 2º.- Apruébase el Acta Acuerdo de fecha 2 de agosto de 2000, complementaria del convenio descripto en el artículo precedente, suscripta entre la Universidad Nacional de Rosario, representada por su Rector, CPN Ricardo Suárez y su Secretario de Relaciones Estudiantiles, Ing. Marcelo Oscar Barat y la cartera educativa provincial representada por su ex titular, Ing. Gualberto Venesia, inscripta en fecha 10 de agosto de 2000, bajo el N° 1248, al Folio 126, Tomo III en el Registro de Tratados referido, cuya copia en dos (2) fojas integra este decisorio.

Artículo 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 30 de junio de 2004.

Kilibarda – Benas – Stanoevich – Costa – Albónico – Peralta – Reynoso

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.700 – PER – Mensaje N° 2647 – venido en revisión), presentado por el Poder Ejecutivo, por el cual se aprueba el convenio entre la Universidad Nacional de Rosario y el Ministerio de Educación de la Provincia y el Acta Acuerdo Complementario del Convenio (implementación de un Programa Piloto de Articulación Escuela Media – Universidad) y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y con despacho precedente de la Comisión de Educación, esta comisión ha resuelto adherir al mismo, aconsejando la aprobación del texto sancionado y remitido por la Cámara de Senadores.

Sala de Comisión, 7 de julio de 2004.

Esquivel – Meotto – Dehesa – Kilibarda – Benas – Lamberto – Liberati – Pezz
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º y 2º; artículo 3º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de ley recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

11.5 Convenio con Facultad de Lengua de la Universidad Nacional de Córdoba

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 6.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.699 – PER – Mensaje N° 2637), presentado por el Poder Ejecutivo por el cual se aprueba el convenio suscripto entre el Poder Ejecutivo Provincial y la Facultad de Lengua de la Universidad Nacional de Córdoba (homologación a egresados del Profesorado de Inglés de Instituto Superior de Profesorado 2 de Rafaela, de asignaturas similares a las de la Licenciatura en Inglés que tiene la Facultad de Córdoba) y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta comisión aconseja prestéis aprobación al proyecto de ley, sancionado por el senado en fecha 30 de octubre de 2003.

 EÍ "zl Expte. N° 11.699 – PER: Convenio con Facultad de Lengua de la Universidad Nacional de Córdoba" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase el Convenio suscripto el 4 de diciembre de 2002, entre el Poder Ejecutivo Provincial, representado por el titular del Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe, contador Daniel Germano y la Facultad de Lengua de la Universidad Nacional de Córdoba, representada por su vicedecana, delegada del rector de la Universidad aludida (Artículo 1°, Resolución Rectoral N° 558/02), Lic. Ana María Carullo de Díaz, inscripto bajo el N° 1667, el 5 de diciembre de 2002, al F° 35, T° IV en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales, Decreto N° 1767/84 Dirección de Técnica Legislativa, cuya copia en tres (3) fojas forma parte de la presente.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 30 de junio de 2004.

Kilibarda – Benas – Stanoevich – Costa – Albónico – Peralta – Reynoso

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.699 – PER – Mensaje N° 2637 – venido en revisión), presentado por el Poder Ejecutivo, por el cual se aprueba el convenio suscripto entre el Poder Ejecutivo y la Facultad de Lengua de la Universidad Nacional de Córdoba (homologación a egresados del Profesorado de Inglés de Instituto Superior de Profesorado 2 de Rafaela, de asignaturas similares a las de las Licenciatura en Inglés que tiene la Facultad de Córdoba) y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y con despacho precedente de la Comisión de Educación, esta comisión ha resuelto adherir al mismo, aconsejando la aprobación del texto sancionado y remitido por la Cámara de Senadores.

Sala de Comisión, 7 de julio de 2004.

Esquivel – Meotto – Dehesa – Kilibarda – Benas – Lamberto – Liberati – Pezz

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de ley recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

11.6 Convenio Ciclo lectivo mínimo

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 7.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 12.817 – PER – Mensaje N° 2750), presentado por el Poder Ejecutivo por el cual se aprueba el convenio para garantizar el cumplimiento del ciclo lectivo anual mínimo, celebrado el 1° de julio de 2003, por el Presidente de la Nación, Dr. Néstor Kirchner y el Ministro de Educación, Ciencia y Tecnología, Lic. Daniel Filmus, por una parte y los titulares de las jurisdicciones provinciales y de la ciudad autónoma de Buenos Aires, por la otra y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta comisión aconseja prestéis aprobación al proyecto de ley, sancionado en fecha 17 de junio de 2004 por el Senado.

 EÍ "zlExpte. N° 12.817 – PER: Convenio Ciclo lectivo mínimo" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase el convenio para garantizar el cumplimiento de un ciclo lectivo anual mínimo, celebrado el 1° de julio de 2003, por el Presidente de la Nación Néstor Carlos Kirchner y el Ministro de Educación, , Ciencia y Tecnología, Lic. Daniel Fernando Filmus, por una parte y los titulares de las jurisdicciones provinciales y de la ciudad autónoma de Buenos Aires, por la otra, e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales – Decreto N° 1767/84 – Dirección de Técnica Legislativa, el 8 de agosto de 2003 bajo el N° 1794, al Folio 99, Tomo IV, cuya copia en seis (6) fojas forma parte de la presente.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 30 de junio de 2004.

Kilibarda – Benas – Stanoevich – Costa – Albónico – Peralta – Reynoso

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 12.817 – PER – Mensaje N° 2750 – venido en revisión), presentado por el Poder Ejecutivo, por el cual se aprueba el convenio suscripto en fecha 01-07-03, para garantizar el cumplimiento de un ciclo lectivo anual mínimo y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y con despacho precedente de la Comisión de Educación, esta comisión ha resuelto adherir al mismo, aconsejando la aprobación del texto sancionado y remitido por la Cámara de Senadores.

Sala de Comisión, 7 de julio de 2004.

Esquivel – Meotto – Dehesa – Kilibarda – Benas – Lamberto – Liberati – Pezz

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de ley recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

11.7 Ley Nº 10.727 – Caja de Jubilaciones de Abogados y Procuradores: mod. de arts

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 8.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 12.791 – Senado – Venido en revisión), autoría de los senadores Gramajo, Capitani, Crosetti, Baucero, Pucheta, Spinozzi y Mercier, por el cual se modifican los artículos Nros. 9°, 10, 48, 53, 54 y 58 bis de la Ley 10727 – Caja de Jubilaciones y Pensiones de Abogados y Procuradores de la Provincia de Santa Fe. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, esta comisión ha resuelto adherir al mismo, aconsejando la aprobación del texto sancionado y remitido por la Cámara de Senadores.

 EÍ "zl Expte. N° 12.791 – Sen: Ley Nº 10.727 – Caja de Jubilaciones de Abogados y Procuradores\: mod. de arts" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Modifícanse los artículos 9º, 10, 48, 53, 54 y 58 bis de la Ley 10727, los que quedarán redactados de la siguiente manera:

“Artículo 9º.- Los nuevos afiliados de la Caja se encuentran exentos de integrar con fondos del propio peculio, los mínimos de aportes anuales correspondientes a los tres primeros años de afiliación, contados a partir de la fecha de primera inscripción en la matrícula en la Provincia.

Los afiliados podrán completar los mínimos de aportes referidos con fondos propios de acuerdo al monto del aporte mínimo anual obligatorio vigente a la fecha de pago con más los recargos correspondientes, dentro del plazo de cinco años de dicha matriculación.

Si no los abonaren en el término precitado, no se computarán los períodos respectivos a los fines de la obtención de cualquiera de los beneficios previstos en esta ley, quedando a beneficio de la Caja, los aportes que correspondan al año que no se compute.

La intimación de pago a que se refiere el artículo anterior será plenamente eficaz y producirá todos sus efectos cuando fuere dirigida al domicilio legal constituido en la solicitud de afiliación o en el denunciado con posterioridad en forma fehaciente, aún cuando la misma fuere devuelta por las oficinas de correos por causa no imputable a la Caja. Dicha eficacia no será enervada por las notificaciones, intimaciones o comunicaciones de cualquier otra naturaleza que la Caja dirija al afiliado a cualquier otro domicilio, por motivos ajenos a la intimación a que se refiere el artículo precedente”.

“Artículo 10.- Los aportes mínimos anuales obligatorios o los saldos de los mismos que no fueren pagados dentro del término por el cual hayan sido intimados, se abonarán de acuerdo al monto del aporte mínimo anual obligatorio vigente a la fecha de pago.

“Artículo 48.- Tendrán derecho a la jubilación por invalidez, salvo lo previsto en el artículo siguiente, cualquiera fuere la edad y antigüedad en el servicio los afiliados aportantes regulares que se incapaciten física o intelectualmente en forma total para el desempeño de su profesión, siempre que la incapacidad tuviere su inicio o se hubiere producido con posterioridad a la fecha de afiliación a la Caja. La invalidez que produzca en la capacidad laborativa una disminución del sesenta y seis por ciento (66 %) o más, se considerará total.

Incumbe a los interesados aportar los elementos de juicio tendientes a acreditar la incapacidad invocada y la fecha en que la misma se produjo.

Los dictámenes que emitan las juntas médicas que se constituyan a los fines de la determinación de la invalidez, deberán ser fundados e indicar, en su caso, el porcentaje de incapacidad del afiliado, el carácter transitorio o permanente de la misma y la fecha en que dicha incapacidad se inició o produjo, así como la fecha en que la misma debe ser considerada total y permanente”.

“Artículo 53.- En caso de muerte del jubilado o del afiliado con derecho a jubilación o del afiliado activo aportante regular, gozarán de pensión las siguientes personas:

1.- La viuda o el viudo.

Tendrá derecho a la pensión la conviviente o el conviviente, en el mismo grado y orden y con las mismas modalidades que la viuda o el viudo, en el supuesto que el causante se hallase separado de hecho y hubiese convivido públicamente en aparente matrimonio durante por lo menos cinco años inmediatamente anteriores al fallecimiento. El plazo de convivencia se reducirá a dos años cuando hubiese descendencia o el causante haya sido soltero, viudo, separado legalmente o divorciado.

El o la conviviente excluirá al cónyuge supérstite en el goce de la pensión, salvo que el causante hubiera estado contribuyendo al pago de los alimentos, que estos hubieran sido reclamados con derecho en vida o reservado el derecho en juicio o que el causante fuera culpable de la separación; en estos tres casos el beneficio se otorgará al cónyuge y al conviviente por partes iguales.

El beneficio a pensión será gozado en concurrencia con:

a) El o la cónyuge divorciada respecto de quien, él o la causante estuviera contribuyendo al pago de los alimentos o con derecho al goce de los mismos, reconocido por resolución judicial, por partes iguales con conviviente y/o cónyuge supérstite.

b) Los hijos solteros hasta los dieciocho (18) años de edad.

c) Los nietos solteros huérfanos de padre y madre hasta los dieciocho (18) años de edad.

2.- Los hijos y nietos de ambos sexos, en las condiciones del inciso anterior.

3.- La viuda, el viudo, la conviviente o el conviviente, la divorciada o el divorciado, en las condiciones del inciso 1) en concurrencia con los padres incapacitados para el trabajo y a cargo del causante a la fecha de su deceso, siempre que estos no gozaran de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión que acuerda la presente.

4.- Los padres en las condiciones del inciso precedente.

La precedente enumeración es taxativa. El orden establecido en el inciso 1) no es excluyente, pero sí el orden de prelación establecido en los incisos 1) al 4)”.

“Artículo 54.- Los límites de edad fijados por el inciso 1) puntos b y c del artículo 53, no rigen si los derechohabientes se encontraren incapacitados para el trabajo y a cargo del causante a la fecha de fallecimiento de éste o incapacitados a la fecha en que cumplieran la edad de dieciocho (18) años.

Se entiende que el derechohabiente estuvo a cargo del causante cuando concurre en aquel un estado de necesidad revelado por la escasez o carencia de recursos personales y la falta de contribución importe un desequilibrio esencial en su economía particular”.

“Artículo 58 bis.- Tendrán derecho al subsidio por incapacidad temporal, los afiliados aportantes regulares que, cualquiera fuera la edad y antigüedad en el ejercicio de la profesión se incapaciten en forma total para el desempeño de la actividad por un lapso no inferior a noventa (90) días corridos.

A tales efectos serán exigibles los recaudos establecidos para la jubilación por invalidez en cuanto resulten de aplicación y conforme a la reglamentación que dicte el Directorio de la Caja.

El plazo máximo de goce del beneficio no podrá exceder de seis meses, contados a partir del nonagésimo primer día de producida la invalidez.

El importe del subsidio será de un ochenta por ciento (80 %) de la jubilación ordinaria que le pudiera corresponder al peticionante”.

Artículo 2º.- Incorpóranse los artículos 37 bis y 39 bis a la Ley Nº 10.727, los que quedarán redactados de la siguiente manera:

“Artículo 37 bis.- Para poder acceder a las prestaciones que acuerda la presente ley es condición necesaria no adeudar suma alguna a la Caja a la fecha de solicitud y haber dado cumplimiento a los requisitos respectivos. No habrá derecho al cobro de haberes por períodos previos a la fecha de cancelación de toda deuda con la Caja”.

“Artículo 39 bis.- Será considerado aportante regular a los fines del otorgamiento de la jubilación por invalidez, de la pensión y del subsidio por incapacidad total temporal, el afiliado que hubiere integrado:

a) Los aportes mínimos anuales por un número de años igual o superior al cincuenta por ciento (50 %) de todos los años con afiliación a la Caja y

b) El mínimo anual de aportes correspondiente al año del inicio de la incapacidad o del fallecimiento, o al de alguno de los tres años inmediatos anteriores al mismo.

Será también considerado aportante regular el afiliado que acredite el mínimo de años de afiliación con aportes exigido como requisito de la jubilación ordinaria.

Para ser computados a los fines del cumplimiento de las exigencias del presente artículo, los aportes deberán haberse integrado en su totalidad, con los eventuales accesorios por falta de pago en término, con anterioridad a la fecha de inicio de la incapacidad o del fallecimiento.

En todos los casos en que haya derecho a la jubilación por invalidez, a la pensión o al subsidio por incapacidad total temporal, para poder acceder a las prestaciones deberá cancelarse toda deuda con la Caja de acuerdo a lo previsto por el artículo 37 bis.

El Directorio establecerá por reglamento las condiciones de aplicación del presente artículo y las exigencias que regirán para los afiliados que tengan menos de cinco (5) años de afiliación a la Caja.

Artículo 3º.- Disposición transitoria: Los afiliados que hasta la entrada en vigencia de la presente ley no hubieran cumplimentado el pago de los mínimos de aportes anuales correspondientes a los períodos 1992 a 2004, podrán optar, por esta única vez por el pago del o de los años respectivos a los fines de la obtención de los beneficios de la presente ley o por la pérdida de dicho cómputo en cuyo caso se extinguirán las obligaciones del afiliado y los derechos de la Caja.

La opción deberá efectuarse dentro de los seis meses posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley; el silencio del afiliado se reputará como opción por la pérdida del cómputo de los años total o parcialmente adeudados.

La falta de pago de dichos mínimos de aportes anuales en el plazo establecido también se reputará como opción por la pérdida del cómputo de los años adeudados, salvo que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se encontraran vigentes convenios de pago –judiciales o extrajudiciales– con plazos pendientes de vencimiento y mientras no se configurara causal de resolución de los mismos. Producida la resolución de dichos convenios, se considerará operada la pérdida del año o los años a los que refiera.

Los pagos parciales efectuados en convenios que comprendan más de un período anual, se imputarán a la cancelación del o de los más antiguos que alcancen a cubrirse.

En todos los casos quedarán para la Caja de Seguridad Social de Abogados y Procuradores de la Provincia de Santa Fe los aportes efectuados que correspondan a los años que no se computen.

En los juicios promovidos por la Caja para el cobro de los aportes de los años contemplados en el primer párrafo de este artículo, se dará por extinguida la acción cualquiera sea su estado procesal y las costas serán a cargo de los demandados y los honorarios de los apoderados de la actora no podrán exceder del cinco por ciento (5 %) respecto de la cuantía del juicio.

La presente normativa no contempla los aportes y contribuciones previstos en el artículo 4 inciso d) y c) de la Ley 10.727”.

Artículo 4º.- Deróganse los artículos 67, 68 ,69 ,70 y 71 de la Ley Nº 10.727.

Artículo 5º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 7 de julio de 2004.

Esquivel – Meotto – Dehesa – Kilibarda – Benas – Lamberto – Liberati – Pezz – Lacava – Mascheroni – Dalla Fontana

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Solicito al Cuerpo autorización para abstenerme en la votación de esta iniciativa. 


Adhiero a este proyecto y he firmado el dictamen de comisión porque habilita desde el punto de vista técnico –interpreto– una ley correcta, pero soy beneficiario de ello como abogado, dado que se trata de una modificación de la Caja que me tiene incluido.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la solicitud de abstención en la votación formulada por el diputado Mascheroni.

–
Resulta afirmativa.

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Por los mismos motivos que el diputado Mascheroni, solicito el permiso del Cuerpo para abstenerme en la votación.

SR. DALLA FONTANA EÍ "PJ DALLA FONTANA, Ariel" .– Pido la palabra.


Solicito el permiso del Cuerpo para abstenerme en la votación.

SRA. QÜESTA EÍ "UCR QÜESTA, Daniela" .– Pido la palabra.


Solicito el permiso del Cuerpo para abstenerme en la votación.

SRA. BENÍTEZ EÍ "PPS BENÍTEZ, Miriam" .– Pido la palabra.


Solicito el permiso del Cuerpo para abstenerme en la votación.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración del Cuerpo las solicitudes de abstención de los diputados Lacava, Dalla Fontana, Qüesta y Benítez.

–
Resulta afirmativa.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Yo deseo que se me incluya en la abstención solicitada. No alcancé a expresárselo, pero quiero saber, porque no le entendí bien al diputado Mascheroni, si es porque va a pagar o porque no va a pagar.

–
Risas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la solicitud de abstención en la votación del diputado Real.

–
Resulta afirmativa.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Quiero informar que este proyecto se origina en una presentación de un colegio profesional, como tantas otras que hemos recibido a lo largo del tiempo en la Legislatura, como la del Colegio de Ciencias Económicas, y otros, referido a reformas parciales de su sistema previsional.


Para no aburrirlos con el informe, lo vamos a hacer gráfica y rápidamente.


Tiene dos aspectos fundamentales: un aspecto técnico, que refiere a un mejoramiento o –yo diría– a una modernización del sistema previsional de la Caja de Jubilaciones de Abogados, poniéndolo en consonancia con los sistemas modernos, como es el nacional y el de la Provincia de Santa Fe.


Por ejemplo, define por primera vez lo que es el aportante regular; pone en igualdad de situación a la conviviente respecto de la esposa legítima; dadas ciertas circunstancias, eventualmente pueden concurrir al beneficio y en determinadas circunstancias pueden excluirse; todo es normativa vigente hace años en el país. La Caja se está poniendo en consonancia con eso; define –como decía– al aportante regular, que es muy importante, porque es la obligatoriedad frente a la Caja.


Y la segunda parte del proyecto refiere a una disposición transitoria, que es una moratoria –como dice el proyecto– por única vez, del año 1992 a 2004; da la posibilidad a los afiliados que están en situación de mora de ponerse al día con la Caja.


La Caja ha entendido que esta reforma parcial no solamente beneficia y no afecta para nada, por supuesto, sus arcas, sino que además da la posibilidad de reinsertarse, fundamentalmente, a aquellos afiliados que por distintos motivos están en situación de morosidad. Por ese motivo, señor presidente, cuando un proyecto de una caja o colegio profesional –que son inquietudes particulares, propias del colegio– viene como este proyecto –y como en tantas otras ocasiones–, con la apoyatura de los cinco Colegios de Abogados de la Provincia, en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General hemos hecho el análisis técnico de procedencia con respecto a lo que decía recién sobre las disposiciones previsionales y respecto a la disposición transitoria que es la moratoria. Al no haber ninguna objeción, ha sido suscripto y pido su aprobación.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º, 2º, 3º y 4º; el artículo 5º es de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, este proyecto de ley recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

11.8 Registro Público en Correa: creación

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 9.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 12.820 – Senado – venido en revisión), autoría del senador Betique, por el cual se crea el Registro de Contratos Públicos en la localidad de Correa, departamento Iriondo. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, esta comisión ha resuelto adherir al texto sancionado y remitido por la Cámara de Senadores, aconsejando su aprobación.

 EÍ "zlExpte. N° 12.820 – Senado: Registro Público en Correa\: creación" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Créase un Registro de Contratos Públicos en la localidad de Correa, departamento Iriondo.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 7 de julio de 2004.

Esquivel – Meotto – Dehesa – Kilibarda – Benas – Pezz

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general y en particular, por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

11.9 Desafectación de designación de jueces comunales posteriores al 31/12/02

(Proyecto de ley – Rechazado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 10.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.925 – UCR), autoría de los diputados Ritter y Pezz, por el cual se propone dejar sin efecto las designaciones de jueces comunales, de secretarios y de personal en los juzgados comunales de la provincia efectuadas por el Poder Ejecutivo con posterioridad al 31 de diciembre de 2002. Y, atento a los estudios realizados las razones que dará el miembro informante, esta comisión considera necesario efectuar previamente las siguientes valoraciones:

El proyecto de ley en consideración propone dejar sin efecto nombramientos de jueces comunales, secretarios y personal de los juzgados comunales de la provincia efectuados por el Poder Ejecutivo con posterioridad al 31 de diciembre de 2002. No se limita la fecha de culminación de esta medida, que se califica de “carácter excepcional”, por lo que debe entenderse que se entiende hasta la fecha de sanción de la ley. El proyecto no puede prosperar, abundando en este orden razones constitucionales y de sentido común.

La Provincia de Santa Fe, como miembro del Estado federal argentino organiza sus instituciones fundamentales conforme a los principios democráticos, representativo y republicano, de sumisión del Estado a las propias normas jurídicas en cualquier campo de su actividad, según reza el artículo 1° de la Constitución Provincial. Ya en esta norma reafirma dos principios fundamentales de la organización jurídica: la división de poderes –sistema republicano– y la sumisión a las normas jurídicas –estado de derecho–. Luego en secciones sucesivas prescribe sobre la organización de los tres poderes del Estado y sobre la competencia de cada uno de ellos.

En lo que concierne a lo que es materia de este despacho atribuye a la Legislatura la facultad de dictar leyes sobre organización de la Administración pública y el estatuto de los funcionarios y empleados públicos, que incluya, entre otras, garantías de ingreso, estabilidad, carrera e indemnización por cesantía injustificada (Constitución Provincial, art. 55 inc. 23).

En las disposiciones transitorias dispuso que mientras la Legislatura no sancione el estatuto de los funcionarios y empleados públicos, toda cesantía injustificada dará derecho a una indemnización tasada en el importe de doce meses de sueldo (Constitución Provincial, art. 116, inc. 4°). Esta disposición tuvo eficaz aplicación a raíz de las numerosas cesantías sin causa dispuestas por el gobierno de jure del período 1963/1966 y de los sucesivos gobiernos de facto, que usaron el empleo público como botín partidario o como instrumento de persecución.

Respecto del Poder Ejecutivo, la Constitución establece que el gobernador de la Provincia es el jefe superior de la Administración pública y nombra y remueve a los ministros, funcionarios y empleados de la Provincia, con arreglo a la Constitución y a las leyes, siempre que el nombramiento o la remoción no competa a otra autoridad (Artículo 72, incisos 1° y 6°).

En lo que refiere al Poder Judicial, nuestra Constitución le confiere a la Corte Suprema de Justicia el ejercicio de la superintendencia general de la administración de la justicia y la de proponer al Poder Ejecutivo, previo concurso, la designación de los funcionarios y empleados (Artículo 92, incisos 2° y 5°). Es decir que la Constitución delimita claramente el marco de las competencias específicas de cada uno de los poderes del Estado en lo atinente a la designación del personal de la administración. Así, por ejemplo, el personal del Poder Legislativo es designado por éste conforme sus propias normas reglamentarias, sin que ninguno de los otros poderes puedan inmiscuirse en el ámbito de esos nombramientos. El Poder Judicial propone a sus empleados y funcionarios ante el Poder Ejecutivo, para que este efectivice los nombramientos. Y en lo que hace al Poder Ejecutivo, éste conserva la plenitud de su competencia para efectuar los nombramientos, ajustándose a las normas reglamentarias vigentes.

Tanto la doctrina constitucional, como la administrativa, sin excepciones, destacan estos ámbitos de competencias exclusivas de cada uno de los poderes del Estado. Como lo señala el distinguido maestro español Eduardo García de Enterría: “El Derecho Administrativo constituye un ordenamiento jurídico. Concretamente el ordenamiento jurídico–administrativo es la parte del ordenamiento jurídico general que afecta o se refiere a la Administración Pública...” (García de Enterría y Ramón Fernández, Curso de Derecho Administrativo, Novena Edición, Civitas, Madrid, 1999, I, pág. 63). Partiendo siempre de la Constitución como norma jurídica superior, debemos, en consecuencia darle primacía a las disposiciones que hemos citado respecto de la potestad de efectuar los nombramientos de los funcionarios y empleados de la Administración pública.

En el caso que nos ocupa se trata de jueces comunales, secretarios y personal de juzgados comunales, cuyo ingreso y condiciones están regulados en la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley 10.160, texto ordenado por el Decreto N° 0046/98). Es ésta, pues, la norma a que hace mención la Constitución en distintas disposiciones (artículos 55 inciso 23); 72 inciso 6); etc.). Los requisitos exigidos para desempeñar el cargo de juez comunal están expresamente establecidos en el artículo 118 de la Ley Orgánica citada, y son: la ciudadanía argentina, ser mayor de veintiséis años, tener dos años de residencia inmediata en la Provincia, si no se ha nacido en ella y tener aprobado el ciclo de enseñanza media. Ningún otro requisito impone la ley. Bueno será señalar que hasta la sanción de la Ley 10.160 sólo se exigía “haber acreditado condiciones morales e intelectuales” (Ley 3611 art. 78), lo que se reducía a tener completo el ciclo de la enseñanza primaria. En consecuencia, el órgano con competencia para el nombramiento –el Poder Ejecutivo– se encuentra limitado por el marco normativo a comprobar que quien va a ser nombrado como juez comunal reúna los requisitos legales establecidos. En su defecto el nombramiento adolecerá de un vicio de origen y puede ser dejado sin efecto, ya sea por la propia autoridad –revocatoria– o por el órgano jurisdiccional, el que podrá no ponerlo en posesión del cargo ni tomarle el juramento legal, en caso que no reúna los requisitos exigidos por la ley al momento de la designación y del juramento. Así lo ha hecho saber a esta Cámara, la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, con motivo de las actuaciones “Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe s/ Proyecto de Comunicación Ref. Art. 119 Ley N° 10.160, Expte. C.S.J. N° 266/04 D.N. 128/04” y “Marcucci, Hugo María, diputado provincial s/ su presentación, Expte. C.S.J. N° 2/04, D.N. 129/04”. Es decir que estos nombramientos tienen un doble control: el primero, de parte del propio órgano de designación y luego del órgano del Poder Judicial, al poner en posesión del cargo y tomar juramento al designado.

El Poder Legislativo carece de competencia para intervenir en el proceso de designación y de confirmación de los jueces comunales y demás personal de los juzgados comunales y esa falta de competencia constitucional lo inhabilita para poder “dejar sin efecto” esas designaciones. Se trata de empleados de “doble dependencia, del Ministerio de Gobierno y de la Corte Suprema”, que al decir de los autores, “los transforma en un híbrido criticable a esta altura del desarrollo institucional de la provincia” (vid: Myriam Balestro Faure, en la obra conjunta “Ley Orgánica del Poder Judicial”, dirigida por Jorge W. Peyrano, Ed. Nova Tesis, Rosario, 2000, II, pág. 38) y en este sentido obran numerosos proyectos de ley tendientes a introducir modificaciones en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Que volviendo a lo que es tema de decisión reiteramos que la facultad del gobernador de nombrar a los agentes en cuestión, siempre que reúnan los requisitos exigidos por la ley, es incuestionable. Ante una norma similar de la Constitución Nacional, la Dra. María Angélica Gelli dice: “La competencia del ejecutivo en punto a esos nombramientos es discrecional y está exenta de control jurisdiccional. Un peticionante que requiera a los tribunales la revisión del nombramiento de uno de esos funcionarios presentaría un caso típico de falta de legitimidad para accionar, por carecer, aquel, de agravio concreto” (Gelli, María A., Constitución de la Nación Argentina, Ed. La Ley, 2003, pág. 716). La única limitación es la regulación legal. Y la misma autora, como traído para este caso, señala: “...es claro que el presidente no puede nombrar a los empleados administrativos de los demás poderes del Estado, ni disponer modificaciones en los respectivos regímenes laborales o salariales. Lo contrario implicaría, además de una violación de la norma en análisis, el desconocimiento de la división de poderes”.

La Legislatura no tiene facultad revisora de los actos que son de competencia propia de los otros poderes del Estado, porque estaría quebrantando el principio de la división de los mismos, que es de la esencia del republicanismo. Ya Montesquieu concibió la división del poder y hacer que las partes divididas de ese poder se detengan entre sí, recíprocamente, como medio para defender la libertad y evitar los abusos (“Il faut que, par la disposition des coses, le pouvoir arréte le pouvoir”) (Montesquieu, El Espíritu de las leyes, Traducción de Estavanez, Paris, 1926, T. I, Libro XI, Cap. IV, pág. 223). 

Por todo ello y, sin perjuicio de las demás razones que habrán de exponerse en el recinto, esta Comisión de .Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, os aconseja el rechazo del presente proyecto de ley.

Sala de Comisión, 30 de junio de 2004.

Cura – Lagna – Tibaldo – Benítez

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.925 – UCR), autoría de los diputados Ritter y Pezz, por el cual se dejan sin efecto las designaciones de jueces comunales, de secretarios y de personal en los juzgados comunales de la Provincia, efectuadas por el Poder Ejecutivo con posterioridad al 31 de diciembre de 2002. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, esta comisión ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 7 de julio de 2004.

Esquivel – Meotto – Dehesa – Kilibarda – Lacava – Dalla Fontana

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.925 – UCR), autoría de los diputados Ritter y Pezz, por el cual se dejan sin efecto las designaciones de jueces comunales, de secretarios y de personal en los juzgados comunales de la Provincia, efectuadas por el Poder Ejecutivo con posterioridad al 31 de diciembre de 2002. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, el señor diputado abajo firmante ha resuelto emitir el presente dictamen de minoría aconsejando la aprobación del texto original del presente proyecto.

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Déjense sin efecto las designaciones de jueces comunales, de secretarios y de personal en los juzgados comunales de la provincia efectuadas por el Poder Ejecutivo con posterioridad al 31 de diciembre de 2002, debiendo computarse para los designados el período de servicios prestados como de carácter condicional, dentro del plazo de un año previsto en el Artículo 119 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 10.160.

Artículo 2º.- Lo dispuesto por el artículo 1º es de carácter excepcional y no implica alteración alguna en las facultades propias de los Poderes Ejecutivos y Judicial, en la designación y remoción de personal, secretarios y jueces comunales.

Artículo 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 7 de julio de 2004.

Federico Pezz

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Durante el año 2003 los santafesinos observamos absortos como el Gobernador de turno en ejercicio abusivo de sus facultades procedía a la designación indiscriminada de personas en los juzgados comunales.

Así observamos como algunos hoy ex legisladores, obtenían designaciones para sí, para sus familiares más directos, para algunos amigos, etc.

Como se comprenderá el clamor público no se hizo esperar y las críticas fueron respondidas con un tibio e inexplicable “no he hecho nada ilegal”, como si las conductas, además de sustentarse en principios legales no deberían tener soporte en principios éticos y morales que la vida republicana nos exige.

El actual Gobernador, Ing. Jorge Obeid ha advertido estas prácticas inadecuadas y ha anunciado el dictado de una norma para restringir sus propias facultades en la materia que nos ocupa, hecho que resulta institucionalmente saludable, pero que es insuficiente para la solución de los problemas expuestos.

Respecto a las designaciones ya concretadas, ha pasado el tiempo, las noticias dejaron de ocupar los títulos periodísticos y, de no mediar acciones en sentido contrario la maniobra quedará consolidada, el atropello institucional firme y, una vez más, el Estado provincial quedará sujeto a las conductas viciosas de los funcionarios de turno, sin respuestas oportunas que garanticen a los ciudadanos, en este caso, nada menos que una justicia comunal imparcial e idónea.

El artículo 119 de la Ley Orgánica del Poder Judicial determina expresamente respecto de los nombramientos en los juzgados comunales que: “El nombramiento es dado con carácter condicional por el plazo de un año, cumplido el cual queda confirmados salvo disposición en contrario de la Corte Suprema. No rige para los jueces comunales lo dispuesto en el artículo 8.” 

Los casos que nos ocupan no pretenden encuadrarse en el juzgamiento de las conductas o capacidades de los designados, que es la facultad que la ley asigna a la Corte Suprema, sino en la sanción de las conductas abusivas del designante, en este caso el ex Gobernador Carlos Alberto Reutemann, y es el uso abusivo de las facultades el que debe corregirse y se propone hacerlo por medio de una ley sometida a consideración de los representantes del pueblo, para que cada uno con su voto exprese su voluntad ilustrando a la población sobre los criterios que tiene sobre la independencia de los funcionarios judiciales.

Tenemos la convicción que la naturaleza y origen del problema en consideración, y la necesaria preservación de la Corte Suprema de Justicia en la corrección de cuestiones originadas en el uso indebido de facultades institucionales con fines políticos o personales, impone la intervención parlamentaria y la corrección por medio de una norma de la máxima jerarquía de los abusos en que se ha incurrido, preservando además los principios esenciales en que deben sustentarse e inspirarse la administración del Estado.

Por último, queremos dejar absolutamente en claro que no se pretenden alterar hacia el futuro las facultades del Poder Ejecutivo en las designaciones en los juzgados comunales, ni las que le competen a la Corte Suprema en virtud del artículo 119 y concordantes de la Ley Nº 10.160, siendo nuestra única y modesta intención de que alguna vez el Poder Judicial sea independiente.

Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de ley.
Ritter – Pezz

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. RITTER EÍ "UCR RITTER, Oscar" .– Pido la palabra.


Quiero saber si algún miembro de la Comisión de Asuntos Laborales que haya firmado el dictamen de mayoría va a ser el informante.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El dictamen está fundado. Tienen la palabra los señores diputados para ampliar.

SR. LAGNA EÍ "PJ LAGNA, Jorge" .– Pido la palabra.


El dictamen de mayoría fue suscripto en la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, por los diputados Benítez, Tibaldo, Cura y quien le habla. En ese despacho nosotros vertimos, no sólo nuestra fundamentación de las normas que regulan la cuestión, sino también citas doctrinarias, incluso jurisprudenciales. De la lectura por Secretaría surge que se trata de una cuestión netamente jurídica, más allá de las especulaciones políticas, mediáticas que se han hecho durante todo este tiempo.

SR. RITTER EÍ "UCR RITTER, Oscar" .– Pido la palabra.


En primer lugar, no comparto en absoluto las expresiones del miembro informante de la mayoría, quien nos acusa a nosotros de tratar de hacer un escándalo periodístico –me parece que así se expresó–.

Tengo que reconocer que en la primer parte del informe de mayoría, que aconseja el rechazo, hay un error de parte nuestra ya que, cuando presentamos el proyecto no precisamos la fecha. Reconozco el error técnico pero, para ser más precisos, lo que solicitábamos era dejar sin efecto las designaciones desde el 31 de diciembre del 2002 al 10 de diciembre del 2003, para que quede en claro cuáles son las fechas en el proyecto de ley.


En este proyecto de ley que hoy llega al recinto, la mayoría se expide por su rechazo, con elementos jurídicos, con citas de profesionales académicos importantísimos del mundo, sobre derecho público y demás. Creo que ni los propios autores de la doctrina en que se fundamentan habrán pensado cuando la escribieron que, quizás en algún momento, iban a justificar cómo un masajista podía ser encargado del juzgado de una localidad de la Provincia de Santa Fe o que esa doctrina iba a ser puesta como respuesta jurídica para, en definitiva, tratar de justificar lo que directamente es inexplicable ante la comunidad.


Para serle sincero, señor presidente, esto comenzó con un pedido de informes que ha hecho nuestro bloque en la gestión anterior y que fue contestado en parte, el cual reiteramos porque nos enteramos, cuando recorríamos distintas localidades de los departamentos la Provincia, el malestar que producía que en determinadas localidades se habían nombrado jueces comunales, que esta Legislatura y quien les habla particularmente no sabía de las designaciones o cuáles habían sido los elementos que tuvo en cuenta el gobernador en su momento para designar a tal o cual personal.


Repito, fue un pedido de informes, fue contestado parcialmente, se reiteró el pedido y hoy recién figura en el Orden del Día como asunto Nº 12, para que los legisladores conozcan las designaciones de los jueces comunales hechas en aquel momento.


También en el dictamen de rechazo producido por la mayoría se habla de una serie de elementos con respecto a la posibilidad de cesantías injustificadas y de seguir defendiendo todo el régimen que tienen los empleados públicos de la Provincia.


Yo me pregunto, señor presidente, si la Provincia, en aquel momento, estaba bajo la vigencia de una ley de emergencia en la cual todos los empleados públicos tenían sus carreras acotadas y el señor gobernador de turno, de un plumazo, obviando todo este tipo de elementos que menciono, nombró a amigos y personas que no son idóneas para atender las distintas tareas de los juzgados comunales, sin tener en cuenta siquiera las consideraciones personales al respecto.


Esto también fue planteado al señor gobernador Obeid quien, con cierta vergüenza, manda un decreto a posteriori, tratando de reivindicar lo que nosotros expresamos y adherimos.


En esta Legislatura hay varios intentos de modificación de las distintas designaciones, si queremos una Justicia realmente activa, y que se han propuesto a través de distintas iniciativas legislativas presentadas ante esta Cámara.


No considero que la persona que ha sido nombrada en estas condiciones sea, justamente, la más adecuada como para cubrir las expectativas que tienen los distintos legisladores que, de una manera u otra, quieren agilizar la justicia y que, en definitiva, a través de su propuesta se derive a los juzgados comunales distintas instancias judiciales.


Señor presidente: creo que nosotros, los radicales, particularmente hemos dado muestra de que, cuando hay abuso, lo reconocemos y somos realmente coherentes con lo que indica la Justicia, en este caso, la división de poderes.


Somos respetuosos de los poderes y sabemos cuáles son nuestras obligaciones como también nuestros derechos. Esta Cámara lo ha hecho en otras oportunidades y, para recordarles, quiero decirles que no he sido legislador en aquella época, pero cuando se le pidió el juicio político al ex gobernador Vanrell, fue el bloque de diputados radical el que lo solicitó. Y cuando un correligionario hizo un uso abusivo de su investidura como legislador tampoco nos ha temblado la mano para que se lo expulse de esta Cámara.


Entendemos también que cuando hay abuso del Poder Ejecutivo, con esta maniobra, es de incumbencia de esta Cámara, más allá de lo que diga la mayoría, tratar de modificar este tipo de actitudes.


Creo que sino entraríamos en un camino muy peligroso y que, quizás –si se me permite la expresión–, trata de convalidar todo lo que haga un patrón de estancia. Creo que, de ninguna manera, nosotros, como miembros de la oposición lo podemos convalidar.


Reitero, hemos intentado por distintos medios, a través de proyectos de comunicación y notas enviadas al Poder Ejecutivo provincial, que esto se revea.


Nosotros tenemos la decisión política de tratar de que estos hechos no se sigan manejando de la misma manera y no convalidarlos.


Insisto, vamos a seguir sosteniendo el proyecto de ley original por el cual, por una medida excepcional, pedimos la derogación de los decretos correspondientes. Gracias.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Quiero clarificar el Bloque Demócrata Progresista tuvo una posición política clara –si se quiere una posición mediática– porque, en definitiva, salimos a denunciar lo que creemos fue un exceso por parte del ex gobernador Reutemann produciendo esta catarata de nombramientos donde, evidentemente se excedió en sus facultades y nosotros creemos que solucionó problemas políticos o situaciones puntuales, con referencia a ex colaboradores.


Cuando escuchaba el dictamen de la mayoría, me llamaron la atención dos párrafos que en ese momento me hicieron pensar que estaba escuchando el dictamen de la minoría.


Uno de los párrafos es el que dice se trata de empleados de doble dependencia, del Ministerio de Gobierno y de la Corte Suprema de Justicia, que, al decir de los autores, lo transforman en un híbrido criticable a esta altura del desarrollo institucional de la Provincia.


El otro párrafo es el que cita a Montesquieu y a la división de poderes. Dice que concibió la división del poder para hacer que las partes divididas de ese poder se detengan entre sí, recíprocamente, como medio para defender la libertad y evitar los abusos.


Hay algunas cuestiones de este dictamen que no puedo dejar pasar por alto y obviamente son las que no compartimos en ese momento y las que no compartimos ahora. 


Si bien los requisitos que se exigen para el nombramiento de jueces de paz son los que se enumeran, hay uno que todo empleado público debe tener para acceder administración pública, que es la idoneidad.


Y el mundo –además de la idoneidad, salvo en Santa Fe–marcha hacia la especialidad y hacia la especificidad. Acá, en algunos nombramientos que no vale la pena recordar y demás, el ex Gobernador usó sus facultades para cuestiones que tendrían que ser específicas. En función de todas las preocupaciones que tenemos los legisladores y los que somos abogados, con el colapsado sistema o función o servicio que brinda el Estado en materia de Justicia, cuando estamos planteando que juzgados menores como los juzgados de paz atiendan causas, obviamente, tendríamos que apuntar a que esos auxiliares del Poder Judicial tengan idoneidad, sean abogados, sean procuradores. Si se avanza en esta reforma judicial, yo quisiera saber qué función van a cumplir los que evidentemente no son idóneos. 


Por eso no comparto, en líneas generales, que se pretenda o se quiera hacer creer –como se dijo– que un masajista, un maestro mayor de obras o una enfermera, con el respeto que me merecen cada una de esas profesiones, puedan ser idóneos para ser jueces de paz.


También me parece un exceso citar –y lo dijo algún colega hoy en la Comisión de Labor Parlamentaria– a Montesquieu y El espíritu de las leyes para justificar los nombramientos de Nuevo Torino, de Chapuy o de Cañada del Ucle.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Señor presidente, quiero justificar brevemente mi acompañamiento al dictamen de la minoría en relación al proyecto que plantea terminar con las designaciones que formaron parte de este debate, y sinceramente me parece una cosa muy marcada. Es cierto que este es un debate que tiene una base jurídica. Presumo que han participado prestigiosos juristas integrantes de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en su redacción.


Más allá de esta situación, me parece paradójico que el propio dictamen de la mayoría habla permanentemente del órgano de designación y del órgano de control.


En esta situación, como bien se marcaba antes en la división de poderes, en El espíritu de las leyes, me parece que falta un párrafo que es el que refiere a la explicación del nepotismo que, parece, podría aclarar algunas de las cuestiones referidas al tema que nos tiene en debate y como muy bien se plantea, la Corte Suprema de Justicia, en este caso es la encargada de revalidar la situación de control.


En el sentido del espíritu del dictamen de mayoría podríamos llegar a la conclusión de que el órgano de designación es el Poder Ejecutivo a través de su máxima representación, el gobernador, en este caso el ex gobernador Carlos Reutemann, y que el órgano de control es la Corte Suprema que, en ese entonces, era presidida por un pariente suyo, en una clara demostración de la independencia de poderes y de los poderes que se controlan recíprocamente como medio para defender la libertad y evitar los abusos. Si a eso le sumamos que la composición del organismo de control también tiene entre sus filas a una permanente colaboradora del ex gobernador Reutemann, candidata en reiteradas oportunidades, como la doctora María Angélica Gastaldi, a un ex patrocinante personal del ex gobernador Reutemann como el doctor Eduardo Guillermo Spuler en distintas causas y a otro gran colaborador, inclusive el ministro de Gobierno del ex gobernador Reutemann, el procurador general de la Corte, el doctor Boff, estamos en presencia de lo que muy bien decía el diputado Real, la división de poderes haciendo que las partes divididas de ese poder se detenga entre sí recíprocamente como medio para defender la libertad y evitar los abusos.


Sinceramente este debate y este dictamen de mayoría me producen vergüenza ajena por la situación que estamos llevando adelante y por las personas involucradas en el mismo. Y bueno…, adhiero al dictamen de minoría.

SR. LAGNA EÍ "PJ LAGNA, Jorge" .– Pido la palabra.


El dictamen de mayoría ha sido un análisis exhaustivo de las normas vigentes a la época de los nombramientos. Nosotros somos legisladores y debemos conocer el derecho. El dictamen se basó en el derecho vigente, no se ha incumplido ninguna de las normas que la Constitución y las leyes dictadas en su consecuencia prevén para el nombramiento de un juez comunal o de un secretario. Fueron cumplimentados todos los requisitos y los controles de legalidad. Ha transcurrido un año de algunos de esos nombramientos efectuados por la Corte, lo que reveló que la actuación –que es lo que realmente vale– de esas personas no mereció objeción alguna. Es más, si revisamos los diarios de sesiones, los mismos miembros de la oposición que plantearon el proyecto en todo momento dejaron a salvo las cualidades morales y personales de los designados. Entonces entramos en el camino de la especulación política al cual yo hacía referencia.


Todos los gobiernos tienen discrecionalidad, en el margen de la ley, como en este caso puntual, para proponer, para nombrar personas que luego, la Corte Suprema, como en este caso, evalúa en un segundo control de legalidad. Tampoco tenemos conocimiento de ninguna denuncia formulada por algún ciudadano santafesino –al menos no ha llegado a este recinto– sobre la actuación de todas estas personas cuyos procederes se pone en discusión, a tal punto que, arrasando con todas las leyes vigentes, este Poder Legislativo, incumpliendo la norma máxima, que es la de conocer las propias leyes que nosotros redactamos, quiere ahora avasallar con este proyecto.


A mí me parece que, más allá de la anécdota del masajista, lo que hay que tener en cuenta aquí es la idoneidad de las personas. En el transcurso de un año eso se ha corroborado, si no que me demuestren los diputados preopinantes qué mal desempeño de las funciones han tenido todos estos jueces y secretarios. Es más, cuando hubo algún error del Poder Ejecutivo en la proposición de algunas de las personas, tenemos entendido que la Corte, en ejercicio de su control, no permitió su juramento. Hay un caso puntual de una persona que no cumplía con el requisito de la edad, creo que era un secretario.


Después se hace referencia al nepotismo, se pone también en tela de juicio nombrando situaciones individuales de miembros de la Corte Suprema. 
Nuestro sistema de derecho –porque estamos en un sistema de derecho, a veces no pareciera– contempla los remedios y los mecanismos para sancionar a todas las personas que ejercen funciones en la órbita de la Justicia, si es que nosotros estamos hablando de la Justicia.


Yo no creo que se haya puesto en tela de juicio el desempeño de las personas que ha nombrado el diputado preopinante Brignoni. Todo lo demás, y lo decimos cuando aludimos al híbrido que una tratadista hace muy poco en un libro explicaba, está en discusión. Lo que está en discusión son las nuevas leyes que nosotros vamos a discutir aquí para el futuro, con respecto a los requisitos que los jueces comunales, en este caso, van a tener que tener para poder acceder al cargo. Todo eso es de lege ferenda es lo que vamos a discutir en el futuro y vamos a dar ese debate.

Hay proyectos del gobernador, hay proyectos de la oposición. A mí me parece que es hora de mirar para adelante. La oposición se ha explayado con absoluta comodidad, con todo el tiempo del mundo, sobre este tema. Ha hecho su especulación política, tiene todo el derecho del mundo, como también tenía derecho el Poder Ejecutivo de aquel entonces de hacer uso de su discrecionalidad en nombrar personas íntegras.


El tiempo le ha dado la razón al Ejecutivo de aquel entonces. Ninguno de los jueces o secretarios nombrados tiene una sola denuncia por mal desempeño de sus funciones. Y el día que incurran en alguna de esas irregularidades tenemos los remedios legales para solucionarlo, señor presidente. Todo lo demás ya se ha dicho, el debate ha sido muy extenso, hace seis meses que este tema está en danza, no solo en esta Cámara sino en los medios de comunicación.


Es así que nosotros respaldamos, con mucha fuerza, nuestro despacho de mayoría. Todo lo demás está dicho.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Voy a votar el dictamen de la minoría. Quiero hacer alguna referencia. Cuando adherí a la crítica que institucionalmente la Cámara hizo, hay que partir de la base –el dictamen de la mayoría lo señala–, que acá hubo un pedido de informes que votó todo el Cuerpo. Era en ese entonces diputado el actual ministro doctor Rosúa y hubo una presentación individual ante la Corte.


El tema de la designación de jueces, que tiene que ver con el servicio de justicia de la Provincia, no es una cuestión menor. Yo no pongo en un grado superlativo –y a ustedes les consta porque lo he manifestado cuando se votaban pliegos concretos– que no le puedo quitar al Ejecutivo discrecionalidad y arrogármela, diríamos, invocarla o detentarla solamente.


Apunto a que la Justicia mejore y haya grados de capacitación y que sea una justicia, no importa el fuero o la jurisdicción, que apunte a la excelencia. Decir que alcanza con la idoneidad en estos casos, yo creo que si bien se cumple el requisito formal de la ley, el requisito material de la ley no alcanza a satisfacerse. Digo esto porque, si bien fue en otra época, cuando Sancho Panza administró la isla de Barataria demostró tener más tino e idoneidad que varios príncipes, y era un modesto escudero.


Pero el problema es otro, porque en el tema de la designación de jueces, el Poder Legislativo no es ajeno a la formación de la voluntad. Ustedes dirán “no, sí, pero son los magistrados…” El Poder Legislativo interviene en la designación de los jueces. El derecho pretoriano logró lo que la Constitución todavía no cristaliza, los denominados consejos de la magistratura. Y yo en esto quiero plantear que este tema se inicia allá, en la década del 90, cuando algunos legisladores incorporamos un proyecto para que los jueces comunales sean letrados. Lamentablemente, la mayoría no nos acompañó y había legisladores de distintas bancadas. Yo creo que este es el objetivo, este es el deber ser.


Yo no puedo decir si el juez es idóneo o no, porque no lo vi actuar. No me alcanza lo que dice el diputado Lagna: “nadie lo denunció”. En esta Provincia, en la que muchas veces se han hecho planteos políticos tremendos contra jueces, los juicios políticos o los juris no han prosperado, vamos a ver más adelante esa presunta idoneidad planteada a priori.


Yo voy a la cuestión de fondo. Si el Gobierno debe apostar a la excelencia del servicio de justicia , creo que el único no idóneo –lo digo respetuosamente– fue quien hizo estas designaciones, que no estuvo a la altura de las circunstancias. He visto alguna nómina por ahí. Hay algunos que fueron legisladores. No dudo de su capacidad. Hay discusiones, sobre el domicilio, sobre cuestiones formales; pero en primer lugar, que quede claro que el Poder Legislativo no está ajeno a la designación de magistrados. Más allá de que estos se hayan escapado, convengamos que es por un resabio de la ley, porque esta era la justicia de aldea, la justicia de paz. ¿Dónde está escrito el Consejo de la Magistratura? ¿Qué imperativo constitucional dice que tiene que funcionar? Fue una necesidad, un reclamo de la sociedad, un permanente señalar de terminar con la elección de jueces medio entre amigos, y un decreto de dudosa constitucionalidad puso en marcha un sistema que todos admitimos. 


Pues bien, pregunto, nos preguntamos ¿por qué en materia de jueces comunales no deben imperar las mismas reglas de juego? Resulta que acá se nos pone de frente la idoneidad, pero… por favor, eso es un requisito formal. 
Para la designación de magistrados también está el requisito formal, sin embargo funciona el Consejo de la Magistratura. Yo no pretendo elevar la categoría o la envergadura de los jueces comunales. Lo que digo es que la sociedad reclamó que, en materia de jueces comunales, hubiera un principio de prudencia. Si esto no fuera así, no existiría la autolimitante impuesta en el actual ejercicio, o si la idoneidad sirve, bueno entonces, ya no será un masajista, va a ser un entrenador o un personal trainer, y bueno, lo mismo, ¡no!. El gobierno se autolimitó, esta es una cuestión desde el punto de vista material.


Desde el punto de vista formal, ya lo dijeron otros, pero lo quiero referir y lo cito en la última parte, Montesquieu dice: “Le pouvoir arrête le pouvoir”, “el poder para el poder”. Y nosotros somos un poder. Esta es una cita que quien la hace no la maneja o no entendió lo que Montesquieu escribió. Frente al abuso, el otro poder, en el juego de pesa y contrapesa le pone el freno, ya esto lo hizo la Corte.


Nosotros también somos un poder. Porque bien apuntaba el diputado Millet cuando conversábamos, acá no estamos planteando avanzar sobre una facultad del Poder Ejecutivo, y que nosotros queremos designar los jueces comunales. Le estamos pidiendo que anule designaciones y eso no es arrogarnos un poder nosotros y avanzar sobre un poder ajeno. Entonces ¿qué control hizo la Corte Suprema, con todos los ingredientes que ya quedaron planteados? Hace el control formal, si son idóneos, si no tienen impugnación de ninguna naturaleza. 


Pero lo cierto es, señor presidente –y a esto vamos–, que en el futuro veremos cuál es el tránsito que tienen estas cuestiones. Es que en estas designaciones, la sociedad en su conjunto, más allá de cualquier resultado electoral posterior, reaccionó, repudió, de la misma manera que la sociedad reaccionó y repudió las designaciones de los jueces sin un mecanismo de transparencia previa. Ese fue el sustrato material para la puesta en marcha del Consejo de la Magistratura. Acá no existiendo ese instituto, un principio de prudencia hubiera indicado, por lo menos, revisarla dentro del período del año que la Corte tiene. En algunos casos lo hizo, y en otros no lo hizo y dejó cerrado definitivamente este episodio.


Entonces, yo voy a votar este dictamen, sé que se va a perder, creo que jurídicamente está equivocado el dictamen de la mayoría pero, señor presidente, este es un llamado de atención de la Cámara que en el número que resulte de la votación está recogiendo un reclamo de la sociedad, una exigencia de la sociedad de mejorar este mecanismo. 


Y acá hay dos cuestiones, y termino. Sería bueno preguntarnos por qué en una década no hemos podido sancionar una ley que establezca la categoría de juez letrado para este fuero. Porque siempre se manejó –y yo respeto las reglas de juego– con un grado de discrecionalidad. En este último episodio el grado de discrecionalidad irritó la sensibilidad de la opinión pública y creemos que irrita o afecta el mecanismo necesario de equilibrio que debe haber para ocupar, designar o llenar lugares que no son empleados de la administración, son personas que van a administrar justicia sobre los particulares.


En consecuencia, voy a acompañar el dictamen de minoría con mi voto.

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


Personalmente y toda la bancada socialista vamos a acompañar el dictamen de minoría y solicito que quede asentado en el diario de sesiones.

SRA. BENAS EÍ "ARI BENAS, Verónica" .– Pido la palabra.


Adelanto el voto del bloque del ARI en el sentido de apoyar el dictamen de minoría y voy a hacer algunas breves consideraciones.


Desde el ARI entendemos que, si bien las designaciones efectuadas por el ex gobernador Reutemann cumplen con el requisito formal de legalidad, carecen de legitimidad. Este conflicto no se puede ocultar por vía de las cuestiones procedimentales, más allá de que estas sean ajustadas a las normas vigentes.


La obscenidad de las decisiones políticas que, fundadas en la discrecionalidad del gobernador, amparan designaciones que ofenden el sentido común, no pueden ser ocultadas por vía de la formalidad.


Me pregunto: si los principios de idoneidad, transparencia, autonomía, son los que deberían regir la actuación del gobernador en la designación de jueces, no entiendo muy bien la defensa que hace el oficialismo respecto de por qué han citado a Montesquieu. Es cierto que si defendemos la división de poderes también lo es que defendemos la autonomía de los mismos, y no me explico y se me hace muy difícil comprender cuál es la autonomía que pueden tener estos jueces si el principal criterio en el que se fundan las designaciones es su relación de proximidad, amistad, afinidad con los beneficiados por la designación. Así que, por esto, ratificamos el voto en contrario de la mayoría y nuestra adhesión al dictamen de minoría en este caso.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pido la palabra.


Voy a tratar de ser tremendamente breve. Creo que confundimos el marco del debate, porque en este tema es totalmente admisible el debate político, pero creo que es absolutamente inadmisible el debate constitucional y jurídico. Precisamente, en la sesión de hoy tenemos dos dictámenes sobre esta misma materia, uno de los cuales es un pedido de informes absolutamente legítimo y donde todos los sectores de la Cámara, fundamentalmente los sectores de la oposición, tienen el derecho a ser informados minuciosamente de todos los nombramientos efectuados, de los pasos seguidos y de las cualidades que cada uno de ellos reúne.


Pero lo que no podemos, de ninguna manera, es subvertir el orden constitucional, sobre todo como Poder Legislativo. No podemos, por ley, aventurarnos a dejar sin efecto nombramientos que son de la competencia exclusiva de otro poder del Estado.


¿Cómo reaccionaríamos nosotros hoy, señor presidente, si al Gobernador de la Provincia se le ocurriera, mediante un decreto, dejar sin efecto nombramientos efectuados por el Poder Legislativo o si pusiera en tela de juicio qué hemos hecho nosotros cuando ejercimos nuestra facultad de designar a funcionarios de la Cámara o a empleados que prestan servicios en los bloques o a nuestra disposición? ¿Admitiríamos esa injerencia? Tampoco podríamos, entonces, con la misma lealtad constitucional, entrometernos en la esfera específica de otro poder del Estado.


Cada vez que se está frente a un acto administrativo, hay distintos principios que entran en juego y respecto de algunos de esos principios los otros poderes conservan potestades revisoras, pero respecto de otros principios, no.


Cuando se actúa o se quiere juzgar el principio de conveniencia y de oportunidad, son propios y exclusivos del poder que lo ejerce, siempre que esté enmarcado dentro de las facultades que tenga, sean estas más o menos discrecionales. Pueden estar totalmente regladas, regularmente regladas o sin ningún tipo de regulación. 


En lo que sí conservan los otros poderes potestad revisora y de control, hasta de anulación, es cuando está en juego el principio de legalidad. Cuando se viola una norma legal en la ejecución de ese acto, sea por el Poder Ejecutivo, sea por el Poder Legislativo, entonces sí entra en juego el contralor o el contrapeso de poderes del que habla Montesquieu.


A Montesquieu jamás se le hubiera ocurrido decir que el presidente de la República podría revisar un acto legítimo realizado por el Poder Legislativo o que, a la inversa, el Poder Legislativo podría revisar un acto de la competencia del Poder Ejecutivo, porque entonces ese balanceo de poderes se habría hecho añicos.


En este caso concreto, lo que podríamos revisar, es si en los actos que estamos cuestionando se alteró o no la legalidad, si algunas de esas designaciones, señor presidente, no se ajustaba al texto de la ley, si no tenía el título secundario completo, si no tenía la edad o si no tenía la residencia en la provincia o el requisito de haber sido nacido en la provincia en su caso. La residencia que se exige, no es al momento de la designación sino que, después que se asume, la residencia debe ser en el lugar, como ocurre con cualquier juez de la provincia. El requisito de la residencia es posterior, debe residir desde el momento en que se lo designa, jura y toma posesión en adelante.


Además, creo que se ha confundido un poco la naturaleza del cargo que estamos cuestionando. Los jueces comunales no son magistrados; están expresamente excluidos de la calidad de magistrados.


Esa situación híbrida no es culpa del Poder Ejecutivo ni es culpa nuestra, es culpa, quizás, de todos. 


¿Desde cuándo está contemplada esta situación en el Ley Orgánica de Tribunales? Desde que existen los jueces de paz. Los antes llamados jueces de paz legos, ahora comunales.


Con respecto al requisito del título, por primera vez se empezó a exigir estudios secundarios completos a partir de la Ley Nº 10.160, que creo que data del año 1983, 1984 o 1985, no más. Antes, ni siquiera se pedía ese requisito, se hablaba de la simple idoneidad y algunos entendían o llegaron a entender, a través de la sucesión de gobiernos provinciales que tuvimos, que bastaba con la enseñanza –la llamada Ley Lainez– ni siquiera la enseñanza primaria completa.


Si ustedes repasan la historia en sus propios departamentos y en sus propios pueblos y revisan quiénes han sido designados, que a lo mejor han sido excelentes jueces de paz, se van a encontrar con que muchos de ellos no tienen ni siquiera el título de enseñanza secundaria completo. ¿Por qué? Porque la ley no lo exigía. Lo empezó a exigir a partir de 1983 o 1984.


Y existe, es cierto, ahora una gran presión, una tendencia casi unánime en los distintos sectores de la comunidad y de esta propia Cámara, a que se ponga una exigencia mayor: que tenga al menos un título universitario en Derecho.


Los Colegios de Abogados propusimos que fueran abogados. Los Colegios de Procuradores afirman que basta con que sea procurador porque también están habilitados para el ejercicio de la profesión en determinadas competencias. Son pasos que se van dando en la legislación, son escalones que se van cumpliendo, pero ese escalón todavía no lo hemos sancionado.


Existen innumerables proyectos en ese sentido, de todos los sectores y de muchos órganos colegiados, pero ese paso, todavía no se ha dado.


Este mismo problema no ha sido extraño a los tribunales de otros países. Muchas veces nosotros acudimos, por un prurito, hasta de antecedentes doctrinarios y constitucionales, a los fallos del Tribunal Federal de Estados Unidos, porque nuestra Constitución Nacional tiene mucho que ver con la Constitución de los Estados Unidos.


Allí hubo un caso muy parecido a éste hace ya muchos años, Marbury contra Madison, donde a un señor Marbury, que había sido designado juez por el Poder Ejecutivo, la Corte no le quiso tomar juramento. Reunía las condiciones legales exigidas por la ley y se libró una larga batalla judicial hasta que la Corte Federal, en un fallo memorable, en 1802, sostuvo con toda claridad que cuando el nombramiento para un cargo ha sido perfeccionado es irrevocable, ya sea que la comisión haya o no sido hecha efectiva y que cualquier solicitud dirigida a un tribunal para controlar en cualquier forma el nombramiento de aquel, sería rechazada sin vacilación.


Y esta doctrina constitucional que se ha mantenido invariable hasta el presente, la repitió, a principio del siglo pasado, el caso Kleim contra Estados Unidos. La aptitud del designado debe ser determinada por el poder que designa. Es uno de los actos sobre los cuales los tribunales no tienen poder de supervisión. ¿Por qué? Porque si los requisitos exigidos por la norma legal en la cual se basa la designación están cumplidos, los otros poderes tienen nada que hacer, como los otros poderes no tienen absolutamente nada que hacer con los actos que realizamos nosotros en la medida en que encuadren en nuestro propio reglamento parlamentario.


Por eso, señor presidente, me parece que en esta materia hemos equivocado el rumbo del debate y también lo hemos equivocado cuando hablamos de la idoneidad. La idoneidad es la que surge de la ley, la que exige la ley. En este caso exige edad, exige nacionalidad o residencia o haber nacido en la Provincia y exige que esté habilitado, entendiendo como titulo habilitante instrucción secundaria completa.


Analizando el sentido de este principio de idoneidad que está contenido en el artículo 16 de nuestra Constitución Nacional y si este concepto ha variado o no después de las reformas introducidas en 1994, una constitucionalista, Beatriz Alice, dice que este requisito recepcionado en el artículo 16 no es nada más que la consagración del principio de igualdad en la admisión de los empleos, que el debate no giró en la Convención Constituyente en torno a la idoneidad como capacidad sino que se circunscribió a la supresión de los fueros, a considerar a todos iguales, siempre que reúnan los requisitos exigidos por la ley para el ingreso. Exigir la condición de idoneidad no debe confundirse, agrega esta tratadista, con exigir un título profesional. Acá el título que se exige es el de educación secundaria, no otro. Si queremos exigir otro será deber nuestro consensuar un texto para imponerlo.


Tampoco este tipo de designaciones tiene que pasar por el Consejo de la Magistratura, pese a una autolimitación que se ha impuesto a sí mismo el actual gobernador, donde también se autolimitó diciendo que para este cargo, de aquí en adelante, va a exigir título de abogado. Pero no está en la ley. No creo que sea ilegítimo lo que ha hecho el gobernador, porque él puede autolimitarse voluntariamente en sus facultades, pero no es una exigencia de la ley.


Por otra parte, hay funcionarios judiciales de mucha mayor jerarquía que no pasan tampoco por el Consejo de la Magistratura. Los funcionarios de la Defensoría, de la Fiscalía, de lo que en el orden nacional se llama el otro Poder: el Ministerio Público. Y a lo mejor, con el correr del tiempo, si nos ponemos de acuerdo en legislar esa materia, eso sí sería de competencia del Consejo de la Magistratura para que se incorpore.


Bien ha dicho el colega Mascheroni, el colega del radicalismo, que en esta Provincia, pese a que no tenemos una norma constitucional que hable del Consejo de la Magistratura ni una ley de la Provincia que regule este instituto por exigencia de los distintos sectores de la vida ciudadana, sobre todo de los operadores jurídicos, el Consejo de la Magistratura fue creado por un decreto que viene de la época de Reviglio. Y que como ese Consejo no había sido reglamentado, los profesionales del Derecho, en un momento determinado, llegaron hasta a abstenerse de concurrir a las sesiones y a no votar las propuestas que formulaba el Poder Ejecutivo, pero afortunadamente, el ex gobernador Reutemann, tan criticado en esta sesión, reglamentó las facultades del Consejo de la Magistratura creando un mecanismo que –no dudo compartirán los colegas de la oposición– supera con creces a la ley nacional. La supera realmente con creces. Es un mecanismo más idóneo, es un mecanismo que respeta más lo que hace a la idoneidad en serio para poder acceder al cargo de juez, de magistrado, porque tabula o tasa con ecuanimidad los distintos rubros que hacen a la designación del cargo de juez: antecedentes profesionales, ya sea en el ejercicio de la profesión liberal o en la carrera judicial, la prueba de oposición –a la que le da exactamente el mismo puntaje– y tasa –cosa que no ocurre con la ley del Consejo de la Magistratura de la Nación– el porcentaje por la entrevista.


Si ustedes repasan las designaciones ocurridas hasta hace poco en el orden nacional se van a encontrar con esta curiosidad: ninguno de los jueces federales designados por lo menos hasta hace un año atrás, era el que había salido primero de la suma de antecedentes y oposición. Porque después ¿qué ocurría? En esa entrevista que no tenía puntaje se volvían a recolocar a todos los candidatos según la evaluación que se hacía en ese momento por el Consejo de la Magistratura. Y en ese Consejo de la Magistratura estaban representadas las universidades nacionales, los colegios profesionales, los magistrados, los diputados, los senadores, la Corte, etc., etc., etc.


Un dato curioso: en un caso, que me tocó de cerca porque debí actuar como jurado de oposición, el que salió tercero, lejos, terminó siendo primero porque el representante en el Consejo de la Magistratura de las universidades nacionales le cambió la calificación de la oposición contra el criterio de los colegios profesionales tanto de abogados como de magistrados. Lamentablemente, ese representante nos toca muy de cerca a nosotros.

Por eso quiero decir, señor presidente, que aquí el proyecto de ley no tiene sustento jurídico. Por eso, yo no tengo por qué condicionar el voto de las minorías, pero sería peligroso seguir ese camino. Porque estaríamos incentivando a que los otros poderes quieran hacer lo mismo con nuestros propios actos de administración.


El debate, no lo dudo, tiene caracteres políticos, que es respetable que en ese terreno se realice, pero es peligroso que queramos llevarlo al terreno jurídico porque allí vamos a entrar en un verdadero pantanal. Nada más, señor presidente.

SR. MILLET EÍ "UCR MILLET, Juan C." .– Pido la palabra.


Brevemente, quiero dejar constancia de nuestro voto en contra del despacho de mayoría y señalar una pequeña cuestión. Yo no estoy seguro si Montesquieu se hubiera animado a realizar un acto como este. Lo que sí estoy seguro es que Montesquieu nunca hubiera designado a un masajista en un cargo público.


Quisiera señalar un hecho sencillo de la historia. En general, en la historia es mucho mayor el daño que provoca tratar de ocultar un error que el mismo error en sí mismo. Me parece que aquí, más allá de todas las consideraciones técnicas en lo formal en las que uno debe coincidir porque efectivamente son así, hay una cuestión que subyace que es mucho más importante, y me parece que sería una señal significativa para la sociedad si la Cámara eventualmente tuviera la valentía de avanzar en una decisión que obviamente consideramos, creo, en lo íntimo de cada uno de nosotros, como una decisión profundamente equivocada en los tiempos que corren.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Sencillamente, señor presidente, tres aclaraciones. La primera, que como bien se planteaba en una clase de derecho positivo, en esto estoy en desventaja intelectual porque no soy abogado, pero digamos, además me parece que hubiera sido interesante incorporar a ese debate las condiciones de la constitución de los poderes, de lo que también habla en distintas obras Montesquieu, y como muy bien se señaló como parte de este debate, el poder constituido como espacio de control tiene vicios de relaciones amistosas y parentescas con quien tiene que controlar.


Y me parece que esto no es solamente un debate de índole política, sino también un debate de índole jurídica en relación a lo que debieran haber hecho excusándose de participar en la resolución de este problema.


Y por otro lado, como muy bien se señalaba, hay otro tema que es similar a este, que tiene que ver con los pedidos de informes, pero me parecía bueno traer a colación un informe que ha hecho la diputada Mónica Tomei que me permito citar. En lo que va del período de funcionamiento de esta Legislatura hasta el mes de julio se han aprobado 156 pedidos de informes, de los cuales solamente el Poder Ejecutivo de la Provincia ha respondido 16. Tal vez de esta cifra emane la dudosa expectativa de los diputados de la oposición en relación al mecanismo de pedidos de informes que le genera un nivel de expectativa eminentemente mayor al bloque oficialista.


Y finalmente para terminar, una aclaración. No es cierto que no existan denuncias. Existe una denuncia formulada por un ciudadano contra la totalidad de las designaciones realizadas por el gobernador Reutemann. Ese ciudadano se llama Miguel Cipriano, está realizada por ante la Corte Suprema de Justicia en noviembre del año pasado, está todavía en trámite, es lo que yo conozco, y forma parte de los fundamentos de lo que fue el pedido originario que propició que esta Cámara le planteara una resolución a la Corte Suprema de Justicia.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Muy breve y no con el ánimo de polemizar, pero no quiero dejar pasar una cuestión que, en su momento, cuando se aprobaron pliegos en la asamblea legislativa lo planteé. Cuando el diputado Kilibarda hacía mención de un caso donde la tercera nominada salió primera, pensé que se iba a referir a la asamblea legislativa, donde no fue la tercera, fue la sexta la que, producto de una reglamentación que yo creo que no está a la altura de las circunstancias, y de un proceso que, evidentemente no sirve para transparentar esa cuestión, en un examen de oposición donde nadie sabe a quién está calificando, la sexta, la última, para el Gobierno fue la primera.


Y por último, se reseña bien. Yo recuerdo que hay desde el año 1985 proyectos donde se plantea la especificidad, exigiendo que tienen que ser abogados, que tienen que ser procuradores. Es cierto que los colegios han peticionado, pero lo que me temo es que, a la luz de los hechos y de los últimos nombramientos realizados por el gobernador Reutemann, no solamente sea el Colegio de Abogados o el Colegio de Procuradores el que venga a peticionar que sus miembros sean estos funcionarios, me temo que también el Colegio de Masajistas venga a pedir que sea tenido en cuenta.

SR. PEZZ EÍ "UCR PEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


Como se dijo aquí que había que encuadrar esta discusión en el marco constitucional, quiero leer un parrafito de nuestra Carta Magna Provincial, que me parece que hay que tenerlo en cuenta, es el último inciso de las Atribuciones de la Legislatura, y dice: “En general, ejercer la potestad legislativa en cuanto se considere necesario o conveniente para la organización y funcionamiento de los poderes públicos y para la consecución de los fines de esta Constitución, en ejercicio de los poderes no delegados al gobierno federal, sin otras limitaciones que las emergentes de dicha Constitución”. Gracias, señor presidente.

SR. STRADA EÍ "ARI STRADA, Aldo" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una mínima observación sobre lo que nos preocupó desde el momento en que, junto con varios legisladores, iniciamos pedidos de informes sobre este tema hasta el tratamiento de esta ley.


La preocupación sigue siendo la pregunta: ¿por qué desde el 7 de septiembre de 2003 hasta el 10 de diciembre de 2003 se nombraron 39 jueces de paz y cómo se explica a los ciudadanos, que no son personas que han sido acomodadas en el momento en que se terminaba un mandato? Esta es la pregunta. Y cuando nosotros estamos discutiendo este tema, resolviendo para un lado o para el otro, estamos convalidando o no la revisión de una política. Lamentablemente, hoy se va a decidir convalidar esa política. 
Nosotros teníamos expectativas de que algunas de estas cosas se revisasen pero, lamentablemente, no se pueden revisar y así estamos dando un muy mal mensaje a la sociedad que está esperando actos políticos distintos en un escenario, donde en los últimos años los actos de corrupción política fueron tapa, muchas veces, de los titulares de los diarios. 


Este es el problema central que tenemos, no lo podemos resolver, y no podemos dar una respuesta. Es cierto, como dice el diputado Kilibarda, ahí amerita la discusión y esta es la respuesta que le estamos dando a nuestra sociedad que espera una actitud mucho más digna del sector político. Gracias.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


En realidad no tenía previsto hacer uso de la palabra. Usted sabe que este tema de los jueces comunales tuvo un debate en la opinión pública importante en la primera quincena del mes de enero de este año, a raíz de un acto del señor gobernador donde centralmente planteó dos modificaciones sustanciales sobre las condiciones que se deben tener para ser juez comunal. 
La primera, la más importante, la principal, es que sea letrado, y concretamente el señor gobernador dijo que sea abogado; y la segunda, someter las designaciones no ya a un criterio arbitrario del Poder Ejecutivo sino someter las designaciones al Consejo de la Magistratura.


Me llamó la atención en ese momento. Conozco lo que dice la Ley Orgánica del Poder Judicial, conozco cuáles son los requisitos para ser jueces comunales, pero hizo un planteo público porque el derecho no es una cosa estática, ni se pueden traer mecánicamente fallos de Estados Unidos del 1800; el derecho es dinámico y las instituciones fueron cambiando. Y una de las últimas instituciones que se fue desarrollando y que tiene exponentes importantes en nuestra Provincia es el caso del doctor Luis Andorno, que es la teoría de los actos propios. También le caben a la administración pública. Creo que estamos frente a un acto propio del señor gobernador, que entendió que no se podía convalidar la designación de los jueces comunales en la forma en que se lo había hecho en los últimos meses del 2003. 


El tema es, señor presidente, que ante un acto propio de la administración que está diciendo que no va más la forma de designación, está el otro tema que parece que nadie se preocupa. ¿Por qué? Porque un juez comunal, si bien tiene competencia material en pequeñas causas, limitadas cuantitativamente, aplica el derecho de fondo, tiene la misma entidad el Código Civil para una causa importante económicamente como para una causa de 300 o 500 pesos y en el derecho laboral sucede lo mismo.


Nosotros tenemos un sistema de justicia que está en una situación caótica, con causas que cada día se incrementan y nosotros, como legisladores nos merecemos un debate que tendríamos que haber dado a la luz de lo que el señor gobernador se planteaba. Porque una de las formas posibles de solucionar este tema es descentralizar la Justicia y lograr que muchos de esos jueces que actúan en las localidades presten el servicio de justicia a la gente que allí vive y que también tiene derecho a ser respetada en su derecho a obtener el servicio de justicia; porque nosotros sabemos que si en un pueblo se tiene que reclamar 300 o 400 pesos y tenemos que ir a un juez departamental, es imposible, porque sale más caro el viaje que el reclamo que tienen que hacer. Entonces, las pequeñas causas que son las de la gente más humilde, por hecho o por derecho se le niega a la gente. 


Entonces, nosotros pensamos que una de las alternativas es extender la competencia material de los jueces comunales para que llevemos al servicio de justicia a toda la Provincia, pero si nosotros queremos ampliar la competencia material y estamos consolidando la designación de jueces que no son letrados, automáticamente le estamos diciendo a esos pueblos que no van a tener los jueces letrados que necesitan una ampliación de la materia, porque ¿cómo lo hacemos? Vamos a tener ampliación de materia para los letrados y el mismo sistema actual para los no letrados, con lo cual vamos a generar una diferencia en la composición de la materia de las distintas localidades. 


Entonces, a nosotros nos parece que el mensaje del señor gobernador era muy sabio. Van a ser letrados y los va a designar el Consejo de la Magistratura, pero le faltaba la otra parte que era lo que reclamábamos automáticamente con los otros bloques. Señor gobernador: no consolide esta situación, porque usted no le está haciendo mal a un juez que ha sido designado, le está haciendo mal a la población, le está impidiendo que la materia que se debe ampliar indefectiblemente, para dar solución al problema de justicia, no se pueda hacer porque va a ser innumerables la cantidad de jueces que, al no ser letrados, no van a tener competencia e idoneidad para la aplicación del derecho. Porque, en la práctica, lo que hace un juez no letrado es juzgar. Por eso, señor presidente, este es el gran debate, que es la cuestión de fondo. Es decir ¿qué justicia queremos? 


Cuando se hace referencia, señor presidente, al Consejo de la Magistratura, creo que la designación del Consejo de la Magistratura efectuada por el Gobernador Reviglio, por un decreto, fue una respuesta desesperada frente a las designaciones tremendas que se venían haciendo en materia de Justicia, casi sin mirar a esta situación de los jueces comunales. 


¡La sociedad no aceptaba más designaciones realizadas en forma totalmente arbitraria sin ningún requisito! Y se creó un Consejo de la Magistratura que fue una autolimitación, integrada por un delegado del Gobernador, el Secretario de Justicia elegido por el Gobernador, el presidente de la Corte Suprema de Justicia, que evidentemente es una designación que tiene una gran importancia a través del Poder Ejecutivo, que es el que lo propone, y quedó como remanente un miembro del Colegio de Abogados y un miembro del Consejo de la Magistratura.


¿Sabe qué dio en la práctica esta realidad? Que nunca se designó a ningún juez que no sea el que había propuesto el Poder Ejecutivo. ¡Desde la época de Reviglio hasta ahora no hay ninguna designación que no se haya hecho de esta forma!


Yo creo que no se puede comparar esta realidad con lo que prevé el Consejo de la Magistratura de la Constitución Nacional, por una gran diferencia: se prevé ternas vinculantes.


Concretamente el caso de la doctora Acef, sexta en la oposición de antecedentes no hubiera tenido realidad; primero porque el antecedente es la parte más importante del concurso, no el precedente que se ha sentado, en el sentido que la entrevista es lo más importante o que pueden modificar entrevistas personales a la oposición. ¡Las ternas vinculantes exigen que el Poder Ejecutivo tenga que mandar el pliego de acuerdo con los tres que decidió el Consejo de la Magistratura! Eso no está hoy en día.


Y es cierto que se ha modificado, por decreto, en la Provincia de Santa Fe la autolimitación del Gobierno en cuanto al concurso que se debe hacer para la designación de los jueces.


¿Sabe por qué se hizo, señor presidente? Porque el Colegio de Abogados, en particular el de la ciudad de Rosario, no concurría más al Consejo de la Magistratura si no había un reglamento que diera más objetividad porque así no se podía seguir funcionando. Esa es la realidad.


Nosotros, señor presidente, nos debemos un gran debate y en esto que se está discutiendo, que es un problema de forma, está el gran debate sobre el tipo de Justicia que queremos en la Provincia de Santa Fe, que no está funcionando bien, que nuestros Tribunales tienen innumerable crecimiento de las causas, que los Tribunales no dan más, y necesitamos definir un nuevo mapa judicial para la Provincia de Santa Fe, necesitamos definir cómo se van a designar jueces en la Provincia de Santa Fe. 


Este es el gran debate que nos debemos acá, es el gran debate que forma parte de los jueces comunales. Al tema de los jueces comunales no lo veo estrictamente como un asunto de coyuntura, lo veo como una gran rémora que se le va a dejar a las poblaciones de la Provincia de Santa Fe. ¿Cómo hacemos para dar competencia a alguien que no es letrado? Que alguien que me lo explique. ¿O, entonces, los títulos no valen nada?


Nosotros le decimos a la juventud que estudien, que vayan a la universidad, que se capaciten, que obtengan el diploma y después, cuando vamos a la práctica, le decimos que es lo mismo ser letrado que no letrado.


¡¿Qué mensaje damos nosotros?! ¡¿Ese es el mensaje trascendente que le dejamos a la juventud?! ¡Pensémoslo! ¡Nosotros somos legisladores y tenemos la obligación, a veces, racional, de defender a un Gobierno, pero también tenemos la obligación de dar mensajes claros a una juventud que está mirando con recelo la clase política!


¡Nosotros no les podemos decir que da lo mismo ser letrado que no letrado! ¡No podemos decir que convalidamos cargos cuando el mismo Gobernador está diciendo que deben ser letrados y nosotros estamos convalidando cargos que no son letrados!


¡Esa es la realidad y eso es lo que está en debate y ese es el debate que se debe plantear acá, y ese es el debate que como legisladores tenemos que darnos!


Yo sé que muchas veces la oposición se ve obligada a hacer actos formales, discutibles. Pero son mucho más discutible las consecuencias, que eso es lo que se tiene que discutir. Eso no son problemas políticos, colegas legisladores.


El tema de la Justicia no es un tema político, es un tema de la democracia. No hay democracia si no funciona la Justicia. Y nosotros tenemos que debatir qué pasa con la Justicia en la Provincia de Santa Fe y esto es parte de ese debate que tenemos que dar y que forma parte de la realidad, que por más que la queramos desviar por problemas formales, sabemos que lo que subyace en el fondo de la cuestión es este debate: a dónde va y qué Justicia queremos en la Provincia de Santa Fe.

SR. PEZZ EÍ "UCR PEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


Voy a hacer una propuesta, señor presidente. Recogiendo algunas cosas que plantea el diputada Lamberto y otras que, con mucha certeza, planteaba el diputado Strada vinculado a que esta es una oportunidad de esta Cámara para dar una señal hacia fuera de que estamos haciendo política en serio, propongo al Justicialismo transformar este proyecto de ley en un proyecto de comunicación y dar una señal de que esta Cámara por unanimidad le está pidiendo al Poder Ejecutivo, más allá de lo que haga, que no convalide estas designaciones ilegítimas y arbitrarias.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto cuenta con dos dictámenes que obran en el Orden del Día: un dictamen de mayoría que aconseja el rechazo del proyecto y un dictamen de minoría que aconseja su aprobación.

SR. PEZZ EÍ "UCR PEZZ, Federico" .– Yo hago la propuesta de transformarlo en un proyecto de comunicación…

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Señor presidente, primero que se vote el despacho de la mayoría y, después, la minoría seguramente va a modificar el dictamen y va a formular una nueva propuesta

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se van a votar los despachos que obran en el Orden del Día. Se va a votar el dictamen de mayoría que aconseja el rechazo del proyecto de ley.

–
Resulta aprobado.

SR. PEZZ EÍ "UCR PEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


Señor presidente, hago la propuesta de transformar el despacho de la minoría…

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Está rechazado el proyecto de ley, señor diputado.

SR. PEZZ EÍ "UCR PEZZ, Federico" .– ¿De ley? Yo hago una propuesta …

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Bueno, pero tenemos que tener otro proyecto de comunicación, señor diputado.


Fue rechazado, conforme el dictamen de la mayoría, el proyecto de ley. Ahora, si vamos a tratar otro proyecto que no lo tenemos ni siquiera redactado, resulta improcedente reglamentariamente.

SR. RITTER EÍ "UCR RITTER, Oscar" .– Pido la palabra.


Creo que hay un error. Hay una moción que no fue votada en el recinto. Lo que nosotros mocionamos era que el proyecto, antes de la votación de la mayoría, se transforme en un proyecto de comunicación. Antes votemos si están dispuestos a transformar esto o no, eso es lo queremos hacer.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Cuando los proyectos tienen dictamen de comisión, solamente las comisiones que han dictaminado tienen competencia y facultades para modificar su dictamen.


Señor diputado, es un tema agotado. Si se quiere prolongar el debate, yo no tengo problema… Pero estas cuestiones formales no resisten el menor análisis reglamentario.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


En la creencia de que esto ha terminado, puede llevar a algunos a plantear que se formule un proyecto. No hay ningún problema, formulamos un proyecto y yo creo que además, como la voluntad expresa era respecto del problema de forma, lo vamos a prolijar y creo que nos va acompañar el Justicialismo en el proyecto de fondo que tanto sostienen que les interesa, que es justamente la revisión por parte del Poder Ejecutivo de todas estas designaciones que son, por lo menos, inapropiadas.

11.10 Secretaría de Estado de Trabajo y Seguridad Social: pedido de informes sobre denuncia de Cooperativa 24 de Mayo

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 11.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.830 – PJ), del señor diputado Cura, por el cual se solicita informes sobre actuaciones de la Secretaría de Estado de Trabajo y Seguridad Social, ante la denuncia efectuada por los integrantes de la Cooperativa “24 de Mayo” Ltda., sobre diversas irregularidades de tipo laboral, previsional y de riesgo de trabajo y, por las razones expresadas en el mismo y las que podrá dar su miembro informante os aconseja le prestéis vuestra aprobación.

 EÍ "zcExpte. N° 12.830 – PJ: Secretaría de Estado de Trabajo y Seguridad Social\: pedido de informes sobre denuncia de Cooperativa 24 de Mayo" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Secretaría de Estado de Trabajo y Seguridad Social, se sirva informar sobre las actuaciones de ese organismo, ante la denuncia efectuada por los integrantes de la Cooperativa “24 de Mayo” Ltda., sobre diversas irregularidades de tipo laboral, previsional y de riesgo de trabajo que, a su entender, perjudicaron la actividad que desarrollaban.

Sala de Comisión, 30 de junio de 2004.

Cura – Qüesta – Tibaldo – Lagna – Albónico – Benítez

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.830 – PJ), autoría del diputado Cura, por el cual se solicita informe sobre actuaciones de la Secretaría de Estado de Trabajo y Seguridad Social, ante la denuncia efectuada por los integrantes de la Cooperativa “24 de Mayo” Ltda., sobre diversas irregularidades de tipo laboral, previsional y de riesgo de trabajo. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, esta comisión ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 7 de julio de 2004.

Esquivel – Meotto – Dehesa – Kilibarda – Benas – Pezz – Liberati – Lamberto

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


En fecha 09-06-04 los representantes de la Cooperativa “24 de Mayo Ltda.”, hicieron una presentación a este Cuerpo donde solicitaban la intermediación ante el Departamento Ejecutivo Municipal de la ciudad de Santa Fe, con el objeto de lograr, siempre según sus manifestaciones, revertir una situación que entienden como perjudicial a su funcionamiento. Es de hacer notar que la aludida cooperativa está integrada por ex trabajadores de la actividad del transporte.


Ahora bien, en fecha 04-09-03, los aludidos, efectuaron ante la Secretaría de Estado de Trabajo y Seguridad Social, una serie de denuncias sobre diversas irregularidades de tipo laboral, previsional y de riesgo de trabajo –cuya fotocopia adjuntamos a la presente– que, reiteramos a su entender, configuraban una competencia desleal que perjudicó su actividad. Sin desconocer que el ámbito originario del conflicto, recae en la órbita del municipio santafesino, no es menos cierto que las denuncias efectuadas ante el organismo de aplicación laboral de la Provincia, deben generar acciones tendientes a corregir –de existir– las situaciones denunciadas.


Por lo expresado precedentemente, solicitamos de nuestros pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Jorge Cura

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.11 Jueces comunales y de Registro Civil designados en 2003: pedido de informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 12.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.845 – DB), de los señores diputados Pezz, Ritter, Brignoni, Strada, Tomei, Peralta, Riestra, Lamberto, Benas, Gutiérrez, Liberati y Real, solicitando informe respecto de los jueces comunales y jefes de registro civil, designados entre el 26-06 y el 10-12-03 y de secretarios y personal de juzgados comunales y de registro civil entre el 01-01-02 y el 10-12-03 y, atento a los fundamentos expuesto por los autores del mismo, los antecedentes oportunamente agregados al expediente 11966 – UCR y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. N° 12.845 – DB: Jueces comunales y de Registro Civil designados en 2003\: pedido de informes" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, informe si con posterioridad al 24-06-03, según informe remitido por el Poder Ejecutivo Provincial mediante expediente N° 00201-0087934-4 y 00201-0087560-3 se designaron jueces comunales y jefes de Registro Civil, remitiendo en tal caso copia de los decretos de designación. Nómina de Secretarios de Juzgados Comunales y de Registro Civil que se hubieren designado con posterioridad al 01 de enero de 2000, remitiendo –de haber existido las mismas– , copia de los respectivos decretos.

Asimismo se deberá informar criterios de selección y evaluación de antecedentes para la designación de dichos funcionarios, domicilio y tiempo de residencia inmediatos anteriores a su designación y; en su caso, qué razones motivaron la designación de los mismos con domicilios en jurisdicciones distintas a las de la sede de los juzgados y/o Registros Civiles.

Sala de Comisión, 30 de junio de 2004.

Cura – Qüesta – Tibaldo – Lagna – Albónico – Benítez

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 12.845 – DB), autoría de los diputados Pezz, Ritter, Brignoni, Strada, Tomei, Peralta, Riestra, Lamberto, Benas, Gutiérrez, Liberati y Real, por el cual se solicita informe en relación a los jueces comunales y jefes de Registro Civil, que ha designado durante el período comprendido entre el 24 de junio y el 10 de diciembre de 2003. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, esta comisión ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 8 de julio de 2004.

Esquivel – Meotto – Dehesa – Kilibarda – Benas – Pezz – Liberati – Lamberto – Lacava – Mascheroni – Dalla Fontana

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos que corresponda, proceda a informar sobre:

a) Los jueces comunales y jefes de Registro Civil que el Poder Ejecutivo ha designado durante el período comprendido entre el 24 de junio y el 10 de diciembre de 2003, identificando los decretos correspondientes a dichos nombramientos.

b) Los secretarios y personal de juzgados comunales y de Registro Civil que el Poder Ejecutivo ha designado durante el período comprendido entre el 01 de enero de 2000 y el 10 de diciembre de 2003, identificando los decretos correspondientes a dichos nombramientos.

c) Si al momento de las designaciones a que refieren los puntos a) y b) existían criterios de selección y evaluación de antecedentes aplicables para las designaciones de dichos funcionarios. En caso afirmativo, cuáles fueron los utilizados y los antecedentes de los designados.

d) Si los nombrados tenían domicilio en el distrito donde desarrollarán sus actividades inmediatamente antes de su designación, dando cuenta del tiempo de residencia en el mismo. En caso de corresponder, que se informen las razones por las que se consideró conveniente la designación de personal ajeno a las jurisdicciones donde se encuentran las sedes de los juzgados y/o Registros Civiles.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

En la sesión del 17 de junio de 2004 la Cámara de Diputados dio una lamentable muestra de los extremos que se pueden alcanzar cuando se pretende ocultar los actos de gobierno por medio del uso abusivo de las mayorías.

La cuestión tuvo su origen en un arbitrario e inexplicable despacho de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, según el cual resulta redundante que los señores diputados planteen interrogantes o consultas al Poder Ejecutivo sobre los decretos dictados, es decir, sobre sus actos de gobierno.

A cambio de las preguntas, refieren a información supuestamente disponible para los señores legisladores autores del proyecto, que consiste en un listado que contiene números de decretos y años en que fueron dictados, sin referencia alguna a sus contenidos. Así es que recibimos 540 fotocopias de listados que carecen de la información requerida:

AÑO
Nº DE DECRETOS

1999
0001 al 0148

2000
0001 al 4299

2001
0001 al 4195

2002
0001 al 4008

2003
0001 al 4300

Total decretos 1999/2003
16.950.-

Concluimos entonces que según el elevado y racional criterio expuesto por los promotores del despacho de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, lamentablemente compartido por otros legisladores y por la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, los legisladores deben leer 16.950 decretos, de ellos identificar los que refieren a designaciones en los juzgados comunales, y una vez separados los que interesen, procedan a su análisis.

Si extendemos el análisis, el oficialismo nos está diciendo que no admitirá preguntas sobre los actos del Poder Ejecutivo, y que de aquí en más los pedidos de informes que indaguen sobre cuestiones comprometidas serán respondidos remitiendo a los “curiosos” a la lectura de 16.950 o más decretos, que podrán ser leídos pero sin hacer preguntas.

No pretendemos ser interpretes del señor Gobernador, ni del actual ni del anterior, pero nos atrevemos a afirmar que los criterios usados en esta Cámara no son compartidos por los mismos, por la simple y elemental razón de que son irracionales.

No queremos realizar aportes adicionales al desprestigio de la labor legislativa, la contribución de la comisión aludida es suficiente, sólo queremos manifestar que la conducta que nos ocupa amerita el planteo de una cuestión de privilegio, que no haremos por respeto a nuestros representados, pues ningún legislador o conjunto de ellos tiene derecho a burlarse de quienes cumplimos con nuestras obligaciones de control sobre los actos del Poder Ejecutivo.

Es por ello que hoy reiteramos el pedido de informes apostando a la reflexión de la mayoría al momento de su consideración.

Cabe recordar que por medio de una minuta de comunicación aprobada por esta Cámara el 22 de mayo de 2003, ha resultado posible obtener, parcialmente la información requerida respecto de la designación de jueces comunales y responsables del Registro Civil.

Decimos que hemos obtenido parcialmente, pues el Poder Ejecutivo ha omitido de responder al punto c) de dicha minuta de comunicación, que textualmente expresaba: “Si existen criterios de selección y evaluación de antecedentes aplicables para las designaciones de dichos funcionarios. En caso afirmativo cuáles fueron los criterios utilizados y los antecedentes de los designados.”

Además se ha informado a esta Cámara sobre la necesidad de residencia en la localidad de los jueces comunales, hecho por otra parte conocido, pero nada se dice sobre la residencia inmediatamente anterior a la designación de estas personas, elemento que era la esencia de la consulta, pues se pretendían conocer las razones en que se justificaba cada designación en los casos en que los favorecidos no residieran con anterioridad en el lugar en que prestarían sus servicios al ser designados.

Pero además de ello, y considerando los hechos ocurridos con posterioridad, es posible afirmar que la información requerida ha sido insuficiente y debe ser complementada con la correspondiente a la designación de secretarios y personal en los juzgados comunales desde principios del año 2002, a la que se debe adicionar la correspondiente a jueces comunales y titulares de Registro Civil desde la fecha de la respuesta anterior (24/06/03) y hasta la finalización del mandato del señor Carlos Alberto Reutemann.

Mucho se ha dicho sobre las designaciones dispuestas por el Poder Ejecutivo en el último semestre de su gestión, por lo que no abundaremos sobre el particular, sólo aspiramos a obtener la información completa que nos posibilite dimensionar e identificar los criterios en que se sustentan las designaciones.

Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Pezz – Real – Brignoni – Strada – Tomei – Riestra – Liberati – Mascheroni – Lamberto – Gutiérrez – Benas – Marcucci – Ritter – Peralta

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.12 Convenio de implementación del Sistema de Inversiones Públicas en la Provincia

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 13.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 12.819 – PER – Mensaje 2749 – venido en revisión), por el cual se solicita la aprobación en todos y cada uno de sus términos del convenio marco suscripto el 21 de enero de 2004, entre el Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia de Santa Fe y la Secretaría de Política Económica del Estado Nacional, para la implementación del Sistema de Inversiones Públicas de la Provincia, identificado como Bapin II y, luego de los estudios pertinentes os aconseja le prestéis aprobación al texto sancionado por la Cámara de Senadores en fecha 17 de junio de 2004.

 EÍ "zlExpte. N° 12.819 – PER: Convenio de implementación del Sistema de Inversiones Públicas en la Provincia" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase en todos y cada uno de sus términos el convenio marco suscripto el 21 de enero de 2004, entre el Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia de Santa Fe y la Secretaría de Política Económica del Estado Nacional, para la implementación del Sistema de Inversiones Públicas en la Provincia, identificado como Bapin II.

Dicho convenio, cuyo modelo fue aprobado por el Poder Ejecutivo mediante Decreto N° 13/2004 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales bajo N° 1941, en fecha 26 de enero de 2004, al Folio 172 del Tomo IV, forma parte de la presente ley.

Artículo 2º.- Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer las reglamentaciones y ajustes normativos necesarios con el objeto de garantizar la implementación del Sistema de Inversión Pública denominado Bapin II en el ámbito provincial.

Artículo 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 1 de julio de 2004.

Maguid – Qüesta – Dalla Fontana – Marcucci – Venesia – Lagna

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 12.819 – PER – Mensaje 2749 – venido en revisión), por el cual se aprueba el Convenio Marco suscripto en fecha 21-01-04, entre el Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia y la Secretaría de Política Económica del Estado Nacional –implementación del Sistema de Inversiones Públicas de la Provincia (Bapin II) y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, esta comisión ha resuelto adherir al mismo, aconsejando la aprobación del texto sancionado y remitido por la Cámara de Senadores.

Sala de Comisión, 7 de julio de 2004.

Esquivel – Meotto – Dehesa – Kilibarda
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 2º; artículo 3º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto de ley recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

SR. STRADA EÍ "ARI STRADA, Aldo" .– Pido la palabra.


Simplemente quiero hacer constar el voto negativo del bloque ARI a este proyecto.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Consta en la Versión Taquigráfica el voto negativo del bloque del ARI.

11.13 Instituto de Seguridad Pública (Isep): creación

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 14.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.652 – Senado – venido en revisión), presentado por el senador Depetris, por el cual se crea el Instituto de Seguridad Pública (Isep) y, atento a los fundamentos que dará el señor miembro informante, se aconseja le prestéis aprobación al texto sancionado por la Cámara de Senadores de fecha 23-10-03.

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

CAPACITACION E INGRESO A LA POLICIA DE LA PROVINCIA

CAPITULO I

DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD PUBLICA

Artículo 1º.- Creación. Créase el Instituto de Seguridad Pública (Isep) como persona de derecho público autárquica –funcional y financiera– en la órbita del Ministerio de Gobierno de la Provincia de Santa Fe, el que reemplazará a la Dirección General de Institutos Policiales y las actuales Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López”, Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto” y centros de instrucción en destino de las distintas unidades regionales.

Artículo 2º.- Objeto. El Isep tendrá como objetivo la formación de recursos humanos en el área de seguridad con especialización en la seguridad pública a través de carreras de nivel terciario y actividades educativas que en él se dicten.

Artículo 3º.- Lugar. El Isep funcionará en uno o más inmuebles afectados para su uso donde se puedan desarrollar todas las actividades académicas, de formación física y entrenamiento específico, administrativas y de alojamiento, con comodidades suficientes para hombres y mujeres.

CAPITULO II

DE LAS CARRERAS, LICENCIATURAS Y CURSOS

Artículo 4º.- Carreras. Créanse en el ámbito del Isep las carreras terciarias de Auxiliar Superior en Seguridad y Tecnicatura Superior en Seguridad.

Artículo 5º.- Intervención del Ministerio de Educación y Cultura. El Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación, aprobará los planes de estudio y asignará las competencias a los títulos de Auxiliar en Seguridad y Técnico Superior en Seguridad, en base a lo establecido en el artículo 28 inciso d) de la presente Ley. 

De la carrera de Auxiliar Superior en Seguridad

Artículo 6º.- Objetivo. La carrera de Auxiliar Superior en Seguridad tendrá como objetivo brindar la capacitación adecuada para el desempeño de los agentes de seguridad en la prevención de los delitos, la protección de la vida y de los bienes de las personas y la implementación de medidas correctivas dentro del marco jurídico vigente.

Artículo 7º.- Ingreso. El ingreso garantizará los principios de objetividad, igualdad de oportunidades, mérito y capacidad, a través del procedimiento de oposición libre, previa superación de las pruebas selectivas de la convocatoria y el cupo disponible.

Artículo 8º.- Requisitos. Son requisitos para el ingreso enunciado:

a) ser argentino, nativo o por opción

b) tener título secundario y/o polimodal

c) poseer condiciones de salud y aptitudes psico–físicas compatibles con el desempeño de las funciones correspondientes

d) tener estatura mínima y peso máximo conforme a reglamentación.

e) no haber sido condenado por delito doloso ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de las funciones públicas.

Para el ingreso se dará prioridad a los aspirantes con residencia inmediata y efectiva de dos años como mínimo en la provincia de Santa Fe.

Artúculo 9º.- Duración. Tendrá una duración de dos años.

Artículo 10.- Modalidad. Los estudiantes admitidos para esta carrera cursarán sus estudios bajo la modalidad de internado, proveyendo la provincia alojamiento, sustento, vestimenta y todo lo necesario para el correcto desenvolvimiento del Isep. La provincia puede disponer de un sistema de becas para movilidad de estudiantes con domicilio fuera de la sede del Isep que justifiquen esta necesidad y cuyo monto será determinado por la Dirección del Instituto en función de los recursos económicos disponibles.

Artículo 11.- Status. Mientras dure la carrera los alumnos no tienen estado policial salvo los casos establecidos en el artículo 50.

Artículo 12.- Contenidos del Plan de Estudios. El Plan de Estudios incluirá contenidos de tipo teórico y práctico para que los estudiantes logren una formación integral adquiriendo conocimientos, habilidades, aptitudes y actitudes valorativas.

Artículo 13.- Campo de Acción. El título de Auxiliar Superior en Seguridad habilita al graduado a:

a) postularse para el ingreso al cuerpo policial según el orden de mérito y el cupo que se establezca, y 

b) trabajar en el ámbito privado según las competencias determinadas por el Ministerio de Educación.

Artículo 14.- Continuidad en los estudios. Los Auxiliares Superiores en Seguridad que adquieran estado policial podrán postularse para ingresar a la Tecnicatura Superior según el cupo existente y el orden de mérito obtenido.

De la Tecnicatura Superior en Seguridad

Artículo 15.- Objetivo. La Tecnicatura Superior en Seguridad tendrá como objetivo complementar la carrera de Auxiliar Superior en Seguridad con una formación para la dirección y administración institucional y de conducción de recursos humanos.

Artículo 16.- Ingreso. El ingreso se abrirá para los Auxiliares en Seguridad que revistan estado policial estrictamente de acuerdo a su orden de mérito hasta cubrir el cupo que se determinará en cada oportunidad. La reglamentación dispondrá la posibilidad de aceptación de estudiantes externos a la institución policial provincial en cupos muy limitados.

Artículo 17.- Duración. La Tecnicatura Superior tendrá una duración de 1 año.

Artículo 18.- Modalidad. Los estudiantes con estado policial admitidos para esta Tecnicatura cursarán su carrera bajo la modalidad de internado, proveyendo la provincia alojamiento, sustento, vestimenta y el salario correspondiente.

Artículo 19.- Contenidos del Plan de Estudios. El Plan de Estudios incluirá, además de las materias específicas, una práctica profesional o servicio comunitario de seguridad fuera del Isep. 

Artículo 20.- Campo de Acción. Los egresados que revisten estado policial integran la Planta de Personal Superior de la Policía.

De las licenciaturas y cursos

Artículo 21.- Licenciaturas. El Isep podrá formular convenios con Universidades Nacionales, públicas o privadas, o la Policía Federal Argentina, para el dictado de Licenciaturas en su ámbito con el objetivo de brindar especialización dentro de determinadas disciplinas relacionadas con la seguridad pública.

Artículo 22.- Cursos. En el ámbito del Isep se organizarán periódicamente actividades educativas bajo variadas modalidades (cursos, talleres, prácticas específicas, jornadas, seminarios) para continuar la educación del personal subalterno y actualización del personal superior.

CAPITULO III

DE LAS AUTORIDADES DEL INSTITUTO

Del Director General

Artículo 23.- Dirección. El Instituto estará a cargo de un Director General, quien será asistido por un Consejo Interinstitucional.

Artículo 24.- Requisitos. El Director del Isep deberá reunir los siguientes requisitos:

a) ser argentino.

b) tener un mínimo de dos años de residencia inmediata y efectiva en la provincia.

c) poseer título universitario o ser graduado del Isep.

d) tener experiencia comprobable en el área educativa.

e) poseer conocimientos del régimen y la institución policial.

En el caso de postulantes con estado policial, previa a su designación como director, el Poder Ejecutivo autorizará su desvinculación de la institución policial mientras dure su cargo.

Artículo 25.- Designación. El Director será designado por el Poder Ejecutivo con acuerdo de las Cámaras Legislativas, de una terna de nombres de candidatos propuestos por el Consejo Interinstitucional. En el Decreto de designación se consignarán los datos relativos al Acuerdo Legislativo otorgado.

Artículo 26.- Modalidad de su accionar. El Director del Isep desempeñará sus funciones con criterios de razonabilidad, equidad y sujeción a la normativa vigente. No recibirá mandato imperativo de ningún integrante del Consejo, en forma individual, ni de cada una de las instituciones representadas.

Artículo 27.- Duración. La designación de director será por el término de 6 años, pudiendo ser reelecto por un solo periodo consecutivo y por aplicación de lo dispuesto en el artículo 25.

Artículo 28.- Funciones. El Director del Isep tendrá a su cargo:

a) su gobierno y administración.

b) la elaboración del proyecto de presupuesto anual.

c) la planificación, organización, desarrollo, supervisión y control de las actividades académicas.

d) la ejecución de todas las acciones tendientes a la aprobación de los planes de estudio y asignación de competencias.

e) la organización de la convocatoria y concursos de antecedentes y oposición para la selección de docentes y autoridades de las carreras.

f) la representación de la institución.

g) la elevación periódica al Consejo Interinstitucional para su aprobación del proyecto de presupuesto anual, de la memoria y balance anual y cuando haya alguna modificación de los planes de estudios.

h) la presentación de un informe anual de su gestión a la Legislatura.

i) la elaboración del Reglamento Interno de funcionamiento del Instituto.

Artículo 29.- Remuneración. El cargo de director es rentado con un ingreso igual al sueldo de Comisario General.

Artículo 30.- Cese. El Director cesará en su cargo por alguna de las siguientes causas:

a) fallecimiento.

b) renuncia.

c) vencimiento del mandato.

d) incapacidad sobreviniente.

e) actuar con notoria negligencia, impericia o dolo en el cumplimiento de sus obligaciones y deberes.

f) por haber sido condenado mediante sentencia firme por delito doloso.

g) por haber incurrido en alguna de las situaciones de incompatibilidad prevista en esta ley.

Artículo 31.- Remoción. En los supuestos de los incisos d), e), f) y g) el cese del director será dispuesto por el Poder Ejecutivo a instancia del Consejo Interinstitucional. No podrá ser removido sin causa.

Artículo 32.- Incompatibilidades. Es incompatible con el cargo de Director del Isep:

a) mantener estado policial activo.

b) ser empleado de la nación, de la provincia o de la Municipalidad. En el caso que el director revista esas características deberá pedir licencia, la que durará mientras ejerza la dirección del Isep. Exceptúase de este inciso a quien ejerce la docencia.

c) ejercer profesión liberal con vinculación a la policía de la provincia.

d) tener juicios pendientes como actor o como representante en contra de la provincia.

e) estar inhabilitado para ejercer cargos públicos.

f) haber sido condenado por delito doloso.

Del Consejo Interinstitucional

Artículo 33.- Constitución. El Consejo Interinstitucional está integrado por un representante del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, uno de la Jefatura de Policía de la Provincia, un senador, un diputado y un magistrado del Poder Judicial designado por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia. Uno de los legisladores, debe representar a la primera minoría parlamentaria.

Artículo 34.- Duración. Los miembros del Consejo durarán en sus funciones tres años, no pudiendo ser reelectos.

Artículo 35.- Funciones. El Consejo tendrá como funciones:

a) Establecer las políticas educativas del Instituto, incluyendo la apertura de ciclos cada año.

b) Determinar anualmente los cupos para cada ciclo en función de las necesidades y proyecciones realizadas.

c) Organizar la convocatoria y el concurso de antecedentes para la selección del director.

d) Proponer una terna al Poder Ejecutivo para director y su remoción en caso justificado.

e) Aprobar o rechazar los informes periódicos elevados por el director.

f) Aprobar las reglamentaciones, regímenes de afectación para cursos, de becas y becarios.

g) Determinar el tipo de afectación que vinculará al cuerpo docente con el Isep.

h) Revisión y aprobación del Presupuesto anual y de la memoria y balance.

i) Seleccionar periódicamente a los evaluadores externos.

j) Analizar las evaluaciones externas y proceder según corresponda.

k) Establecer su propio reglamento de funcionamiento.

Por causas debidamente justificadas, el Consejo podrá modificar la duración de las carreras.

Artículo 36.- Evaluadores externos. La evaluación interna permanente del Isep se complementará con evaluaciones periódicas del resultado del proceso educativo a cargo de evaluadores externos de reconocida trayectoria designados por el Consejo Interinstitucional.

CAPITULO IV

DEL INGRESO A LA POLICIA

Artículo 37.- Derógase el Capítulo I “Reclutamiento de Personal” del Título II “Carrera Policial” de la Ley No. 6769 y modificatorias.

Artículo 38.- Derógase el Decreto 1805/78 “Reglamento del Régimen de Reclutamiento Policial”.

Artículo 39.- Cupos. El número de ingresantes a la Policía de la Provincia se determinará anualmente por el Poder Ejecutivo.

Artículo 40.- Requisitos. Son requisitos para el ingreso a la Policía de la Provincia:

a) tener el título de Auxiliar Superior en Seguridad.

b) haber sido seleccionado por orden de mérito.

c) poseer condiciones de salud y aptitudes psico–físicas compatibles con el desempeño de las funciones correspondientes.

d) no haber sido condenado por delito doloso ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de las funciones públicas.

Artículo 41.- Escalafón. El ingreso a la Policía de la Provincia de Santa Fe se hará con el grado inferior del escalafón correspondiente al personal subalterno, conforme al anexo 2 de la Ley 6769 y modificatorias.

Artículo 42.- Retribución especial. El título de Auxiliar en Seguridad conlleva una retribución adicional no inferior al 20 % de su sueldo.

Artículo 43.- Personal subalterno. Quienes ingresen a la Policía y no continúen la Tecnicatura Superior conformarán el personal subalterno, los que se asignarán a los distintos cuerpos.

Artículo 44.- Personal superior. Son requisitos para ingresar al escalafón de personal superior, además de tener estado policial, poseer el título de Técnico Superior en Seguridad.

Artículo 45.- Cuerpo Profesional, Técnico y de Bandas. La reglamentación determinará para cada especialidad los cursos de instrucción y/o nivelación al que asistirán los profesionales universitarios, técnicos y músicos que aspiren a ingresar a la Policía de la Provincia.

CAPITULO V

DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 46.- Presupuesto. El Poder Ejecutivo establecerá dentro de la jurisdicción del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto una nueva cuenta presupuestaria que se denominará “Instituto de Seguridad Pública”, en donde se imputarán las erogaciones propias del ente a crearse.

Artículo 47.- Deróganse de la Ley Nro. 6769 y modificatorias, los siguientes artículos: 5º, 6º, 7º, 13, 18 segundo párrafo, 70 y 113.

Artículo 48.- Derógase el Decreto Nº 1027/91.

Artículo 49.- Modifícanse los artículos 23 inciso a), 51 y 122 de la Ley Nro. 6769 y modificatorias, los que quedarán redactados de la siguiente manera:

“Artículo 23: Superioridad por antigüedad es la que tiene un policía con respecto a otro del mismo grado, según el orden que establecen los apartados del presente artículo:

a) Personal egresado de escuelas, cursos de reclutamiento y/o instituto que los reemplace:

1.- Por la fecha de ascenso al grado último y a igualdad de ésta, por la antigüedad en el grado anterior;

2.- A igualdad de antigüedad en el grado anterior, por la correspondiente al grado inmediato anterior y así sucesivamente hasta la antigüedad del egreso;

3.- La antigüedad del egreso, será dada por la fecha del mismo y a igualdad de ésta, por el orden de mérito de egreso. En caso de igualdad de ambas situaciones, se establece por la mayor edad de alguno de ellos.

b) Personal en actividad reclutado en otra fuente:

1.- Por la fecha de ascenso al grado y a igualdad de ésta, por la antigüedad en el grado anterior;

2.- A igualdad de antigüedad en el grado anterior, por las mismas circunstancias mencionadas en el inciso 2) del apartado anterior; y

3.- La antigüedad de alta en la Repartición la de la fecha en que se produjo; a igualdad de ésta, el orden de mérito obtenido al ser dado de alta (en los casos de exámenes o concursos) y, a igualdad de ésta, la mayor edad”.

“Artículo 51: La mera reconvención o amonestación por anormalidades reparables e intrascendentes , no constituye sanción disciplinaria, ni se anotará en el legajo personal del amonestado”.

“Artículo 122: El personal superior y subalterno que fuera adscripto a organismos policiales nacionales, provinciales o de coordinación policial para realizar tareas docentes, pedagógicas y de capacitación u otros fines de igual naturaleza, revistarán en servicio efectivo en la Institución de origen. La realización de las actividades mencionadas precedentemente y las implícitas en tales conceptos, se considerarán actos propios del servicio policial.

La adscripción de dicho personal no excederá el término previsto para la finalización de la carrera o curso, salvo grave impedimento acreditado por el interesado en cuyo caso su prórroga deberá ser autorizada por el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto a propuesta de la Jefatura de Policía.

El personal policial adscripto por razones de estudio y mientras dure la misma y el que se encuentre cursando la Tecnicatura Superior en Seguridad, dependerán administrativa y funcionalmente del Isep”.

CAPITULO VI

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 50.- Personal con estado policial. El personal que revista estado policial hasta la fecha de graduación de la primer promoción de Auxiliares Superiores en Seguridad podrá solicitar su incorporación a cualquiera de las carreras dictadas en el Instituto para lo cual el Consejo evaluará, en base a los conocimientos, la experiencia y antecedentes de cada aspirante, las equivalencias a conceder.

Artículo 51.- Modificación presupuestaria. Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar las modificaciones presupuestarias correspondientes a fin de proceder a la ejecución de lo dispuesto en la presente ley hasta tanto la partida sea incluida en el presupuesto.

Artículo 52.- Posesión del inmueble del Isep. A los efectos de lo dispuesto en el artículo 3º autorízase al Poder Ejecutivo a realizar con particulares, con las Fuerzas Armadas, con organismos nacionales y municipales todas las acciones tendientes a adquirir la posesión del inmueble, bajo cualquier título, facultándoselo especialmente a efectuar compra directa, locación, comodato, convenios y aceptar donaciones.

Artículo 53.- Planta de personal. Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar traslados, adscripciones y cualquier tipo de modificación de la planta de personal no docente dependiente de la Dirección General de Institutos Policiales y las actuales Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López”, Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto” y centros de instrucción en destino de las distintas Unidades Regionales a fin de dotar de recursos humanos al Isep. En todos los casos de cargos no docentes vacantes a cubrir en el Isep, se dará prioridad al personal civil de dichos establecimientos.

Artículo 54.- Cuerpo Docente. Cuando se realice el primer concurso para la selección de docentes se estará a lo dispuesto en el artículo 28 inciso e) de la presente ley. Para esta única oportunidad la reglamentación asignará un puntaje adicional a los antecedentes de los docentes de la Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López”, de la Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto” y de los centros de instrucción en destino de las distintas unidades regionales que se encuentren en función al momento de la sanción de la presente ley.

Artículo 55.- Reglamentación. El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un término que no exceda los 90 días.

Artículo 56.- Constitución del Consejo Interistitucional. Reglamentada la presente ley, se constituirá el Consejo Interinstitucional en un plazo que no exceda los 30 días.

Artículo 57.- Director organizador. El Consejo Interinstitucional elevará la terna para designar Director organizador del instituto dentro de los 60 días de constituido.

Artículo 58.- Duración del Director organizador. El primer director del Isep tendrá el carácter de director organizador, durando en sus funciones 3 años. Al término de ese período podrá concursar para acceder al cargo de director ordinario.

Artículo 59.- Funcionamiento del Isep. Designado el director organizador, pondrá en funcionamiento el Isep en un plazo que no exceda los 90 días, pudiendo utilizar sede provisoria hasta tanto se cumplimente el artículo 52. 

Artículo 60.- Implementación. El plazo para la implementación de la presente ley no podrá exceder los 12 meses, para lo cual el Poder Ejecutivo adoptará las medidas técnicas y administrativas necesarias, en lo que es de su competencia, que permitan la puesta en marcha y el funcionamiento del Isep. Hasta tanto se gradúe la primer promoción de Auxiliares Superiores en Seguridad, los ingresos a la policía de la provincia se regirán por la legislación vigente al momento de la sanción de esta ley.

Artículo 61.- Cursos en desarrollo. Los cursos y carreras en desarrollo en la Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López” y en la Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto”, hasta tanto se dé inicio al primer Ciclo Lectivo de la carrera de Auxiliar Superior en Seguridad, finalizarán de acuerdo a su planificación inicial.

Artículo 62.- Derogaciones. Derógase toda norma, decreto, reglamento y disposición que se oponga a lo establecido en la presente ley.

Artículo 63.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 27 de Noviembre de 2003. – 

Paganini – Alvarez, J. – Giardino – Venesia – Pochettino – Giorgetti

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.652 – Senado – venido en revisión), autoría del senador Depetris, por el cual se crea el Instituto de Seguridad Pública (Isep). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

CAPITULO I

DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD PUBLICA

Artículo 1º.- Creación. Créase el Instituto de Seguridad Pública (Isep) como persona de derecho público autárquica en la órbita del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto de la Provincia de Santa Fe, el que reemplazará a la Dirección General de Institutos Policiales y las actuales Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López”, Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto” y centros de instrucción en destino de las distintas unidades regionales.

Artículo 2º.- Objetivos. El Isep tendrá como objetivos la formación de recursos humanos en el área de seguridad con especialización en la seguridad pública, por medio de carreras de nivel terciario y otras actividades educativas que a través de él se dicten en el marco integral de los derechos humanos, para la prevención del delito, la resolución pacífica de conflictos, la protección de la vida y la seguridad de los bienes de las personas; procurando un perfil del egresado en condiciones de desempeñarse en el trabajo interdisciplinario y multidisciplinario dentro de las instituciones; de desenvolverse con solvencia en distintos procedimientos judiciales, criminológicos y de investigación científica; con alto grado de formación en la especificidad profesional y con capacidad para asumir responsabilidades, discernir técnicamente de acuerdo a su rol, hacer uso de la fuerza y tomar decisiones en virtud a su rango y función, dentro del respeto y aceptación de las jerarquías, con arreglo a la ética.

CAPITULO II

DE LAS CARRERAS, LICENCIATURAS Y CURSOS

Artículo 3º.- Carreras. Créanse en el ámbito del Isep las carreras terciarias de Auxiliar en Seguridad y de Técnico Superior en Seguridad. Los títulos respectivos serán otorgados, aprobados que sean los exámenes que se establezcan, sin que sea posible la promoción automática por la sola circunstancia del cursado.

Artículo 4º.- Del cursado de las carreras. El Poder Ejecutivo podrá formular convenios con Universidades Nacionales Públicas para el cursado, con carácter de regular de los alumnos, de aquellas asignaturas del plan de estudios que fuere posible, dentro de la estructura actual de las diferentes facultades y escuelas del sistema de enseñanza superior. Para ello deberá disponer de los recursos presupuestarios que esto amerite. 

Artículo 5.- Intervención de los Ministerios de Educación y de Gobierno, Justicia y Culto. El Poder Ejecutivo por intermedio de los Ministerios de Educación y de Gobierno, Justicia y Culto, aprobará los planes de estudio y asignará las competencias a los títulos de Auxiliar en Seguridad y Técnico Superior en Seguridad. 
De la carrera de Auxiliar en Seguridad

Artículo 6º.- Objetivo. La carrera de Auxiliar Superior en Seguridad tendrá como objetivo brindar la capacitación adecuada para el desempeño de los agentes de seguridad en la prevención de los delitos, la protección de la vida y de los bienes de las personas, el respeto integral a los derechos humanos y la implementación de medidas correctivas dentro del marco jurídico vigente.

Artículo 7º.- Ingreso. El ingreso a la carrera de Auxiliar en Seguridad garantizará los principios de objetividad, igualdad de oportunidades, mérito y capacidad, a través del procedimiento de oposición libre, previa superación de las pruebas selectivas de la convocatoria y el cupo disponible, conforme lo establezca la reglamentación. Anualmente el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto confeccionará un estudio sobre las necesidades de la fuerza y la proyección de incorporación de efectivos, en base al cual se determinarán los cupos de ingreso.

Artículo 8º.- Requisitos. Son requisitos para el ingreso:

a) ser argentino, nativo o por opción;

b) tener título secundario y/o polimodal completo;

c) poseer condiciones de salud y aptitudes psicofísicas compatibles con el desempeño de las funciones correspondientes;

d) no haber sido condenado por la justicia nacional o provincial, por delitos o contravenciones, haya o no cumplido la pena impuesta;

e) no encontrarse procesado por la justicia nacional o provincial, hasta que obtenga sobreseimiento definitivo o absolución, con aclaración cuando la ley lo contemple, que el proceso no afecta su buen nombre y honor;

Para el ingreso se dará prioridad a los aspirantes con residencia inmediata y efectiva de dos años como mínimo en la provincia de Santa Fe.

Artículo 9º.- Duración. La carrera de Auxiliar en Seguridad tendrá una duración de dos (2) años.

Artículo 10.- Modalidad. Los estudiantes admitidos para esta carrera cursarán sus estudios bajo la modalidad que conforme los planes de estudio sea conveniente según su etapa. La provincia proveerá lo necesario para el correcto desenvolvimiento del Isep y de quienes que cursen las carreras que en él se dicten. Asimismo dispondrá de un sistema de becas cuyo régimen y monto será determinado por el Consejo Interinstitucional en función de los recursos económicos disponibles.

Artículo 11.- Estado. Los alumnos de la Carrera de Auxiliar en Seguridad no tienen estado policial, salvo los casos establecidos en el artículo 45.

Artículo 12.- Contenidos del plan de estudios. El Plan de Estudios incluirá contenidos de tipo teórico y práctico para que los estudiantes logren una formación integral adquiriendo conocimientos, habilidades, aptitudes y actitudes valorativas, con arreglo a los objetivos establecidos en el artículo 2º.

Artículo 13.- Campo de acción. El título de Auxiliar en Seguridad habilita al graduado a:

a) postularse para el ingreso al cuerpo policial según el orden de mérito y el cupo que se establezca, y 

b) trabajar en el ámbito privado según las competencias determinadas por los Ministerios de Educación y de Gobierno, Justicia y Culto, conforme el artículo 5°. Las competencias que se fijen deberán tener congruencia con la regulación prevista en otras leyes y disposiciones en materia de seguridad. 

Artículo 14.- Continuidad en los estudios. Los Auxiliares en Seguridad que adquieran estado policial podrán ingresar a la carrera de Técnico Superior en Seguridad según el cupo existente y el orden de mérito obtenido.

De la carrera de Técnico Superior en Seguridad

Artículo 15.- Objetivo. La carrera de Técnico Superior en Seguridad tendrá como objetivo la especialización de la carrera de Auxiliar Superior en Seguridad con una formación para la dirección y administración institucional y de conducción de recursos humanos.

Artículo 16.- Ingreso. El ingreso a la Carrera de Técnico Superior en Seguridad se abrirá para los Auxiliares en Seguridad que revistan estado policial estrictamente de acuerdo a su orden de mérito hasta cubrir el cupo que se determinará en cada oportunidad. La reglamentación dispondrá la posibilidad de aceptación de estudiantes externos a la institución policial provincial en cupos limitados, siempre que acrediten el nivel académico exigido en la misma y los requisitos pertinentes del artículo 8°.

Artículo 17.- Duración. La Carrera de Técnico Superior en Seguridad tendrá una duración mínima de un (1) año.

Artículo 18.- Contenidos del plan de estudios. El Plan de Estudios incluirá, además de las materias específicas, una práctica profesional o servicio comunitario de seguridad fuera del ISEP, todo conforme los objetivos enunciados en el art. 2º.

De las Licenciaturas y Cursos

Artículo 19.- Licenciaturas. El Isep está facultado a celebrar convenios con universidades nacionales, públicas o privadas, o fuerzas de seguridad nacionales para su implementación.

Artículo 20.- Cursos. En el ámbito del Isep se organizarán periódicamente actividades educativas bajo variadas modalidades para continuar la educación y actualización del personal policial.

CAPITULO III

DE LAS AUTORIDADES DEL INSTITUTO

Del Director General

Artículo 21.- Dirección. El Instituto estará a cargo de un director general, quien será asistido por un Consejo Interinstitucional.

Artículo 22.- Requisitos. El Director del Isep deberá reunir los siguientes requisitos:

1) ser argentino;

2) tener un mínimo de dos (2) años de residencia inmediata y efectiva en la provincia;

3) poseer título universitario o ser graduado del Isep; 

4) tener experiencia comprobable en el área educativa;

5) poseer conocimientos del régimen y la institución policial;

En el caso de postulantes con estado policial, previa a su designación como director, el Poder Ejecutivo le otorgará licencia sin goce de sueldo mientras dure en sus funciones.

Artículo 23.- Designación. El Director será designado por el Poder Ejecutivo, de una terna de nombres de candidatos propuestos por el Consejo Interinstitucional, surgidos de un concurso público de oposición y antecedentes y conforme el orden de mérito resultante de la evaluación. El Consejo Interinstitucional elaborará la propuesta de evaluación de antecedentes y de la modalidad de oposición, la que deberá ser aprobada por el Poder Ejecutivo.

Artículo 24.- Modalidad de su accionar. El Director del Isep desempeñará sus funciones con criterios de razonabilidad, equidad y sujeción a la normativa vigente. No recibirá mandato imperativo de ningún integrante del Consejo, en forma individual, ni de cada una de las instituciones representadas. 

Artículo 25.- Duración. El nombramiento de director será por el término de 5 años, pudiendo ser designados por otro periodo consecutivo, mediante el procedimiento dispuesto en el artículo 23.

Artículo 26.- Funciones. El Director del Isep tendrá a su cargo:

a) su gobierno y administración;

b) representar a la institución;

c) elaborar el proyecto de presupuesto anual, la memoria y balance, lo que será presentado al Consejo Interinstitucional para su aprobación;

d) planificar, organizar, desarrollar, supervisar y controlar las actividades académicas;

e) ejecutar todas las acciones tendientes a la aprobación de los planes de estudio y la asignación de competencias;

f) proponer modificaciones a los planes de estudio;

g) organizar la convocatoria y concursos de antecedentes y oposición para la selección de docentes y autoridades de las carreras;

h) presentar un informe anual de su gestión a la Legislatura;

i) elaborar el reglamento interno de funcionamiento del instituto.

Artículo 27.- Remuneración. El Director percibirá por su función un sueldo igual al de comisario general o su equivalente en las normas que eventualmente en el futuro se dicten.

Artículo 28.- Cese. El Director cesará en su cargo por alguna de las siguientes causas:

a.- fallecimiento;

b.- renuncia;

c.- vencimiento del mandato

Artículo 29.- Remoción. El Director podrá ser removido en sus funciones por las siguientes causas:

a.- incapacidad sobreviniente;

b.- actuar con notoria negligencia, impericia, imprudencia, inobservancia de los reglamentos o dolo en el cumplimiento de sus obligaciones y deberes;

c.- por haber sido condenado mediante sentencia firme por delito doloso;

d.- por haber incurrido en alguna de las situaciones de incompatibilidad prevista en esta ley.

En los supuestos enunciados la remoción del director será dispuesta por el Poder Ejecutivo a instancia del Consejo Interinstitucional. No podrá ser removido sin causa y sin sumario previo, debiendo garantizarse el debido proceso.

Artículo 30.- Incompatibilidades. Es incompatible con el cargo de director del Isep:

a.- ser empleado o funcionario nacional, provincial, municipal o comunal. En el caso en que el director revista esas características deberá pedir licencia, la que durará mientras ejerza la dirección del Isep.

b.- ejercer profesión liberal con vinculación con la Provincia o tener relaciones de negocios con la misma o administrar, asesorar, dirigir, patrocinar o representar a personas físicas o jurídicas o sociedades –excepto las por acciones– que tengan relaciones de negocios con la provincia;

c.- tener juicios como actor o representante en contra de la provincia;

d.- haber sido condenado por la justicia nacional o provincial, por delitos o contravenciones, haya o no cumplido la pena impuesta;

e.- encontrarse procesado por la Justicia Nacional o Provincial, hasta que obtenga sobreseimiento definitivo o absolución, con aclaración, cuando el régimen legal lo prevé, que el proceso no afecta su buen nombre y honor;

Del Consejo Interinstitucional

Artículo 31.- Constitución. El Consejo Interinstitucional está integrado por un (1) representante del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto; uno (1) del Ministerio de Educación; uno (1) de la Jefatura de Policía de la Provincia, un (1) Senador, un (1) Diputado y un (1) Magistrado del Poder Judicial designado por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia. Uno de los legisladores, debe representar a la primera minoría parlamentaria.

Artículo 32.- Duración. Los miembros del Consejo durarán en sus funciones tres (3) años, no pudiendo ser designados por otro período.

Artículo 33.- Funciones. El Consejo tendrá como funciones:

a.- Establecer las políticas educativas del Instituto, incluyendo la apertura de ciclos cada año, conforme lo establecido en el artículo 5°.

b.- Determinar anualmente los cupos para cada ciclo en función de las necesidades y proyecciones realizadas, teniendo en cuenta el informe elaborado conforme el artículo 7°.

c.- Organizar la convocatoria y el concurso de antecedentes para la selección del director.

d.- Proponer una terna al Poder Ejecutivo para director y su remoción en caso justificado.

e.- Aprobar o rechazar los informes periódicos elevados por el director.

f.- Aprobar las reglamentaciones, regímenes de cursos, becas y becarios.

g.- Determinar el cuerpo docente y el tipo de relación que vinculará al cuerpo docente con el Isep, conforme las normas aplicables vigentes.

h.- Revisar y aprobar el presupuesto anual, memoria y balance.

i.- Seleccionar periódicamente a los evaluadores externos.

j.- Analizar las evaluaciones externas y proceder según corresponda.

k.- Establecer su propio reglamento de funcionamiento.

Artículo 34.- Evaluadores externos. La evaluación interna permanente del Isep se complementará con evaluaciones periódicas del resultado del proceso educativo a cargo de evaluadores externos de reconocida trayectoria designados por el Consejo Interinstitucional. Se tendrá especial consideración en otorgar participación a universidades, colegios profesionales, académicos, organizaciones de defensa de los derechos humanos de reconocida trayectoria, representantes de los municipios y comunas.

CAPITULO IV

DEL INGRESO A LA POLICIA

Artículo 35.- Derógase el Capítulo I “Reclutamiento de Personal” del Título II “Carrera Policial” de la Ley No. 6769 y modificatorias.

Artículo 36.- Cupos. El número de ingresantes a la Policía de la Provincia se determina anualmente por el Poder Ejecutivo.

Artículo 37.- Requisitos. Son requisitos para el ingreso a la Policía de la Provincia:

a) tener el título de Auxiliar Superior en Seguridad. 

b) ser argentino, nativo o por opción;

c) haber sido seleccionado por orden de mérito;

d) tener título secundario y/o polimodal completo;

e) poseer condiciones de salud y aptitudes psicofísicas compatibles con el desempeño de las funciones correspondientes;

f) no registrar antecedentes judiciales desfavorables;

g) reunir antecedentes que acrediten su moralidad y buenas costumbres;

h) no haber sido destituido, cesanteado o exonerado de empleo público;

i) no haber sido condenado por la justicia nacional o provincial, por delitos o contravenciones, haya o no cumplido la pena impuesta;

j) no encontrarse procesado por la justicia nacional o provincial, hasta que obtenga sobreseimiento definitivo o absolución, con aclaración cuando la ley lo contemple, que el proceso no afecta su buen nombre y honor;

Para el ingreso se dará prioridad a los aspirantes con residencia inmediata y efectiva de dos años como mínimo en la provincia de Santa Fe.

Artículo 38.- Escalafón. El ingreso a la Policía de la Provincia de Santa Fe se hará con el grado inferior del escalafón correspondiente.

Artículo 39.- Retribución especial. El título de Auxiliar en Seguridad conlleva una retribución adicional no inferior al 20 % de su sueldo.

Artículo 40.- Personal Superior. Son requisitos para ingresar al escalafón de personal superior, además de tener estado policial, poseer el título de Técnico Superior en Seguridad.

Artículo 41.- Cuerpo Profesional, Técnico y de Bandas. La reglamentación determinará para cada especialidad los cursos de instrucción y/o nivelación al que asistirán los profesionales universitarios, técnicos y músicos que aspiren a ingresar a la Policía de la Provincia.

CAPITULO V

DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 42.- Presupuesto. El Poder Ejecutivo establecerá dentro de la jurisdicción del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto una nueva cuenta presupuestaria que se denominará “Instituto de Seguridad Pública”, en donde se consignarán los recursos del ente que por esta ley se crea.

Artículo 43.- Deróganse de la Ley Nro. 6769 y modificatorias, los siguientes artículos: 5º, 6º, 7º, 13, 18 segundo párrafo, 70 y 113.

Artículo 44.- Modifícase los artículos 23, 51 y 122 de la Ley Nro. 6769 y modificatorias, los que quedarán redactados de la siguiente manera:

“Artículo 23: Superioridad por antigüedad es la que tiene un policía con respecto a otro del mismo grado, según el orden que establecen los apartados del presente artículo:

a) Personal egresado de escuelas, cursos de reclutamiento o instituto que los reemplace:

1.- Por la fecha de ascenso al grado último y a igualdad de ésta, por la antigüedad en el grado anterior;

2.- A igualdad de antigüedad en el grado anterior, por la correspondiente al grado inmediato anterior y así sucesivamente hasta la antigüedad del egreso;

3.- La antigüedad del egreso, será dada por la fecha del mismo, y a igualdad de ésta, por el orden de mérito de egreso. En caso de igualdad de ambas situaciones, se establece por la mayor edad de alguno de ellos. 

b) Personal en actividad reclutado en otra fuente:

1. – Por la fecha de ascenso al grado y a igualdad de ésta, por la antigüedad en el grado anterior;

2.- A igualdad de antigüedad en el grado anterior, por las mismas circunstancias mencionadas en el inciso 2 del apartado anterior y

3.- La antigüedad de alta en la repartición la de la fecha en que se produjo; a igualdad de ésta, el orden de mérito obtenido al ser dado de alta (en los casos de exámenes o concursos) y, a igualdad de ésta, la mayor edad”.

“Artículo 51: La mera reconvención o amonestación por anormalidades reparables e intrascendentes, no constituye sanción disciplinaria, ni se anotará en el legajo personal del amonestado”.

“Artículo 122: El personal superior y subalterno que fuera adscripto a organismos policiales nacionales, provinciales o de coordinación policial para realizar tareas docentes, pedagógicas y de capacitación u otros fines de igual naturaleza, revistarán en servicio efectivo en la institución de origen. La realización de las actividades mencionadas precedentemente y las implícitas en tales conceptos, se considerarán actos propios del servicio policial.

La adscripción de dicho personal no excederá el término previsto para la finalización de la carrera o curso, salvo grave impedimento acreditado por el interesado en cuyo caso su prórroga deberá ser autorizada por el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto a propuesta de la Jefatura de Policía.

El personal policial adscripto por razones de estudio y mientras dure la misma y el que se encuentre cursando la Tecnicatura Superior en Seguridad, dependerán administrativa y funcionalmente del Isep”.

CAPITULO VI

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 45.- Personal con estado policial. El personal que revista estado policial hasta la fecha de graduación de la primer promoción de Auxiliares en Seguridad podrá solicitar su incorporación a cualquiera de las carreras dictadas en el Instituto para lo cual el Consejo, con intervención de los Ministerios de Educación y Gobierno, Justicia y Culto, evaluará, en base a los conocimientos, la experiencia y antecedentes de cada aspirante, las equivalencias a conceder.

Artículo 46.- Modificación presupuestaria. Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar las modificaciones presupuestarias correspondientes a fin de proceder a la ejecución de lo dispuesto en la presente ley hasta tanto la partida sea incluida en el presupuesto provincial.

Artículo 47.- Posesión de los inmuebles del Isep. Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar con particulares, con las Fuerzas Armadas, con organismos nacionales y municipales todas las acciones tendientes a obtener la posesión de los inmuebles, bajo cualquier título, facultándoselo especialmente a efectuar compra directa, locación, comodato, convenios y aceptar donaciones, debiendo mantenerse las sedes Santa Fe y Rosario.

Artículo 48.- Planta de Personal. Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar traslados, adscripciones y cualquier tipo de modificación de la planta de personal no docente dependiente de la Dirección General de Institutos Policiales y las actuales Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López”, Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto” y centros de instrucción en destino de las distintas unidades regionales a fin de dotar de recursos humanos al Isep. En todos los casos de cargos no docentes vacantes a cubrir en el Isep, se dará prioridad al personal civil de dichos establecimientos.

Artículo 49.- Cuerpo Docente. Cuando se realice el primer concurso para la selección de docentes se estará a lo dispuesto en el artículo 26 inciso g) de la presente ley. Para esta única oportunidad la reglamentación asignará un puntaje adicional a los antecedentes de los docentes de la Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López”, de la Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto” y de los centros de instrucción en destino de las distintas unidades regionales que se encuentren en función al momento de la sanción de la presente ley.

Artículo 50.- Reglamentación. El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un término que no exceda los 90 días.

Artículo 51.- Constitución del Consejo Interinstitucional. Reglamentada la presente ley, se constituirá el Consejo Interinstitucional en un plazo que no exceda los 30 días.

Artículo 52.- Director Organizador. El Consejo Interinstitucional elevará la terna para designar director organizador del Instituto dentro de los 60 días de constituido.

Artículo 53.- Duración del director organizador. El primer Director del Isep tendrá el carácter de director organizador, permaneciendo en sus funciones 3 años. Al término de ese período podrá concursar para acceder al cargo de director ordinario.

Artículo 54.- Funcionamiento del Isep. Designado el director organizador, pondrá en funcionamiento el Isep en un plazo que no exceda los 90 días, pudiendo utilizar sede provisoria hasta tanto se cumplimente el artículo 38. 

Artículo 55.- Implementación. El plazo para la implementación de la presente ley no podrá exceder los 12 meses, para lo cual el Poder Ejecutivo adoptará las medidas técnicas y administrativas necesarias en lo que es de su competencia, que permitan la puesta en marcha y el funcionamiento del Isep. Hasta tanto se gradúe la primer promoción de Auxiliares en Seguridad, los ingresos a la policía de la provincia se regirán por la legislación vigente al momento de la sanción de esta ley.

Artículo 56.- Cursos en desarrollo. Hasta tanto egrese la primera promoción de las carreras que esta ley prevé, los cursos y carreras en desarrollo en la Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López” y en la Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto”, finalizarán de acuerdo a su planificación inicial y a la reglamentación que se dicte. 

Artículo 57.- Derogaciones. Derógase toda norma, decreto, reglamento y disposición que se oponga a lo establecido en la presente ley.

Artículo 58.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 8 de julio de 2004.

Esquivel – Meotto – Benas – Kilibarda – Dehesa – Pezz – Lacava – Mascheroni – Dalla Fontana

Liberati – Lamberto (disidencia parcial)

Proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Capacitación e Ingreso a la Policia de la Provincia

Capitulo I

Del Instituto de Seguridad Pública

Artículo 1º – Creación. Créase el Instituto de Seguridad Pública (Isep) como persona de derecho público autárquica –funcional y financiera– en la órbita del Ministerio de Gobierno de la Provincia de Santa Fe, el que reemplazará a la Dirección General de Institutos Policiales y las actuales Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López”, Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto”, y Centros de Instrucción en destino de las distintas Unidades Regionales.

Artículo 2º – Objeto. El Isep tendrá como objetivo la formación de recursos humanos en el área de seguridad con especialización en la seguridad pública a través de carreras de nivel terciario y actividades educativas que en él se dicten.

Artículo 3º – Lugar. El Isep funcionará en uno o más inmuebles afectados para su uso donde se puedan desarrollar todas las actividades académicas, de formación física y entrenamiento específico, administrativas y de alojamiento, con comodidades suficientes para hombres y mujeres.

Capitulo II

De las Carreras, Licenciaturas y Cursos

Artículo 4º – Carreras. Créanse en el ámbito del Isep las carreras terciarias de Auxiliar Superior en Seguridad y Tecnicatura Superior en Seguridad.

Artículo 5º – Intervención del Ministerio de Educación y Cultura. El Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación, aprobará los Planes de Estudio y asignará las competencias a los títulos de Auxiliar en Seguridad y Técnico Superior en Seguridad, en base a lo establecido en el artículo 28 inciso d) de la presente ley.

De la Carrera de auxiliar Superior en Seguridad

Artículo 6º – Objetivo. La carrera de Auxiliar Superior en Seguridad tendrá como objetivo brindar la capacitación adecuada para el desempeño de los agentes de seguridad en la prevención de los delitos, la protección de la vida y de los bienes de las personas, y la implementación de medidas correctivas dentro del marco jurídico vigente.

Artículo 7º – Ingreso. El ingreso garantizará los principios de objetividad, igualdad de oportunidades, mérito y capacidad, a través del procedimiento de oposición libre, previa superación de las pruebas selectivas de la convocatoria y el cupo disponible.

Artículo 8º – Requisitos. Son requisitos para el ingreso enunciado:

a) Ser argentino, nativo o por opción.

b) Tener título secundario y/o polimodal.

c) Poseer condiciones de salud y aptitudes psico-físicas compatibles con el desempeño de las funciones correspondientes.

d) Tener estatura mínima y peso máximo conforme a reglamentación.

e) No haber sido condenado por delito doloso ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de las funciones públicas.


Para el ingreso se dará prioridad a los aspirantes con residencia inmediata y efectiva de dos años como mínimo en la provincia de Santa Fe.

Artículo 9º – Duración. Tendrá una duración de dos años.

Artículo 10 – Modalidad. Los estudiantes admitidos para esta carrera cursarán sus estudios bajo la modalidad de internado, proveyendo la Provincia alojamiento, sustento, vestimenta y todo lo necesario para el correcto desenvolvimiento del Isep. La Provincia puede disponer de un sistema de becas para movilidad de estudiantes con domicilio fuera de la sede del Isep que justifiquen esta necesidad y cuyo monto será determinado por la Dirección del Instituto en función de los recursos económicos disponibles.

Artículo 11 – Status. Mientras dure la carrera los alumnos no tienen estado policial salvo los casos establecidos en el artículo 50.

Artículo 12 – Contenidos del Plan de Estudios. El Plan de Estudios incluirá contenidos de tipo teórico y práctico para que los estudiantes logren una formación integral adquiriendo conocimientos, habilidades, aptitudes y actitudes valorativas.

Artículo 13 – Campo de Acción. El título de Auxiliar Superior en Seguridad habilita al graduado a:

a) Postularse para el ingreso al cuerpo policial según el orden de mérito y el cupo que se establezca, y

b) Trabajar en el ámbito privado según las competencias determinadas por el Ministerio de Educación.

Artículo 14 – Continuidad en los estudios. Los Auxiliares Superiores en Seguridad que adquieran estado policial podrán postularse para ingresar a la Tecnicatura Superior según el cupo existente y el orden de mérito obtenido.

De la Tecnicatura Superior en Seguridad

Artículo 15 – Objetivo. La Tecnicatura Superior en Seguridad tendrá como objetivo complementar la carrera de Auxiliar Superior en Seguridad con una formación para la dirección y administración institucional y de conducción de recursos humanos.

Artículo 16 – Ingreso. El ingreso se abrirá para los Auxiliares en Seguridad que revistan estado policial estrictamente de acuerdo a su orden de mérito hasta cubrir el cupo que se determinará en cada oportunidad. La reglamentación dispondrá la posibilidad de aceptación de estudiantes externos a la institución policial provincial en cupos muy limitados.

Artículo 17 – Duración. La Tecnicatura Superior tendrá una duración de 1 año.

Artículo 18 – Modalidad. Los estudiantes con estado policial admitidos para esta Tecnicatura cursarán su carrera bajo la modalidad de internado, proveyendo la Provincia alojamiento, sustento, vestimenta y el salario correspondiente.

Artículo 19 – Contenidos del Plan de Estudios. El Plan de Estudios incluirá, además de las materias específicas, una práctica profesional o servicio comunitario de seguridad fuera del Isep.

Artículo 20 – Campo de Acción. Los egresados que revisten estado policial integran la Planta de Personal Superior de la Policía.

De las Licenciaturas y Cursos

Artículo 21 – Licenciaturas. El Isep podrá formular convenios con Universidades Nacionales, Públicas o Privadas, o la Policía Federal Argentina, para el dictado de Licenciaturas en su ámbito con el objetivo de brindar especialización dentro de determinadas disciplinas relacionadas con la seguridad pública.

Artículo 22 – Cursos. En el ámbito del Isep se organizarán periódicamente actividades educativas bajo variadas modalidades (cursos, talleres, prácticas específicas, jornadas, seminarios) para continuar la educación del personal subalterno y actualización del personal superior.

Capitulo III

De las Autoridades del Instituto

Del Director General

Artículo 23 – Dirección. El Instituto estará a cargo de un Director General, quien será asistido por un Consejo Interinstitucional.

Artículo 24 – Requisitos. El Director del Isep deberá reunir los siguientes requisitos:

a) Ser argentino.

b) Tener un mínimo de dos años de residencia inmediata y efectiva en la provincia.

c) Poseer título universitario o ser graduado del Isep.

d) Tener experiencia comprobable en el área educativa.

e) Poseer conocimientos del régimen y la institución policial.


En el caso de postulantes con estado policial, previa a su designación como Director, el Poder Ejecutivo autorizará su desvinculación de la institución policial mientras dure su cargo.

Artículo 25 – Designación. El Director será designado por el Poder Ejecutivo con acuerdo de las Cámaras Legislativas, de una terna de nombres de candidatos propuestos por el Consejo Interinstitucional. En el decreto de designación se consignarán los datos relativos al Acuerdo Legislativo otorgado.

Artículo 26 – Modalidad de su accionar. El Director del Isep desempeñará sus funciones con criterios de razonabilidad, equidad y sujeción a la normativa vigente. No recibirá mandato imperativo de ningún integrante del Consejo, en forma individual, ni de cada una de las instituciones representadas.

Artículo 27 – Duración. La designación de Director será por el término de 6 años, pudiendo ser reelecto por un solo período consecutivo y por aplicación de lo dispuesto en el artículo 25.

Artículo 28 – Funciones. El Director del Isep tendrá a su cargo:

a) Su gobierno y administración.

b) La elaboración del proyecto de presupuesto anual.

c) La planificación, organización, desarrollo, supervisión y control de las actividades académicas.

d) La ejecución de todas las acciones tendientes a la aprobación de los Planes de Estudio y asignación de competencias.

e) La organización de la convocatoria y concursos de antecedentes y oposición para la selección de docentes y autoridades de las carreras.

f) La representación de la institución.

g) La elevación periódica al Consejo Interinstitucional para su aprobación del proyecto del presupuesto anual, de la memoria y balance anual y cuando haya alguna modificación de los Planes de Estudios.

h) La presentación de un informe anual de su gestión a la Legislatura.

i) La elaboración del Reglamento Interno de funcionamiento del Instituto

Artículo 29 – Remuneración. El cargo de Director es rentado con un ingreso igual al sueldo de Comisario General.

Artículo 30 – Cese. El Director cesará en su cargo por alguna de las siguientes causas:

a) Fallecimiento.

b) Renuncia.

c) Vencimiento del mandato.

d) Incapacidad sobreviniente.

e) Actuar con notoria negligencia, impericia o dolo en el cumplimiento de sus obligaciones y deberes.

f) Por haber sido condenado mediante sentencia firme por delito doloso.

g) Por haber incurrido en alguna de las situaciones de incompatibilidad prevista en esta ley.

Artículo 31 – Remoción. En los supuestos de los incisos d), e), f), y g) el cese del Director será dispuesto por el Poder Ejecutivo a instancia del Consejo Interinstitucional. No podrá ser removido sin causa.

Artículo 32 – Incompatibilidades. Es incompatible con el cargo de Director del Isep:

a) Mantener estado policial activo.

b) Ser empleado de la Nación, de la Provincia o de la Municipalidad. En el caso que el Director revista esas características deberá pedir licencia, la que durará mientras ejerza la dirección del Isep. Exceptúase de este inciso a quien ejerce la docencia.

c) Ejercer profesión liberal con vinculación a la policía de la Provincia.

d) Tener juicios pendientes como actor o como representante en contra de la Provincia

e) Estar inhabilitado para ejercer cargos públicos.

f) Haber sido condenado por delito doloso.

Del Consejo Interinstitucional

Artículo 33 – Constitución. El Consejo Interinstitucional está integrado por un representante del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, uno de la Jefatura de Policía de la Provincia, un senador, un diputado y un magistrado del Poder Judicial designado por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia. Uno de los legisladores, debe representar a la primera minoría parlamentaria.

Artículo 34 – Duración. Los miembros del Consejo durarán en sus funciones tres años, no pudiendo ser reelectos.

Artículo 35 – Funciones. El Consejo tendrá como funciones:

a) Establecer las políticas educativas del Instituto, incluyendo la apertura de ciclos cada año.

b) Determinar anualmente los cupos para cada ciclo en función de las necesidades y proyecciones realizadas.

c) Organizar la convocatoria y el concurso de antecedentes para la selección del Director.

d) Proponer una terna al Poder Ejecutivo para Director y su remoción en caso justificado.

e) Aprobar o rechazar los informes periódicos elevados por el Director.

f) Aprobar las reglamentaciones, regímenes de afectación para cursos, de becas y becarios.

g) Determinar el tipo de afectación que vinculará al cuerpo docente con el Isep.

h) Revisión y aprobación del Presupuesto anual y de la memoria y balance.

i) Seleccionar periódicamente a los evaluadores externos.

j) Analizar las evaluaciones externas y proceder según corresponda.

k) Establecer su propio reglamento de funcionamiento.


Por causas debidamente justificadas, el Consejo podrá modificar la duración de las carreras.

Artículo 36 – Evaluadores externos. La evaluación interna permanente del Isep se complementará con evaluaciones periódicas del resultado del proceso educativo a cargo de evaluadores externos de reconocida trayectoria designados por el Consejo Interinstitucional.

Capitulo IV

Del Ingreso a la Policia

Artículo 37 – Derógase el Capítulo I “Reclutamiento de Personal” del Título II “Carrera Policial” de la Ley Nº 6769 y modificatorias.

Artículo 38 – Derógase el Decreto 1805/78 “Reglamento del Régimen de Reclutamiento Policial”.

Artículo 39 – Cupos. El número de ingresantes a la Policía de la Provincia se determinará anualmente por el Poder Ejecutivo.

Artículo 40 – Requisitos. Son requisitos para el ingreso a la Policía de la Provincia.

a) Tener el título de Auxiliar Superior en Seguridad.

b) Haber sido seleccionado por orden de mérito.

c) Poseer condiciones de salud y aptitudes psico-físicas compatibles con el desempeño de las funciones correspondientes.

d) No haber sido condenado por delito doloso ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de las funciones públicas.

Artículo 41 – Escalafón. El ingreso a la Policía de la Provincia de Santa Fe se hará con el grado inferior del escalafón correspondiente al personal subalterno, conforme al anexo 2 de la Ley Nº 6769 y modificatorias.

Artículo 42 – Retribución especial. El título de Auxiliar en Seguridad conlleva una retribución adicional no inferior al 20% de su sueldo.

Artículo 43 – Personal subalterno. Quienes ingresen a la Policía y no continúen la Tecnicatura Superior conformarán el personal subalterno, los que se asignarán a los distintos cuerpos.

Artículo 44 – Personal Superior. Son requisitos para ingresar al escalafón de Personal Superior, además de tener estado policial, poseer el título de Técnico Superior en Seguridad.

Artículo 45 – Cuerpo Profesional, Técnico y de Bandas. La reglamentación determinará para cada especialidad los cursos de instrucción y/o nivelación al que asistirán los profesionales universitarios, técnicos y músicos que aspiren a ingresar a la Policía de la Provincia.

Capitulo V

Disposiciones Varias

Artículo 46 – Presupuesto. El Poder Ejecutivo establecerá dentro de la jurisdicción del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto una nueva cuenta presupuestaria que se denominará “Instituto de Seguridad Pública”, en donde se imputarán las erogaciones propias del Ente a crearse.

Artículo 47 – Deróganse de la Ley Nº 6769 y modificatorias, los siguientes artículos: 5º, 6º, 7º, 13, 18 segundo párrafo, 70 y 113.

Artículo 48 – Derógase el Decreto Nº 1027/91.

Artículo 49 – Modifícanse los artículos 23 inciso a), 51 y 122 de la Ley Nº 6769 y modificatorias, los que quedarán redactados de la siguiente manera:


“Artículo 23 – Superioridad por antigüedad es la que tiene un policía con respecto a otro del mismo grado, según el orden que establecen los apartados del presente artículo:

a)
Personal egresado de escuelas, cursos de reclutamiento y/o instituto que los reemplace:

1. Por la fecha de ascenso al grado último, y a igualdad de ésta, por la antigüedad en el grado anterior;

2. A igualdad de antigüedad en el grado anterior, por la correspondiente al grado inmediato anterior, y así sucesivamente hasta la antigüedad del egreso;

3. La antigüedad del egreso, será dada por la fecha del mismo, y a igualdad de ésta, por el orden de mérito de egreso. En caso de igualdad de ambas situaciones, se establece por la mayor edad de alguno de ellos.

b) Personal en actividad reclutado en otra fuente:

1. Por la fecha de ascenso al grado y a igualdad de ésta, por la antigüedad en el grado anterior;

2. A igualdad de antigüedad en el grado anterior, por las mismas circunstancias mencionadas en el inciso 2 del apartado anterior; y 

3. La antigüedad de alta en la Repartición, la de la fecha en que se produjo; a igualdad de ésta, el orden de mérito obtenido al ser dado de alta (en los casos de exámenes o concursos) y, a igualdad de ésta, la mayor edad”.


“Artículo 51 – La mera reconvención o amonestación por anormalidades reparables e intrascendentes, no constituye sanción disciplinaria, ni se anotará en el legajo personal del amonestado”.


“Artículo 122 – El personal superior y subalterno que fuera adscripto a organismos policiales nacionales, provinciales o de coordinación policial para realizar tareas docentes, pedagógicas y de capacitación u otros fines de igual naturaleza, revistarán en Servicio Efectivo en la Institución de origen. La realización de las actividades mencionadas precedentemente y las implícitas en tales conceptos, se considerarán actos propios del servicio policial.

La adscripción de dicho personal no excederá el término previsto para la finalización de la carrera o curso, salvo grave impedimento acreditado por el interesado en cuyo caso su prórroga deberá ser autorizada por el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto a propuesta de la Jefatura de Policía.

El personal policial adscripto por razones de estudio y mientras dure la misma y el que se encuentre cursando la Tecnicatura Superior en Seguridad, dependerán administrativa y funcionalmente del Isep”.

Capitulo VI

Disposiciones Transitorias

Artículo 50 – Personal con estado policial. El personal que revista estado policial hasta la fecha de graduación de la primer Promoción de Auxiliares Superiores en Seguridad podrá solicitar su incorporación a cualquiera de las carreras dictadas en el Instituto para lo cual el Consejo evaluará, en base a los conocimientos, la experiencia y antecedentes de cada aspirante, las equivalencias a conceder.

Artículo 51 – Modificación presupuestaria. Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar las modificaciones presupuestarias correspondientes a fin de proceder a la ejecución de lo dispuesto en la presente ley hasta tanto la partida sea incluida en el presupuesto.

Artículo 52 – Posesión del inmueble del Isep. A los efectos de lo dispuesto en el artículo 3º autorízase al Poder Ejecutivo a realizar con particulares, con las Fuerzas Armadas, con organismos nacionales y municipales todas las acciones tendientes a adquirir la posesión del inmueble, bajo cualquier título, facultándoselo especialmente a efectuar compra directa, locación, comodato, convenios y aceptar donaciones.

Artículo 53 – Planta de Personal. Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar traslados, adscripciones y cualquier tipo de modificación de la planta de personal no docente dependiente de la Dirección General de Institutos Policiales y las actuales Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López”, Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto”, y Centros de Instrucción en destino de las distintas Unidades Regionales a fin de dotar de recursos humanos al Isep. En todos los casos de cargos no docentes vacantes a cubrir en el Isep, se dará prioridad al personal civil de dichos establecimientos.

Artículo 54 – Cuerpo Docente. Cuando se realice el primer concurso para la selección de docentes se estará a lo dispuesto en el artículo 28 inciso e) de la presente ley. Para esta única oportunidad la reglamentación asignará un puntaje adicional a los antecedentes de los docentes de la Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López”, de la Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto” y de los Centros de Instrucción en Destino de las distintas Unidades Regionales que se encuentren en función al momento de la sanción de la presente ley.

Artículo 55 – Reglamentación. El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un término que no exceda los 90 días.

Artículo 56 – Constitución del Consejo Interinstitucional. Reglamentada la presente ley, se constituirá el Consejo Interinstitucional. en un plazo que no exceda los 30 días.

Artículo 57 – Director Organizador. El Consejo Interinstitucional elevará la terna para designar Director Organizador del Instituto dentro de los 60 días de constituido.

Artículo 58 – Duración del Director Organizador. El primer Director del Isep tendrá el carácter de Director Organizador, durando en sus funciones 3 años. Al término de ese período podrá concursar para acceder al cargo de Director ordinario.

Artículo 59 – Funcionamiento del Isep. Designado el Director Organizador, pondrá en funcionamiento el Isep en un plazo que no exceda los 90 días, pudiendo utilizar sede provisoria hasta tanto se cumplimente el artículo 52.

Artículo 60 – Implementación. El plazo para la implementación de la presente ley no podrá exceder los 12 meses, para lo cual el Poder Ejecutivo adoptará las medidas técnicas y administrativas necesarias, en lo que es de su competencia, que permitan la puesta en marcha y el funcionamiento del Isep. Hasta tanto se gradúe la primer Promoción de Auxiliares Superiores en Seguridad, los ingresos a la policía de la Provincia se regirán por la legislación vigente al momento de la sanción de esta ley.

Artículo 61 – Cursos en desarrollo. Los cursos y carreras en desarrollo en la Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López” y en la Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto”, hasta tanto se dé inicio al primer Ciclo Lectivo de la carrera de Auxiliar Superior en Seguridad, finalizarán de acuerdo a su planificación inicial.

Artículo 62 – Derogaciones. Derógase toda norma, decreto, reglamento y disposición que se oponga a lo establecido en la presente ley.

Artículo 63 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Cámara de Senadores, 23 de octubre de 2003.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


Quiero saber si el miembro informante de la mayoría va a hacer uso de la palabra.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Señor presidente: en el tratamiento en particular voy a hacer algunas observaciones y correcciones tipográficas en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Hoy tenemos a consideración un tema importante –importantísimo, diría yo– como es el tema de la seguridad pública como política de Estado. El año pasado, con la anterior composición legislativa, tuvimos la oportunidad de tratar la reforma parcial al Código de Procedimientos en materia penal de la Provincia de Santa Fe, en ese tránsito que hablamos hacia el juicio oral.


En aquella oportunidad, como miembro informante sostuve –y hoy lo vengo a ratificar– el tema de la autoridad policial, el accionar policial, es un tema de preocupación de todos los sectores sin excepción, y es un tema de preocupación de todos los días.


En aquella oportunidad sostuve lo que yo llamo medidas básicas para implementar la seguridad pública como política de Estado. Entonces, hablamos de la capacitación, jerarquización y, en su caso, designación del personal policial. Hablamos de remuneraciones acordes con la actividad policial caracterizada por el riesgo permanente. Dijimos y sostuvimos el saneamiento institucional de la Policía de la provincia de Santa Fe. Hablamos del parque automotor que necesitaba la Policía de la Provincia de Santa Fe, moderno y actualizado para hacer frente a la constante transformación del quehacer delictivo. Hablamos de la reforma de los códigos de procedimientos que estábamos tratando en esa oportunidad –Código de Procedimiento Penal y Ley Orgánica de Tribunales–. Finalmente, hablamos de la política penitenciaria y la instalación de nuevos institutos carcelarios y lo básico, el presupuesto y las modificaciones o adecuaciones necesarias para el desarrollo de esa política en materia de seguridad pública. Pero sí dejamos fijado el concepto de la seguridad pública como política de Estado.


¿Qué pasa con este proyecto que hoy tenemos en consideración, señor presidente? Esa breve introducción que hacía es porque, personalmente, creo que son los pilares sobre los cuales gira el desarrollo de la futura política en materia de seguridad pública.


Este tema (Expte. Nº 11.652-Senado) está originado en un proyecto del senador Depetris. En su momento se consideró en el Senado y luego el Poder Ejecutivo actual lo habilitó en extraordinarias e ingresó a la Comisión de Asuntos Constitucionales.


Nobleza obliga, señor presidente, quiero destacar en mayúsculas que nos hemos tomado el tiempo suficiente para llegar a un dictamen que es de amplia mayoría, casi unanimidad, con algunas disidencias parciales, pero fundamentalmente quiero destacar el trabajo de la comisión, de cada miembro de la comisión representando a los distintos sectores políticos preocupados por lo que decía, un tema que nos va a convocar todos los días, que es el tema del accionar policial en su relación a la seguridad pública.


Yendo al proyecto propiamente dicho –y voy a tratar de ser lo más gráfico posible– consta de seis capítulos. El capítulo 1 habla de la creación del Instituto de Seguridad Pública como persona de derecho público autárquica en la órbita del Ministerio de Gobierno. Es la creación del Isep.

Pero quiero destacar –y me voy a permitir leerlo–, señor presidente, porque así lo destacamos en la comisión, el artículo 2º, que creo que merece ser leído porque es el que fija los objetivos del Instituto de Seguridad Pública. Dice el artículo textualmente: “El Isep tendrá como objetivos la formación de recursos humanos en el área de seguridad, con especialización en la seguridad pública, por medio de carreras de nivel terciario y otras actividades educativas que a través de él se dicten en el marco integral de los derechos humanos, para la prevención del delito, la resolución pacífica de conflictos, la protección de la vida y la seguridad de los bienes de las personas; procurando un perfil de egresado en condiciones de desempeñarse en el trabajo interdisciplinario y multidisciplinario dentro de las instituciones, de desenvolverse con solvencia en distintos procedimientos judiciales, criminológicos y de investigación científica, con alto grado de formación en la especificidad profesional y con capacidad para asumir responsabilidades, discernir técnicamente de acuerdo a su rol, hacer uso de la fuerza y tomar decisiones en virtud de su rango y función dentro del respeto y aceptación de las jerarquías, con arreglo a la ética”.


Yo le aseguro, señor presidente, que después de la lectura del 2º artículo me doy por satisfecho con lo que ha sido el Isep, porque los miembros lo destacaron en la comisión –y yo me he permitido la lectura– porque creo que es la columna vertebral de lo que estamos considerando.


El capítulo 2º habla de las carreras –propiamente dichas– creadas, de los convenios eventuales con universidades nacionales, públicas o privadas, los planes de estudio, y crea la carrera de Auxiliar en Seguridad y Técnico Superior en Seguridad. La primera, con dos años de duración y la segunda, complementándola, con un año de duración. La primera, de formación y capacitación; la segunda, de perfeccionamiento en materia de dirección y conducción.


El capítulo 3º, señor presidente, refiere a las autoridades. Habla de un director general y de un consejo interinstitucional. Un director general complementado en su accionar, en todas sus atribuciones que establece la ley, por un consejo interinstitucional multipartidario plural integrado y que complementa el accionar con respecto al director general.


El capítulo 4º refiere al ingreso a la policía que, con el criterio que tuvimos en la comisión, reproducimos las condiciones de ingreso a la policía de un proyecto de ley –con respecto al personal de la policía– que está en consideración en este Cuerpo parlamentario; lo cual significa que, llegado el momento, puede ser compatibilizado o sustituido en algunas de sus disposiciones, pero a los efectos de evitar un vacío legal, plasmamos el ingreso a la policía de acuerdo al texto que está expresado en el proyecto.


Los capítulos 5º y 6º hablan de las disposiciones varias y disposiciones transitorias, que son las que refieren a la puesta en funcionamiento de la designación del director general, que al principio se llamará Director Organizador –posterior, digamos, a la reglamentación de la ley–; y fundamentalmente, la puesta en funcionamiento del Isep, para lo cual el Poder Ejecutivo tiene un plazo máximo de 12 meses.


Este esbozo general que hago, más allá del análisis profundo que hemos hecho en la comisión, artículo por artículo, me lleva, señor presidente, a una conclusión, –y esta creo que es la parte más importante–. Así como al principio decía que el artículo 2º merecía ser leído porque hablaba de los objetivos, y después analizaba en concreto el objetivo de la carrera de auxiliar y luego de técnico, me permite llegar a cuatro conclusiones válidas con respecto al proyecto en consideración. 


Hemos dado un paso muy importante hacia delante, hacia el futuro, en materia de seguridad pública y es por lo siguiente señor presidente: el ISEP es extra corpóreo, es un cuerpo extra corpóreo desde el punto de vista policial, o sea, fuera de la Policía; va a figurar como persona autárquica del Derecho Público en la órbita del Ministerio de Gobierno. Es un paso tremendamente importante por todos estos cuestionamientos que se han hecho reiteradamente en cuanto al funcionamiento de la autoridad policial y las jerarquías en forma corporativa.


Va a tener un director general de nivel académico. Los requisitos que se le exigen están plasmados en el proyecto y lo hemos visto en comisión, con nivel académico, lo cual significa que garantiza la mayor objetividad y la mayor idoneidad –de la que tanto hablamos– en el desempeño del cargo que le toca asumir.


El Consejo Interinstitucional, señor presidente, decía yo recién que era plural e interdisciplinario y fue materia de análisis profundo en la comisión. Tuvimos algunas dudas con respecto a la constitución, pero terminó integrado, como dice textualmente el artículo 31, con un representante del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, uno del Ministerio de Educación, uno de la Jefatura de Policía de la Provincia, un senador, un diputado y un magistrado del Poder Judicial designado por la Corte Suprema de Justicia.


Nobleza obliga, yo personalmente no estaba de acuerdo con la integración de un diputado y de un senador en un Cuerpo que está ajeno al Cuerpo Parlamentario pero por la votación en mayoría de la comisión, acepté las reglas del juego. De todas maneras, yo entiendo que el diputado y el senador tienen funciones específicas en el Parlamento e integrar un Cuerpo así me parecía que era un avance, por aquello que hablábamos hoy del respeto a los poderes. No obstante, acepté la decisión que tomó la comisión de mayoría.


El cuarto punto que quiero rescatar es la evaluación externa que van a hacer distintos actores como les llamo yo de trayectoria: catedráticos, universitarios y demás, quienes van a hacer una evaluación, una especie de auditoría del funcionamiento del ISEP; con lo cual estamos garantizando todas las condiciones de objetividad, apartándonos de aquel concepto –algunos dirán arcaico o conservador, tradicional– de que la Policía es una institución corporativa. Estamos rompiendo con ese molde. Yo creo que es un gran avance en materia de seguridad pública.


En este esbozo final termino, señor presidente, rescatando que en la comisión, en su momento, y más allá de la posición política de cada uno, que originó algunas disidencias parciales –si no me faya la memoria, de los diputados Lamberto y Liberati– el proyecto fue dictaminado por amplia mayoría, por consenso –por eso decía por casi unanimidad, salvo esas disidencias–, actuando a la altura de las circunstancias.


Entendimos que el tema de la Policía, o del accionar policial, no termina con esta norma, pero es un gran avance. Hoy hemos reformado un proyecto originado en la iniciativa de un senador, y diría que hemos hecho transformaciones profundas, muy profundas al proyecto, pero fundamentalmente llegamos a conclusiones válidas representativa de todos los sectores políticos. 


Espero que sea plasmado en ley y, obviamente, nos convoca a seguir en la tarea de verificación y control de lo que va a ser el ISEP en el futuro. Gracias, señor presidente.

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


Indudablemente que el tema de la inseguridad es uno de los problemas que más aqueja a la sociedad argentina y, por ende, a la sociedad santafesina.


A lo largo y a lo ancho del país vemos a diario la crónica de todos los días donde se refleja el incremento de la violencia y de la actividad delictiva. Son múltiples las causas que generan el incremento de la inseguridad en el país. Indudablemente, tal vez, las palmas se las lleve este modelo de exclusión que ha dejado a tantos argentinos marginados con imposibilidad de trabajar, de educarse, de curarse en salud y, como todos los problemas multicausales, en su génesis también requieren de un abordaje y una respuesta múltiple. Uno de los aspectos, indudablemente, a considerar es la mejora de nuestro sistema policial. Me estoy refiriendo ya concretamente al sistema policial de la Provincia de Santa Fe, no desconociendo que el mismo –al igual que las fuerzas de todo el país– son parte desde hace muchos años de un sistema represivo, que ha dado como resultado un aislamiento de la policía de la sociedad, un perfil militarizado y la pérdida de contacto con la ciudadanía.


Nosotros valoramos la preocupación por tratar de mejorar esta realidad, partiendo desde la misma formación de los cadetes en la escuela de policía; y creo que les consta a los miembros de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General que hemos hecho aportes humildemente para tratar de mejorar el proyecto que venía en revisión del Senado.


Pensamos que lo importante era reflejar, en el articulado, una definición del contenido formativo del personal policial de la Provincia de Santa Fe para encuadrarlo en un modelo constitucional que impone la realización acusatoria del proceso, ya que acción profesional de los futuros técnicos y auxiliares de policía son el primer eslabón dentro del proceso penal.


Venimos de una formación, de una lógica policial y de un sistema judicial en donde lo que prima es el sistema inquisitivo, aquel donde lo importante es conseguir la confesión y hacer hablar a las personas, y pensamos que lo importante que debe reflejar este proyecto de ley es este sistema de lógica policial y un sistema judicial acusatorio, donde quienes hablen fueran las cosas, donde la prioridad sea la investigación científica, donde se jerarquice el trabajo multidisciplinario e interinstitucional entre fiscales y policías. 


Venimos de una formación profesional en donde el cadete –ya desde el vamos, que después se transforma en policía–, está preparado para recibir órdenes y pensamos que debía estar reflejado en el articulado un nuevo cuadro policial que asumiera con responsabilidad los procedimientos, que supiera discernir técnicamente, que pudiera tomar decisiones en virtud del rango con respecto a la jerarquía institucional y dentro de un marco ético que tuviera autonomía y crítica hacia las situaciones que se le plantearan.


Pensábamos y seguimos pensando que una de las formas para mejorar esta situación, de terminar con este sistema inquisitivo y pasar a un sistema acusatorio, era abrir las puertas del instituto a la universidad. Es decir, que los estudiantes del instituto policial en lugar de asistir a clases en la escuela de policía, tuvieran que ir a clases –en todas aquellas materias que fueran dadas– a la misma universidad. Esto era una cosa de ida y vuelta, donde el estudiante estuviera al lado de pares que no van a ser policías viviendo una realidad diferente a la que se vive en la escuela y, a su vez, interactuando o interrelacionando con una población que, indudablemente, necesita amigarse con la policía. 


También creemos innecesario el sistema de internados. Todos sabemos lo que significa la disciplina del encierro, la situación de vulnerabilidad ante el orden de la institución y los microclimas y reglas explícitas e implícitas que existen dentro de las instituciones de encierro. Todos sabemos lo que son los currículum ocultos, esos códigos que no están escritos, que hacen a una autoridad diferente a la currícula oficial, a un orden diferente, a una obediencia diferente, a una jerarquía diferente, que persisten de por vida, que son los que han deformado, en gran medida a nuestra policía durante tantos años.


Por eso nosotros propiciábamos que, en lugar de internados, así como está previsto por parte del Estado Provincial una beca, que el agente o el cadete de policía tuviera una vida autónoma, que pudiera tranquilamente con ese mismo dinero alquilarse un departamento o una casa donde vivir y acudir a clases.


También somos fervientes defensores del tema de los concursos para cubrir los cargos dentro de todos los estamentos establecidos por este proyecto de ley.


Otro de los elementos que creemos necesario es la apertura al contralor de la sociedad civil y, en caso concreto, del Consejo Institucional.


Nosotros hubiésemos preferido que los legisladores no estén presentes, que estén presentes representantes de la Secretaría de Derechos Humanos, que estén presentes uno por cada uno de los municipios de primer grado de la Provincia de Santa Fe y un representante por cada una de las universidades de Santa Fe y Rosario. Esto también hacía a que la sociedad civil, a través de estas instituciones representativas, también tuvieran un contralor.


En definitiva, señor presidente, con estas consideraciones, nosotros, a pesar de que tenemos disidencias parciales, vamos a dar nuestro voto afirmativo en general y, cuando se traten los artículos en particular, vamos a hacer las propuestas que entendemos necesarias para reafirmar aún más esto que tal vez compartamos con todos y que está expresado –como bien lo decía el diputado Esquivel– en el artículo 2º. Gracias.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto de ley conforme al dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no hay oposición, se va a proceder a la votación por capítulos y se harán las observaciones de los artículos en los capítulos que corresponda.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Capítulo I.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Capítulo II.

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


La modificación que proponemos en el artículo 4º, en honor a esto que decíamos de la necesidad de que, a nuestro entender, los estudiantes de la Escuela de Policía vayan a la universidad, es no dejar la redacción en un “podrá formular”, sino cambiar el verbo por “formulará”. Es decir, quedaría: “El Poder Ejecutivo formulará convenios…”.


Esta es la propuesta que hacemos: cambiar el verbo en el artículo 4º. En lugar de “podrá formular” –y dejarlo en un potencial– decir “formulará convenios con Universidades…”; y todo lo que sigue es igual.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Vamos a mantener la redacción. En oportunidad del tratamiento en la comisión consideramos que el imperativo formulará lo dejamos abierto con el podrá formular, o sea que puede estar dentro de las posibilidades.

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


Para terminar con el Capítulo II, en el artículo 10º proponemos que diga, en concordancia con lo que manifestábamos sobre las instituciones de encierro: “Los estudiantes admitidos para esta carrera cursarán sus estudios en forma autónoma y no institucionalizada…”.


Para terminar con este Capítulo, en el artículo 12º, proponemos que se agregue al final: “La inserción en prácticas comunitarias se garantizará desde el primer año con una modalidad acorde a la situación de estudiantes sin estado policial.”

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Con respecto al artículo 13º. Como bien informara el diputado Esquivel, y en cierta forma ratifica el análisis que hace el diputado Bonfatti, todos hicimos algunas sugerencias que, en definitiva, terminaron resolviéndose por consenso.


En el artículo 13º, les consta a los integrantes de la comisión, mi objeción central es habilitar el ámbito privado a quien reciba el título de técnico o licenciado. Pero ha quedado una especie de compromiso y a esto es a lo que yo me quiero referir. Es cierto que lo que busca este proyecto es la excelencia en la capacitación del personal y la demanda mayor o el objetivo mayor de este instituto es proveer de personal capacitado a las fuerza de seguridad de la Provincia.


Obviamente, que van a existir problemas de cupo, no tanto desde el punto de vista de quienes pueden capacitarse sino de quienes pueden integrar, es decir, con la capacitación integral. Y lo que quería reflejar en este momento, es una especie de compromiso de que las incumbencias que va a tener que plantear el Ministerio de Educación, aunque ya no son un problema de función legislativa, tienen que ver con una cuestión todavía no solucionada definitivamente, que son los sistemas de seguridad privados.


Entonces, debemos ver bien esto porque sino vamos a tener títulos con una incumbencia resuelta ahora acá y que después la vamos a tener que ver por vía de reglamentación.


No hago objeciones al artículo, pero sí me interesaba señalarlo porque este es un tema que tuvo que ver con el alcance del Instituto que está contemplado en este capítulo. 

Quería dejar simplemente esa constancia. Lo acompaño, pero creo que esto va a obligar –tanto en la discusión de las incumbencias como en la reglamentación de las denominadas fuerzas de seguridad privada, que son numerosísimas en la provincia– a determinar sobre este tipo de título de nivel profesional, el tipo de habilitación que en el marco de la Provincia de Santa Fe va a tener por reglamentación.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Nos mantenemos en el artículo y en el dictamen en general.


Quiero hacer una salvedad con respecto al artículo 9, referido a la duración. Quedaría redactado así: “La carrera de Auxiliar en Seguridad tendrá una duración mínima de dos (2) años.” Se omitió la palabra “mínima” en el dictamen. En el artículo 17 también habla de una duración “mínima”, en ese caso, de un año para la otra carrera.


En el artículo siguiente, el 10, hay que suprimir una palabra que se escapó, donde dice “…para el correcto desenvolvimiento del ISEP y de quienes cursen…”. Hay que suprimir la palabra “que”, que está demás. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el Capítulo II, desde los artículos 2º al 20, inclusive, con las modificaciones introducidas por el diputado Esquivel a los artículos 9º y 10.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Capítulo III.

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


En el artículo 22, en el punto 3 dice, para ser director: “poseer título universitario o ser graduado del ISEP”. Un auxiliar es un graduado del ISEP y no creo que tenga grado jerárquico como para poder ser director, porque no tiene mando. Considero que debería decir: “poseer título universitario o ser graduado del ISEP con el título de Técnico Superior en Seguridad Pública”.


No puede ser un auxiliar y estar formando técnicos, algo que es superior a él, y ser director de esa institución.

Y en el artículo 26, inciso e), dice: “Ejecutar todas las acciones tendientes a la aprobación de los planes de estudios y la asignación de competencias”. Nuestra propuesta es agregar: “sujetas a lo estipulado en el artículo 5º de esta ley”. O sea, que él podrá hacerlo siempre acorde al Poder Ejecutivo, por intermedio de los ministerios de Educación y de Gobierno, Justicia y Culto que son los que aprueban los planes de estudio y asignan las competencias. Es un agregado que, simplemente, refuerza la función del director sujeto al artículo 5º.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Vuelvo sobre el artículo 22. La sugerencia que hace el diputado Bonfatti en el inciso 3) es: “poseer título universitario o ser graduado del Isep, con el título de Técnico Superior en Seguridad”, en Seguridad Pública no.

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Perfecto, es verdad.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Así es el título. Con respecto a la otra observación del artículo 26, inciso e) que remite al artículo 5º, yo entiendo que originalmente estaba. No sé si en la Comisión lo suprimimos porque se entendía que estaba en el artículo 5º, pero no hay problema para la remisión. No sé cómo quedaría redactado.

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Cuando dice: “…asignación de competencias” se debe agregar “sujetas a lo estipulado en el artículo 5º de esta ley”.


Y para finalizar con el capítulo, señor presidente, en el artículo 31, conforme con el criterio de la necesidad de que la sociedad civil tenga una representación y un acercamiento mayor a la institución, nosotros planteamos que la integración sea con un representante de la Secretaría de Estado de Derechos Humanos, un representante de la Universidad Nacional de Rosario y de la Universidad Nacional del Litoral, y un representante de cada uno de los municipios de primer grado. Agregar a lo que existe.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Ese artículo fue discutido en particular en la comisión y quedó así. Inclusive, en el momento de la exposición yo hice la salvedad de que no estaba de acuerdo con la inserción de los dos legisladores, pero fue considerado por mayoría así y así quedó.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– La propuesta de agregado al artículo 26, formulada por el señor diputado Bonfatti, ¿fue aceptada?

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Sí, señor presidente.

Quiero hacer una salvedad tipográfica. En el artículo 25 que habla de la duración del mandato del director general, hay una “s” que está de más. Debe decir: “El nombramiento del Director será por el término de 5 años, pudiendo ser designado…”, no en plural, como está expresado allí.


Hay que suprimir la “s”, señor presidente, es singular: “…pudiendo ser designado…”.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el Capítulo III con las modificaciones introducidas en los artículos 22, punto 3; 25, con la supresión de la “s”; 26, con el agregado en el inciso e).

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Capítulo IV, del artículo 35 al 41, inclusive.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Capítulo V, del artículo 42 al 44, inclusive.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


En el artículo 44, al inicio, debe decir: “Modifícanse los artículos 23, 51 y 122 de la Ley 6769”. Es en plural. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el Capítulo V con la modificación introducida por el señor diputado Esquivel.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el Capítulo VI, del artículo 45 al 58.

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Pido la palabra.


Nosotros en el artículo 47 no estamos de acuerdo en facultar al Poder Ejecutivo a compra directa. Proponemos la supresión de la palabra “directa”. Creemos que se debe licitar, no dar la potestad al Ejecutivo a que haga compras directas.


Y en el artículo 52, proponemos que diga: “El Consejo Interinstitucional llamará a concurso para la selección de Director Organizador …”; y no que el Consejo Interinstitucional elevará una terna para designar Director Organizador.


Creemos que debe ser por concurso, llamado por el Consejo Interinstitucional.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– ¿Se acepta?

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– De todas maneras, el mecanismo base para la designación, según el artículo 23, habla del concurso de oposición, cuando dice: “Designación: El Director será designado por el Poder Ejecutivo, de una terna de nombres de candidatos propuesto por el Consejo Interinstitucional, surgidos de un concurso público de oposición y antecedentes y conforme el orden de mérito resultante de la evaluación….”

¿Usted, señor diputado Bonfatti, lo que propone es que el primer director sea…?

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– También por concurso.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Yo creo que la diferencia conceptual que hay es que el primero es el organizador, por eso se lo llama así, y dejamos el mecanismo del concurso para las sucesivas designaciones de director general. Acá, al primer organizador creo que hay que darle alguna flexibilidad en la designación. Lo mantenemos como está, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Entonces, ¿la propuesta para el artículo 47 se acepta y para el artículo 52 no?

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– El 52 queda como está y el 47 queda como está.

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– ¿Compra directa? Estamos en compra directa. Si transparentamos la…

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– De todas maneras, yo quiero recordar algo, en la comisión lo único que se planteó con respecto a este artículo, fue una observación que hizo el diputado Lamberto y fue incorporado, el último agregado que dice “debiendo mantenerse la sede de Santa Fe y Rosario”. La compra directa no me acuerdo si fue debatido en la comisión…

SR. BONFATTI EÍ "PS BONFATTI, Antonio" .– Sí, fue una propuesta cuando yo estuve, ¿recuerda, diputado Esquivel?, en varias reuniones de la comisión y había llevado esta propuesta.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Sí, recuerdo.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.

Señor presidente, me parece que sostener una compra directa en general puede ser en contra de las disposiciones vigentes, ¿no?

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Puede ser, como alternativa, “compra directa con conocimiento de la Legislatura”. 

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Se convierte en una regla general una disposición que está en contra de la ley vigente que, eventualmente, si hubiera alguna necesidad, se podrá pedir una excepción en particular, pero no puede quedar una ley, como regla general, porque si no estaríamos violando todas las reglas vigentes en materia de contrataciones.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Señor presidente, le pido un cuarto intermedio de cinco minutos en las bancas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de cuarto intermedio.

–
Resulta aprobado.

–
El Cuerpo pasa a cuarto intermedio desde las 23 y 30 hasta las 23 y 43.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se reanuda la sesión. Se encuentra en discusión el artículo 47.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Solicito que se lea por Secretaría Parlamentaria como ha quedado redactado el artículo 47.

SR. SECRETARIO (Corach).– “Artículo 47: Posesión de los inmuebles del ISEP: Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar con particulares, con las Fuerzas Armadas, con organismos nacionales y municipales todas las acciones tendientes a obtener la posesión de los inmuebles bajo cualquier título, facultándoselo especialmente a efectuar compra, locación, comodato, convenios y aceptar donaciones, conforme la normativa vigente debiendo mantenerse las sedes de Santa Fe y Rosario”.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– ¿Es la única modificación consensuada para el Capítulo VI?

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Señor presidente, no estoy conforme por lo siguiente: uno tiene que aclarar, si es una persona de derecho público, si la contratación puede ser en el marco de la Ley de Contabilidad o en el marco del Código Civil. Si eso no se especifica, uno lo tiene que determinar. Nos parece que si es una empresa de derecho público y la característica de la que se trata, tiene que ser en el marco de la Ley de Contabilidad. Se establece en qué forma se contrata, por qué montos, las características de las contrataciones y, eventualmente, si se contrata con el Estado, con entidades públicas si lo puede hacer en forma directa; pero si no se lo aclara y dice en el marco de la legislación vigente, no se determina si la contratación es en el marco del derecho privado o en el marco del derecho público, es sustancial la diferencia.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pido la palabra.


Está en tratamiento el futuro de la Ley de Contabilidad, porque se está legislando sobre lo que se llama la Ley de Administración Financiera. Si se pone Ley de Contabilidad, después va a decir que no comprende la Ley de Administración Financiera. Cuando habla de las normas vigentes, habla de las normas que están vigentes, que están en el marco en que el Estado actúa, o sea, el derecho privado o el derecho público.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Lo que pido es que se haga la siguiente aclaración: “las normas vigentes para las contrataciones públicas”. Es sustancial que uno defina la naturaleza jurídica, al margen que después se modifique la Ley de Contabilidad, lo concreto es que uno está definiendo una contratación pública que tiene sus reglas.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– El Estado, cuando compra, ¿en qué carácter lo hace?

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Creo que sería mucho más claro que dijera que las contrataciones se hagan de acuerdo con las legislaciones vigentes para las compras de personas públicas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– ¿Diputado Esquivel mantiene el texto leído por Secretaría?

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Es cierto lo que dice el diputado Kilibarda. En este momento está en consideración la Ley de Administración y Control y probablemente después vamos a tener que volver sobre la marcha y modificarlo nuevamente. Buscamos una fórmula general que sea abarcativa de los supuestos desde el punto de vista del Estado o, en particular, de las Fuerzas Armadas. Nos pareció que esta fórmula general abarcaba los supuestos que se pueden dar.


¿Cuál es la que propone el señor diputado Lamberto?

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Se propone: “las normas vigentes para las personas de derecho público”.

SR. DALLA FONTANA EÍ "PJ DALLA FONTANA, Ariel" .– Para nosotros no le pone nada, pero como no le quita, no hay problemas.

Risas en el recinto.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por favor, tengan a bien aclarar la moción.

SR. DALLA FONTANA EÍ "PJ DALLA FONTANA, Ariel" .– Si no altera el espíritu de lo que la redacción quiere decir y estamos de acuerdo en que el Estado no puede comprar en forma directa y el diputado Lamberto queda satisfecho si ponemos “la normativa vigente en el marco de las contrataciones de derecho público”, ese agregado aunque no haga falta no altera el espíritu de la norma, por lo tanto, no habría ningún problema en que se agregue.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– ¿Se acepta, entonces, el agregado del diputado Lamberto?


Por Secretaría se dará lectura a la parte pertinente a efectos de evitar confusión.

SR. SECRETARIO (Corach).– “Posesión de los inmuebles del Isep. Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar con particulares, con las Fuerzas Armadas, con organismos nacionales y municipales todas las acciones tendientes a obtener la posesión de los inmuebles bajo cualquier título facultándoselo especialmente a efectuar compra, locación, comodato, convenios y aceptar donaciones, conforme la normativa vigente en el marco de las contrataciones de derecho público, debiendo mantenerse la sedes de Santa Fe y Rosario.”

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el Capítulo VI con las modificaciones introducidas en el artículo 47, conforme fueron leídas por Secretaría.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Este proyecto se aprueba con modificaciones y vuelve al Senado, con el siguiente texto:

 EÍ "zlExpte. N° 11.652 – Senado: Instituto de Seguridad Pública (Isep)\: creación" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

CAPITULO I

DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD PUBLICA

Artículo 1º.- Creación. Créase el Instituto de Seguridad Pública (Isep) como persona de derecho público autárquica en la órbita del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto de la Provincia de Santa Fe, el que reemplazará a la Dirección General de Institutos Policiales y las actuales Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López”, Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto” y centros de instrucción en destino de las distintas unidades regionales.

Artículo 2º.- Objetivos. El Isep tendrá como objetivos la formación de recursos humanos en el área de seguridad con especialización en la seguridad pública, por medio de carreras de nivel terciario y otras actividades educativas que a través de él se dicten en el marco integral de los derechos humanos, para la prevención del delito, la resolución pacífica de conflictos, la protección de la vida y la seguridad de los bienes de las personas; procurando un perfil del egresado en condiciones de desempeñarse en el trabajo interdisciplinario y multidisciplinario dentro de las instituciones; de desenvolverse con solvencia en distintos procedimientos judiciales, criminológicos y de investigación científica; con alto grado de formación en la especificidad profesional y con capacidad para asumir responsabilidades, discernir técnicamente de acuerdo a su rol, hacer uso de la fuerza y tomar decisiones en virtud a su rango y función, dentro del respeto y aceptación de las jerarquías, con arreglo a la ética.

CAPITULO II

DE LAS CARRERAS, LICENCIATURAS Y CURSOS

Artículo 3º.- Carreras. Créanse en el ámbito del Isep las carreras terciarias de Auxiliar en Seguridad y de Técnico Superior en Seguridad. Los títulos respectivos serán otorgados, aprobados que sean los exámenes que se establezcan, sin que sea posible la promoción automática por la sola circunstancia del cursado.

Artículo 4º.- Del cursado de las carreras. El Poder Ejecutivo podrá formular convenios con Universidades Nacionales Públicas para el cursado, con carácter de regular de los alumnos, de aquellas asignaturas del plan de estudios que fuere posible, dentro de la estructura actual de las diferentes facultades y escuelas del sistema de enseñanza superior. Para ello deberá disponer de los recursos presupuestarios que esto amerite. 

Artículo 5.- Intervención de los Ministerios de Educación y de Gobierno, Justicia y Culto. El Poder Ejecutivo por intermedio de los Ministerios de Educación y de Gobierno, Justicia y Culto, aprobará los planes de estudio y asignará las competencias a los títulos de Auxiliar en Seguridad y Técnico Superior en Seguridad. 
De la carrera de Auxiliar en Seguridad

Artículo 6º.- Objetivo. La carrera de Auxiliar Superior en Seguridad tendrá como objetivo brindar la capacitación adecuada para el desempeño de los agentes de seguridad en la prevención de los delitos, la protección de la vida y de los bienes de las personas, el respeto integral a los derechos humanos y la implementación de medidas correctivas dentro del marco jurídico vigente.

Artículo 7º.- Ingreso. El ingreso a la carrera de Auxiliar en Seguridad garantizará los principios de objetividad, igualdad de oportunidades, mérito y capacidad, a través del procedimiento de oposición libre, previa superación de las pruebas selectivas de la convocatoria y el cupo disponible, conforme lo establezca la reglamentación. Anualmente el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto confeccionará un estudio sobre las necesidades de la fuerza y la proyección de incorporación de efectivos, en base al cual se determinarán los cupos de ingreso.

Artículo 8º.- Requisitos. Son requisitos para el ingreso:

a) ser argentino, nativo o por opción;

b) tener título secundario y/o polimodal completo;

c) poseer condiciones de salud y aptitudes psicofísicas compatibles con el desempeño de las funciones correspondientes;

d) no haber sido condenado por la justicia nacional o provincial, por delitos o contravenciones, haya o no cumplido la pena impuesta;

e) no encontrarse procesado por la justicia nacional o provincial, hasta que obtenga sobreseimiento definitivo o absolución, con aclaración cuando la ley lo contemple, que el proceso no afecta su buen nombre y honor;

Para el ingreso se dará prioridad a los aspirantes con residencia inmediata y efectiva de dos años como mínimo en la provincia de Santa Fe.

Artículo 9º.- Duración. La carrera de Auxiliar en Seguridad tendrá una duración mínima de dos (2) años.

Artículo 10.- Modalidad. Los estudiantes admitidos para esta carrera cursarán sus estudios bajo la modalidad que conforme los planes de estudio sea conveniente según su etapa. La provincia proveerá lo necesario para el correcto desenvolvimiento del Isep y de quienes cursen las carreras que en él se dicten. Asimismo dispondrá de un sistema de becas cuyo régimen y monto será determinado por el Consejo Interinstitucional en función de los recursos económicos disponibles.

Artículo 11.- Estado. Los alumnos de la Carrera de Auxiliar en Seguridad no tienen estado policial, salvo los casos establecidos en el artículo 45.

Artículo 12.- Contenidos del plan de estudios. El Plan de Estudios incluirá contenidos de tipo teórico y práctico para que los estudiantes logren una formación integral adquiriendo conocimientos, habilidades, aptitudes y actitudes valorativas, con arreglo a los objetivos establecidos en el artículo 2º.

Artículo 13.- Campo de acción. El título de Auxiliar en Seguridad habilita al graduado a:

a) postularse para el ingreso al cuerpo policial según el orden de mérito y el cupo que se establezca, y 

b) trabajar en el ámbito privado según las competencias determinadas por los Ministerios de Educación y de Gobierno, Justicia y Culto, conforme el artículo 5°. Las competencias que se fijen deberán tener congruencia con la regulación prevista en otras leyes y disposiciones en materia de seguridad. 

Artículo 14.- Continuidad en los estudios. Los Auxiliares en Seguridad que adquieran estado policial podrán ingresar a la carrera de Técnico Superior en Seguridad según el cupo existente y el orden de mérito obtenido.

De la carrera de Técnico Superior en Seguridad

Artículo 15.- Objetivo. La carrera de Técnico Superior en Seguridad tendrá como objetivo la especialización de la carrera de Auxiliar Superior en Seguridad con una formación para la dirección y administración institucional y de conducción de recursos humanos.

Artículo 16.- Ingreso. El ingreso a la Carrera de Técnico Superior en Seguridad se abrirá para los Auxiliares en Seguridad que revistan estado policial estrictamente de acuerdo a su orden de mérito hasta cubrir el cupo que se determinará en cada oportunidad. La reglamentación dispondrá la posibilidad de aceptación de estudiantes externos a la institución policial provincial en cupos limitados, siempre que acrediten el nivel académico exigido en la misma y los requisitos pertinentes del artículo 8°.

Artículo 17.- Duración. La Carrera de Técnico Superior en Seguridad tendrá una duración mínima de un (1) año.

Artículo 18.- Contenidos del plan de estudios. El Plan de Estudios incluirá, además de las materias específicas, una práctica profesional o servicio comunitario de seguridad fuera del ISEP, todo conforme los objetivos enunciados en el art. 2º.

De las Licenciaturas y Cursos

Artículo 19.- Licenciaturas. El Isep está facultado a celebrar convenios con universidades nacionales, públicas o privadas, o fuerzas de seguridad nacionales para su implementación.

Artículo 20.- Cursos. En el ámbito del Isep se organizarán periódicamente actividades educativas bajo variadas modalidades para continuar la educación y actualización del personal policial.

CAPITULO III

DE LAS AUTORIDADES DEL INSTITUTO

Del Director General

Artículo 21.- Dirección. El Instituto estará a cargo de un director general, quien será asistido por un Consejo Interinstitucional.

Artículo 22.- Requisitos. El Director del Isep deberá reunir los siguientes requisitos:

1) ser argentino;

2) tener un mínimo de dos (2) años de residencia inmediata y efectiva en la provincia;

3) poseer título universitario o ser graduado del Isep con el título de Técnico Superior en Seguridad;

4) tener experiencia comprobable en el área educativa;

5) poseer conocimientos del régimen y la institución policial;

En el caso de postulantes con estado policial, previa a su designación como director, el Poder Ejecutivo le otorgará licencia sin goce de sueldo mientras dure en sus funciones.

Artículo 23.- Designación. El Director será designado por el Poder Ejecutivo, de una terna de nombres de candidatos propuestos por el Consejo Interinstitucional, surgidos de un concurso público de oposición y antecedentes y conforme el orden de mérito resultante de la evaluación. El Consejo Interinstitucional elaborará la propuesta de evaluación de antecedentes y de la modalidad de oposición, la que deberá ser aprobada por el Poder Ejecutivo.

Artículo 24.- Modalidad de su accionar. El Director del Isep desempeñará sus funciones con criterios de razonabilidad, equidad y sujeción a la normativa vigente. No recibirá mandato imperativo de ningún integrante del Consejo, en forma individual, ni de cada una de las instituciones representadas. 

Artículo 25.- Duración. El nombramiento de director será por el término de 5 años, pudiendo ser designado por otro periodo consecutivo, mediante el procedimiento dispuesto en el artículo 23.

Artículo 26.- Funciones. El Director del Isep tendrá a su cargo:

a) su gobierno y administración;

b) representar a la institución;

c) elaborar el proyecto de presupuesto anual, la memoria y balance, lo que será presentado al Consejo Interinstitucional para su aprobación;

d) planificar, organizar, desarrollar, supervisar y controlar las actividades académicas;

e) ejecutar todas las acciones tendientes a la aprobación de los planes de estudio y la asignación de competencias sujetas a lo estipulado en el artículo 5º de esta ley;

f) proponer modificaciones a los planes de estudio;

g) organizar la convocatoria y concursos de antecedentes y oposición para la selección de docentes y autoridades de las carreras;

h) presentar un informe anual de su gestión a la Legislatura;

i) elaborar el reglamento interno de funcionamiento del instituto.

Artículo 27.- Remuneración. El Director percibirá por su función un sueldo igual al de comisario general o su equivalente en las normas que eventualmente en el futuro se dicten.

Artículo 28.- Cese. El Director cesará en su cargo por alguna de las siguientes causas:

a.- fallecimiento;

b.- renuncia;

c.- vencimiento del mandato

Artículo 29.- Remoción. El Director podrá ser removido en sus funciones por las siguientes causas:

a.- incapacidad sobreviniente;

b.- actuar con notoria negligencia, impericia, imprudencia, inobservancia de los reglamentos o dolo en el cumplimiento de sus obligaciones y deberes;

c.- por haber sido condenado mediante sentencia firme por delito doloso;

d.- por haber incurrido en alguna de las situaciones de incompatibilidad prevista en esta ley.

En los supuestos enunciados la remoción del director será dispuesta por el Poder Ejecutivo a instancia del Consejo Interinstitucional. No podrá ser removido sin causa y sin sumario previo, debiendo garantizarse el debido proceso.

Artículo 30.- Incompatibilidades. Es incompatible con el cargo de director del Isep:

a.- ser empleado o funcionario nacional, provincial, municipal o comunal. En el caso en que el director revista esas características deberá pedir licencia, la que durará mientras ejerza la dirección del Isep.

b.- ejercer profesión liberal con vinculación con la Provincia o tener relaciones de negocios con la misma o administrar, asesorar, dirigir, patrocinar o representar a personas físicas o jurídicas o sociedades –excepto las por acciones– que tengan relaciones de negocios con la provincia;

c.- tener juicios como actor o representante en contra de la provincia;

d.- haber sido condenado por la justicia nacional o provincial, por delitos o contravenciones, haya o no cumplido la pena impuesta;

e.- encontrarse procesado por la Justicia Nacional o Provincial, hasta que obtenga sobreseimiento definitivo o absolución, con aclaración, cuando el régimen legal lo prevé, que el proceso no afecta su buen nombre y honor;

Del Consejo Interinstitucional

Artículo 31.- Constitución. El Consejo Interinstitucional está integrado por un (1) representante del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto; uno (1) del Ministerio de Educación; uno (1) de la Jefatura de Policía de la Provincia, un (1) Senador, un (1) Diputado y un (1) Magistrado del Poder Judicial designado por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia. Uno de los legisladores, debe representar a la primera minoría parlamentaria.

Artículo 32.- Duración. Los miembros del Consejo durarán en sus funciones tres (3) años, no pudiendo ser designados por otro período.

Artículo 33.- Funciones. El Consejo tendrá como funciones:

a.- Establecer las políticas educativas del Instituto, incluyendo la apertura de ciclos cada año, conforme lo establecido en el artículo 5°.

b.- Determinar anualmente los cupos para cada ciclo en función de las necesidades y proyecciones realizadas, teniendo en cuenta el informe elaborado conforme el artículo 7°.

c.- Organizar la convocatoria y el concurso de antecedentes para la selección del director.

d.- Proponer una terna al Poder Ejecutivo para director y su remoción en caso justificado.

e.- Aprobar o rechazar los informes periódicos elevados por el director.

f.- Aprobar las reglamentaciones, regímenes de cursos, becas y becarios.

g.- Determinar el cuerpo docente y el tipo de relación que vinculará al cuerpo docente con el Isep, conforme las normas aplicables vigentes.

h.- Revisar y aprobar el presupuesto anual, memoria y balance.

i.- Seleccionar periódicamente a los evaluadores externos.

j.- Analizar las evaluaciones externas y proceder según corresponda.

k.- Establecer su propio reglamento de funcionamiento.

Artículo 34.- Evaluadores externos. La evaluación interna permanente del Isep se complementará con evaluaciones periódicas del resultado del proceso educativo a cargo de evaluadores externos de reconocida trayectoria designados por el Consejo Interinstitucional. Se tendrá especial consideración en otorgar participación a universidades, colegios profesionales, académicos, organizaciones de defensa de los derechos humanos de reconocida trayectoria, representantes de los municipios y comunas.

CAPITULO IV

DEL INGRESO A LA POLICIA

Artículo 35.- Derógase el Capítulo I “Reclutamiento de Personal” del Título II “Carrera Policial” de la Ley No. 6769 y modificatorias.

Artículo 36.- Cupos. El número de ingresantes a la Policía de la Provincia se determina anualmente por el Poder Ejecutivo.

Artículo 37.- Requisitos. Son requisitos para el ingreso a la Policía de la Provincia:

a) tener el título de Auxiliar Superior en Seguridad. 

b) ser argentino, nativo o por opción;

c) haber sido seleccionado por orden de mérito;

d) tener título secundario y/o polimodal completo;

e) poseer condiciones de salud y aptitudes psicofísicas compatibles con el desempeño de las funciones correspondientes;

f) no registrar antecedentes judiciales desfavorables;

g) reunir antecedentes que acrediten su moralidad y buenas costumbres;

h) no haber sido destituido, cesanteado o exonerado de empleo público;

i) no haber sido condenado por la justicia nacional o provincial, por delitos o contravenciones, haya o no cumplido la pena impuesta;

j) no encontrarse procesado por la justicia nacional o provincial, hasta que obtenga sobreseimiento definitivo o absolución, con aclaración cuando la ley lo contemple, que el proceso no afecta su buen nombre y honor;

Para el ingreso se dará prioridad a los aspirantes con residencia inmediata y efectiva de dos años como mínimo en la provincia de Santa Fe.

Artículo 38.- Escalafón. El ingreso a la Policía de la Provincia de Santa Fe se hará con el grado inferior del escalafón correspondiente.

Artículo 39.- Retribución especial. El título de Auxiliar en Seguridad conlleva una retribución adicional no inferior al 20 % de su sueldo.

Artículo 40.- Personal Superior. Son requisitos para ingresar al escalafón de personal superior, además de tener estado policial, poseer el título de Técnico Superior en Seguridad.

Artículo 41.- Cuerpo Profesional, Técnico y de Bandas. La reglamentación determinará para cada especialidad los cursos de instrucción y/o nivelación al que asistirán los profesionales universitarios, técnicos y músicos que aspiren a ingresar a la Policía de la Provincia.

CAPITULO V

DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 42.- Presupuesto. El Poder Ejecutivo establecerá dentro de la jurisdicción del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto una nueva cuenta presupuestaria que se denominará “Instituto de Seguridad Pública”, en donde se consignarán los recursos del ente que por esta ley se crea.

Artículo 43.- Deróganse de la Ley Nro. 6769 y modificatorias, los siguientes artículos: 5º, 6º, 7º, 13, 18 segundo párrafo, 70 y 113.

Artículo 44.- Modifícanse los artículos 23, 51 y 122 de la Ley Nro. 6769 y modificatorias, los que quedarán redactados de la siguiente manera:

“Artículo 23: Superioridad por antigüedad es la que tiene un policía con respecto a otro del mismo grado, según el orden que establecen los apartados del presente artículo:

a) Personal egresado de escuelas, cursos de reclutamiento o instituto que los reemplace:

1.- Por la fecha de ascenso al grado último y a igualdad de ésta, por la antigüedad en el grado anterior;

2.- A igualdad de antigüedad en el grado anterior, por la correspondiente al grado inmediato anterior y así sucesivamente hasta la antigüedad del egreso;

3.- La antigüedad del egreso, será dada por la fecha del mismo, y a igualdad de ésta, por el orden de mérito de egreso. En caso de igualdad de ambas situaciones, se establece por la mayor edad de alguno de ellos. 

b) Personal en actividad reclutado en otra fuente:

1. – Por la fecha de ascenso al grado y a igualdad de ésta, por la antigüedad en el grado anterior;

2.- A igualdad de antigüedad en el grado anterior, por las mismas circunstancias mencionadas en el inciso 2 del apartado anterior y

3.- La antigüedad de alta en la repartición la de la fecha en que se produjo; a igualdad de ésta, el orden de mérito obtenido al ser dado de alta (en los casos de exámenes o concursos) y, a igualdad de ésta, la mayor edad”.

“Artículo 51: La mera reconvención o amonestación por anormalidades reparables e intrascendentes, no constituye sanción disciplinaria, ni se anotará en el legajo personal del amonestado”.

“Artículo 122: El personal superior y subalterno que fuera adscripto a organismos policiales nacionales, provinciales o de coordinación policial para realizar tareas docentes, pedagógicas y de capacitación u otros fines de igual naturaleza, revistarán en servicio efectivo en la institución de origen. La realización de las actividades mencionadas precedentemente y las implícitas en tales conceptos, se considerarán actos propios del servicio policial.

La adscripción de dicho personal no excederá el término previsto para la finalización de la carrera o curso, salvo grave impedimento acreditado por el interesado en cuyo caso su prórroga deberá ser autorizada por el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto a propuesta de la Jefatura de Policía.

El personal policial adscripto por razones de estudio y mientras dure la misma y el que se encuentre cursando la Tecnicatura Superior en Seguridad, dependerán administrativa y funcionalmente del Isep”.

CAPITULO VI

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 45.- Personal con estado policial. El personal que revista estado policial hasta la fecha de graduación de la primer promoción de Auxiliares en Seguridad podrá solicitar su incorporación a cualquiera de las carreras dictadas en el Instituto para lo cual el Consejo, con intervención de los Ministerios de Educación y Gobierno, Justicia y Culto, evaluará, en base a los conocimientos, la experiencia y antecedentes de cada aspirante, las equivalencias a conceder.

Artículo 46.- Modificación presupuestaria. Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar las modificaciones presupuestarias correspondientes a fin de proceder a la ejecución de lo dispuesto en la presente ley hasta tanto la partida sea incluida en el presupuesto provincial.

Artículo 47.- Posesión de los inmuebles del Isep. Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar con particulares, con las Fuerzas Armadas, con organismos nacionales y municipales todas las acciones tendientes a obtener la posesión de los inmuebles, bajo cualquier título, facultándoselo especialmente a efectuar compra, locación, comodato, convenios y aceptar donaciones, conforme la normativa vigente en el marco de las contrataciones de derecho público, debiendo mantenerse las sedes Santa Fe y Rosario.

Artículo 48.- Planta de Personal. Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar traslados, adscripciones y cualquier tipo de modificación de la planta de personal no docente dependiente de la Dirección General de Institutos Policiales y las actuales Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López”, Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto” y centros de instrucción en destino de las distintas unidades regionales a fin de dotar de recursos humanos al Isep. En todos los casos de cargos no docentes vacantes a cubrir en el Isep, se dará prioridad al personal civil de dichos establecimientos.

Artículo 49.- Cuerpo Docente. Cuando se realice el primer concurso para la selección de docentes se estará a lo dispuesto en el artículo 26 inciso g) de la presente ley. Para esta única oportunidad la reglamentación asignará un puntaje adicional a los antecedentes de los docentes de la Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López”, de la Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto” y de los centros de instrucción en destino de las distintas unidades regionales que se encuentren en función al momento de la sanción de la presente ley.

Artículo 50.- Reglamentación. El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un término que no exceda los 90 días.

Artículo 51.- Constitución del Consejo Interinstitucional. Reglamentada la presente ley, se constituirá el Consejo Interinstitucional en un plazo que no exceda los 30 días.

Artículo 52.- Director Organizador. El Consejo Interinstitucional elevará la terna para designar director organizador del Instituto dentro de los 60 días de constituido.

Artículo 53.- Duración del director organizador. El primer Director del Isep tendrá el carácter de director organizador, permaneciendo en sus funciones 3 años. Al término de ese período podrá concursar para acceder al cargo de director ordinario.

Artículo 54.- Funcionamiento del Isep. Designado el director organizador, pondrá en funcionamiento el Isep en un plazo que no exceda los 90 días, pudiendo utilizar sede provisoria hasta tanto se cumplimente el artículo 38. 

Artículo 55.- Implementación. El plazo para la implementación de la presente ley no podrá exceder los 12 meses, para lo cual el Poder Ejecutivo adoptará las medidas técnicas y administrativas necesarias en lo que es de su competencia, que permitan la puesta en marcha y el funcionamiento del Isep. Hasta tanto se gradúe la primer promoción de Auxiliares en Seguridad, los ingresos a la policía de la provincia se regirán por la legislación vigente al momento de la sanción de esta ley.

Artículo 56.- Cursos en desarrollo. Hasta tanto egrese la primera promoción de las carreras que esta ley prevé, los cursos y carreras en desarrollo en la Escuela Superior de Policía “Brigadier General Estanislao López” y en la Escuela de Cadetes de la Policía de la Provincia “Comisario Inspector Antonio Rodríguez Soto”, finalizarán de acuerdo a su planificación inicial y a la reglamentación que se dicte. 

Artículo 57.- Derogaciones. Derógase toda norma, decreto, reglamento y disposición que se oponga a lo establecido en la presente ley.

Artículo 58.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

11.14 Aeropuerto de Sauce Viejo: redeterminación de precios de obras

(Proyecto de decreto – Girado al Archivo)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 15.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de decreto (Expte. N° 11.583 – PE – Mensaje N° 2769), presentado por el Poder Ejecutivo, por el cual se remite copia autenticada del Decreto N° 0572/04, en fecha 19 de abril de 2004, por el cual se aprueba el acta correspondiente a la redeterminación de precios suscripta entre la Dirección Provincial de Construcciones y Equipamiento Social, dependiente del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda y la Empresa Contratista de la Obra “Ampliación y Remodelación Aeropuerto Sauce viejo” y, por las razones que dará oportunamente el miembro informante y habiendo tomado debido conocimiento de la misma, os aconsejan su remisión al archivo, previo tratamiento por las comisiones a que fue girado.

Sala de Comisión, 24 de junio de 2004.

Reutemann – Cavuto – Tibaldo – Dehesa – Aranda – Peirone – Urruty

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha tomado conocimiento del proyecto de decreto (Expte. N° 11.583 – PE – Mensaje N° 2769), por el cual el Poder Ejecutivo remite para conocimiento de esta Cámara de Diputados copia conforme del Decreto N° 0572/04, de fecha 19 de abril de 2004, por el cual se modifica el presupuesto vigente, a los efectos de ampliar la partida destinada a la ampliación y remodelación del Aeropuerto Sauce Viejo, aprobación del acta de redeterminación de precios y otorgamiento de un anticipo financiero a la contratista, que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos; y, luego de los estudios realizados os aconseja su remisión al archivo.

Sala de Comisión, 1 de julio de 2004.

Peirone – Scataglini – Dalla Fontana – Lagna – Maguid – Venesia

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. RITTER EÍ "UCR RITTER, Oscar" .– Pido la palabra.


Quiero aclarar al Cuerpo que sobre el asunto en cuestión, en la Legislatura anterior, cuando se trató el tema de la financiación de las obras de ampliación y remodelación del Aeropuerto de Sauce Viejo, nuestro bloque se opuso por varios motivos. En primer lugar, porque el dinero correspondiente a esta ampliación provenía de fondos del conurbano y nosotros entendíamos que, de ninguna manera, se podían usar estos recursos para ser afectados a la remodelación del aeropuerto. 


A esto, también habría que agregarle que las obras de ampliación y remodelación del aeropuerto iban referidas, precisamente, a la parte comercial del salón VIP, aparte del bar.


Este fue un pedido de informes que se hizo en octubre del año pasado y fue aprobado en marzo de este año. En reiteradas oportunidades solicité a la Presidencia que gestione con sus buenos oficios la contestación de este pedido de informes. No fue contestado hasta la fecha y, por lo tanto, nuestro bloque no va a votar favorablemente la modificación presupuestaria dispuesta en el mensaje Nº 2769 en el asunto Nº 15. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se no se hace más uso de la palabra, se va a votar el dictamen que aconseja el pase al Archivo.

–
Resulta aprobado.

11.15 Beneplácito por gestiones para el posicionamiento del Aeropuerto Internacional de Fisherton

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 16.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12844 – PPS), presentado por los señores diputados Benítez, Reynoso y Urruty, por el cual esta Cámara declara su beneplácito por las gestiones llevadas a cabo por el Poder Ejecutivo, para lograr el posicionamiento del Aeropuerto Internacional de Fisherton, como el de mayor importancia del interior del país y por las razones invocadas, y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:
 EÍ "zdExpte. N° 12844 – PPS: Beneplácito por gestiones para el posicionamiento del Aeropuerto Internacional de Fisherton" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:
Su beneplácito por las gestiones llevadas a cabo, ante el Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos, destinadas a lograr que el Aeropuerto Internacional de Fisherton pueda actuar como aeropuerto alternativo, en vuelos internacionales, como así también apoya todos los emprendimientos destinados a adecuarlo técnicamente.

Sala de Comisión, 8 de julio de 2004.

Benítez – Lamberto – Mirabella – Venesia – Brignoni
Proyecto de declaración original

La Cámara de Diputados de la Provincia ve con beneplácito las gestiones llevadas a cabo para el posicionamiento del Aeropuerto Internacional de Fisherton como el de mayor importancia del interior del país.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Dadas las remodelaciones del Aeropuerto Internacional de Fisherton y ante la imperiosa necesidad de encontrar un espacio alternativo para los aterrizajes que no puedan llevarse a cabo en el Aeropuerto Internacional de Ezeiza, resulta importante acompañar las gestiones realizadas por el señor gobernador, Ing. Jorge Obeid ante el Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos para que sea el aeropuerto santafesino la opción elegida. De esta forma la Provincia de Santa Fe contará con el aeropuerto de mayor importancia del interior del país y se evitará así el aterrizaje de las naves en el aeropuerto de Montevideo que es la actual opción cuando las condiciones climatológicas son inapropiadas. 

Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del siguiente proyecto.
Benítez – Reynoso – Urruty

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de comunicación que se transforma en proyecto de declaración.

–
Resulta aprobado.

11.16 Subsecretaría de Transporte: pedido de informes sobre presuntas denuncias

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 17.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.806 – DB), presentado por los señores diputados Mascheroni, Tomei, Millet y Brignoni, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo por intermedio de las áreas que correspondan, informe sobre aspectos relacionados a presuntas irregularidades producidas en la Subsecretaría de Transporte de la Provincia y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al mismo.

 EÍ "zcExpte. N° 12.806 – DB: Subsecretaría de Transporte\: pedido de informes sobre presuntas denuncias" 
La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo que, por intermedio de las áreas que correspondan y con relación a la Subsecretaría Provincial de Transporte, informe lo siguiente:

1.- Si se tiene conocimiento de denuncias administrativas o judiciales por presuntas irregularidades contra esa repartición y/o contra el señor subsecretario Ing. Miguel Ángel Latorre, remitiendo en su caso copia de las mismas.

2.- Si el señor Rubén A. Santiago, Coordinador General de Fiscalización de la Dirección de Transporte, remitió cartas y/o elevó actuaciones al Ing. Latorre con fechas 30-03-99 y 09-11-99, denunciando posibles irregularidades detectadas en vehículos de las empresas 9 de julio SRL y América SRL, en dicho caso, se remitirán copias de las mismas.

3.- Si existen en esa repartición 7 partes diarios firmados por los inspectores Manuel A. Ghione y Juan C. Galoppo sobre presuntas irregularidades detectadas en vehículos de las empresas referidas, confeccionados en operativos de control en rutas santafesinas en fechas el 14-05-98 y 26-03-99.

4.- Si con motivo de los hechos expuestos se iniciaron sumarios y/o investigaciones administrativas a los fines de deslindar responsabilidades, indicando el estado de las mismas.

Sala de Comisión, 8 de julio de 2004.

Benítez – Lamberto – Mirabella – Venesia – Brignoni

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Se eleva a la consideración de este Cuerpo el presente pedido de informes, en razón de la trascendencia que han tomado recientes denuncias públicas efectuadas contra el actual Subsecretario de Transporte de la Provincia.


A los fines de clarificar la cuestión y despejar toda responsabilidad institucional en el tema, solicitamos se nos informe sobre algunas de las cuestiones presuntamente irregulares ventiladas en los medios de comunicación de los últimos días, que eventualmente involucrarían al señor Subsecretario de Transporte Ing. Latorre y/o familiares del mismo, como relacionados con empresarios del transporte.


Por la gravedad de los hechos mencionados, es que solicito de los señores legisladores la aprobación del presente.

Mascheroni – Millet – Brignoni – Tomei

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.17 Causa por la muerte de Daniela Spárvoli: pedido de informes sobre instancia procesal

(Proyecto de comunicación – Girado al Archivo)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 18.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12498 – DB), presentado por los diputados Albónico, Bonfatti, Lamberto, Baudín, Liberati y Benas, los cuales solicitan al Poder Ejecutivo, informe si ha dado curso de tramitación al accidente ocurrido en fecha 12 de mayo de 2003, a la docente Daniela Cintia Sparvoli, maestra rural en el CER N° 381 “Loma de Partida”, dependiente de la Escuela Primaria N° 252 “Domingo Faustino Sarmiento” de Villa Eloísa, siniestro que terminó con su vida. Como la iniciativa propuesta por la autora del proyecto ya se encuentra previsto en la disposición N° 639 del 11 de mayo de 2004, por el Ministerio de Educación de la Provincia, esta comisión aconseja pasar al archivo el presente proyecto.

Sala de Comisión, 2 de junio de 2004.

Stanoevich – Kilibarda – Albónico – Costa – Peralta – Reynoso – Venesia – Jullier

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Derechos y Garantías ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12498 – DB), presentado por los diputados Albónico, Bonfatti, Lamberto, Baudín, Liberati y Benas, por el cual se solicita informe si ha dado curso de tramitación al accidente ocurrido en fecha 12-05-2003, a la docente Daniela Cintia Sparvoli, maestra rural en el CER N° 381 “Loma de Partida”, dependiente de la Escuela Primaria N° 252 “Domingo F. Sarmiento” de Villa Eloísa, siniestro que terminó con su vida. Y, visto que el mismo cuenta con dictamen de la Comisión de Educación, aconsejando su pase al archivo, esta comisión atento a las razones tenidas en cuenta en dicho dictamen, ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 23 de junio de 2004.

Lamberto – Lagna – Tibaldo – Gastaldi – Pesaresi – Peralta – Gutiérrez

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12498 – DB), presentado por los diputados Albónico, Bonfatti, Lamberto, Baudín, Liberati y Benas, por el cual se solicita se informe si se ha dado curso de tramitación al accidente ocurrido en fecha 12-05-2003, a la docente Daniela Cintia Sparvoli, maestra rural en el CER N° 381 “Loma de Partida”, dependiente de la Escuela Primaria N° 252 “Domingo F. Sarmiento” de Villa Eloísa, departamento Iriondo, siniestro que terminó con su vida. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Educación y Derechos y Garantías, esta comisión ha resuelto adherir a los mismos, aconsejando el archivo del presente proyecto.

Sala de Comisión, 7 de julio de 2004.

Esquivel – Meotto – Dehesa – Kilibarda – Benas – Liberati – Lamberto – Pezz

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el dictamen que aconseja el pase al Archivo del proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.18 Escuela de Educación Técnica Nº 486 (Carcarañá): subsidio

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 19.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.838 – UCR), presentado por la diputada Tomei, por el cual solicita al Poder Ejecutivo, por medio del organismo que corresponda, se sirva otorgar un subsidio por única vez a la Escuela de Educación Técnica 486 sita en la localidad de Carcarañá, departamento San Lorenzo, para ser destinado a la construcción y equipamiento de una sala de elaboración de productos alimenticios y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. N° 12.838 – UCR: Escuela de Educación Técnica Nº 486 (Carcarañá)\: subsidio" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, evalúe la posibilidad de otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela de Educación Técnica N° 486 sita en la localidad de Carcarañá, departamento San Lorenzo, para ser destinado a la construcción y equipamiento de una sala de elaboración de productos alimenticios.

Sala de Comisión, 30 de junio de 2004.

Kilibarda – Benas – Albónico – Costa – Stanoevich – Peralta – Reynoso

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12838 – UCR), presentado por la diputada Tomei; por el cual se solicita al Poder Ejecutivo se sirva otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela de Educación Técnica Nº 486 sita en la localidad de Carcarañá, departamento San Lorenzo, para ser destinado a la construcción y equipamiento de una sala de elaboración de productos alimenticios y, atento a que el mismo cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Educación, esta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 8 de julio de 2004.

Peirone – Scataglini – Qüesta – Cecchi – Riestra – Lagna – Venesia – Marcucci – Dalla Fontana – Liberati

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo por medio del organismo que corresponda, se sirva otorgar un subsidio por única vez a la Escuela de Educación Técnica 486 sita en a localidad de Carcarañá, departamento San Lorenzo, para ser destinado a la construcción y equipamiento de una sala de elaboración de productos alimenticios.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


De acuerdo a la nota que nos hiciera llegar el Director de la Escuela de Educación Técnica Nº 486 Ing. Agr. Esteban Ateca, hemos tomado conocimiento de lo que es a nuestro humilde entender una iniciativa digna de ser destacada y apoyada por parte del Estado provincial. Que a través del Departamento Agropecuario de esta institución se ha ideado iniciar la elaboración de productos alimenticios bajo las normas establecidas por Senasa y con los registros correspondientes para la inserción de los mismos en el mercado.


El establecimiento escolar consta de sectores didácticos–productivos entre los que se hallan huerta, monte frutal, apicultura, cunicultura, porcinos e industrialización de frutas y hortalizas de los cuales se obtiene las materias primas para la elaboración de productos artesanales que se comercializan en la localidad. Que el proyecto en sí mismo consiste en la reorganización del sector mejorando las instalaciones existentes y equipamiento del mismo.


Además la escuela cuenta con los profesionales y personal técnico capacitados para el desarrollo de esta actividad, de manera tal que la institución podrá articular y gestar este proceso dinamizando las actividades didáctico–productivas, e incorporándole valor agregado a su producción siguiendo las normas bromatológicas vigentes.

Es menester mencionar que la Escuela de Educación Técnica 486 (Ex- Agrotécnica) se encuentra ubicada sobre la Ruta nacional Nº 9, a 50 Km. de la ciudad de Rosario, y su objetivo fundamental es apuntar a que los egresados puedan adquirir los conocimientos adecuados y lograr la capacitación laboral que les permita atender a las necesidades económicas, de manejo, ecológicas y socioculturales de nuestra región.


Los procesos formativos que se desarrollan en instituciones como esta escuela tiene la enorme ventaja, que en su estructura de organización y funcionamiento se prevé la existencia y desarrollo de actividades productivas. Precisamente, la educación agropecuaria constituye un ámbito privilegiado para la integración de lo productivo y lo formativo. Considerando la prospectiva del contexto socio–productivo local o zonal, las condiciones del mercado y la demanda de los productos ofrecidos, se busca también superar la fractura que existe entre una producción en pequeña escala y zonal a una en mayor escala y regional.


Por todo lo precedentemente expuesto, solicito a mis pares el tratamiento y la aprobación del presente proyecto.

Mónica Tomei

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.19 Escuela Nº 9658 María Sánchez de Thompson (Rincón): subsidio

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 20.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.864 – PDP), presentado por los diputados Jullier y Real, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a entregar una ayuda económica para la construcción de un playón polideportivo, para la Escuela de Educación Técnica “María Sánchez de Thompson” N° 658 de la localidad de San José del Rincón en el departamento La Capital y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. N° 12.864 – PDP: Escuela Nº 9658 María Sánchez de Thompson (Rincón)\: subsidio" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, evalúe la posibilidad de otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela de Educación Técnica “María Sánchez de Thompson” N° 658 de la localidad de San José del Rincón, departamento La Capital, para ser destinado a la construcción de un playón polideportivo.

Sala de Comisión, 30 de junio de 2004.

Kilibarda – Benas – Albónico – Costa – Stanoevich – Peralta – Reynoso

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12864 – PDP), presentado por los diputados Jullier y Real; por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, proceda a entregar una ayuda económica para la construcción de un playón polideportivo, para la Escuela de Educación Técnica “María Sánchez de Thompson” Nº 658 de la localidad de San José del Rincón en el departamento La Capital y, atento a que el mismo cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Educación, esta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 8 de julio de 2004.

Peirone – Scataglini – Qüesta – Cecchi – Riestra – Liberati – Venesia – Marcucci

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a entregar una ayuda económica para la construcción de un playón polideportivo, para la Escuela de Educación Técnica “María Sánchez de Thompson” N° 9658 de la localidad de San José del Rincón en el departamento La Capital.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Mediante este proyecto se solicita al Poder Ejecutivo que arbitre los medios a su alcance para que se realice una ayuda económica para la construcción de un playón polideportivo, en la Escuela de Educación Técnica “María Sánchez de Thompson” N° 9658 de la localidad de San José del Rincón en el departamento La Capital.

Esta obra sería tan importante para la localidad, ya que la misma carece de infraestructuras similares, pudiéndose utilizar no sólo para eventos deportivos, sino también en reuniones sociales para el bien de la localidad.

La razón de esta solicitud, es que en toda la zona de la localidad mencionada no existe infraestructura adecuada para practicar deportes o realizar eventos deportivos. Es sabido que este tipo de actividades es indispensable para organizar la vida de los adolescentes y permitirles un desarrollo sano alejado de las adicciones, es decir que es la mejor de las prevenciones para cuidar el futuro de nuestro país.

Por lo expuesto, solicitamos a nuestros pares la aprobación del siguiente proyecto.

Jullier – Real

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.20 Escuela Nº 9658 María Sánchez de Thompson (Rincón): finalización de obras

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 21.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.865 – PDP), presentado por los diputados Jullier y Real, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a culminar la obra del nuevo edificio de la Escuela de Enseñanza Técnica N° 658 “María Sánchez de Thompson” de la localidad de San José del Rincón en el departamento La Capital y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. N° 12.865 – PDP: Escuela Nº 9658 María Sánchez de Thompson (Rincón)\: finalización de obras" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, evalúe la posibilidad de culminar la obra del nuevo edificio de la Escuela de Enseñanza Técnica N° 658 “María Sánchez de Thompson” de la localidad de San José del Rincón en el departamento La Capital.

Sala de Comisión, 30 de junio de 2004.

Kilibarda – Benas – Albónico – Costa – Stanoevich – Peralta – Reynoso

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.865 – PDP), presentado por los diputados Jullier y Real; por el cual se solicita al Poder Ejecutivo proceda a culminar la obra del nuevo edificio de la Escuela de Educación Técnica Nº 658 “María Sánchez de Thompson” de la localidad de San José del Rincón en el departamento La Capital y, atento a que el mismo cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Educación, esta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 8 de julio de 2004.

Peirone – Scataglini – Qüesta – Cecchi – Riestra – Liberati – Lagna – Venesia – Marcucci – Dalla Fontana

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda culminar la obra del nuevo edificio de la Escuela de Enseñanza Técnica N° 9658 “María Sánchez de Thompson” de la localidad de San José del Rincón, en el departamento La Capital.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

La Escuela de Enseñanza Técnica N° 9658 “María Sánchez de Thompson” de la localidad de San José del Rincón, en el departamento La Capital, es el único centro de enseñanza que existe desde el Barrio El Pozo, en la ciudad de Santa Fe, hasta la localidad de Santa Rosa de Calchines, en el departamento Garay.

Como el edificio escolar aún no esta terminado, el 50% aproximadamente de los alumnos tiene clases en el edificio nuevo, mientras que el 50% restante lo hace en una vieja casona, que ya en el año 2001, la Dipces había catalogado como inapropiada para el dictado de clases.

Techos que se llueven, baños insalubres e ineficientes, paredes tan deterioradas que no soportan el propio peso del pizarrón, aberturas destrozadas o inexistentes, pozo negro saturado que debe ser desagotado permanentemente, son algunos de los problemas con los que tienen que lidiar cooperadores, docentes y alumnos.

Dada la urgencia del caso, pedimos a nuestros pares la aprobación del siguiente proyecto.

Jullier – Real

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.21 Jardín de Infantes: obligatoriedad en la educación inicial

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 22.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.348 – PPS), presentado por los diputados Reynoso y Urruty, por los cuales solicitan al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación implemente políticas activas, estableciendo la obligatoriedad de la educación inicial, constituida por el jardín de infantes para niños/as de tres a cinco años de edad y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. N° 12.348 – PPS: Jardín de Infantes\: obligatoriedad en la educación inicial" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, evalúe la posibilidad de establecer la obligatoriedad de la educación inicial, constituida por el Jardín de Infantes para niños/as de tres a cinco años de edad.

Sala de Comisión, 30 de junio de 2004.

Kilibarda – Benas – Albónico – Costa – Stanoevich – Peralta – Reynoso

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.348 – PPS), presentado por los diputados Reynoso y Urruty; por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, implemente políticas activas, estableciendo la obligatoriedad de la educación inicial, constituida por el jardín de infantes para niños/niñas de tres a cinco años de edad y, atento a que el mismo cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Educación, esta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 8 de julio de 2004.

Peirone – Scataglini – Qüesta – Cecchi – Riestra – Lagna – Venesia – Marcucci – Dalla Fontana – Liberati

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación implemente políticas activas, estableciendo la obligatoriedad de la educación inicial, constituida por el Jardín de Infantes para niños/as de tres a cinco años de edad.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Esta iniciativa tiende a promover la escolarización de la población comprendida entre los 3 y los 5 años, a fin de incentivar el proceso de estructuración del pensamiento, de la imaginación creadora, las formas de expresión personal y de comunicación verbal y gráfica, como así también atender las desigualdades físicas, psíquicas y sociales originadas en deficiencias de orden biológico, nutricional, familiar y ambiental, a fin de superar las falencias educativas que se producen en los ciclos del sistema educativo posteriores, a la educación inicial (educación general básica y polimodal) originarias en gran medida por desequilibrios sociales que sufre gran parte de nuestra población.


El proyecto de referencia, tiene su génesis en la premisa de considerar a la educación como un bien social prioritario para todos los argentinos, y entendemos que este avance en la transformación del sistema educativo argentino, dependerá de una eficiente asignación de los recursos presupuestarios.


El presente proyecto es producto de investigaciones políticas, sociales y educativas que se desarrollan en distintos centros académicos del país como del exterior y de la observación y demandas de grupos sociales que se encuentran trabajando en el tratamiento de la problemática socio-educativa.


La construcción de la ciudadanía y el proceso educativo no pueden ser entendidos como espacios separados. La posibilidad (uso-acceso-goce) de derechos convierte al ser humano en ciudadano social.


El alto índice de repitencia y fracaso escolar, los fenómenos de expulsión socio-educativos y los conflictos de violencia dentro de las instituciones educativas, nos exigen pensar dentro del marco de las políticas públicas el lugar de la educación y el desarrollo de nuevas estrategias de inclusión y de equidad.


Si el denominador común tal como lo protege la Convención de Derechos del Niño y tratado internacionales concordantes, es hacer real los derechos; un punto de preocupación que moviliza este proyecto es: crear un marco de condiciones sociales, culturales, educativas y políticas de contexto que a un niño les permita las condiciones básicas para ser niño. Y no un adulto precoz o un niño producto de la desigualdad y la iniquidad.


Cuando más nos acercamos a los márgenes de la exclusión social, más importante y urgentes son las políticas públicas focales nacionales, regionales y subregionales. La escuela, y el proceso educativo han cumplido desde sus inicios una función igualadora en Argentina; la crisis, y las asimetrías económicas y sociales nos muestran datos que nos permiten pensar en el espacio escolar como un lugar de contención, crecimiento, acompañamiento al desarrollo y de responsabilidad política estatal. Ha sido aún con sus crisis la institución que ha quedado articulada en el país.


Los establecimientos escolares se convierten en el espacio público por excelencia, donde se pueden implementar políticas de equidad y de igualdad social. La inversión que implique, es responsabilidad de todos.


Es así, que la obligatoriedad de niños y niñas desde los tres años de edad tal como lo mencionan los especialistas, nos parece un espacio inclusivo y con impacto inmediato sobre su grupo familiar y comunitario.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares que acompañen este proyecto.

Reynoso – Urruty – Benítez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.22 Actividades de investigación clínica en seres humanos: pedido de informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 23.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.813 – ARI), de los diputados Strada, Riestra, Benas y Gutiérrez, por el cual se solicita informe sobre aspectos relacionados con el controlador de la actividad de investigación clínica en seres humanos y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos su aprobación.

 EÍ "zcExpte. Nº 12.813 – ARI: Actividades de investigación clínica en seres humanos\: pedido de informes" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Salud, informe acerca de los siguientes puntos vinculados con el contralor de la actividad de investigación clínica en seres humanos:

1) Respecto a los ensayos clínicos realizados en la provincia de Santa Fe en el último año; qué cantidad de protocolos de ensayos clínicos desarrollados en la provincia.

2) Información disponible particular por protocolo:

a) Título del protocolo.

b) Drogas involucradas en los estudios.

c) Fase a la que corresponde el estudio clínico.

d) Nombre de los investigadores principales.

e) Nombre del laboratorio patrocinante.

f) Instituciones donde se llevaron a cabo.

g) Constancia escrita de la respectiva autorización de ANMAT.

h) Constancia escrita de la correspondiente autorización de un Comité de Ética en Investigación.

i) Existencia a nivel ministerial o entidades designadas de archivos de informes finales o parciales suministrados por el patrocinante respecto de los resultados finales o eventos adversos acontecidos en el transcurso de la investigación.

3)    Respecto de los Comité de Ética en investigación:

a) Número de comités de ética en investigación existentes en Provincia de Santa Fe.

b) Nómina de los integrantes detallando pertenencia disciplinar. 

c) Instituciones de pertenencia de dichos comités.

d) Especificación respecto al arancelamiento o no del trabajo que desempeñan.

e) Cantidad aproximada de protocolos de ensayos clínicos que evalúan anualmente.

f) Circuitos de notificación de los dictámenes emitidos por los comités.

Sala de Comisión, 7 de julio de 2004.

Pividori – Tomei – Bonfatti – Sánchez – Gutiérrez – Cavuto – Baudín
Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El desarrollo de la ética en la investigación está ligado sin lugar a dudas al esfuerzo internacional en evitar la vulneración de los derechos humanos de los sujetos y comunidades participantes en la investigación, reconociéndose como hito vergonzante la flagrante violación de la d

ignidad humana acontecida en los campos de concentración nazis y que diera lugar a la formulación del Código de Nüremberg en 1947. En la misma línea de protección de los derechos humanos, se formula en 1948 la Declaración Universal de Derechos Humanos. Posteriormente, en 1964 la Asociación Médica Mundial (AMM) aprobó la Declaración de Helsinki, postulándose que “el bienestar del ser humano tiene siempre primacía sobre los intereses de la ciencia y de la sociedad”.


No obstante estos esfuerzos, el campo de investigación continúa constituyendo un espacio dilemático. En efecto, en el año 2000, por ejemplo, tuvo lugar la última revisión de la Declaración de Helsinki en la ciudad de Edimburgo. En el artículo 29 de la misma se limitó el uso de placebo en las investigaciones, sólo para aquellos casos donde no existieran procedimientos terapéuticos probados. Dicha restricción se hizo explícita en un articulado en virtud de una denuncia efectuada en el año 1997 acerca de investigaciones realizadas con 17.000 mujeres “con grupos control tratados con placebo en estudios de transmisión del VIH en África y República Dominicana y de infección tuberculosa de pacientes VIH en Haití y Uganda, cuando ya estaba probado desde 1994 que la administración de AZT a embarazadas reducía la transmisión de madre a hijo, y éste era el estándar de tratamiento para embarazadas VIH positivas en Estados Unidos. A partir de ese momento, desde diversos organismos gubernamentales de salud y medicamentos de Estados Unidos, se comenzó a defender el argumento de haber realizado los estudios en esa forma dado que el no tratamiento de las mujeres infectadas era lo usual en esos países pobres. Y que, por lo tanto, la utilización de mujeres que no recibieran tratamiento en esos países era ética aunque no lo fuera en los Estados Unidos o los países ricos”.


Se trata de lo que algunos bioeticistas referencian con el eufemismo “doble standard”, aludiendo al hecho de que sería legítimo avalar en el marco de la investigación en salud un tipo de abordaje terapéutico para países pobres y otro para países ricos, sin encontrar allí ningún problema ético.


En el marco del Foro Latinoamericano para Comités de Ética en Investigación, creado en octubre de 2000 en ciudad de México se señalaban los siguientes puntos críticos en el campo de la ética en investigación:

· “Creciente disparidad de recursos económicos y acceso a la atención en salud entre los países industrializados y los no industrializados. 

· Creciente disparidad de recursos para la investigación y su evaluación entre los países de mayores y menores recursos económicos. 

· Constante expansión de la investigación en salud –en particular la impulsada por la industria farmacéutica– y necesidad de nuevos mercados (población “naive”), por lo que la población de todo el mundo se convierte en potencial participante de los estudios. 

· Mayor conciencia de la ausencia de determinadas voces en la discusión internacional, principalmente las de los países con menores recursos y más inequidades.

· 90% de recursos en investigación invertidos en buscar aliviar enfermedades que causan menos del 10% de sufrimiento global.

· Creciente conciencia internacional acerca de la importancia de asegurar la protección de los participantes humanos en investigación. 

· Mayor conciencia de los derechos de las y los pacientes: que implica un cambio de paradigma en la relación del personal de salud con los usuarios del sistema; es decir, del paternalismo a una relación democrática que implica el respeto al usuario como sujeto moral capaz de tomar decisiones autónomas y responsables.

· Desarrollo de estándares y lineamientos tanto nacionales como internacionales”.

ANTECEDENTES DE LEGISLACIÓN EN NUESTRO PAÍS


En el año 1985, se publica en nuestro país la Disposición 3916, firmada por el Secretario de Salud, Dr. Carlos Canitrot, denominada “Normas para solicitar autorizaciones para realizar estudios e investigaciones de Farmacología Clínica”, que fue ampliamente difundida en su momento. A pesar de ello, no tuvo eficacia en términos de lograr el contralor de la actividad de investigación clínica en seres humanos desde el momento en que continuaron llevándose a cabo ensayos clínicos sin la pertinente aprobación del Ministerio de Salud de la Nación. (Seoane, Bolaños, Anmat)


En el año 1992, es creada la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (Anmat) y en 1995, a través de la Disposición 1138/95, se crea la Comisión Nacional de Ensayos Clínicos.


En el año 1996, Anmat aprueba por Disposición 4854/96 el Régimen de Buenas Prácticas de Investigación en Estudios de Farmacología Clínica, que será sometida posteriormente a una serie de enmiendas, dando lugar a la Disposición 5330 denominada “Guía de Buenas Prácticas en Investigación Clínica” sancionada en el año 1997, fijando de este modo “un estándar ético, legal y científico para diseñar, conducir, registrar e informar ensayos que involucran la participación de seres humanos en el ámbito de la República Argentina”.


No obstante la existencia de esta normativa, la realidad evidencia fallas relevantes en lo atinente a los mecanismos de contralor de la actividad investigativa en nuestro país (fundamentalmente en lo que hace al desarrollo de ensayos clínicos patrocinados por la industria farmacéutica). En efecto, en mayo de 2002 fue dada a conocer una denuncia efectuada por la Defensoría del Pueblo de la Nación que fue entregada al Ministerio de Salud de la Nación, vinculada a la falta de controles por parte del Estado en torno a pruebas de drogas en pacientes con cáncer. La mencionada presentación gira en torno a 26 denuncias de casos acontecidos entre 1998 y 2002, de investigaciones realizadas con drogas oncológicas en sujetos humanos sin la correspondiente autorización de Anmat. “De los 26 casos investigados, 17 no cumplían con la normativa. En algunos había intervenido Asuntos Jurídicos de la Anmat, pero hicieron una interpretación restrictiva de sus facultades y dejaron dormir los casos. Algunos llevaban dos años cajoneados", explicó Mondino. Todos los profesionales involucrados en esta presentación habían publicado los resultados de las investigaciones en la American Society for Clinical Oncology (Asco).


El Defensor del Pueblo de la Nación sostenía al respecto que “claramente el Estado no sabe qué cosas se investigan en el país", para continuar diciendo que: "Lo grave es que esta falta de control convierte a nuestro país en un medio apto para hacer investigaciones sin observar el debido respeto de los derechos humanos de los pacientes". Por su parte, el oncólogo Gil Deza, especialista en Bioética coincide con el diagnóstico: "Es importante que el Estado tome conciencia y tome recaudos, porque nuestro país va a ser cada vez mas tierra de investigaciones. Es baratísimo investigar aquí".


Por todo lo expuesto y debido a la relevancia de la situación planteada en cuanto al control de este tipo de investigaciones en seres humanos, es que solicito a mis pares acompañen con su aprobación el presente proyecto.

Strada – Riestra – Benas – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.23 Lotería Solidaria: convenio para emplear personas discapacitadas

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 24.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.455 – DB), presentado por los diputados Lamberto, Bonfatti, Baudín, Cecchi, Aranda, Riestra, Albónico, Benas, Liberati, Peralta y Reynoso; por el cual se solicita al Poder Ejecutivo suscriba el convenio entre la Caja de Asistencia Social de la Provincia de Santa Fe y la Lotería Nacional SE, para la comercialización del juego de azar organizado por ésta, para su venta por discapacitados, en virtud de lo normado por el Decreto Nacional Nº 230/99, denominado “Lotería Solidaria” y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al texto original.

 EÍ "zcExpte. Nº 12.455 – DB: Lotería Solidaria\: convenio para emplear personas discapacitadas" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, arbitre los medios pertinentes para suscribir convenio con la Lotería Nacional SE:

1.- Solicitar al Poder Ejecutivo, arbitre los medios pertinentes a los efectos de que se suscriba Convenio entre la Caja de Asistencia Social de la Provincia de Santa Fe y la Lotería Nacional SE, para la comercialización en la jurisdicción de esta Provincia del juego de azar organizado por la Lotería Nacional SE para su venta por discapacitados, en virtud de lo normado por el Decreto Nacional Nº 230/99, denominado “Lotería Solidaria”.

2.- Solicitar se considere como Agente Oficial en jurisdicción de la Provincia de la Lotería Solidaria a entidades no gubernamentales, con personería jurídica en la Provincia, cuyo objetivo sea la protección integral de las personas con discapacidad y en particular a las personas ciegas.

3.- Se adjunta la nota de fecha 12 de abril de 2004, de la Sociedad Pro – Cultura al Ciego, con personería jurídica, con domicilio en calle Buenos Aires Nº 1626 de Rosario, Provincia de Santa Fe, por la cual expresamente solicita se gestione la autorización para la venta de la Lotería Solidaria en la Provincia de Santa Fe y ser tenida en cuenta como representante original de dicha Lotería Oficial en esta Provincia.

4.- Recomendar al Poder Ejecutivo, que celebrado el convenio solicitado, remita en menor tiempo posible el Mensaje correspondiente a esta Cámara a los fines de su aprobación por la Legislatura Provincial.

Sala de Comisión, 30 de junio de 2004.

Gastaldi – Pezz – Brignoni – Aranda – Vázquez – Venesia – Reutemann

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.455 – DB), presentado por los diputados Lamberto, Bonfatti, Baudín, Cecchi, Aranda, Riestra, Albónico, Benas, Liberati, Peralta y Reynoso; por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, suscriba el convenio entre la Caja de Asistencia Social de la Provincia de Santa Fe y la Lotería Nacional SE, para la comercialización en la jurisdicción de esta Provincia del juego de azar organizado por la Lotería Nacional SE para su venta por discapacitados, en virtud de lo normado por el Decreto Nacional Nº 230/99, denominado “Lotería Solidaria” y, atento a que el mismo cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Promoción Comunitaria, esta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 8 de julio de 2004.

Peirone – Scataglini – Qüesta – Cecchi – Liberati – Riestra – Marcucci – Venesia – Lagna – Dalla Fontana

Proyecto de comunicación original

1 – Solicitar al Poder Ejecutivo, arbitre los medios pertinentes a los efectos de que se suscriba Convenio entre la Caja de Asistencia Social de la Provincia de Santa Fe y la Lotería Nacional S.E., para la comercialización en la jurisdicción de esta Provincia del juego de azar organizado por la Lotería Nacional S.E. para su venta por discapacitados, en virtud de lo normado por el Decreto Nacional Nº 230/99, denominado “Lotería Solidaria”.

2 – Solicitar se considere como Agente Oficial en jurisdicción de la Provincia de la Lotería Solidaria a entidades no gubernamentales, con personería jurídica en la Provincia, cuyo objetivo sea la protección integral de las personas con discapacidad, y en particular a las personas ciegas.

3 – Se adjunta la nota de fecha 12 de abril de 2004, de la Sociedad Pro-Cultura al Ciego, con personería jurídica, con domicilio en calle Buenos Aires Nº 1626 de Rosario, Provincia de Santa Fe, por la cual expresamente solicita se gestione a autorización para la venta de la Lotería Solidaria en la Provincia de Santa Fe y ser tenida en cuenta como representante original de dicha Lotería Oficial en esta Provincia.
4 – Recomendar al Poder Ejecutivo, que celebrado el convenio solicitado, remita en menor tiempo posible el Mensaje correspondiente a esta Cámara a los fines de su aprobación por la Legislatura provincial.
Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

El objeto del presente proyecto es crear condiciones de igualdad de oportunidades y contribuir a eliminar los obstáculos discriminatorios que sufren las personas con discapacidades, sobre todo en el campo del trabajo.

El Decreto nacional Nº 230 del 16 de marzo de 1999, encomienda a la Lotería Nacional Sociedad del Estado, la organización de un juego derivado de la Lotería cuya red de ventas la deben conformar personas con discapacidad y determinándose la forma de distribución de la recaudación del referido juego.

Expresa el Decreto Nº 230 en su artículo 1º– “Encomiéndase a la Lotería Nacional Sociedad del Estado la organización de un juego derivado de la Lotería cuya red de ventas la conformarán personas con discapacidad en los términos de la Ley Nº 22.431“.

La Ley nacional Nº 22.431 de fecha 16 de marzo de 1981, instituye un sistema de protección integral de las personas discapacitadas, tendiente a asegurar a éstas su atención médica, su educación y su seguridad social, así como a concederles las franquicias y estímulos que permitan en lo posible neutralizar la desventaja que la discapacidad les provoca y les den oportunidad, mediante su esfuerzo de desempeñar en la comunidad un rol equivalente al que ejercen las personas normales (artículo 1º).

En el Capítulo II Trabajo y Educación, se establece la obligación del Estado de proveer espacios de trabajo a las personas con discapacidad, tanto en los tres poderes que lo constituyen como en sus organismos descentralizados o autárquicos, los entes públicos no estatales, las empresas del Estado y las empresas privadas concesionarias.

Los antecedentes del Decreto Nº 230 del Poder Ejecutivo nacional, se encuentran en el fenómeno asociativo de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (Once), la que tiene su raíz histórica en la voluntad común de todos los ciegos españoles, convencidos de unir sus esfuerzos para lograr dos finalidades esenciales.

Una finalidad era y es conseguir la integración laboral necesaria, de las personas con discapacidad, para vivir como ciudadanos/as convencionales, ser autónomos o sostener a su familia con su trabajo.

El otro objetivo es el de lograr una integración social plena e integral, basada en la obtención de servicios sociales y la eliminación de todo tipo de barreras.

Posteriormente la Once inicia un proceso de incorporación en su plantel de vendedores a personas con otras discapacidades, que pudieran ejercer dignamente, de manera personal, continuada y habitual la venta del cupón.

El Decreto nacional 230/99, reguló una actividad que en los hechos se venía desarrollando en el ámbito de la Capital Federal, como era las llamadas loterías preimpresas o tradicionales mediante la actuación de personas discapacitadas.

Este tipo de juego de azar puede dar lugar a puestos de trabajo accesibles para personas discapacitadas. Así en España esta actividad, a lo largo de más de 60 años de historia ha constituido y constituye una solución laboral directa para más de 60.000 personas discapacitadas.

En la actualidad sólo en la Capital Federal se comercializa la Lotería Solidaria, que se organizara en virtud del decreto mencionado, por la Lotería Nacional SE.

Es decir, que muchas personas con discapacidad, del resto del país, entre ellos los de nuestra Provincia, no tienen la misma oportunidad que la normativa nacional le brinda, “una oportunidad de trabajar, en la venta de la lotería organizada” y de gozar con mayores beneficios de asistencia social y bien común, puesto que desde el punto de vista económico, se ha previsto una distribución de fondos que preservan las acciones tendientes al logro de los beneficios mencionados (artículo 2º del Decreto Nacional 230).

La decisión de adherir mediante la suscripción del respectivo, posibilitará que personas con discapacidad, puedan acceder a una nueva oportunidad de trabajo, equiparando la situación con respecto a los lugares donde existe ya organizada la referida Lotería, como es en Capital Federal, teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 3º del Decreto, que dice: “ Determínese que cuando se celebren convenios con entes y/o jurisdicciones que adhieran al juego mencionado en el artículo 1º, de la recaudación que se produzca en las mismas, el saldo remanente establecido en el artículo 2º, inciso d) quedará como beneficio del Ente Jurisdiccional adherente”.

La firma del convenio que se solicita con la presente comunicación posibilitaría:

1. Generar fuentes de trabajo para personas con discapacidad. Somos conscientes que las personas con discapacidad pueden y deben trabajar. Es obligación de todos generar empleo dignos para personas discapacitadas.

2. Generar oportunidades de trabajo para personas con discapacidad de la Provincia, revirtiendo la situación en relación a aquellos lugares, donde se ha autorizado para comercializar la Lotería Solidaria.

3. Acrecentar los recursos para servicios sociales para las personas con discapacidad, mediante una parte concreta de los excedentes resultantes de la explotación de la lotería en cuestión.

4. Dar aplicación concreta, al sentido solidario de la normativa, puesto que solidaridad es ayudar a las personas desde el respeto y la valorización, que incluye el acceder a posibilidades dignas de trabajo.


Por todo lo expuesto, es que solicitamos a nuestros pares, la aprobación de esta iniciativa.

Lamberto – Bonfatti – Baudín – Cecchi – Riestra – Albónico – Peralta – Benas – Aranda – Reynoso – Liberati

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Simplemente quiero poner en conocimiento de los señores diputados una nota que he recibido de la Sociedad Pro Cultura de Ciegos, firmada por su presidente, Oscar Arriet, dirigida la Honorable Cámara de Diputados y a todos los señores diputados, que dice lo siguiente: 

A la 

Honorable Cámara de Diputados 

de la Provincia



Me dirijo para agradecer en nombre de los aproximadamente 60 afiliados ciegos de nuestra institución la satisfacción de saber que esa Honorable Cámara acogerá con beneplácito este proyecto que proporcionará a ciegos y personas con otras discapacidades poder solucionar en parte su problema económico con la venta de la Lotería Solidaria en nuestra Provincia.



Ruego a los señores diputados sepan perdonar la presente en la forma de su redacción, porque es tanta la emoción y la satisfacción que siento en nombre de mis compañeros ciegos que verán y quedará grabado para todos nosotros y para siempre la nómina de los señores diputados de esta sesión del 5 de agosto de 2004.

Oscar Arriet (Presidente Sociedad Pro Cultura de Ciegos)


Pido que esta nota se agregue al expediente debido a que ha sido remitida por la Asociación de Ciegos que está pidiendo que en la Provincia de Santa Fe se pueda vender la Lotería Solidaria, que es una lotería que tiene como promotores a las personas ciegas, que tiene sus antecedentes en la Lotería ONCE (Organización Nacional de Ciegos Españoles) de España. Gracias.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.24 Comisaría de Chovet: provisión de un vehículo

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 25.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.827 – PJ), autoría del diputado Lagna, por el cual se solicita provea de una unidad móvil para la comisaría de la localidad de Chovet, departamento General López. Y, atento a los estudios realizados y a las razones que dará su miembro informante, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zcExpte. N° 12.827 – PJ: Comisaría de Chovet\: provisión de un vehículo" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, procure dotar una unidad móvil a la comisaría de la localidad de Chovet, departamento General López.

Sala de Comisión, 30 de junio de 2004.

Esquivel – Meotto – Liberati – Mascheroni – Benas – Kilibarda – Dehesa – Dalla Fontana – Lacava

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.827 – PJ), presentado por el diputado Lagna; por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, procure dotar de una unidad móvil a la comisaría de la localidad de Chovet, departamento General López y, atento a que el mismo cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, esta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 8 de julio de 2004.

Peirone – Scataglini – Qüesta – Cecchi – Liberati – Riestra – Marcucci – Venesia – Lagna – Dalla Fontana

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, provea una unidad móvil a la comisaría de la localidad de Chovet del departamento General López.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:

Nuestro sur provincial, especialmente el departamento general López, junto con sectores linderos de las provincias de Córdoba y Buenos Aires se ha constituido en una región de frecuentes actos de asaltos y robos ya sean en el ámbito urbano como rural.

La tentación del delito está generada por el efecto multiplicador que produce la rentabilidad de los cereales y oleaginosos, en este último caso sobresale la soja como cultivo de gran expansión en superficie y rendimientos.

La unidad policial de Chovet se encuentra en estos momentos en situación desventajosa por no tener una unidad móvil en condiciones adecuadas para dar principalmente servicios de prevención.

Esta situación ha generado una serie de reacciones por parte de sus pobladores y autoridades que generalmente se manifiestan argumentando se interceda ante el Ejecutivo de esta necesidad que además debe estar acorde a la contribución regional del erario provincial a través de impuestos y tasas que realiza.

Si bien esta es una escueta presentación pero considerando la importancia del tema en nuestra región solicito a mis pares el tratamiento y aprobación del presente proyecto.

Jorge Lagna

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.25 Puente Reconquista-Goya: creación de unidad ejecutora interprovincial

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 26.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.929 – DB), presentado por los diputados Pezz, Brignoni y Marcucci, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, gestione ante el Poder Ejecutivo Nacional, para que por intermedio del organismo que corresponda, impulse la creación, integración y puesta en operación de una “Unidad Ejecutora Interprovincial Puente Reconquista–Goya”; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "zcExpte. Nº 12.929 – DB: Puente Reconquista-Goya\: creación de unidad ejecutora interprovincial" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, realice las gestiones que resulten necesarias ante el Poder Ejecutivo Nacional y los legisladores representantes de la Provincia de Santa Fe en las Cámaras de Diputados y Senadores del Congreso de la Nación, a efectos de:

a) Impulsar la creación, integración y puesta en operación de una “Unidad Ejecutora Interprovincial Puente Reconquista–Goya”, la que tendría por objeto entender en todos los aspectos vinculados al proyecto.

b) Que la Unidad Ejecutora se integre con representantes técnicos y políticos de las provincias de Santa Fe y Corrientes, incluyendo las máximas autoridades de los ministerios de Obras y Servicios Públicos, legisladores y autoridades locales de la región afectada por las obras y de los organismos del Estado Nacional que por razones de competencia jurisdiccional corresponda, reivindicando la necesidad de que la Secretaría Ejecutiva sea ocupada por la Provincia de Santa Fe, actuando bajo la dependencia de los poderes ejecutivos de las Provincias de Santa Fe y Corrientes.

c) Que la sede oficial de la Unidad Ejecutora Puente Reconquista–Goya se establezca, preferentemente, en Reconquista o Avellaneda.

d) Que las funciones de la Unidad Ejecutora incluyan las gestiones ante los organismos nacionales cuya intervención corresponda, la elaboración y evaluación de proyectos, la construcción de las obras, las gestiones para el financiamiento del emprendimiento aludido y la administración de los recursos asignados por el presupuesto de la Nación a la obra.

Sala de Comisión, 8 de julio de 2004.

Reutemann – Gutiérrez – Peirone – Tibaldo – Aranda – Dehesa – Jullier
Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El aislamiento que ha caracterizado a la Mesopotamia argentina durante la mayor parte de la historia, y los limitados medios de comunicación vial con que hoy se cuenta, han determinado postergaciones para las sociedades que la habitan, demoras o inhibición del crecimiento y serias dificultades para su plena integración al país.


Pero los perjuicios no se han limitado a las provincias mesopotámicas, sus provincias hermanas y limítrofes también se han visto postergadas, pues el aislamiento es biunívoco y perjudicó a quienes pudiendo integrarse no lo hicieron por la existencia de impedimentos o barreras que durante largos períodos han sido insalvables.


Cada uno de los emprendimientos similares al que nos ocupa se ha caracterizado por acumular décadas para concretar su ejecución, y durante estos prolongados e inexplicables períodos, se produjo también la acumulación de gastos excesivos e injustificados, la generación de estructuras burocráticas sobredimensionadas, y también, porqué no decirlo, de estructuras corruptas que se apropiaron de los dineros públicos propiciando la realización de estudios innecesarios o redundantes que en otros casos sólo han ocasionado demoras en las aspiraciones de crecimiento de las sociedades.


Vivimos en una época en que la información se encuentra disponible en mayor medida que en otras épocas históricas. Los medios al alcance de los proyectistas son infinitamente superiores a los de otros tiempos. Los estudios realizados en la Cuenca del Plata y en particular en la Cuenca del Río Paraná han sido múltiples, desde aquellos realizados para el estudio de una eventual represa en el Paraná Medio, hasta los más recientes vinculados al aprovechamiento como vía navegable del Río Paraná.


Nada justifica rehacer lo ya realizado aunque corresponda concretar estudios específicos relacionados con la obra, su ejecución y financiamiento.


Ya se han realizado estudios de consultoría que han sugerido que determinan como traza más conveniente la que une Avellaneda (Santa Fe) con Lavalle (Corrientes) y se han formalizado convenios entre los gobernadores de ambas provincias.


En el Presupuesto 2004 se han previsto recursos por $5.000.000 para los caminos de acceso.


Tenemos la convicción de que se impone generar una estructura ágil y eficaz, que la hemos concebido como una Unidad Ejecutora Interprovincial, pues interpretamos que deben ser las provincias las que deben conducir el proceso por tratarse en principio de sus intereses los que están en juego.


Ello no implica desconocer la jurisdiccional nacional en los cursos navegables, y por ello la necesaria participación en la Unidad Ejecutora de las áreas nacionales competentes.


Creemos también que la Unidad Ejecutora debe actuar territorialmente en la zona afectada por la obra, para mantener un estrecho contacto con el ámbito que la requiere, pero también para rendir cuentas y ser controlados por quienes albergan expectativas positivas respecto de un emprendimiento como el que nos ocupa.


Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.
Pezz – Brignoni – Marcucci

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. PEZZ EÍ "UCRPEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una referencia. Hoy se daban unas estadísticas respecto a que los proyectos de comunicación en un porcentaje muy bajo son contestados por el Poder Ejecutivo.


En este caso, en el asunto 26, sucede todo lo contrario. Lo presentamos el 1º de julio, recién lo estamos aprobando, pero hoy a la mañana ya el gobernador Jorge Obeid firmó con su colega de Corrientes un convenio para crear la Unidad Ejecutora Interprovincial Puente Reconquista-Goya, con el mismo nombre y con las mismas atribuciones que las que planteamos en nuestro proyecto. 

–
Risas y manifestaciones en el Recinto.

SR. PEZZ EÍ "UCR PEZZ, Federico" .– Así que, señor presidente, lejos de molestarme, lejos de enojarme, me pone contento que el señor Gobernador utilice las herramientas que le brindan los diputados de la oposición para que su gobierno tome vuelo.

–
Risas.

SR. PEZZ EÍ "UCRPEZZ, Federico" .– De igual forma, en otro de los temas que tenía en agenda con el Gobernador de Corrientes, hoy se firmó el Tratado Interprovincial para el Manejo Sustentable de los Recursos Pesqueros, el mismo título que tenía nuestro proyecto de ley y nuestro pedido. Así que agradezco que el Gobernador lea los proyectos de los diputados de la oposición y ya le digo, no me molesta, porque no es una cuestión de fraternidad, es una cuestión de que sirvan a los intereses de Santa Fe.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.26 Medidas para pesaje de gas envasado

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 27.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Industria y Comercio ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12738 – UCR), de los señores diputados Ritter y Pezz, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo arbitre las medidas necesarias destinadas al control de la tara de los envases vacíos en que se comercializa el gas licuado de petróleo, como asimismo su contenido real y, atento a los fundamentos expuestos, por los motivos que agregará en oportunidad de su tratamiento el señor miembro informante, os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente:

 EÍ "zcExpte. N° 12738 – UCR: Medidas para pesaje de gas envasado" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Dirección General de Comercio Interior, dependiente del Ministerio de la Producción, instrumente operativos de fiscalización de grabado de tara, en los envases de comercialización de gas licuado de petróleo.

Asimismo, proceda a la verificación de que, efectivamente, dicha tara coincida con su peso real.

Sala de Comisión, 7 de julio de 2004.

Mirabella – Stanoevich – Strada – Meotto

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de la Producción, en un plazo no mayor a los noventa días, arbitre las medidas necesarias a efectos de que:

a) Los envases destinados a la comercialización de gas registren la correspondiente “tara” o peso en kilogramos del envase vacío.

b) Que al momento de entrega de los envases llenos, se proceda a su pesaje a la vista del comprador, emitiendo la correspondiente constancia impresa e identificada de la cantidad entregada.

c) Que en la factura de venta se haga constar el número identificatorio de la constancia impresa emitida en el pesaje.

d) Que por intermedio de la Dirección General de Comercio se proceda a realizar la homologación y el control de los envases vacíos destinados a la comercialización de gas y al control por muestreo de los envases en uso a efectos de evitar que los mismos contengan agua u otro elemento que facilite la entrega de cantidades menores de gas a las compradas.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El más elemental de los derechos de un comprador es que se le entregue lo que paga, tanto en calidad como en cantidad.


En materia de comercialización de gases combustibles resulta dificultoso exigir el control de “calidad” y aún de la capacidad calorífica del producto entregado en el momento de la entrega, pero al menos debe habilitarse la posibilidad de que el comprador reciba la cantidad pagada.


La publicidad para la venta de garrafas y tubos de gas combustible para uso domiciliario es un ejemplo claro de que no se entrega lo que se paga. El principal aspecto que se resalta en los textos es el “peso exacto”, lo que indica que es habitual no entregar el peso exacto y esto puede responder a razones diversas.


Puede haber pérdidas por mal cierre de los envases o por ser llenados insuficientemente y algunas seguramente lo serán como consecuencia de la intención de engañar al comprador.


Cualesquiera que sean las razones, el comprador no debe ser obligado a pagar lo que no recibe.


El reciente incremento en el precio del gas ha llevado a la necesidad de promover la “garrafa social”, suministro subsidiado con destino a la población de menores recursos.


Resulta evidente que la solidaridad no es interpretada del mismo modo por todos, y hemos oído denuncias que indican que muchas de estas garrafas eran entregadas con pesos sensiblemente menores a los 15 kilogramos que debía contener.


La medida que se propone seguramente generará resistencias, sobre todo en quienes proveen gases para uso domiciliario en condiciones irregulares, pero interpretamos que su instrumentación beneficiará a los consumidores y a aquellas empresas que con honestidad cumplen estrictamente con las normas de calidad y peso exacto a que son merecedores los habitantes de la provincia.


Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Ritter – Pezz

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.27 Iapos: cobertura de métodos anticonceptivos

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 28.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Seguridad Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.445 – ARI), presentado por los señores diputados Gutiérrez, Riestra y Benas, por el cual se solicita, por intermedio del Iapos, informe si hace efectiva la cobertura del 100% para los métodos anticonceptivos comprendidos en la norma de aplicación de la Ley 25673 (Salud Reproductiva y Procreación Responsable). Y por las razones expresadas y las que oportunamente podrá dar su miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto, con reformas introducidas.

 EÍ "zcExpte. Nº 12.445 – ARI: Iapos\: cobertura de métodos anticonceptivos" 
La Cámara de Diputados de la Provincia, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Dirección del Iapos, proceda a informar las siguientes cuestiones:

1.- Si el Instituto Autárquico Provincial de Obras Social (Iapos) hace efectiva la cobertura del 100% para los métodos anticonceptivos (anticonceptivos hormonales de uso sistémico; condones con o sin espermicidas; anticonceptivos intrauterinos, dispositivos de cobre; diafragmas y espermicidas), comprendidos en la norma de aplicación de la Ley Nacional Nº 25.673 de Salud Sexual y Procreación Responsable y su concordante Ley Provincial Nº 11.888.

2.- Si se han celebrado y, en su caso, su estado de ejecución, los convenios previstos en el artículo 11 de la Ley Nº 25.673. 

3.- En caso negativo: cuál es la fecha en que comenzará a brindar dicha cobertura.

Sala de Comisión, 3 de junio de 2004.

Millet – Riestra – Baudín – Peirone – Reutemann – Dehesa

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.445 – ARI) de los diputados Gutiérrez, Riestra y Benas, por el cual se solicita, por intermedio del Iapos, informe si hace efectiva la cobertura del 100% para los métodos anticonceptivos comprendidos en la norma de aplicación de la ley N° 25.673 (salud reproductiva y procreación responsable) y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos adherir al dictamen producido por la Comisión de Seguridad Social.

Sala de Comisión, 7 de julio de 2004.

Pividori – Tomei – Bonfatti – Cavuto – Sánchez – Baudín – Gutiérrez

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder ejecutivo a través de la Dirección del Iapos, proceda a informar –en el marco de lo dispuesto por la Resolución Nº 310/2004 del Ministerio de Salud de la Nación– las siguientes cuestiones:

1 – Si la Obra Social provincial hace efectiva la cobertura del 100% para los métodos anticonceptivos comprendidos en la norma de aplicación de la Ley Nº 25.673 de Salud Sexual y Procreación Responsable: anticonceptivos hormonales de uso sistémico; condones con o sin espermicidas; anticonceptivos intrauterinos, dispositivos de cobre; diafragmas y espermicidas.

2 – En caso negativo: cuál es la fecha en que comenzará a brindar dicha cobertura.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor. Presidente:

“… Los derechos reproductivos abarcan ciertos derechos humanos que ya están reconocidos en las leyes nacionales, en los documentos internacionales de derechos humanos, y en otros documentos pertinentes de las Naciones Unidas aprobadas por consenso. Estos derechos básicos se basan en el reconocimiento de todas las parejas e individuos a decidir libre y responsablemente el número de hijos, el espaciamiento de los nacimientos y el momento de tenerlos y a disponer de la información y de los medios necesarios para ello y el derecho de todas las personas a adoptar decisiones en relación con la reproducción sin sufrir discriminación, coacciones ni violencia…”1
La situación sociopolítica y cultural de nuestro país incide directamente en la tasa de mortalidad de mujeres con embarazos no deseados, y cuya interrupción con métodos y en condiciones de alto riesgo, arroja elevados índices de muertes.

La implementación de programas de educación sexual y procreación responsable impulsados por el Estado nacional y provincial, con asesoramiento obligatorio sobre todo tipo de anticoncepción y gratuidad de aplicación, lleva implícita la importancia de la prevención en salud evitando en consecuencia riesgos mayores, teniendo como herramienta única la atención primaria de la salud.

Atentos a la resolución Nº 310/2004 del PMOE (Programa Médico Obligatorio de Emergencia), que modifica a su anterior Nº 201/2002, y en la que se estipula que a fin de dar cumplimiento a la Ley Nº 25.673 se tendrá que dar cobertura del 100% a los siguientes métodos:

a) anticonceptivos hormonales de uso sistémico

b) condones con o sin espermicidas

c) diafragmas y espermicidas

d) anticonceptivos intrauterinos, dispositivo de cobre, cuyo alcance comprende a las obras sociales, quienes serán fiscalizadas y controladas por la superintendencia de servicos de salud.


Por lo anteriormente expuesto, y dada la relevancia del tema es que solicito a mis pares acompañen con su firma este pedido de informes.

Gutiérrez – Riestra – Benas

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.28 Ley Nº 12.064 (Producción Agroecológica)

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 29.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.867 – ARI), presentado por los diputados Strada, Benas, Riestra y Gutiérrez, por el cual se solicita informe si se ha cumplido con la constitución de un Comité Coordinador como estipulaba la carta intención firmada entre el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio y el Centro de Estudios de Producciones Agroecológicas, con sede en Rosario (Aplicación de la Ley 12064) y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconsejo le prestéis aprobación al proyecto.

 EÍ "zcExpte. N° 12.867 – ARI: Ley Nº 12.064 (Producción Agroecológica)" 
La Cámara de Diputados de la Provincia solicita que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, informe, con relación a la aplicación de la Ley 12064, sobre producción agroecológica en la Provincia de Santa Fe, lo siguiente:

1) Si se ha cumplido con la constitución de un Comité Coordinador como estipulaba la carta intención firmada entre el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio de la provincia y el Centro de Estudios de Producciones Agroecológicas, con sede en Rosario.

2) Qué tipo de actividades se generaron en el marco del convenio, cuyo objetivo es promover la Agroecología como herramienta de desarrollo.

3) Nómina de empresas y organizaciones de productores que fueron invitados a participar de la experiencia productiva y de innovación tecnológica.

4) Si el Ministerio de la Producción cuenta con partidas presupuestarias para estos fines específicos de acuerdo a la carta de intención que forma parte de la ley.

Sala de Comisión, 30 de junio de 2004.

Marcucci – Venesia – Scataglini – Pividori – Reynoso

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12867 – ARI), presentado por los Diputados Strada, Benas, Riestra y Gutiérrez; por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, informe si se ha cumplido con la constitución de un Comité Coordinador como estipulaba la carta intención firmada entre el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio y el Centro de Estudios de Producciones Agroecológicas con sede en Rosario (Aplicación de la Ley Nº 12064) y, atento a que el mismo cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Agricultura y Ganadería, esta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 8 de julio de 2004.

Peirone – Scataglini – Qüesta – Cecchi – Liberati – Riestra – Marcucci – Venesia – Lagna – Dalla Fontana

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

La producción agroecológica ha nacido del concepto de biodiversidad y sustentabilidad. Es un sistema respetuoso del medio ambiente, que nunca ha recibido el impulso suficiente debido a la falta de conocimiento de las virtudes que posee.

La demanda de productos agroecológicos en el mercado mundial es mucho mayor que la oferta, lo que permite colocar toda la producción con precios internacionales. Por otra parte estos productos se cotizan en el mercado local entre un 30 y un 40 por ciento por encima del resto.

Otra cualidad que posee es la incorporación de mano de obra en las áreas agrícolas, evitando así las migraciones hacia los centros urbanos, que muchas veces terminan alimentando los cinturones de marginalidad.

Un hecho que generó expectativas estuvo dado por la firma de una carta intención, el 7 de noviembre de 2001, entre el Magic y el Cepar, Centro de Estudios de Producciones Agroecológicas de Rosario, que fue ratificada por la Ley 12064.

En estos instrumentos se plantearon una serie de objetivos y procedimientos con el propósito de promover la Agroecología. Como desconocemos si algunas de las actividades acordadas tuvieron ejecución práctica, es que ponemos a consideración de la Cámara este proyecto de comunicación.

Strada – Benas – Riestra – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.29 Ferrocarriles de carga: audiencias públicas para renegociación de contratos

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 30.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.808 – UCR), presentado por la diputada Tomei, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga notificar a los municipios y comunas de la Provincia, de las audiencias públicas a realizarse en le marco de la renegociación de contratos con los ferrocarriles de carga y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

 EÍ "zcExpte. N° 12.808 – UCR:Ferrocarriles de carga\: audiencias públicas para renegociación de contratos" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Subsecretaría de Municipios y Comunas arbitre los medios necesarios para que:

1.- Se notifique a los municipios y comunas de la Provincia de Santa Fe de las audiencias públicas a realizarse en el marco de la renegociación de los contratos de ferrocarriles de carga, planificadas para el mes de julio del corriente año, para que estas realicen las consultas, observaciones y las propuestas que sean pertinentes.

2.- Se gestione ante la Unidad de Renegociación y Análisis de los Contratos (Uniren), dependiente del Poder Ejecutivo Nacional, toda información y/o documentación pertinente sobre los avances del proceso de renegociación de los contratos de ferrocarriles de cargas, para ser entregados a los municipios y comunas de la Provincia de Santa Fe.

Sala de Comisión, 23 de junio de 2004.

Pesaresi – Ritter – Tibaldo – Cavuto – Vázquez

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 12.808 – UCR), presentado por la señora diputada Tomei, por el cual solicita al Poder Ejecutivo disponga notificar a los municipios y comunas de la Provincia, de las audiencias públicas, a realizarse en el marco de la renegociación de los contratos de ferrocarriles de carga y, por las razones invocadas y atento a que cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Comunales, ha dispuesto adherir al mismo, que aconseja su aprobación.

Sala de Comisión, 8 de julio de 2004.

Benítez – Lamberto – Mirabella – Venesia – Brignoni

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:

La Ley Nº 25.561 habilitó en sus Art. 8 y 9 al Poder Ejecutivo nacional a realizar la renegociación de los contratos de las empresas prestatarias de las obras y servicios públicos.

En ejercicio de las facultades delegadas al Poder Ejecutivo nacional, el mismo por Decreto Nº 293/2002 y 370/2002, encomendó al Ministerio de Economía la renegociación y constituyó la Comisión de Renegociación de Contratos de Obras y Servicios Públicos (CRCOSP), para proceder a renegociar los contratos de obras y servicios públicos en ejecución, afectados por la emergencia según el Art. 9 de la Ley Nº 25.561.

Dicha comisión fue reemplazada por la actual Unidad de Renegociación y Análisis de los Contratos de Servicios Públicos (Uniren), a través del Decreto Nº 311/2003;

La Unidad de Renegociación de los Contratos (Uniren en adelante), tiene actualmente a su cargo la renegociación de los contratos de los ferrocarriles de carga.
El Decreto Nº 370/2002 también atribuyó al Ministerio de Economía la potestad de dictar las normas que establecen el procedimiento para llevar a cabo el proceso de renegociación de los contratos.

Correspondió entonces al mencionado Ministerio como autoridad de aplicación del proceso de renegociación de los contratos, elaborar los mecanismos de consultas públicas.

Por Resolución 576/2002 del Ministerio de Economía estableció la instrumentación de mecanismos de consulta pública, puntualmente el procedimiento de documento de consulta, y aprobó el reglamento de dicho procedimiento.

El artículo 7 del Reglamento del Procedimiento de Documento de Consulta posibilita la participación de toda persona física o jurídica, privada o pública que invoque un interés legitimo o derecho subjetivo, simple o difuso; de las organizaciones de los usuarios y consumidores; de los organismos y autoridades públicas nacionales, como también provinciales o municipales, del Defensor del Pueblo de la Nación, y de aquellos Defensores del Pueblo involucradas en la materia de la consulta.

La Uniren, es la encargada de comunicar la convocatoria al Procedimiento de Documento de Consulta según lo establece el Art. 6 del Reglamento del Procedimiento de Documento de Consulta a:

a) Las empresas concesionarias o licenciatarias involucradas en la materia de la consulta.

b) La autoridad de aplicación del contrato.

c) El organismo de control pertinente.

d) Las provincias y al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

e) Las Comisiones de Seguimiento de las Privatizaciones del Honorable Congreso de la Nación y la Comisión Bicameral creada por el artículo 20 de la Ley N° 25.561.

f) La Secretaría de Defensa de la Competencia

g) Las asociaciones de usuarios debidamente registradas.

h) Cualquier otra institución pública o privada cuya opinión, se considere relevante en orden al contenido del documento puesto a consulta.


Sin prejuicio de lo anterior el Ministerio de Economía de la Nación, implementó por medio de la Resolución Nº 180/2003 el Procedimiento de Consulta Pública, con su reglamento de funcionamiento, que establece la participación de igual manera que en la Resolución Nº 576/2002.

La agenda tentativa del tratamiento del proceso de renegociación de los ferrocarriles de cargas, realizada por la Uniren establece que los plazos del acuerdo integral con las concesionarias del servicio serán hasta diciembre de 2004.

En comunicación con responsables de la Uniren, se expidieron diciendo que las consultas públicas comenzarán luego de lograr definir la carta de entendimiento con las empresas de ferrocarriles de carga, en las que se esta trabajando actualmente;

En la agenda tentativa planificada se encuentra descripta en el Diagrama de Gantt elaborado por la Uniren adjunto a este proyecto (Anexo V), donde figura las consultas públicas para el 1 de julio de 2004, durante 30 días.

Estos mecanismos de participación buscan conocer la opinión de los usuarios y consumidores, como también de distintos sectores y actores cuyos intereses puedan resultar alcanzados por los acuerdos de la renegociación.

La Provincia de Santa Fe se encuentra hoy atravesada en su extensión por más de 4000 Km. de vías ferroviarias, muchas de las cuales franquean localidades de nuestra provincia, por lo cual se hace necesaria la participación de las comunas y municipalidades cuyos intereses puedan resultar alcanzados por los acuerdos de la renegociación.

Así podemos ver que la provincia es surcada por los ramales del Ferrocarril Expreso Pampeano (mapa Anexo I), por los ramales del Ferrocarril Belgrano Cargas (ver mapa Anexo II); por los ramales del Ferrocarril Nuevo Central Argentino (NCA, ver mapa Anexo III), y por los ramales del Ferrocarril América Latina Logística (ex-Buenos Aires al Pacífico, ver mapa Anexo IV).

Estos ramales atraviesan rutas nacionales y provinciales, los cuales revisten cuidado y atención por parte de las autoridades municipales y comunales como también se hace prudente la participación de las autoridades provinciales, en pos de mejorar la seguridad vial de los vehículos.

Los ferrocarriles en cuestión, han aumentado sus frecuencias de traslado de cargas, por lo que se hace necesario saber si las mismas generan dificultades y/u otro tipo de requerimiento por parte de los pobladores de nuestra provincia, como de las comunas y municipios interesadas en la reactivación del sistema ferroviario.

En el ultimo mes, se han producido en nuestra provincia 3 accidentes de transito (que se hayan conocidos), vinculados a los trenes de carga que circulan por nuestro territorio.

Según la Guía de Procedimientos los temas a analizar en la renegociación de ferrocarriles de carga, están incluidos entre otros puntos; la redefinición de la red ferroviaria, la Inversión a realizar, las explotaciones colaterales, y las nuevas normas de mantenimiento y seguridad, el impacto a la conservación del medio ambiente.

Sobre estos puntos, nuestra provincia debe tomar intervención ya que se trata de vías férreas que atraviesan vastos territorios de la misma, donde son posibles inversiones, impactos del medio ambiente, y explotación colaterales.

Es necesario, señor presidente, saber cuáles serán con esta nueva concesión, el tiempo de explotación de estas vías férreas, la inversión planificada, y la utilización, explotación y ampliación de las redes principales, secundarias, condicional (a demanda) y otros ramales de trocha angosta que flanquean nuestra provincia.

Así también, en las pautas de renegociación están establecidos los objetivos del Estado nacional, pero no están establecidos los intereses y objetivos de nuestra Provincia, en un medio tan estratégico como el transporte ferroviario de cargas.

La convocatoria a las consultas públicas, procedimiento de documento de consulta y procedimiento de audiencias públicas; serán publicadas solamente por tres (3) días en el Boletín Oficial de la Nación y un (1) día en diario de circulación nacional, para hacer efectiva la participación de todo aquel que lo solicite.

Señor presidente, las comunas y municipios de nuestra provincia muchas veces no reciben los boletines oficiales nacionales, y numerosas veces los diarios de circulación nacional llegan días después a la fecha de publicación.

Es necesario que el Poder Ejecutivo provincial articule las instancias necesarias para comunicar a las comunas y municipalidades, el día, hora y lugar (en el caso de las audiencias públicas) de las convocatorias a los procedimientos establecidos por el Ministerio de Economía de la Nación.

Para no ver frustrada la participación de los municipios y comunas de nuestra provincia y de todo aquel interesado, visto que los mecanismos de consultas públicas están próximos a realizarse, es necesario que estos vayan elaborando informes y/o documentos que contengan todas aquellas dudas, sugerencias y propuestas a realizar sobre el proceso de renegociación de los contratos de ferrocarriles de cargas.

Para esto se solicita a la Subsecretaria de Municipios y Comunas, que suministre a las mismas, de toda la información y/o documentación referida al tema en cuestión, puntualmente las Resoluciones N° 576/2002 y 180/2003 del Ministerio de Economía que establecen y reglamentan los procedimientos de documentos de consulta y audiencias públicas.

De esta manera se estará haciendo uso correcto de una herramienta apta para analizar y confrontar en forma trasparente y pública, las distintas opiniones que pueden exponerse sobre las posibles modificaciones contractuales puestas en consulta.

Las comunas y municipios, como también los ciudadanos y usuarios, debemos aprender a participar en estos espacios de consultas públicas ya que se definen cuestiones atinentes al desarrollo de la infraestructura de comunicaciones de nuestra provincia, de la seguridad vial, de las posibles modificaciones ambientales y de la vida cotidiana de numerosas localidades de la misma.

Por todo lo expuesto solicito el tratamiento y aprobación del siguiente proyecto.

Mónica A. Tomei

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Al no haber más asuntos que tratar, se levanta la sesión.

–
Eran las 00:00 del día 6 de agosto de 2004.

lic. alfredo federico barboza

a/c dirección del cuerpo de taquígrafos
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